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-Con permiso constitucional no estuvieron presentes los diputados señores Patricio 
Cornejo y Jorge Tarud.


-Asistió, además, el ministro de la Secretaría General de la Presidencia, señor Francisco Huenchumilla.

-
II. APERTURA DE LA SESIÓN


-Se abrió la sesión a las 11.10 horas.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS


El señor LORENZINI (Presidente).- 
El acta de la sesión 85ª de la legislatura extraordinaria se declara aprobada.


El acta de la sesión 86ª, de la misma legislatura, queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA


El señor LORENZINI (Presidente).- 
Se va a dar lectura a la Cuenta.


-El señor ÁLVAREZ (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.

RECONOCIMIENTO DE DIPUTADA ROSA GONZÁLEZ A EXPRESIONES DE APOYO DURANTE SU ENFERMEDAD.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
Tiene la palabra la diputada señora Rosa González, a quien le damos nuestra bienvenida al hemiciclo.


La señora GONZÁLEZ (doña Rosa).- 
Señor Presidente, estimados colegas: en estos momentos resulta muy difícil para mí hilar palabras, puesto que me embarga una profunda emoción cargada de muchos sentimientos difíciles de expresar; emoción de estar nuevamente en este hemiciclo junto a mis colegas luego de una larga ausencia debido a las complicadas intervenciones a las cuales fui sometida.


Por ello, sólo tengo sentimientos de cariño e infinitos agradecimientos. A Dios, por permitirme la oportunidad de renacer; a mi familia, por su gran apoyo diario en las largas jornadas de rehabilitación. Gracias, también, a todos y a cada uno de los presentes; a la gente de mi distrito; a la prensa, por su respeto en el manejo de la información relacionada con mi dolencia; a los secretarios de Comisiones y a todos quienes conforman esta gran Corporación, por todas las manifestaciones de cariño en esos difíciles momentos en que cada palabra y demostración de afecto resultó ser el mejor de los medicamentos para mi mejoría.


Sería muy extenso nombrarlos a todos. Por eso, tan sólo puedo decir que en lo más profundo de mi corazón sólo tengo sentimientos de gratitud e infinito cariño, pues cada uno ha contribuido a mi franca recuperación, que hoy me permite retomar mis actividades parlamentarias.


Gracias, nuevamente, por todo el apoyo, el cual, indudablemente, llevaré por siempre en mi mente y en mi corazón.


Muchas gracias.


He dicho.


-Aplausos.

El señor LORENZINI (Presidente).- 
Gracias a usted, diputada Rosa González, y nuevamente le hacemos extensivos el respaldo, ánimo y apoyo de todas las bancadas presentes en la Cámara de Diputados.

INFORME SOBRE LA TERCERA REUNIÓN DE LA COMISIÓN PARLAMENTARIA CONJUNTA DEL MERCOSUR.


El señor LORENZINI (Presidente).- Para rendir el informe sobre la Tercera Reunión de la Comisión Parlamentaria Conjunta del Mercosur, efectuada en nuestro país hace algunas semanas, tiene la palabra, por cinco minutos, el diputado Edmundo Salas.


El señor SALAS.- Señor Presidente, en primer lugar, agradezco infinitamente al secretario de la Comisión de Relaciones Exteriores, señor Federico Vallejos, por su activa y eficiente participación como secretario de la Tercera Reunión de la Comisión Parlamentaria Conjunta del Mercosur, realizada en Chile entre los días 10 y 11 de mayo pasado.


Rindo este informe, también, en nombre de mi colega Claudio Alvarado, quien, al igual que yo, estuvo a cargo de la organización de este evento.


La Comisión Parlamentaria Conjunta del Mercosur fue establecida en el Tratado de Asunción, firmado el 26 de marzo de 1991, entre Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay, como uno de los órganos del Mercosur, integrado por representantes de los parlamentos nacionales de los cuatro países fundadores de este esquema subregional de integración.


Según lo dispuesto por el Tratado de Asunción, a la Comisión Parlamentaria Conjunta del Mercosur le corresponde procurar acelerar los procedimientos internos correspondientes en los Estados parte para la pronta entrada en vigor de las normas emanadas de los órganos del Mercosur; coadyuvar en la armonización de legislaciones, tal como lo requiera el avance del proceso de integración, y examinar los temas prioritarios que le someta el Consejo del Mercosur, órgano superior del Mercosur, integrado por los ministros de Relaciones Exteriores y por los ministros de Economía de los Estados parte.

II. Participación del Congreso Nacional de Chile en la Comisión Parlamentaria Conjunta del Mercosur.

A partir del 2000, cuatro años después de la celebración del Acuerdo de Complementación Económica entre Chile y el Mercosur y de la adhesión de nuestro país, entre otros instrumentos, a la “Declaración sobre Compromiso Democrático del Mercosur”, el Congreso Nacional de Chile se incorpora a los trabajos de la Comisión Parlamentaria Conjunta y, desde esa fecha, ha participado en las diversas reuniones convocadas en los cuatro países parte del Mercosur, con el estatuto de Parlamento asociado, del mismo modo como lo han estado haciendo las delegaciones parlamentarias de Perú y de Bolivia.

Tal participación nacional en las reuniones de la Comisión Parlamentaria Conjunta se funda en las proposiciones que ha formulado la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana para que la honorable Cámara declare las relaciones con los parlamentos nacionales de los países parte del Mercosur como una de las prioridades en sus relaciones internacionales. Para tal efecto, la honorable Comisión de Régimen Interno, Administración y Reglamento ha dispuesto que la representación de la Corporación en las reuniones de la Comisión Parlamentaria Conjunta del Mercosur sea asumida por un diputado de cada una de las siguientes bancadas: del Partido Unión Demócrata Independiente, del Partido Demócrata Cristiano, del Partido Renovación Nacional y del Partido por la Democracia.


De tal modo, para la representación actual de la honorable Corporación en las reuniones de la Comisión, las respectivas bancadas han designado a los honorables diputados Javier Hernández Hernández, Edmundo Salas de la Fuente, Francisco Bayo Veloso y Felipe Letelier Norambuena.

III. Convocatoria, actividades y principales materias tratadas en la Tercera Reunión de Presidentes de las Secciones Nacionales de la Comisión Parlamentaria Conjunta del Mercosur.
a)
Convocatoria.


La tercera reunión de Presidentes de las Secciones Nacionales de la Comisión Parlamentaria Conjunta, realizada en Santiago y Valparaíso, entre los días 10 y 11 de mayo, fue la primera que se efectúa fuera del territorio de los cuatro países miembros plenos del Mercosur, lo que para el Congreso Nacional de Chile ha constituido una distinción política de especial importancia, valorada plenamente por los parlamentarios chilenos dada la prioridad que la honorable Corporación asigna a sus relaciones con los parlamentos nacionales de los países miembros y asociados a este esquema de integración subregional.


Conforme a los estatutos internos de la Comisión, ella fue convocada por su presidente pro tempore, honorable diputado Alfredo Atanasof, integrante de la Cámara de Diputados de la República de Argentina, y tuvo por objetivos principales analizar los mecanismos de consulta entre esta instancia parlamentaria y el Consejo del Mercosur y la institucionalización del Parlamento del Mercosur.


Además del honorable diputado Atanasof, presidente pro tempore de la Comisión, participaron en la reunión los siguientes parlamentarios:

1)
Honorable diputado Flosrisvaldo Rosinha, presidente de la sección brasileña de la Comisión Parlamentaria Conjunta del Mercosur, integrante de la Cámara de Diputados de Brasil;

2)
Honorable senador Alfonso González Núñez, presidente de la sección paraguaya de la Comisión Parlamentaria Conjunta del Mercosur, integrante del Senado de Paraguay;

3)
Honorable diputado Ricardo Berois, jefe de la delegación parlamentaria uruguaya, integrante de la Cámara de Diputados de la República Oriental del Uruguay;

4)
Honorable congresista Eduardo Salhuana, jefe de la delegación parlamentaria peruana, integrante del Congreso de la República del Perú;

5)
Honorable senador Ricardo Taffarel, integrante del Senado de la República de Argentina;

6)
Honorable diputada Mirta Rubini, integrante de la Cámara de Diputados de la República de Argentina;

7)
Honorable diputado Leopoldo Moreau, integrante de la Cámara de Diputados de la República de Argentina;

8)
Honorable diputado Pablo Mieres, integrante de la Cámara de Diputados de la República Oriental del Uruguay;

9)
El señor Óscar Casal, secretario ejecutivo de la Comisión Parlamentaria Conjunta del Mercosur; la señora Gabriela Basaistegui, asistente técnica; el embajador señor Félix Peña y el señor José Luis Maurizio, asesores de la Presidencia de la Comisión Parlamentaria Conjunta del Mercosur; el señor Leandro Etchichury, secretario de la delegación parlamentaria argentina; la señora María Claudia Drummond y el señor Antonio Ferreira, asesora y secretario, respectivamente, de la delegación parlamentaria brasileña; el señor Edgar Lugo, secretario del presidente de la delegación parlamentaria paraguaya, y los señores Juan Arraga y Álex Cofone, secretario de la delegación parlamentaria uruguaya.


Por el honorable Senado de Chile participaron los excelentísimos senadores señores 
Hernán Larraín Fernández y Jaime Gazmuri Mujica, presidente y vicepresidente del honorable Senado, respectivamente; el honorable senador señor Sergio Romero Pizarro, presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores, y los honorables senadores integrantes señores Juan Antonio Coloma Correa, Jorge Martínez Busch, Roberto Muñoz Barra y 
Gabriel Valdés Subercaseaux.


Por la Cámara de Diputados participaron, en las reuniones de la Comisión, la honorable diputada señora Isabel Allende Bussi, presidenta de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana; las honorables diputadas señoras María Eugenia Mella Gajardo, Lily Pérez San Martín, Alejandra Sepúlveda Orbenes y Laura Soto González, y los honorables diputados señores Claudio Alvarado Andrade, Francisco Bayo Veloso, Javier Hernández Hernández, Gonzalo Ibáñez Santa María, Carlos Abel Jarpa Wevar, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Juan Masferrer Pellizzari, Waldo Mora Longa, Edgardo Riveros Marín, Felipe Salaberry Soto, Exequiel Silva Ortiz, Jorge Tarud Daccarett, Edmundo Villouta Concha y quien habla, en su condición de diputado presidente de la Comisión Organizadora y jefe de la delegación parlamentaria chilena.


Señor Presidente, como todavía faltan varias carillas de este informe, para no cansar a la Sala con su lectura, solicito que el resto del texto se inserte en el boletín de sesiones.


Agradezco a todos los países miembros permanentes del Mercosur por acordar realizar esta reunión por primera vez en nuestro país.


Es todo cuanto puedo informar.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- Gracias, diputado Salas.


El resto del informe se incorporará al boletín de sesiones, de manera que su texto completo quedará a disposición de los señores diputados interesados.


-El texto restante del informe que se acordó insertar es el siguiente:


“b) Actividades y principales materias tratadas durante las reuniones de la Comisión Parlamentaria Conjunta.


Las actividades de los parlamentarios del Mercosur asistentes a la Tercera Reunión de la Comisión Parlamentaria Conjunta, desarrolladas durante el día lunes 10 de mayo de 2004, en Santiago, tuvieron por objeto celebrar encuentros con los presidentes de ambas cámaras del Congreso Nacional, con autoridades de Gobierno, parlamentarios y dirigentes de los partidos políticos destinados a conocer opiniones y experiencias sobre la participación de Chile en el Mercosur e informar sobre las iniciativas que la Comisión Parlamentaria Conjunta impulsa para fortalecer este modelo de integración.


En las reuniones efectuadas el día 11 de mayo de 2004, en Valparaíso, en la Sala de Conferencias Inés Enríquez Fröedden, de la Cámara de Diputados, los parlamentarios de los países parte del Mercosur y de los países asociados se ocuparon de los asuntos propios de inserción en la estructura institucional del Mercosur.


b.l) Principales materias tratadas en reuniones con autoridades, parlamentarios y dirigentes políticos.


Los presidentes de la Comisión Parlamentaria Conjunta; legisladores del Mercosur y los jefes de las delegaciones celebraron, en el orden que se indica, reuniones con las autoridades, parlamentarios y dirigentes políticos siguientes:

1)
El Presidente y el Vicepresidente del Senado, excelentísimos senadores Hernán 
Larraín Fernández y Jaime Gazmuri 
Mujica;

2)
El Primer Vicepresidente de la Cámara de Diputados, honorable diputado Antonio Leal Labrín; 
3)
La ministra de Relaciones Exteriores, señora Soledad Alvear Valenzuela;

4)
El director de Asuntos Bilaterales de la Dirección de Relaciones Económicas Internacionales (Direcon), embajador 
Mario Matus;

5)
Con parlamentarios y dirigentes de los partidos políticos de la Concertación:


-Por el Partido Demócrata Cristiano participan la honorable diputada María Eugenia Mella y los honorables diputados Waldo Mora Longa y Edmundo Villouta Concha, más el suscrito.


-Por el Partido por la Democracia participan los señores Edison Barría y Claudio Henríquez, miembros de la comisión internacional del partido;


-Por el Partido Socialista participa el señor Humberto Vega, presidente de la comisión de economía del partido, y el señor Guido Camu, secretario nacional de comunicaciones, y


-Por el Partido Radical Social Demócrata participan el honorable diputado Carlos Abel Jarpa Wevar y el señor Mario Papi, vicepresidente del partido.

6)
Con Parlamentarios y dirigentes de la Alianza por Chile:


-Por el Partido Unión Demócrata Independiente participan el honorable senador Juan Antonio Coloma Correa y los honorables diputados Javier Hernández Hernández y Felipe Salaberry Soto, y 


-Por el Partido Renovación Nacional, los honorables diputados Francisco Bayo Veloso y Carlos Ignacio Kuschel Silva.


Por otra parte, los presidentes de las secciones nacionales de la Comisión Parlamentaria Conjunta fueron recibidos, separadamente, por las Comisiones de Relaciones Exteriores de la honorable Cámara de Diputados y del honorable Senado.


En estas reuniones políticas y parlamentarias, los parlamentarios del Mercosur pusieron especial énfasis en conocer la experiencia chilena en la negociación y aplicación de los acuerdos de libre comercio, particularmente con los Estados Unidos de América, la Unión Europea, Canadá y México.


Además, destacaron su interés en perfeccionar los procedimientos de participación de los parlamentos de los países asociados en los trabajos de la Comisión Parlamentaria Conjunta, a fin de coordinar acciones legislativas comunes en materias que tengan particular interés para la integración dichos países en el Mercosur. En este sentido, se sostuvo reiteradamente la conveniencia de que los parlamentarios designados para representar a sus corporaciones en las reuniones de la Comisión reciban mandatos por períodos de tiempo que les den continuidad en la función, con miras a lograr una mayor especialización en los asuntos de interés para Mercosur.


En este plano, se hizo notar que las expectativas que se generaron al constituir el Mercosur no se han concretado, y que, por ello, es aconsejable buscar un mecanismo de diagnóstico de fortalezas y debilidades, sin segundas lecturas. Para ello, se consideró necesario analizar con detenimiento las causas de la frustración, mediante un diálogo parlamentario que fortalezca el Mercosur, superando, incluso, las dificultades que presenta para nuestros parlamentarios tener una participación como Parlamento Asociado.


Los parlamentarios chilenos manifestaron su voluntad de impulsar iniciativas concretas en el marco del Mercosur y dispuestos a generar consensos y confianzas que fortalezcan una voluntad real de integración.


Por otra parte, los parlamentarios del Mercosur hicieron notar que este esquema, originalmente concebido como un modelo de integración económica, estaba orientando su acción actual hacia una mayor integración política entre los Estados parte y países asociados del Mercosur. Al respecto, se recordó la experiencia de la Unión Europea, en cuyo esquema institucional son los parlamentarios los que asumen la iniciativa en la solución de los problemas que pueden entrabar su desarrollo.


En ese contexto, siguiendo las experiencias de la diplomacia parlamentaria latinoamericana y europea, se propuso que en el Congreso Nacional de nuestro país se constituya una comisión bicameral que se ocupe de apoyar la participación nacional en los órganos del Mercosur, especialmente en las decisiones que se adopten a propósito de las consultas que le formule a la Comisión Parlamentaria Conjunta el Consejo de Ministros del Mercosur.


Finalmente, en estas reuniones políticas y parlamentarias, el presidente pro tempore de la Comisión anunció la decisión adoptada recientemente en Asunción, Paraguay, para modificar de los estatutos con el objeto de mejorar las modalidades de participación de los parlamentos de los países asociados.


b.2) Materias tratadas en la Tercera Reunión de la Comisión Parlamentaria Conjunta del Mercosur.


La Tercera Reunión de Presidentes de las Secciones Nacionales de la Comisión Parlamentaria Conjunta sesionó el martes 11 de mayo de 2004, en la Sala de Conferencias “Inés Enríquez Fröedden”, de la honorable Cámara, a partir de las 10.30 horas, ocupándose de la proposición de las delegaciones parlamentarias de Argentina y de Brasil para adoptar el Protocolo de Institucionalización del Parlamento del Mercosur, iniciativa destinada a ser propuesta a la Cumbre de Jefes de Estado de los países parte y países asociados al Mercosur.


El texto de este instrumento se anexa a este informe.

IV. Proposición a la honorable Camara:


En mérito de lo expuesto;


Atendida la conveniencia de perfeccionar los mecanismos internos establecidos para la representación de la honorable Cámara en la Comisión Parlamentaria Conjunta del Mercosur;


Considerando la prioridad que la honorable Cámara le asigna a las relaciones internacionales con los países parte y los países asociados al Mercosur, y


Visto que durante la reunión de presidentes de las secciones nacionales de los países parte de la Comisión Parlamentaria Conjunta del Mercosur y de legisladores de los países asociados, efectuada en Chile, entre el 10 y el 11 de mayo de 2004, hubo consenso entre las autoridades parlamentarias y parlamentarios chilenos sobre la conveniencia de institucionalizar en forma permanente la representación del Congreso Nacional de Chile en las reuniones parlamentarias del Mercosur, conforme a los principios de la continuidad y especialización en el tratamiento de los asuntos sometidos a su consideración.


La Cámara de Diputados aprueba el siguiente


Proyecto de acuerdo:

1º
Proponer al Senado constituir entre la Cámara de Diputados y el Senado una comisión bicameral paritaria, con presidencia bianual alternada, encargada de estudiar los asuntos que interesen al proceso de integración subregional institucionalizado en el Mercosur y de formular los proyectos de resoluciones o decisiones que correspondan a los objetivos de las relaciones internacionales del país, y 

2º
Mantener en el ínterin la representación de la Cámara de Diputados en la forma convenida en el acuerdo marco que prioriza las relaciones internacionales de la Corporación, precisando que las bancadas de diputados deberán designar a sus representantes en las reuniones de la Comisión Parlamentaria Conjunta del Mercosur conforme a los principios de la continuidad y especialización”.

“Anteproyecto de protocolo constitutivo del Parlamento del Mercosur.


Artículo 1º.- Establecimiento del Parlamento del Mercosur. La composición, competencias y funcionamiento del Parlamento del Mercosur se rigen por el presente Protocolo.


Artículo 2º.- Principios. Son principios generales del Parlamento del Mercosur:

1.
La representación de los ciudadanos del Mercosur, respetando la pluralidad ideológica y política de sus pueblos;

2.
La consolidación de la integración latinoamericana mediante la ampliación del Mercosur, la defensa de la democracia, la libertad, el respeto a las minorías y los derechos de sus ciudadanos;

3.
La prevalencia de los derechos humanos y la justicia;

4.
la solidaridad y la cooperación internacional, reforzando los principios de igualdad entre los Estados, de no intervención y de solución pacífica de los conflictos internacionales; 

5.
El repudio a todas las formas de discriminación, especialmente las relativas al género, la raza, la religión, la nacionalidad y la edad;

6.
El cumplimiento de los compromisos del Mercosur y de los instrumentos para la constitución del Mercado Común, especialmente la libre circulación intrazona, la política comercial común, la coordinación de políticas y la armonización de legislaciones.


Artículo 3º.- Composición.- Los miembros del Parlamento del Mercosur se denominan “Legisladores del Mercosur”.


La composición del Parlamento se ajusta a las siguientes normas:

1.
A partir de la entrada en vigencia del presente Protocolo, el Parlamento del Mercosur está integrado por dieciséis (16) representantes de cada Estado parte, designados por los respectivos Congresos nacionales de entre sus miembros.

2.
El mandato de los representantes referidos en el inciso anterior será de cuatro años.

3.
Cada Estado parte procurará una adecuada representación de sus fuerzas políticas, una apropiada representación por género, como así también de las distintas regiones de cada país.

4.
La extinción del mandato federal no acarrea la pérdida del mandato en el Parlamento del Mercosur, salvo en el caso de inhabilitación.


Artículo 4º.- Atribuciones y competencias. El Parlamento del Mercosur tendrá las siguientes atribuciones y competencias:

1.
Velar por la preservación y el fortalecimiento de los principios de la democracia representativa en el funcionamiento del Mercosur y de sus instituciones.

2.
Contribuir a asegurar la más amplia transparencia y participación de todos los sectores sociales a través de sus instituciones representativas, en la preparación y adopción de las normas de Mercosur.

3.
Procurar acelerar los procedimientos internos correspondientes en los Estados parte para la pronta entrada en vigor de las normas emanadas de los órganos del Mercosur y, en los casos que correspondiera, para la rápida aprobación de la respectiva legislación nacional.

4.
Identificar los requerimientos de armonización de legislaciones nacionales que surjan del desarrollo del Mercosur y contribuir a lograr los objetivos que se acuerden en la materia.

5.
Emitir declaraciones, recomendaciones y dictámenes en las materias de sus competencias.

6.
Responder a las consultas que le efectúen los órganos competentes del Mercosur y, en tales casos, emitir su opinión fundada, a través del Grupo Mercado Común, para la consideración del Consejo del Mercado Común.

7.
Realizar sesiones con la participación de autoridades de los órganos del Mercosur, convocados especialmente al efecto.

8.
Establecer relaciones de cooperación con instituciones parlamentarias similares y celebrar los convenios necesarios a tales efectos.

9.
Asegurar la mayor difusión sobre sus actividades y sobre el funcionamiento del Mercosur, en las materias de sus competencias.


Artículo 5º.- Reglamento Interno. El Parlamento del Mercosur elaborará su propio Reglamento Interno.


Artículo 6º.- Reuniones. El Parlamento del Mercosur se reúne en forma ordinaria al menos dos veces por semestre. Puede reunirse extraordinariamente a pedido de la mayoría de las secciones nacionales o a solicitud del Consejo del Mercado Común.


Artículo 7º.- Deliberaciones y toma de decisiones. El Parlamento del Mercosur delibera y adopta sus decisiones de acuerdo a lo que se estipula a continuación:


Para sesionar oficialmente, deben estar presentes todas las secciones nacionales, con un mínimo de 6 (seis) miembros de cada una de ellas y de al menos un miembro de la mesa ejecutiva de cada Sección.


Durante esta etapa las decisiones se adoptan por mayoría simple de cada una de las delegaciones de los Estados parte.


El Parlamento del Mercosur sesiona con el quórum que disponga su Reglamento Interno.


Asimismo, se rige por ese Reglamento el método de adopción de decisiones, que tiende a fortalecer el voto individual por parlamentario, a fin de lograr una mayor interacción de legisladores de diferente procedencia y la conformación de bloques o familias políticas.


Artículo 8º.- Estructura. El Parlamento del Mercosur regulará mediante su Reglamento Interno el funcionamiento de una Mesa Directiva y de sus respectivas Secretarías Parlamentaria y Administrativa.


Para el cumplimiento de sus funciones el Parlamento del Mercosur puede establecer Comisiones temáticas respetando la representación proporcional de los Estados y de las fuerzas políticas que actúan en su seno.


El Reglamento Interno establecerá la periodicidad de las reuniones de la Mesa Directiva y de las Comisiones temáticas.


Artículo 9.- Sede. Los Estados parte determinarán la sede del Parlamento del Mercosur.


El Estado parte donde esté ubicada la sede del Parlamento del Mercosur firmará un Acuerdo-Sede que defina las normas relativas a los privilegios, las inmunidades y las exenciones tributarias, de conformidad con la Convención de Viena de Relaciones Diplomáticas, de 1961.


Artículo 10.- Privilegios e inmunidades. Los miembros del Parlamento del Mercosur gozan de los derechos, privilegios e inmunidades que se les conceden a los agentes diplomáticos, según lo determina la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, de 1961.


Queda prohibida la institución de cualquier tipo de mandato imperativo a los miembros del Parlamento del Mercosur.


El mandato de los miembros del Parlamento Mercosur es inviolable civil o penalmente, por cualquiera de sus opiniones, palabras y votos.


Artículo 11.- Estados asociados. Los Estados asociados al Mercosur tienen representación en el seno del Parlamento del Mercosur en carácter de observadores, con voz y sin voto.


Artículo 12.- Nuevos miembros. Los países que se incorporen como Estados parte de acuerdo a lo previsto en el art... del Tratado de Asunción al Mercosur en el futuro tendrán la correspondiente representación en el Parlamento en virtud de lo establecido en el artículo 3º de este Protocolo.


Artículo 13.- Presupuesto. Los Estados parte, a partir de la fecha de la aprobación del presente Protocolo, deberán prever una partida anual en sus respectivos presupuestos nacionales para el adecuado funcionamiento del Parlamento del Mercosur.


Artículo 14.- Solución de controversias. Las controversias que surjan por la interpretación o aplicación del presente Protocolo serán sometidas al sistema general de Solución de Controversias vigente en el Mercosur.


Artículo 15.- Adhesión y denuncia. La adhesión o denuncia al presente Protocolo se rigen por las normas establecidas en el Tratado de Asunción.


Artículo 16.- Vigencia. El presente Protocolo entra en vigencia treinta (30) días después del depósito del cuarto instrumento de ratificación. El Gobierno de la República del Paraguay notifica a los Gobiernos de los demás Estados parte la fecha del depósito de los instrumentos de ratificación y la de entrada en vigor del presente Protocolo. 


Artículo 17.- (Cláusula Revocatoria). Quedan revocadas todas las disposiciones del Tratado de Asunción, del 26 de marzo de 1991, y del Protocolo de Ouro Preto del 17 de diciembre de 1994, que entren en colisión con los términos del presente Protocolo.


Artículo 18.- Disposición Transitoria. Proponer a los gobiernos de los Estados parte las modificaciones que pudieran requerirse en este Protocolo, a efectos de procurar su funcionamiento más eficaz, una adecuada representatividad y la atribución de competencias acordes con el pleno desarrollo del Mercosur”.

INCLUSIÓN DE PROYECTO EN LA CUENTA DE LA PRESENTE SESIÓN.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Según lo acordado por los Comités, solicito el asentimiento unánime de la Sala para incluir en la Cuenta de la presente sesión el proyecto de ley que otorga un bono extraordinario y beneficios previsionales y modifica el decreto ley Nº 869, de 1975, y la ley Nº 19.454, el cual se remitiría a la Comisión de Hacienda.


¿Habría acuerdo?


Acordado.

INTEGRACIÓN DE COMISIÓN INVESTIGADORA SOBRE TALA ILEGAL DEL ALERCE.


La señora CARABALL, doña Eliana (Presidenta accidental).- Propongo a la Sala integrar la Comisión investigadora relativa a la tala ilegal del alerce a los diputados señores Claudio Alvarado, Carlos Recondo, Javier Hernández, Gastón Von Mühlenbrock, Gabriel Ascencio, Rodolfo Seguel; la diputada señora María Eugenia Mella, y los diputados señores Guido Girardi, Leopoldo Sánchez, Carlos Ignacio Kuschel, Roberto Delmastro, Fidel Espinoza y José Pérez.


¿Habría acuerdo?


Acordado.
V. ORDEN DEL DÍA

FOMENTO AL MERCADO DE CAPITAL DE RIESGO. Primer trámite constitucional.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En el Orden del Día, corresponde conocer, en primer trámite constitucional, el segundo informe de la Comisión de Hacienda sobre el proyecto de ley, originado en mensaje, que introduce adecuaciones de índole tributaria e institucional para el fomento de la industria de capital de riesgo y continúa con la modernización del mercado de capitales.


Diputado informante de la Comisión de Hacienda es el señor Rodrigo Álvarez.


Antecedentes:


-Segundo Informe de la Comisión de Hacienda, boletín Nº 3278-05. Documentos de la Cuenta Nº 21, de esta sesión.


El señor LORENZINI (Presidente).- Señores diputados, hoy vamos a continuar con el debate de este proyecto hasta las 12.15. A esa hora se suspenderá la sesión para recibir al Presidente del Congreso de la República del Perú y a su delegación de parlamentarios. Reanudaremos esta sesión, aproximadamente, a las 12.45 horas.


El próximo martes, si queda todavía algún parlamentario inscrito, se terminará con el debate y votará el proyecto en particular. Así, daremos tiempo para que los diputados que no han participado en las respectivas comisiones, puedan tomar conocimiento e interiorizarse en detalle sobre un tema bastante complejo.


Tiene la palabra el diputado señor Rodrigo Álvarez, informante de la Comisión de Hacienda.


El señor ÁLVAREZ.- Señor Presidente, me corresponde dar a conocer el segundo informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de ley que introduce adecuaciones de índole tributaria e institucional para el fomento de la industria de capital de riesgo y continúa con la modernización del mercado de capitales.


Dado lo extenso del informe, me referiré sólo a las normas más relevantes y a los temas más discutidos en la Comisión de Hacienda.


Como se recordará, en la sesión 64ª, de 30 de marzo de 2004, la Sala aprobó en general este proyecto y lo envió a la Comisión de Hacienda para un segundo informe, debido a la presentación de indicaciones y al hecho de que algunas materias requerían de un segundo pronunciamiento de la Comisión.


En este trámite, sólo fueron sometidas a discusión y votación las indicaciones formuladas al texto aprobado por la Comisión en su primer informe. Se dieron por aprobadas todas las demás disposiciones, en los mismos términos en que lo fueron en ese informe.


Por su parte, los artículos 14, 15 y 16 que se someten a consideración de la Comisión corresponden a las modificaciones propuestas por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia y que, fundamentalmente, tratan materias relacionadas con el nuevo modelo de prenda creado por el proyecto, adecuaciones a los antiguos sistemas de prenda de nuestra legislación y algunas materias relativas a las preferencias y prelación de créditos.


En el texto del informe constan las disposiciones que no fueron objeto de modificaciones ni de indicaciones, las disposiciones modificadas, las suprimidas y las nuevas, relativas a la sociedad de responsabilidad limitada por acciones, que fueron tratadas de forma distinta de la que planteaba el informe original.


Asimismo, hubo una serie de indicaciones rechazadas o retiradas por los diputados que las habían presentado; otras fueron declaradas inadmisibles porque, en algunos casos, involucraban mayor gasto fiscal, y, en otros, porque se alejaban de las ideas matrices del proyecto.


Es importante destacar que existen normas que requieren quórum especial para su aprobación. Por ejemplo, requieren quórum de ley orgánica constitucional los numerales 1) y 3) del artículo 3º y el inciso tercero del artículo 28 incorporado en el artículo 16; requieren quórum calificado las letras b) y d) del numeral 6) del artículo 4º; las letras a), b) y c) del numeral 7) del artículo 4º; el artículo 38 incorporado en el numeral 8) del mismo artículo 4º, y otras que se reseñan en el informe.


El proyecto modifica el artículo 18º quáter del decreto ley Nº 824, de 1974, sobre impuesto a la renta; el artículo 9º del decreto ley Nº 3.475, de 1980, sobre el impuesto de timbres y estampillas; el decreto con fuerza de ley Nº 3, de 1997, ley general de bancos; el decreto con fuerza de ley Nº 251, de 1931, sobre compañías de seguros; el decreto ley Nº 3.500, de 1980, sobre nuevo sistema de pensiones; la ley Nº 19.795, que modificó el decreto ley Nº 3.500, en materia de inversión de los fondos de pensiones; la ley Nº 18.045, sobre mercado de valores; la ley Nº 18.046, sobre sociedades anónimas; la ley Nº 18.815, sobre fondos de inversión; el decreto ley Nº 3.538, sobre la Superintendencia de Valores y Seguros; la ley 
Nº 18.876, sobre depósito y custodia de valores; el decreto ley Nº 1.328, de fondos mutuos; la ley Nº 19.281, que contiene normas sobre fondos para la vivienda; el artículo 2.489 del Código Civil; la ley Nº 18.175, que modifica la ley de quiebras y fija su nuevo texto; el Código de Comercio, y, además, se crea una nueva ley que regula la institución jurídica de la prenda sin desplazamiento. Sobre la base de esas diecisiete normas jurídicas, la Sala puede tener un criterio de la amplitud de esta modificación legal, que se ha conocido -por la misma razón-, como la reforma al mercado de capitales número dos. Abarca desde normas centrales institucionales en materia civil, como puede ser la prenda sin desplazamiento, las normas de prelación, pasando por el estatuto de la regulación de la empresa de crisis, como es la ley de quiebras, para terminar en normas centrales y fundacionales de nuestro Código de Comercio, al interior de sociedades anónimas y la ley de mercados de valores.

Asistieron a la Comisión durante el estudio del proyecto los señores Gustavo Arriagada, intendente de Bancos; Andrés Cuneo, fiscal de la Superintendencia de AFP; Ignacio Errázuriz, director jurídico de la Superintendencia de Bancos; Robert Rivas, jefe del departamento de Análisis y Estadísticas de la Superintendencia de AFP. Asimismo, un equipo multidisciplinario encabezado por don Heinz Rudolph, quien llevó estas conversaciones en el Ministerio de Hacienda.


Cabe destacar que la Comisión de Hacienda -presidida por el diputado Camilo Escalona- trató de compatibilizar las distintas posiciones surgidas en el debate de la Sala, y, a través de la presentación de indicaciones, buscó llegar a acuerdos entre representantes del Ejecutivo, de la Concertación y de la Alianza por Chile.


Muchas de estas disposiciones fueron consensuadas y votadas en forma unánime. 


Sin perjuicio de ello, obviamente también hay normas que no alcanzaron ese consenso y, por lo tanto, fueron votadas con los resultados que más adelante mencionaré.


La Comisión también se pronunció respecto de las indicaciones presentadas en la Sala y en la Comisión, tanto por diputados como por el Ejecutivo, y de la proposición de la Comisión de Constitución.


Indicaciones presentadas por parlamentarios fueron retiradas como consecuencia del acuerdo logrado entre el Gobierno y los parlamentarios de la Concertación y de la Alianza por Chile:


Es importante tener claridad sobre qué materias finalmente serán sometidas a la discusión de la Sala. Me permito resumirlas en siete u ocho grandes temas. 


En primer lugar, en materia de la ley general de bancos, la disposición más discutida y sobre la cual no hubo acuerdo, y que, por tanto, tendrá que ser definida y votada en la Sala, es la que dice relación con la regulación de las tarjetas de crédito de las casas comerciales y de su eventual fiscalización. Cabe señalar que hay total acuerdo en la Comisión en que debe existir una fiscalización para las mismas, en que debe existir una normativa, toda vez que tiene un impacto en el sistema de medios de pago y conlleva un riesgo en el mercado crediticio. No hubo acuerdo entre el Ejecutivo y los parlamentarios de la Alianza por Chile sobre cuáles son los elementos que gatillan la necesidad de esa supervigilancia. Para el Ejecutivo, bastaría con fiscalizar las tarjetas de las casas comerciales que tengan una participación importante como sistema de pago; para nosotros, debería agregarse a eso mismo la existencia de crédito, porque, al menos, no se ve -larga discusión tuvimos en la Comisión de Hacienda- cuál debería ser el alcance o no en cuanto a ser fiscalizadas, supervigiladas si no existe crédito en la relación entre la tarjeta y el cliente.


La Sala deberá pronunciarse sobre atribuciones para la delegación de la nueva licencia bancaria. En esta propuesta, el Ejecutivo mantiene su voluntad de consultar al Banco Central y, al mismo tiempo, de establecer una serie de normas que permitan la acción conjunta de los distintos superintendentes, a través de reuniones o de acciones concertadas.


También en la ley general de bancos hubo modificaciones, gran parte de ellas aprobadas por unanimidad en cuanto a las reservas técnicas de las filiales bancarias.


El segundo gran tema de que trata el proyecto dice relación con la ley de seguros, materias de reajustabilidad, con base en los mismos términos en que estaban sometidas las modificaciones de las compañías de seguros, en cuanto a la existencia de una amplia posibilidad de que participen en el mercado crediticio. Esta es una de las cosas que más va a interesar a esta Sala: la posibilidad de que, a través de préstamos de consumo mutuo, puedan participar en el mercado crediticio las compañías de seguros con cargo a sus propios recursos. En estas normas se llegó a pleno acuerdo en la Comisión, y ésta sugiere que se aprueben.


Otra materia acordada de la Comisión dice relación con las condiciones en que se produce un arbitraje obligatorio por los problemas que puede haber entre el asegurado y la compañía, lo que implicaría un arbitraje obligatorio por parte de la Superintendencia de Valores y Seguros. También hubo acuerdo sobre una mejor regulación de ciertas operaciones relacionadas con las compañías de seguros.


El tercer tema dice relación con la modificación del decreto ley Nº 3.500, uno de los cuerpos legislativos más relevantes del proyecto del Gobierno, conocido como mercado de capitales II. En esta materia se acordó realizar una mejor regulación de la tributación por parte de las compañías en los casos de ahorro previsional voluntario. Asimismo, se logró un acuerdo, bastante discutido por los diputados Tuma y Jaramillo, sobre la custodia de títulos en materia del decreto ley Nº 3.500. Además, en forma parcial, acerca de lo que dice relación con las nuevas atribuciones del administrador provisional de los fondos de pensiones. Al respecto, quiero destacar que el tema lo dividimos en dos grandes materias: Primero, los integrantes de la Comisión acordaron establecer las condiciones para tomar acciones, debido a la reciente experiencia de intervenir una sociedad Administradora de Fondo de Pensiones. Y, segundo, regular adecuadamente el procedimiento cuando -sin posibilidades de mayor discusión- intervenga directamente en la administración un administrador provisional, materia que se trató en forma distinta de la presentada en el primer informe, sin llegar a acuerdo. Sí se reestructuraron totalmente la forma y las condiciones pertinentes para que un administrador provisional tomara el control de la sociedad que administre los fondos de pensiones.


En cuarto lugar, y a continuación de las materias relativas a las leyes general de bancos, de compañías de seguros y del decreto ley Nº 3.500, y dispuesto a contestar las preguntas específicas que pudiera formular algún diputado presente en la Sala -es la única forma de presentar adecuadamente el gran conjunto de modificaciones que viene a continuación-, se estudió una serie de modificaciones a la ley Nº 18.045, sobre Mercado de Valores. Muchas de ellas, incorporadas en la modificación a la ley de Mercado de Valores, coincidieron con las propuestas que, en su momento, realizó la Comisión Investigadora del caso Corfo-Inverlink, presidida por el diputado señor Jorge Burgos. Por ejemplo, se reguló y aprobó, en forma unánime, un sistema de acreditación de los intermediarios a través de procedimientos y exámenes. Se logra, con ello, dar mayor garantía a los usuarios o a los inversionistas en cuanto al grado de conocimiento del sistema, junto con la posibilidad de que actúen los intermediarios del mercado de capitales. Asimismo, se regularon, de forma distinta, ciertos elementos de capital y de estructura de la institucionalidad de las corredoras que participan dentro de la ley de mercado de valores; se trataron temas sobre las bolsas de comercio, muchos de los cuales se recogieron en la amplia normativa de dicha ley. Por ejemplo, permitir la fusión y regularla de una forma distinta en cuanto a capital, número de accionistas y de corredores. Además, se incluyó -con acuerdo de que estas materias fueran revisadas por el Senado, puesto que consideramos importante hacer un debate más amplio al respecto- todo lo que se conoce como normas sobre Inside Trading o información privilegiada, que también fueron aprobadas por la Comisión, pero modificando algunos delitos que tienen directa relación con ellas.


De igual modo, se modificaron normas relacionadas con lo que se conoce como bolsa off shore, a fin de tener mayor efectividad en una normativa que fue aprobada, en forma unánime, hace varios años en esta Sala, pero que no ha tenido el impacto que se buscó en esa oportunidad, situación que nos llevó a establecer una serie de modificaciones, para lograr, precisamente, dar un gran impulso a este tipo de bolsa. Se establecieron -materia en que no hubo acuerdo- nuevas atribuciones al superintendente de Valores y Seguros, en cuanto a que las nuevas valoraciones que se hagan ante funcionarios de la misma institución, y respecto de nuevas normas en cuanto a registros por parte de las compañías que intervienen en el mercado de valores.


Así como se procedió con la ley general de bancos, con la de seguros, con la de mercado de valores, con el decreto ley Nº 3.500, etcétera, el quinto gran tema fue la revisión de la ley de sociedades anónimas, a la que, con amplio acuerdo de todos los diputados, se introdujeron modificaciones que permitirán una ordenación del sistema de votación al interior de las sociedades anónimas, una mayor claridad en la protección de los accionistas minoritarios, una regulación más adecuada de las facultades de los comités de directores, que fuera una de las creaciones de la ley de gobiernos corporativos y fusiones, y se estableció todo un sistema de directores, que busca regular adecuadamente o proteger en mejor forma a los accionistas minoritarios. También se aprobaron indicaciones para mejorar la redacción de las disposiciones sobre conflictos de interés cuando los directores han sido elegidos con los votos del controlador y en el caso de operaciones de una compañía con partes relacionadas.


Al mismo tiempo, se estableció una nueva ubicación para uno de los principales aportes del proyecto, que se conoce como sociedad de responsabilidad limitada por acciones. La convicción de la Comisión de Hacienda fue que incluir esta materia en el texto de la ley de sociedades anónimas provocará graves problemas en la interpretación y aplicación futura de la ley. Por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, se prefirió sacar de la propuesta original todo lo que se refería a la sociedad de responsabilidad limitada por acciones para colocarlo en las modificaciones al Código de Comercio. Es decir, nuestra institucionalidad sobre sociedades anónimas, básicamente abiertas y cerradas, continúa como hasta hoy ha sido establecida; pero esta nueva construcción jurídica, extraordinariamente importante para el futuro, como son las sociedades de responsabilidad limitada por acciones, se radica ahora en el Código de Comercio, para evitar los problemas detectados respecto de su interpretación y aplicación.


El sexto gran tema tratado por la Comisión dice relación con las modificaciones a la ley de fondos de inversiones. Se aumentaron los períodos para constituir un fondo y se estableció una serie de regulaciones a los fondos de inversión privados, sobre todo en cuanto a su administración y futura tributación. Cabe destacar que no hubo acuerdo de la Comisión sobre esta materia, porque existían diferencias en el tratamiento de la administración y retiro de esos fondos por parte de los inversionistas que han constituido este tipo de institución jurídica, por lo que será una de las materias sobre las que deberá pronunciarse la Sala. 


El séptimo gran tema se relaciona con el decreto ley que regula la institucionalidad y constitución de la Superintendencia de Valores y Seguros, organismo al que se le otorgan nuevas facultades para revisar documentos y para considerar plena prueba las declaraciones realizadas ante funcionarios. La Sala también deberá pronunciarse sobre si la apelación de las sanciones se concederá sólo en el efecto suspensivo o, también, en el devolutivo, porque no hubo acuerdo en esta materia. También se otorgaron nuevas facultades para citar a personas cuya declaración sea relevante para efectos de una investigación por la Superintendencia de Valores y Seguros.


Tampoco hubo acuerdo respecto del octavo tema -recuerdo las opiniones de los diputados señores Tuma, Jaramillo y Escalona-, que se refiere al depósito central de valores, su regulación y sobre información de un estudio tarifario, materias respecto de las cuales también deberá pronunciarse la Sala.


El noveno tema que revisó la Comisión fue la ley de fondos mutuos, materia sobre la que hubo total acuerdo. Se trata de una de las modificaciones relacionadas con la ley sobre impuesto a la renta, para lograr una adecuada tributación al momento de los distintos retiros de esos fondos mutuos.


Finalmente, se decidió aceptar las sugerencias y modificaciones introducidas por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia en materia del registro del nuevo sistema de prenda. 


Me gustaría detenerme un instante en este punto, que tendrá mucha importancia en el futuro, ya que se refiere a la existencia de un solo gran sistema de prenda en nuestra legislación, para bajar los costos y evitar los graves problemas y las confusiones que provoca el actual sistema en la mayoría de los chilenos, debido a las diversas clases de prendas que existen: la agrícola, la agraria, la industrial, etcétera. Buscamos una fórmula para que exista sólo un sistema de prenda, materia que será complementada en el futuro por una idea expresada en numerosas ocasiones por la Comisión de Hacienda, cual es la existencia de un solo gran Registro prendario, hipotecario y de garantías.


Casi todos los señores diputados que han integrado la Comisión de Hacienda han dicho, en algún momento, que la regulación de nuestro sistema registral se vería muy simplificada con la existencia de un solo gran registro de prendas. Estamos avanzando en ese tema. Pensamos en un solo gran registro de hipotecas y en un mercado extraordinariamente transable. Es decir, bastaría constituir la hipoteca, pagar los gastos la primera vez, para transformar el bien en un instrumento esencialmente transable.


Todos los actuales integrantes de la Comisión de Hacienda hemos hecho esta petición, y siempre ha habido una recepción por parte del ministro de Hacienda en este sentido, por lo cual creo que esto se materializará a corto plazo.


Una norma importante que me parece relevante destacar es la contenida en un nuevo artículo transitorio. Se refiere a los derechos que tienen las acciones suscritas, pero no pagadas. Nuestra propuesta es que las acciones suscritas, pero no pagadas, de sociedades anónimas abiertas no tienen derecho a voto ni a dividendos, a menos que los estatutos digan algo en contrario, con lo cual se invierte lo existente. Se concede un plazo prudente de seis meses -aunque sugerimos que fuese de un año- a todas las compañías que hoy están en esta situación para adecuar sus estatutos a este nuevo tipo de regulación jurídica.


Estas son las normas, no las más importantes, en que hubo discusión.


Como dije al comienzo de mi informe, hubo una gran cantidad de materias que no fueron objeto de modificaciones ni de indicaciones y que forman parte de los aspectos centrales de este gran proyecto de reforma de mercado de capitales.


Debemos destacar la nueva regulación en materia de mercado de capital de riesgo, que no tuvo mayores discusiones, salvo en algunos aspectos de su institucionalidad, pues todos considerábamos que es uno de los elementos que le falta a nuestro mercado de valores para tener no sólo mayor profundidad, sino una mayor salida a fondos que hoy quieren ser invertidos, y, por supuesto, una mayor posibilidad de innovación -uno de los aspectos que le falta a nuestra economía-, a través de la acción de personas o empresarios que reciban los fondos de capital de riesgo.


Como apuntaba el diputado señor Ortiz al inicio de la sesión, muchas de las materias ya fueron debatidas largamente en la sesión del 30 de marzo. No se produjo una mayor discusión en la Comisión respecto de ellas, porque hay total acuerdo, y, por lo tanto, la sugerencia de esta Comisión es aprobarlas unánimemente.


Señor Presidente, ocupar cerca de 25 minutos es suficiente para dar una luz respecto de todas las modificaciones que introdujo la Comisión. Cualquier otra fórmula me hubiese obligado a referirme a las 90 modificaciones específicas, muchas de las cuales, como dije en un principio, son de detalle o de redacción. En consecuencia, cualquier duda la pueden contestar los integrantes de la Comisión de Hacienda. Consideramos que ésta es la mejor forma para proceder de inmediato al debate del proyecto de ley de mercado de capitales II, cuyos aspectos más importantes han sido consensuados entre el Ejecutivo y los parlamentarios de la Concertación y de la Oposición.


Sin perjuicio de ello, insisto en que las materias más relevantes por discutir serán la regulación de las tarjetas comerciales, la denegación para la obtención de licencias bancarias, las facultades de la Superintendencia, algunos aspectos relacionados con inside trading o conflictos de interés, y con bolsas off shore, y las nuevas facultades para el superintendente de Valores y Seguros.


Es todo cuanto puedo informar.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Jorge Burgos.


El señor BURGOS.- Señor Presidente, luego de escuchar el informe del diputado Álvarez, quiero hacer dos consideraciones.


De acuerdo con su exposición, hubo un esfuerzo para consensuar una serie de normas muy discutidas. Es muy importante que en un proyecto de esta naturaleza haya habido acuerdo respecto de una buena parte de los aspectos novedosos, entre ellos, la apertura de los mercados.


Según el diputado informante, las propuestas de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia sobre temas como la prenda, la prelación de créditos y algunas normas penales, fueron acogidas unánimemente por la Comisión de Hacienda, cuestión que nos parece importante.


Quiero hacer un alcance respecto del numeral 3) del artículo 3° del proyecto, que reemplaza el artículo 35 de la ley general de Bancos.


La propuesta del Ejecutivo dice: “Cuando corresponda a la Superintendencia pronunciarse sobre la autorización de un prospecto de un nuevo banco o la adquisición de acciones de un banco existente y exista duda razonable acerca de los requisitos de solvencia e integridad a los que hace referencia el artículo 28 de este cuerpo legal, deberá consultar al Consejo del Banco Central acerca de la decisión que se propone adoptar. Si la mayoría de los miembros en ejercicio del Consejo concuerda con ella, dicho acuerdo podrá servir de fundamento para la decisión que adopte la Superintendencia.”


De acuerdo con esta norma, si el superintendente tiene dudas razonables acerca de la integridad y la solvencia -dos elementos no menores- de quienes quieren fundar un banco o comprar un banco existente, deberá consultar al Consejo del Banco Central.


En primer lugar, aquí hay un problema grave de redacción. Si el superintendente tiene dudas respecto de dos elementos tan importantes como la solvencia y la integridad, esta norma no debiera decir que la consulta que deberá formular al Consejo del Banco Central sea “acerca de la decisión que se propone adoptar”. Derechamente, debiera decir: “acerca del rechazo que se apronta a determinar”; porque no me cabe en la cabeza que el superintendente pudiera, no obstante sus dudas respecto de la solvencia o de la integridad, proceder a autorizar la constitución de un nuevo banco o la adquisición de uno existente.


En segundo lugar, la norma que se propone dice: “Si la mayoría de los miembros en ejercicio del Consejo concuerda con ella,...” -con la duda- “dicho acuerdo podrá servir de fundamento para la decisión que adopte la Superintendencia”.


De acuerdo con esto, podría darse el caso de que el Banco Central estuviera de acuerdo con la duda de solvencia e integridad, y que, no obstante eso, el superintendente autorizara la constitución del banco. O, por el contrario, podría ocurrir que el Banco Central no estuviera de acuerdo y, sin embargo, naciera un banco a la vida del derecho comercial, del tráfico de bienes, pese a existir una pugna del Banco Central versus la Superintendencia respecto de su solvencia. No le recomiendo a ningún chileno depositar su dinero o abrir una cuenta corriente en un banco de esa naturaleza. Si a partir de la experiencia de los hechos ocurridos -el caso Inverlink está muy presente en esta norma- queremos dar un paso más en lo referente a seguridad y certeza jurídica al momento de autorizar el prospecto de un nuevo banco o la compra de acciones mayoritarias de un banco existente, démoslo de frentón.


Estoy entre los que creen que es innegable, atendido lo que significa un banco comercial en una economía como la nuestra, que la autorización del Consejo del Banco Central es un elemento habilitante para la creación de un banco o la adquisición de uno existente. Me parece que ese camino es más claro que el que se pretende adoptar en reemplazo de la actual norma, que simplemente hace una referencia a que el Banco Central puede intervenir en esta situación.


Reitero: si queremos dar un paso adelante, démoslo de frentón y no a medias tintas, como ocurre en la disposición citada, con una redacción un tanto compleja desde el punto de vista de los efectos jurídicos que se pueden producir en la práctica y de los recursos que se podrían presentar.


Dado que se trata de otorgar facultades al Banco Central, esta materia debe ser motivo de indicación del Ejecutivo. Así lo planteé en la discusión en general, con el apoyo de algunos diputados, pero el tema no fue considerado.


En consecuencia, por la naturaleza de esta materia, pido votación separada del numeral 3) del artículo 3° del proyecto, por cuanto hay una modificación al artículo 35 de la ley general de bancos.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Camilo Escalona.


El señor ESCALONA.- Señor Presidente, deseo entregar mi opinión respecto de algunos aspectos esenciales de este proyecto, conocido como reforma al mercado de capitales II, que dicen relación con el fortalecimiento de las facultades de la autoridad administrativa, que, como hemos señalado en otras oportunidades, aspira a mantener un equilibrio necesario entre Estado y mercado.


En la actualidad, tenemos una Superintendencia cuyas facultades son, por decir lo menos, precarias, si se toma en consideración la gravedad de los hechos que está llamada a prevenir. Me refiero a los delitos económicos, también conocidos como delitos “de cuello y corbata”, que se han incrementado de manera exponencial y cuyo poder económico subyacente, junto con el desconocimiento que se tiene de ellos, permite a sus autores transitar libremente y en completa impunidad por las calles.


Al parecer, estos temas, que impactan, son motivo de gran resonancia cuando ocurren, más aún cuando se trata de aspectos que dicen relación con la fe pública involucrada y que afectan no sólo a determinados grupos o individuos, sino a la sociedad en su conjunto. De modo que al legislar en estas materias no se trata de introducir regulaciones odiosas, sino de incorporar atribuciones indispensables para cautelar el bien común. Este diagnóstico implica, en consecuencia, la necesidad de fortalecer la superintendencia respectiva.


Uno de los aspectos relevantes, a propósito de las nuevas facultades que se entregan a la Superintendencia, es la facultad para que, en casos graves, tales como una suspensión o limitación de actividades de una entidad fiscalizada, la resolución que se adopte no sea estéril y produzca sus efectos independientemente de que el afectado pueda concurrir ante los tribunales de justicia y reclamar la posterior revocación de dicha decisión. Con esto me refiero a que, en ciertos casos, se establece que el conocimiento del tribunal competente no suspenderá la decisión adoptada por el superintendente. Quedan fuera de esta regla general aquellos casos límite que dicen relación con la cancelación de un fiscalizado, situación en que, por la entidad de la sanción, el afectado puede reclamar ante los tribunales sin que lo resuelto por la Superintendencia produzca sus efectos de inmediato. En este último caso, el afectado podrá dejar en suspenso la decisión adoptada por la autoridad administrativa hasta que el tribunal se pronuncie al respecto.


Debemos entender que la adopción de medidas tales como la suspensión o limitación de actividades no es una herramienta que utilice la Superintendencia ante el primer problema que se presente. Para llegar a ese punto, mucha agua debe pasar bajo el puente. Es decir, una decisión como ésa sólo se toma en casos de emergencia, en que el mercado financiero corre serio peligro de verse afectado si la entidad involucrada continúa operando. Por lo tanto, sería absurdo que, en tales casos, la decisión adoptada por la autoridad administrativa fuera revocada instantáneamente por la sola concurrencia del afectado ante los tribunales.


¿Qué sentido tendría otorgar la facultad de suspensión al superintendente si ésta nunca podrá surtir efectos?


Todos sabemos que la suspensión confirmada, aplicada por los tribunales con seis meses o un año de retraso, en este tipo de casos no tendrá ningún sentido. Para entonces, el daño ya estaría causado, no sólo desde el punto de vista económico, sino, sobre todo, de la pérdida de confianza que ésta acarrearía. Este es el principal activo que debemos propender a desarrollar en nuestro mercado de capitales.


En la misma línea de lo expuesto se inscribe la figura del plan de ajuste y contingencia, y del nombramiento, sólo en casos graves y calificados, de un administrador provisional por parte de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones que se pretende incorporar al decreto ley 
N° 3.500. No debemos olvidar que hablamos de fondos que obligatoriamente depositan todos los chilenos afiliados a este sistema y que en el futuro financiarán su vejez.


La experiencia nos ha demostrado que, en ciertos casos, es imperioso que, con el objeto de salvaguardar los intereses de los depositantes, se pueda monitorear más de cerca una administradora y exigirle que haga los ajustes necesarios para que vuelva al curso normal de sus operaciones. Si esto no es suficiente o si la administradora no responde con los esfuerzos que le permitan mejorar su situación, la Superintendencia debe tener facultades para intervenir de manera más directa mediante la designación de un administrador provisional, temporal, el cual deberá encargarse de los fondos de pensiones, pero en ningún caso de la administradora. Esta distinción es clave, pues, como todos sabemos, los fondos de pensiones constituyen un patrimonio separado de la administradora, y ésta no tiene la propiedad de aquéllos. Por lo tanto, no se quiere obligar a la administradora a prescindir del derecho que tiene sobre sus propios bienes, sino otorgarle al administrador provisional la facultad de administrar los bienes de los trabajadores, los cuales, ante la situación descrita, se encontrarían en serio riesgo de verse mermados.


En consecuencia, no se puede actuar de manera irresponsable y dejar que las cosas pasen a vista y paciencia de las autoridades fiscalizadoras. Los dos temas que hemos planteado apuntan en esa dirección.


Hace muy poco, tuvimos una mala experiencia con el caso Inverlink. Hace dos años, nadie se hubiera imaginado que, a pesar del sólido sistema financiero que percibimos en nuestro país, nos encontraríamos con una situación como la mencionada. Es para ese tipo de casos para los cuales debemos estar preparados y no llorar después sobre la leche derramada.


Por último, considero apropiada la propuesta del Ejecutivo, que establece un marco claro y transparente de regulación en el proceso de elección de directores de sociedades anónimas.


Por una parte, el proyecto tiene por objeto hacer efectivo el derecho a voto, al permitir que una mayor cantidad de accionistas participe del proceso. En otras palabras, la fórmula propuesta propende a la democratización de este tipo de sociedades. Es de tal manera inclusivo, que faculta que todos los accionistas ejerzan su derecho a sufragio sin importar el lugar del país o del mundo en que se encuentren. Para tal efecto, se establece el mecanismo de votación a distancia, el cual permite, por ejemplo, que un accionista residente en la Octava Región sufrague en una elección de directores de una compañía en la que tiene participación, llevada a cabo en Santiago.


Por otra parte, la propuesta ordena el procedimiento eleccionario al establecer un sistema de plazo en la presentación de los candidatos y de entrega de información para la junta de accionistas, lo cual imprime un mayor grado de transparencia para los electores.


Estabilidad y democracia son, en definitiva, los pilares esenciales de la nueva propuesta en materia de elección de directores, que, esperamos, sea respaldada por los miembros de esta Sala.


En definitiva, el proyecto aborda parte de los desafíos más importantes involucrados en el mercado de capitales de nuestro país.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Alberto Cardemil.


El señor CARDEMIL.- Señor Presidente, creo representar a mi bancada y a los diputados de la Alianza por Chile al plantear que en las diez materias que abarca esta iniciativa, hay un avance y una modernización importantes en la legislación de lo que se denomina nuestro orden público económico, que se refiere al aparato público y a la posibilidad de que los privados desarrollen en mejor forma sus actividades productivas. 


Por lo tanto, vamos a mantener nuestro apoyo en general al proyecto y a una cantidad importante de disposiciones que efectivamente significan un avance.


Enviar esta iniciativa a la Comisión de Hacienda para su segundo informe, y someterla, además, a la consideración de la Comisión Constitución, Legislación y Justicia fue un acierto, porque se logró, en un trabajo mancomunado con la Superintendencia, una serie de avances que fueron cerrando temas completos. Ahora está en condiciones mucho mejores para ser votada que al momento de su reenvío a ambas Comisiones.


Sin embargo, hay dos temas en los que no hemos podido ponernos de acuerdo con el Ejecutivo. A continuación, explicaré las razones: 


El primero de ellos lo tocó -y muy bien, por lo demás- el diputado señor Burgos. Se trata del numeral 3) del artículo 3°, que se refiere a las facultades de la Superintendencia para pronunciarse sobre la autorización de un prospecto de un nuevo banco. El referido numeral reemplaza el artículo 35 de la ley general de Bancos por el siguiente:


“Artículo 35.- Cuando corresponda a la Superintendencia pronunciarse sobre la autorización de un prospecto de un nuevo banco o la adquisición de acciones de un banco existente y exista duda razonable acerca de los requisitos de solvencia e integridad a los que hace referencia el artículo 28 de este cuerpo legal, deberá consultar al Consejo del Banco Central acerca de la decisión que se propone adoptar. Si la mayoría de los miembros en ejercicio del Consejo concuerda con ella, dicho acuerdo podrá servir de fundamento para la decisión que adopte la Superintendencia.”


Como muy bien lo dijo el diputado señor Burgos, aquí hay una confusión. Si se aprobara esta norma, introduciríamos una confusión importante e indeseable en el sector privado, y lo que queremos es claridad en las reglas del juego. 


Del simple análisis de la norma se advierte una cuestión evidente. Que la Superintendencia deba consultar al Consejo del Banco Central nos parece correcto. La norma primitiva decía “podrá consultar”. Nosotros la reemplazamos por “deberá consultar”. Lo que no nos parece correcto es lo que sigue: “Si la mayoría de los miembros en ejercicio del Consejo concuerda con ella, dicho acuerdo podrá servir de fundamento para la decisión que adopte la Superintendencia”. ¿Qué pasará si la mayoría de los miembros en ejercicio del Consejo del Banco Central no concuerda con ella? Se producirá un enredo mayor. ¿Qué sucederá si se divide la votación? Se sabe que unos son partidarios de dar el permiso, y otros, de no darlo. Vamos a introducir una confusión aún mayor.


Tampoco estamos de acuerdo con la parte que señala “dicho acuerdo podrá servir de fundamento”. Es decir, la Superintendencia puede tomarlo y afirmar su decisión en virtud de él o, sencillamente, guardarlo en un cajón. En Chile todo se sabe. Se sabe lo que resolvieron las autoridades del Banco Central y de la Superintendencia. Aquí, por querer solucionar un problema, se están creando otros. Esta disposición es confusa, complicada y, sencillamente, no funcionará.


Queremos, en primer lugar, que la Superintendencia tome todos los antecedentes necesarios, consulte a todas las personas y entidades, y luego, adopte sus decisiones. En segundo lugar, éstas deben ser fundadas y no arbitrarias o basadas en un capricho. Se deben indicar los motivos por los cuales no da la licencia, con el objeto de que en el sector haya certeza y claridad respecto de lo que se está resolviendo.


Se nos dice que la iniciativa es fruto de la lección que dejó el caso Inverlink, puesto que la Superintendencia no le otorgó, afortunadamente, la licencia solicitada para formar un banco. Pero tuvo que hacer fintas para no otorgarla.


Esta norma, tal como está, no aporta nada. Con ella, la Superintendencia habría hecho exactamente las mismas fintas para no dar la licencia. Como muy bien señaló el diputado Burgos, o avanzamos francamente para que haya normas más claras y para que el Banco Central tenga una especie de veto en esta materia, por las razonas que tenga, o nos quedamos con la norma tal como está.


Por lo tanto, respecto del artículo 35, pediremos votación separada. Votaremos en contra de él, y esperamos que se avance en su regulación en el Senado.


El artículo 35 fue rechazado cuando el proyecto se votó en general, porque no reunió el quórum de aprobación. El Ejecutivo lo repuso en el segundo informe sobre la base de una indicación presentada por la Superintendencia. Queremos plantear nuestras reservas de constitucionalidad, porque no es posible reponer dicho artículo. En consecuencia, queremos que la Mesa se pronuncie formalmente sobre esta materia. De acuerdo con el Reglamento, no es posible -hay precedentes al respecto- reponer un artículo en el segundo informe en la Comisión que no hubiera alcanzado el quórum requerido en la votación general del proyecto.


Estamos en desacuerdo, también, con la norma relacionada con las tarjetas de crédito. Ha habido un gran debate respecto de si es posible fiscalizar la emisión y operación de tarjetas de crédito de las casas comerciales. Se ha avanzado en la materia, pues aceptamos que se realice esa fiscalización.


En realidad, no es un tema demasiado ortodoxo, porque se ha dicho que los bancos operan con platas de terceros y las casas comerciales lo hacen con capital propio.


Las casas comerciales han reclamado ante la posibilidad de ser fiscalizadas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, ya que cuando operan como sociedades anónimas, están sujetas a la supervisión de la Superintendencia de Sociedades Anónimas.


¿Qué supervisará, entonces, la Superintendencia de Bancos en las casas comerciales?


Hemos aceptado que la Superintendencia fiscalice la operación de tarjetas de crédito o cualquier otro sistema de crédito de las casas comerciales, siempre que -y aquí está el punto-, además de contar con la solvencia e integridad propias de las sociedades anónimas, sus operaciones sean por montos superiores a 500 unidades de fomento, en el caso de que se trate de seguros obligatorios. Se propuso una indicación para establecer este requisito, pero fue rechazada.


Insisto: debe tratarse de operaciones de envergadura para que se haga necesaria la fiscalización de la Superintendencia, pues una eventual quiebra o interrupción en la cadena de créditos afectaría al sistema económico en general. A esta materia se referirá con más propiedad el diputado señor Rodrigo Álvarez u otros señores diputados de la Alianza por Chile.


Reitero: no nos gusta como quedó la norma. Por ello, solicitaremos votación separada y presentaremos una indicación para que se vote en la Sala.


En resumen, esas son las dos materias en las cuales no hemos llegado a acuerdo.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
Se suspende la sesión por quince minutos para recibir a nuestros colegas del Congreso de Perú.


-Transcurrido el tiempo de suspensión.


El señor LORENZINI (Presidente).- Continúa la sesión.

CONDECORACIÓN A EXCELENTÍSIMO SEÑOR HENRY PEASE GARCÍA, PRESIDENTE DEL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DEL PERÚ.


El señor LORENZINI, Presidente 
(de pie).- Excelentísimo señor Henry Pease, Presidente del Congreso de la República del Perú; honorables diputadas y diputados que lo acompañan; honorables colegas, señoras y señores:


Con profunda alegría recibimos en esta Cámara de Diputados al excelentísimo señor Presidente del Congreso de la República del Perú y a los honorables colegas que lo acompañan, diputada señora Luz Doris Sánchez y diputados señores Luis Heysen, Xavier Barrón, José Luis Risco, Natale Amprimo, Luis Iberico y Luis Guerrero.


Esta Corporación saluda cordial y fraternalmente a tan ilustres visitantes que nos honran con su presencia. Estáis en vuestra casa.


Es bueno reunirnos como representantes de la soberanía de nuestras naciones para compartir las inquietudes y anhelos de nuestros pueblos en esta hora tan particular del desarrollo de América.


Las sociedades latinas han comenzado a andar el nuevo milenio con la incertidumbre que provoca el no haber respondido a las exigencias básicas que demanda el desarrollo de la humanidad. Son muchos los que aún no acceden a niveles mínimos de vida digna en salud, educación y vivienda, y se sienten marginados de la vida social y política. Por eso, la vida política, a la cual le dedicamos tanto esfuerzo, les parece ajena y vacía de contenidos. A lo más, les parece como una simple lucha de poderes personales.


Aun cuando el mundo vive un proceso cada vez más grande de intercomunicación y globalización económica, y la humanidad estrecha sus lazos en redes de tratados de libre comercio, en un esfuerzo por unir mundos económicos que hasta hace poco nos parecían muy lejanos, nuestros pueblos mantienen la percepción de que sus frutos todavía no se visualizan en mejores condiciones de vida.


Por eso, nuestra labor parlamentaria aparece hoy tan cuestionada. Elegidos por nuestra gente para legislar, fiscalizar los actos del Gobierno y representarla políticamente, nuestro actuar institucional es poco valorado y nuestra credibilidad muchas veces es puesta en duda. Es cierto que existen períodos cíclicos en la historia y que la crítica no es ajena a ellos, pero considero que hoy es la más fuerte que se ha conocido.


Es obvio que el mundo no es el mismo que ayer. Como diría Neruda, “Nosotros, los de entonces, ya no somos los mismos”. La política ha perdido centralidad. La cultura, la economía, la ciencia y la tecnología son cada vez más autónomas y dinámicas. Si la política pierde centralidad, eso afectará necesariamente al Parlamento.


A pesar de la opinión de muchos de nosotros, el tamaño y el rol del Estado son menores que antes. El Congreso Nacional es parte de ese Estado y, por lo tanto, la reducción de éste implica una pérdida de relevancia de aquél. Junto con ello, el privilegio de lo privado por sobre lo público, por supuesto que acarrea consecuencias.


Al señalar estas características de nuestro mundo y de la actividad política no me anima la nostalgia ni la tristeza; muy por el contrario, todos los cambios experimentados por el mundo y nuestras naciones constituyen un aliciente para redoblar nuestros esfuerzos y atizar el fuego del fervor con que nos introducimos en la vida pública.


Es grande el desafío y hermosa nuestra tarea para dedicarnos a responder a las demandas de nuestros pueblos por lograr una vida más humana y acorde con el grado de civilización alcanzado por la humanidad.


Excelentísimo señor Presidente del Congreso peruano; excelentísima delegación que lo acompaña, honorables colegas diputadas y diputados:


Es para mí un gran honor recibir al señor Presidente del Congreso de la República del Perú y a sus colegas diputados. Su visita marca un paso más en nuestra larga vida republicana y representa un avance en materias de interés para nuestras relaciones bilaterales, que han observado una vinculación fluida. Señores congresistas, esta visita constituye un gesto especial, de mucha relevancia, y crea una ocasión propicia para establecer canales más formales de cooperación parlamentaria, de modo de permitirnos ir superando las tradicionales descalificaciones vecinales y contribuyendo, desde nuestro ámbito, a mantener una relación bilateral en el largo plazo, abriéndonos a una más auspiciosa y permanente evolución de la cooperación mutua.


Las recientes visitas a vuestra tierra de nuestros congresales señores Adolfo Zaldívar, Gabriel Valdés, Francisco Encina y Antonio Leal, así como la vuestra en esta oportunidad, nos alegra y nos da confianza en la agenda positiva para nuestros países. Uno de los aspectos de esta cooperación -me refiero a lo comercial-económico- constituye una muestra de la importancia de nuestra relación, pues Perú es el tercer socio de Chile en la región. Además, ambos países son integrantes de la Apec, cuyo encuentro será organizado este año por Chile, y el 2008 por Perú.


Señor Presidente del Congreso del Perú: usted y su delegación nos honran con su visita. En su persona, reconocemos una vasta experiencia en los asuntos públicos, expresada en múltiples estudios y publicaciones académicas, así como toda una vida política dedicada al pueblo peruano. Compartimos los mismos intereses en el servicio a nuestras naciones y, en particular, a nuestros compatriotas más necesitados. 


Hoy, en esta Sala, una vez más peruanos y chilenos compartimos anhelos y experiencias que obviamente nos son comunes, porque hemos sido partícipes de experiencias muy cercanas: juntos hemos nacido a la vida independiente por obra de nuestros libertadores; hemos compartido momentos aciagos de nuestra historia y nos hemos separado, para finalmente unirnos en vínculos más estrechos, hemos sabido lo que es perder la democracia para volver a recuperarla. 


En prenda a todo lo que nos une y a las tareas que queremos compartir, reciba, señor Presidente, la condecoración de la Cámara de Diputados de Chile como reconocimiento de su labor de acercamiento de nuestros congresos y de los ciudadanos a los que representamos. 


Son nuestros mandantes quienes nos solicitan ser fieles a sus demandas y aspiraciones más sentidas. Es nuestro deber servirlos. Por ello, ruego a Dios que nos dé la sabiduría y la prudencia necesarias para lograrlo. 


Muchas gracias.


-Aplausos.


-El señor Henry Pease García, Presidente del Parlamento de la República del Perú, es condecorado con la medalla de la Cámara de Diputados de Chile.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
A continuación, ofrezco la palabra el señor Henry Pease García, Presidente del Parlamento peruano.


-Aplausos.


El señor PEASE (Presidente del Parlamento de la República del Perú).- Excelentísimo señor Presidente de la Cámara de Diputados; honorables diputadas y diputados de Chile, queridos colegas del Perú: 


Venimos aquí un grupo de congresistas peruanos, atendiendo a la invitación de vuestro Presidente, con la ilusión de afirmar los lazos de amistad entre peruanos y chilenos.


Ustedes y nosotros somos representantes del pueblo; expresamos sus sentimientos, sus afectos. Somos vecinos y tenemos mucha de nuestra historia en común. Pero, como en las mejores familias, también hemos tenido momentos de tensión y de enfrentamiento. Por ello, como Congreso del Perú, queremos afirmar la voluntad política de unir a nuestros pueblos, de mirar juntos el futuro y de dejar atrás todo tipo de resquemores en la relación entre peruanos y chilenos.


(Aplausos).


Estoy aquí como congresista, representando a cada una de las fuerzas políticas presentes en el Congreso peruano, y deseo que a lo largo de esta jornada encontremos caminos que nos permitan avanzar en lo que vuestro Presidente acaba de decir con enorme lucidez. 


Somos parte de una institución que hoy no es comprendida, que es criticada; pero, sobre todo, somos parte de pueblos que están cansados de esperar y a veces se impacientan. 


Hemos avanzado mucho en el trecho democrático, pero ustedes más, porque a lo largo del siglo XX nosotros caímos en más regímenes autoritarios. Han sido cortas las experiencias democráticas, pero cada vez que se vuelven a levantar las banderas de la democracia, las expectativas se multiplican y van mucho más allá de las posibilidades económicas de nuestros países. 


Tenemos el reto de hacer sociedades capaces de incluir a todos social y económicamente y de ponernos en sintonía con un mundo que cambia con una rapidez enorme y que hoy ve todas sus relaciones globalizadas.


Es obvio que nuestro punto de partida es este espacio sudamericano. Y es obvio que los vecinos, como nosotros, debemos aunar esfuerzos, como lo están haciendo ustedes en materia de inversiones en el Perú y de intercambio comercial, que en el último año ha tenido un crecimiento muy significativo. 


Pero esto va mucho más allá del comercio. Esto va a la relación entre pueblos que permanentemente se miran uno en el espejo del otro y que tienen una serie de puntos en común, como es nuestro carácter minero, que nos une desde hace muchísimos años. Nosotros acabamos de votar un proyecto de ley sobre regalías mineras, respecto del cual recibimos el aporte de varios de ustedes a través de un foro. Muchos de los temas que trabajamos no sólo requieren intercambio de información, sino ponernos algunas metas en común, por ejemplo, frente a estos dos eventos en la mira del Asia-Pacífico.


Nuestros congresos pueden ser más eficientes si se juntan, pero, además, si replantean su relación con los ciudadanos. 


Los parlamentarios seremos importantes en nuestros países sólo en la medida en que seamos capaces de expresar y transparentar lo que piensa y siente nuestra gente, pero eso lo logramos en la medida que intercambiemos con la ciudadanía mecanismos efectivos de participación.


En el Perú hemos hecho algunos intentos, pero estamos muy lejos de modernizar la institución parlamentaria. Cuando nuestros debates se transmiten por la televisión, difícilmente son soportados, ya sea por su longitud, por su complicación o porque los medios de comunicación gráfican de manera más rápida los reales problemas que afectan a nuestros países. Adaptarnos a esos cambios supone también intercambiar experiencias para sacar alguna enseñanza en esa materia.


Excelentísimo señor Presidente, usted me confiere un honor que sólo lo puedo cargar en mis hombros porque se encuentran presentes mis colegas de todas las bancadas.


En estos tres últimos años el Congreso peruano ha hecho esfuerzos persistentes para que exista esta capacidad de concertar, cuestión en la que ustedes nos llevan leguas de ventaja, tanto en esta materia como en todo lo que se refiere a la institucionalidad democrática. Tenemos un apreciable número de leyes dictadas por consenso y acabamos de comenzar la reforma pensionaria, indispensable para que no se venga abajo el aparato estatal por los imprevistos y pasos mal dados en el pasado. Ello se logró con la votación favorable de 96 de los 118 congresistas que tenemos en este momento. Algo muy difícil de lograr.


Eso significa que el Congreso comienza a convertirse en un espacio de concertación para que, efectivamente, toda la ciudadanía se sienta expresada.


Sin duda, cada gobierno y cada gobernante que gana una elección tiene plena legitimidad. Pero los congresos tenemos la legitimidad de que las diferentes fuerzas políticas buscan poner por delante los fines de la nación y los fines que hermanan a las naciones y que nos integran para tener capacidad de negociar como grande entre los grandes. Eso sólo es posible si hacemos esfuerzos de integración reales y no burocráticos y si nuestras instituciones caminan de la mano.


Éstas son las ideas que nos traen a conversar con ustedes. Esperamos mucho de esta jornada.


Quiero que todos ustedes sepan que en el Congreso del Perú tienen su casa. Esperamos recibirlos en algún momento para realizar juntos y de mejor manera el trabajo que demandan nuestros pueblos. Ésa es la única manera de que la representación tenga sentido y de que la democracia se afirme válidamente en el siglo XXI.


Muchas gracias por su generosidad.


-Aplausos.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
Se suspende la sesión por dos minutos.


-Transcurrido el tiempo de suspensión:


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Se reanuda la sesión.

FOMENTO AL MERCADO DE CAPITAL DE RIESGO. Primer trámite constitucional. (Continuación).


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Corresponde continuar con la discusión del proyecto del mercado de capitales II.


Tiene la palabra el diputado señor Julio Dittborn.


El señor DITTBORN.- Señor Presidente, quiero hacer algunos comentarios sobre este proyecto que, como decía el diputado informante, introduce un conjunto muy amplio de modificaciones a una serie de leyes relacionadas con el mercado de capitales.


Como dijo el diputado señor Álvarez, a través de esta nueva legislación, llamada Mercado de Capitales II, se modifican, entre otros, el decreto con fuerza de ley Nº 3, de 1997, ley General de Bancos; el decreto con fuerza de ley Nº 251, de 1931, ley sobre Compañías de Seguros y el decreto ley 
Nº 3.500, sobre el Nuevo Sistema de Pensiones.


En primer lugar, quiero hacer un comentario respecto de las palabras del diputado señor Escalona, en cuanto a que este proyecto producirá un mayor equilibrio entre Estado y mercado, ya que hoy existiría un desequilibrio en contra del Estado; es decir, el mercado estaría operando sin los contrapesos necesarios para el logro del bien común. En otras palabras, que habría mucha presencia del mercado y poca del Estado en las legislaciones mencionadas que regulan el mercado de capitales.


Discrepo de esa visión, puesto que nuestro sector financiero es uno de los más regulados. Si no fuera así, bastaría con que los colegas trataran de crear un banco, una compañía de seguros o una administradora de fondos de pensiones para que se dieran cuenta de la enorme cantidad de regulaciones existentes, la mayoría de las cuales son adecuadas.


Los economistas hemos estudiado acuciosamente las imperfecciones de los mercados, muchas de las cuales se dan en el mercado de capitales; por eso, es necesario que existan regulaciones inteligentes que apunten a corregirlas. Sin embargo, no me parece razonable que permanentemente se esté planteando, especialmente por parte de nuestros colegas socialistas, la idea de que siempre son necesarias más regulaciones, porque ellas conducen al bien común.


Si bien los economistas hemos estudiado en profundidad por qué fallan los mercados, nos falta investigar si las regulaciones son eficaces. Siempre se supone, a mi juicio sin fundamento, que una regulación corrige una imperfección anterior, pero no es así porque una regulación mal concebida puede perfectamente empeorarla. En mi carrera profesional me ha tocado ver esta situación en muchas oportunidades. A pesar de que las regulaciones son necesarias en algunas ocasiones, ello no debe hacernos pensar que siempre corrigen una imperfección existente; al contrario, pueden empeorarla. La regulación apunta a corregir, pero no siempre logra su objetivo. Desde ya, no es perpetua para nada, porque quienes regulan son los hombres, que son personas influenciables y que, por no tener toda la información al instante, pueden tomar decisiones equivocadas.


Por lo tanto, a mi juicio, este proyecto no produce mayor equilibrio entre Estado y mercado, como lo afirmó el diputado señor Escalona; nunca debemos generalizar en este tema. Cada regulación, cuando sea necesaria, debe tener un fundamento empírico, práctico, específico, pero jamás una razón ideológica, porque ello puede sesgar la operación de un mercado tan complejo y conducir a un exceso de regulaciones que finalmente terminarán entrabando la necesaria libertad que requiere para crecer y desarrollarse.


Dicho esto, quiero hacer dos comentarios específicos. En primer lugar, quiero referirme a la sugerencia del diputado señor Burgos, en cuanto a la necesidad de que derechamente el Consejo del Banco Central de Chile participe cuando se trate de crear nuevos bancos o de comprar uno existente.


En esta materia no tenemos inconvenientes en que se establezcan más regulaciones, siempre que sean objetivas, como las relacionadas con solvencia e integridad contenidas en la ley de Bancos. Aunque para algunos les puedan parecer demasiado amplias, tienen una precisión jurídica muy importante, porque posibilita que una persona respecto de la cual la autoridad administrativa ha puesto en duda su solvencia e integridad pueda recurrir a los tribunales de justicia para cambiar tal determinación.


Nosotros estamos por regular todo lo que se juzgue necesario, como la creación de nuevos bancos o la compra de acciones de instituciones bancarias existentes, pero siempre que las condiciones que se establezcan sean lo más precisas posible, de manera que las personas puedan objetar las determinaciones de la autoridad administrativa ante los tribunales de justicia.


No creemos razonable introducir más instituciones en la regulación de nuevos bancos o en la compra de otros existentes sin que se especifiquen las causas por las cuales se rechazan las respectivas licencias para operación bancaria. No nos parece razonable que el Consejo del Banco Central emita su opinión al respecto sin que se especifiquen las causas. Sí estamos de acuerdo en que se establezcan todas las atribuciones necesarias, pero -repito- siempre que sean específicas y apelables ante la instancia jurídica superior.


En segundo lugar, en la Comisión de Hacienda se discutió mucho la regulación de las tarjetas de crédito de las casas comerciales. Nosotros somos partidarios -lo dejamos muy claro en nuestra indicación- de aplicar la misma regulación a los instrumentos financieros similares, es decir, que cumplen los mismos objetivos o propósitos. En otras palabras, una tarjeta emitida por una tienda comercial, que presta el mismo servicio y cumpla el mismo objetivo que una tarjeta emitida por un banco comercial, debe estar sujeta a la misma regulación. Lo que ocurre es que, en muchos casos, las tarjetas de tiendas comerciales no originan una relación de crédito con el comercio adherido, a diferencia de lo que ocurre, por ejemplo, entre las bombas de bencina y las grandes tiendas. Entonces, si no hay una relación de crédito, como hemos sabido que sucede en muchos casos, no existe riesgo para el sistema nacional de pagos; de manera que ese tipo de relación debe tener una regulación distinta a aquella que sí involucra un crédito, como sucede con las tarjetas bancarias. Ése es el tema de fondo.


Otro ejemplo. Hay casas comerciales que emiten tarjetas de crédito que sólo pueden ser usadas en la misma tienda que las entregan. Ese crédito, otorgado por el dueño de la casa comercial al usuario de la tarjeta, no implica un riesgo sistémico, porque no hay involucrado dinero de terceros ni depósitos entregados en crédito a personas naturales; es el dueño de una gran tienda comercial el que con su dinero otorga un crédito a un tercero, a un usuario. Por lo tanto, al no existir una relación de esa naturaleza no concurre el principio de tratar igual a los iguales, porque hay una diferencia de fondo: no hay una relación crediticia con dineros de terceros.


Estos temas fueron muy debatidos en la Comisión de Hacienda. Me parece importante aclarar nuestra posición, además respecto del punto 1º, que es de carácter más general.


He dicho.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique Jaramillo.


El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, he sido muy bien informado respecto de este proyecto de ley por el diputado informante, señor Rodrigo Álvarez. Sin embargo, quiero hacerme cargo de algunas consideraciones fundamentales, en especial sobre el crédito, uno de los engranajes principales de la industria financiera, que debe ser fomentado y regulado a la vez. 


Digo fomentado por cuanto permite una adecuada asignación de recursos, luego de sortearse las restricciones que se imponen, principalmente, a los pequeños y medianos empresarios y al consumidor medio. Y regulado, ya que su entrega indiscriminada puede hacer colapsar el sistema de pagos.


Las alteraciones en el mercado financiero dificultan la obtención de los objetivos perseguidos para el desarrollo del complejo mercado financiero. Por eso, si se quiere seguridad en él, no puede dejar de mencionarse un vacío que, lamentablemente, ha quedado en este proyecto de ley y que, por la vía de una moción parlamentaria, pretendo reparar en su oportunidad. Dice relación, precisamente, con el otorgamiento de garantías, que podría haberse incorporado en el Título II, de las obligaciones caucionadas y bienes prendados.


Es usual que cuando las personas se involucran en cualquier tipo de negocio comercial, agrícola o industrial, necesiten financiamiento. Para ello, muchas veces, echan mano a bienes de alta significación familiar, como, por ejemplo, la vivienda familiar, la cual hipotecan para obtener los necesarios créditos.


Muchos pueden considerar que está bien si son para fines productivos. Sin embargo, ello conlleva un riesgo de gran significación familiar. Digo esto porque vi muy de cerca el dramático caso de cientos de familias que perdieron sus campos y viviendas que habían hipotecado para asegurar el pago de créditos o la repactación de los mismos.


En Chile, la protección de la familia y la seguridad de su desarrollo deberían ser elementos prioritarios para todos los actores, públicos y privados. Precisamente por ello creo que la vivienda familiar, dentro de determinados límites de avalúo -entiéndase bien-, no debería ser aceptada en el mercado financiero como garantía.


Muchos podrán utilizar el argumento del libre mercado y la disposición de cada individuo para sostener lo contrario, pero a la hora de legislar hay que tomar en cuenta la protección de la familia, sobre todo cuando se ha visto en forma muy cercana y masiva la pérdida de viviendas que han quedado en poder del sistema financiero y finalmente han salido a remate y han sido adquiridas por terceros. 


Aun cuando esto puede ser válido para algunos, si definimos las reglas del juego desde un comienzo, podríamos dar mayor seguridad a las familias y también a los emprendedores, en el sentido de que, en caso de crisis y bancarrota personal, no perderán el bien más sagrado para la familia, que es la vivienda en la cual habitan.


Insisto en que para que ello se aplique debería haber determinado límite en el avalúo de la respectiva vivienda. No me refiero a viviendas de cien o más millones de pesos, sino a las viviendas de las familias de clase media baja. Ésas deberían ser protegidas en el título II, mediante la presentación de una indicación.


En lo que dice relación con el fomento del crédito, la segunda reforma del mercado de capitales establece nuevas normas para que las compañías de seguros otorguen préstamos. Es del todo saludable permitir la competencia en este mercado, el que, hasta ahora, ha sido dominado por el sector bancario. Esta competencia permitirá que las personas accedan a mejores condiciones y tasas de interés más bajas a la hora de financiarse por ésta y otras vías, a la vez que facilitará el traspaso rápido de los efectos de la política monetaria desde el Banco Central al consumidor final.


Como ha dicho en forma muy clara el diputado informante, el proyecto faculta a las compañías de seguros para otorgar créditos, los que se considerarán representativos de reservas técnicas hasta por un máximo de cinco por ciento de éstas. Es importante, entonces, poner énfasis en el hecho de que el proyecto otorga facultades a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras para regular la clasificación del riesgo de los créditos y los procedimientos de valoración de éstos. En este sentido, al ser regulados por el ente supervisor, constituyen el necesario complemento para una industria tan sensible y sofisticada como la de las colocaciones. En otras palabras, se busca que sólo las compañías más capacitadas para participar en este mercado puedan concurrir a él.


Por otra parte, no es menos importante la nueva estructura regulatoria de las tarjetas de crédito, tan comentadas, para bien o para mal. Hubo varias interpretaciones sobre el tema. 


El alto número de tarjetas de crédito emitidas por casas comerciales -sobrepasan los ocho millones- hace necesario un marco jurídico que procure una prudente regulación. Sin embargo, el proyecto es muy cauto al disponer que las empresas sólo quedarán sujetas a la supervisión de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras en la medida en que adquieran participación significativa. Dicha participación de las casas comerciales en el sistema quedaría regulada si existe acreencia por parte de terceros contra el emisor.


El Partido por la Democracia apoyará este proyecto de ley.


He dicho.


La señora CARABALL, doña Eliana (Presidenta accidental).- Tiene la palabra el diputado José Miguel Ortiz.


El señor ORTIZ.- Señora Presidenta, en diciembre de 2000 fue promulgada la ley de opas. En el transcurso de 2001 se promulgó, después de la tramitación en el Congreso Nacional, la ley de Mercado de Capitales I. ¿Qué significaron estas dos leyes para el país? En primer lugar, ponerse a la cabeza de la región y de los países emergentes en materia de modernización de nuestro mercado de capitales.


En junio del año recién pasado ingresó a la Cámara de Diputados el proyecto de ley mercado de capitales II, que tratamos hoy en particular. Más conocido como la segunda reforma al mercado de capitales, introduce adecuaciones de índole tributaria e institucional para el fomento de la industria de capital de riesgo y continúa con la modernización del mercado de capitales. Para ello, persigue múltiples propósitos, entre otros, fomentar la industria de capital de riesgo, optimizar la regulación de las tarjetas de créditos, elevar los estándares de regulación a niveles internacionales, perfeccionar los gobiernos corporativos en nuestras empresas.


Aprovecharé esta ocasión para hacer hincapié en dos aspectos que han estado en el corazón de la discusión de la Comisión de Hacienda, de la cual formó parte hace muchos años. Me refiero a los temas relativos a la autorización de nuevas licencias bancarias y a la tributación de los fondos de inversión privados. 


A propósito del primero de los tópicos, es necesario poner de relieve la enorme importancia que tienen las normas que establecen exigencias para el desarrollo de actividades en que se encuentra involucrada la fe pública y las garantías estatales que hay detrás. En este sentido, toda la regulación que propenda a una mejor cautela de estos elementos debe ser tomada en serio, teniendo presente el interés público que se quiere proteger.


Consciente de lo anterior y como una respuesta enérgica ante hechos que amenazaron no sólo los intereses del Estado, sino de toda la sociedad, una comisión de la Cámara preparó un informe, con ocasión del escándalo financiero conocido como el caso Inverlink, encabezada por el honorable diputado Jorge Burgos, con el objeto de cautelar precisamente el buen funcionamiento del mercado de capitales. Dicho informe, aprobado por la unanimidad de sus miembros, diputados de Gobierno y de Oposición, concluyó, entre otras materias, con lo siguiente -cito textualmente-: “No cabe duda de que las mayores regulaciones, tanto para el ingreso de agentes como para su funcionamiento, deben estar sobre aquellos casos donde existe una garantía estatal involucrada (bancos, seguros de naturaleza previsional y fondos de pensiones) y en aquellos en que los operadores lo hacen con los dineros del público (básicamente bancos).”


Asimismo, se concluyó: ”En caso de estimarse conveniente establecer condiciones de mayor entidad que puedan constituir limitaciones al derecho a desarrollar una actividad económica, garantizado por el artículo 19, Nº 21, de la Constitución Política, será necesario que con esa calificación se planteen en un proyecto de ley.


Todo indica que es necesario procurar uniformar criterios en cuanto a establecer requisitos de idoneidad para los accionistas que participan en el mercado financiero.” 


Esto fue lo que aprobamos por unanimidad en la Comisión y en la Sala.


No obstante lo anterior, y para sorpresa de muchos, al momento de votar la idea de legislar en general sobre el proyecto, el último día de marzo de este año, la Oposición, que avaló el citado informe, votó en contra de debatir las medidas cautelares en el marco de la solicitud de nuevas licencias bancarias, manteniendo esa misma actitud al momento de votar la reposición de dicho artículo en la Comisión de Hacienda.


¿Qué es lo que se persigue con la nueva normativa propuesta, respecto de la cual, como Concertación, estamos de acuerdo? Básicamente, que sólo en casos extremos y cuando el superintendente tenga dudas razonables acerca de la integridad de un solicitante, se pueda pedir una segunda opinión al Consejo del Banco Central, que podrá servir de fundamento para la decisión que se adopte en definitiva. 


Esta normativa es extremadamente clara, en el sentido de que no impide ni busca impedir el libre ejercicio de la actividad económica, derecho que, en todo caso, está sujeto a las normas legales que la regulan, sino que aspira a proteger a los millones de personas que, de una u otra manera, depositan su dinero y, por sobre todo, su confianza en las instituciones financieras. No se trata de poner en una balanza al empresario con el Estado para ver quién es digno de mayor consideración -esto, según nuestro criterio, es una falacia-, sino que la norma persigue ponderar el interés individual o de un grupo económico con el interés colectivo o social, teniendo siempre presente que, como lo establece nuestra Carta Fundamental en su artículo 1º, el Estado está al servicio de la persona humana y su finalidad es promover el bien común, para lo cual debe contribuir a crear las condiciones sociales que permitan a todos y a cada uno de los integrantes de la comunidad nacional su mayor realización espiritual y material posible. 


En lo que dice relación con los fondos de inversión privados, el segundo de los temas que he querido profundizar me parece apropiado clarificar la idea matriz que subyace tras la reforma. El mal uso que, por parte de algunas personas, se ha dado a esta figura ha llegado al extremo de desnaturalizar el objetivo último para el cual fue creada. En la hora actual, existen personas que, instrumentalizando el fondo de inversión privado, han manejado todo su patrimonio personal a través de este mecanismo, eludiendo el pago de impuestos al fisco. Debido a eso, me parece, como primera necesidad, que estos fondos de inversión privados retomen el objeto para el cual fueron creados y de esta manera se termine con esta fórmula para eludir una obligación que reviste caracteres especiales, como lo es el pronto y cumplido pago de los impuestos por parte de todos los chilenos.


Por ello, esperamos que en la discusión de este proyecto de ley, en el que se efectúa una profunda transformación a muchas leyes -de bancos, de seguros, de mercado de valores, de inversiones, etcétera-, que culminará el próximo martes, se tenga especial preocupación respecto de estos dos temas que nos interesa clarificar ante la opinión pública, porque son positivos para el desarrollo del país, más aún cuando recientemente, en abril, hemos conocido las excelentes cifras de crecimiento económico.


Por lo anterior, en nombre de la Democracia Cristiana, seguiremos apoyando las indicaciones del Ejecutivo.


He dicho. 


La señora CARABALL, doña Eliana (Presidenta accidental).- Tiene la palabra el diputado Rodrigo Álvarez.


El señor ÁLVAREZ.- Señora Presidenta, me detendré a analizar algunos detalles respecto del proyecto que me parecen más relevantes y en los que existen discrepancias con el Ejecutivo. Varias de ellas las enuncié en el momento en que me correspondió informar, hace unos minutos.


Este proyecto es muy importante para algunas de nuestras principales instituciones del mercado de capitales, sobre todo por la visión de futuro que se advierte en él. A diferencia de lo que ocurrió con dos proyectos anteriores -el de Mercado de Capitales I o el de Opas y Gobiernos Corporativos-, no se debe esperar que, a partir de esta iniciativa, surja gran número de inversiones de inmediato. Éste no es el proyecto que la gente esté esperando para invertir -por así decirlo- activamente, como sí ocurrió en su momento con las ya señaladas. Es un buen proyecto, bastante amplio, que abarca diez o doce cuerpos legislativos, pero no esperemos una gran señal hacia el mercado de capitales a partir de lo que estamos legislando hoy. Reitero: es muy importante, pero no lo vamos a medir por lo que ocurra en el mercado en los próximos tres, cuatro, cinco o seis meses, sino por lo que ocurra de manera más amplia o más profunda, lo que, finalmente, también es bastante positivo para nuestro mercado.


Mi segundo comentario, desde el punto de vista institucional, se refiere a nuestra discrepancia con que se haya aceptado indicaciones del Ejecutivo -hacemos reserva de constitucionalidad- que reponen dos materias que fueron rechazadas en la votación en general del proyecto. El único sentido de someter ciertas disposiciones a un quórum superior -quórum calificado o de ley orgánica constitucional- al momento de votar la idea de legislar es dar o no la posibilidad de seguir su discusión. En la Sala rechazamos en la votación en general, por ejemplo, las normas relacionadas con las licencias bancarias o con las atribuciones de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y, al no alcanzarse el quórum correspondiente en dicha votación, no pueden reponerse en la Sala. Pero el criterio del presidente de la Comisión de Hacienda fue otro. Desde ya, pido un pronunciamiento de la Mesa al respecto y hago toda la reserva de constitucionalidad sobre ambos puntos. Insisto en que, habiéndose producido el rechazo a la idea de legislar, no puede reponerse en la discusión en particular.


Con todo, me detendré en algún instante a analizar el fondo de estas materias.


En primer lugar, en cuanto a las tarjetas de crédito, quiero que le quede claro a la Sala qué buscamos junto con los diputados Cardemil y Dittborn. Nos parece adecuado y estamos de acuerdo en que se supervise y fiscalice las tarjetas de crédito de casas comerciales, que no son comparables con los bancos. En el evento de que dicha fiscalización la lleve a cabo la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras deberían aunarse dos requisitos: en primer lugar, que tenga participación significativa en el medio de pago -eso pide el Ejecutivo- y, en segundo lugar -fue nuestra única indicación-, decir que además se configura una relación de crédito entre el aceptante y el emisor de la tarjeta. Ahí se puede producir un riesgo sistémico, un problema en nuestro sistema monetario y de mercado de valores en general. Por lo tanto -reitero- para que las tarjetas de casas comerciales sean adecuadamente fiscalizadas por un ente como el señalado -a quien no le corresponde- deberían reunirse esos requisitos: participación significativa en el medio de pago y la existencia de crédito. Es decir, sólo tiene sentido fiscalizar tarjetas comerciales de crédito cuando exista crédito. Ahora, cuando lo que hay es un adelantamiento de fondos, como se hace en la mayoría de las veces, en que el emisor de la tarjeta, cualquiera de las grandes tiendas, para que la pueda usar otro, ya sea una bomba de bencina o una farmacia, le adelanta los fondos; mientras se acredite que se trata de un adelanto de fondos y no de un crédito, no hay riesgo ni problema sistémico. Por lo tanto, dichas tarjetas no deberían estar sometidas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.


Quiero dejar claro que ésa es nuestra indicación, porque ha habido interpretaciones antojadizas en el sentido de que tendríamos algún problema con la tasa máxima convencional. Nuestra indicación nada dice en relación con eso. Estamos totalmente dispuestos a regular la tasa máxima convencional. Hace algún instante conversaba con el diputado Zarco Luksic sobre su preocupación por buscar una tasa máxima común, tanto para las casas comerciales como para los bancos. En eso estamos plenamente de acuerdo. De hecho, hay un proyecto de ley en discusión en esa línea.


Nuestra prevención en esta materia es que no es justo someter a todas las obligaciones de fiscalización, por parte de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, a tarjetas respecto de las cuales no hay crédito o riesgo sistémico.


En segundo lugar, ha habido interpretaciones equivocadas cuando nos dicen que nos oponemos a que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras consulte al Banco Central para otorgar una nueva licencia. Creemos que esa materia es sumamente peligrosa, en los términos en que está redactada. Algo así expresó también el diputado Burgos. Hoy, un superintendente de bancos e instituciones financieras se basa en dos requisitos objetivos para aceptar o denegar una licencia bancaria: patrimonio e integridad de las personas que la solicitan. Ambos conceptos están objetivamente definidos en nuestras disposiciones legales. Ahora estamos agregando algo etéreo. En ciertas situaciones, por ejemplo, cuando tenga alguna duda razonable, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras podrá consultar al Banco Central y éste responderá a través del voto de la mayoría. Bueno, nuestra pregunta es qué ocurre si no le consulta y después tenemos un caso como el de Corfo-Inverlink, o, al revés, consulta, el Banco Central le da el pase y después se produce un Corfo-Inverlink. O, cambiemos la forma, consulta y la votación del Banco Central es dividida en el sentido de que unos tienen la razón y, otros, no.


Somos partidarios de fortalecer la autoridad que debe fiscalizar, cual es el superintendente de la entidad señalada. Si el Ejecutivo considera que son necesarios nuevos requisitos, profundizar en las materias sobre integridad y poner más elementos respecto del patrimonio, que lo haga; cuenta con nuestros votos para ello. Ahora, el Ejecutivo dice: “No, pero es que cuando hay crisis...” Bueno, cuando hay crisis, más fácil debería ser encontrar los argumentos relacionados con los que faltó. Precisamente, cuando hay crisis uno puede decir: “Si hubiera tenido éste o este otro elemento, hubiera podido decir que no.”


Todo el mundo se felicita ahora porque no se le concedió licencia bancaria al grupo Inverlink. En realidad, uno debería preguntarse por qué los otros superintendentes le concedieron todas las demás. Ha habido cierta literatura, alguna crítica periodística en decir: “¡Mire, que grandes fuimos cuando le manifestamos que no!”. Se le dijo que no por un rumor y nuestro estado de derecho no puede basarse en rumores; en que los ruidos del mercado señalan que no es conveniente. Debe basarse en causales objetivas y por eso le hemos dicho a los representantes del Ejecutivo que si quieren otra causal, no sólo integridad y patrimonio, o profundizar no sólo patrimonio, o si quieren profundizar en ambas causales, estamos de acuerdo. Pero que no se diluya peligrosamente la responsabilidad del superintendente de Bancos e Instituciones Financieras a través de entregarle una atribución al Banco Central, cuando exista una duda razonable, más aún considerando que éste podrá -si se aprueba la norma propuesta- contestar concluyentemente. Creo que, a la larga, eso le causará un problema al Banco Central y a su institucionalidad y no resolverá para nada los eventuales problemas que pueda ocasionar otro caso similar al de Corfo-Inverlink.


También tenemos dudas respecto de quién va a decidir si una persona tiene razón o está equivocada o si estaba actuando legal o ilegalmente. En nuestra opinión, esa decisión, al final, les corresponde a los tribunales. Por ello, tenemos una pequeña diferencia con quienes proponen que sea la superintendencia la que decida. Eso no es correcto. La superintendencia es un órgano administrativo que debe fiscalizar en las primeras etapas; pero no puede ser jamás el órgano que tome la decisión final. Esa decisión, en un estado de derecho como el que impera en Chile, les corresponde a los tribunales. Por eso nos hemos opuesto a que se concedan los efectos suspensivo y devolutivo a los reclamos que se presenten ante las decisiones de la superintendencia. No tiene lógica. Desde el punto de vista del respeto a los derechos del ciudadano, no puede ser que un órgano administrativo, como la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, decida suspender, por ejemplo, el ejercicio de una corredora o el trabajo de un agente, por un año, hasta que el conflicto sea resuelto por los tribunales. ¡Por favor! Debemos respetar el legítimo ejercicio de los derechos económicos. ¿Tiene suficientes atribuciones dicha superintendencia? Las tiene. Pero llegado el momento, si impone una sanción, ésta debe ser revisada y complementada por los tribunales. Cuando me dicen que dicha superintendencia debe tener esta atribución, contesto que estoy de acuerdo, pero siempre y cuando se establezca de inmediato un sistema fácil y eficiente para que el ciudadano pueda reclamar ante el superintendente si un año después se dio cuenta de que la decisión que éste adoptó no era la correcta. Démosle esta atribución al superintendente siempre y cuando en la misma ley establezcamos un sistema fácil y rápido que permita al ciudadano reclamar ante el órgano de la administración. Eso no está considerado en el proyecto. Por lo tanto, en esos términos, nos parece inadecuado entregar nuevas atribuciones al superintendente de Bancos e Instituciones Financieras.


Pido votación separada para las siguientes disposiciones: los numerales 1) y 3) del artículo 3º; el numeral 37 bis del artículo 4º; las letras a) y b) del numeral 7) del artículo 5º; los numerales 9) y 10) del artículo 9º; la letra b) del numeral 1) del artículo 10; el número 7 del artículo 11, y letras a) y b) del número 1. Para mayor claridad, haré entrega de esta lista a la Secretaría.


He dicho.


La señora CARABALL, doña Eliana (Presidenta accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Tuma.


El señor TUMA.- Señora Presidenta, si bien el proyecto no va a ocasionar de inmediato una explosión de cambios en los incentivos a las inversiones, no deja, por ello, de ser una iniciativa muy importante, pues sus normas permiten transparencia y equidad en el actuar de quienes participan en el mercado de capitales. Entre otras disposiciones, el proyecto modifica el decreto ley N° 3.500, la ley General de Bancos, la ley sobre Compañías de Seguros y la ley sobre Mercado de Valores.


Dada su extensión, sólo me voy a referir a dos o tres materias que nos parecen positivas y a otras que considero conveniente revisar, ojalá antes de la votación.


En primer lugar, respecto de las tarjetas de crédito del ámbito comercial, considero que la razón principal que ha motivado la preocupación de muchos parlamentarios es la liberalidad que éstas han mantenido, puesto que no existe ninguna regulación en virtud de la cual se fiscalice su uso. Si el usuario presentara un reclamo, se enteraría que ni el Servicio Nacional del Consumidor, Sernac, ni la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras tienen atribuciones para recibir las denuncias. Los más de 8 millones de usuarios de tarjetas de crédito comerciales están absolutamente indefensos a la hora de buscar justicia cuando se ven afectados por la inequidad o por cobros indebidos.


No creo que sea necesario modificar esta legislación sólo porque hay un riesgo sistémico. Ya se dijo que en algunos casos éste no existe porque son más tarjetas de débito que de crédito. Es muy difícil para el Estado o para quien las fiscalice determinar en cada caso si la tarjeta es de débito o de crédito. La razón por la que valoro la incorporación de esta norma que fiscalizará este ámbito que no está regulado es establecer un equilibrio en la relación entre los más de ocho millones de usuarios y estos cuasi monopolios de tarjetas de créditos comerciales que establecen un contrato de adhesión. Por ese motivo, los usuarios no tienen a quien recurrir.


Por esa razón respaldaré con mucho entusiasmo esta forma de establecer una regulación. Se pudo haber elegido otra forma a través de la cual regular este mercado, pero se eligió ésta y me parece bien.


Habrá una cantidad de tarjetas que estarán bajo la vigilancia de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y quedará a criterio del Banco Central decidir en un momento determinado cuáles deberán estar reguladas por esa entidad. De acuerdo con lo que aprobamos en la modificación de la ley del Consumidor, el resto de las tarjetas estarán reguladas por el Sernac. Con eso, el ciento por ciento de las tarjetas de crédito comerciales estarán bajo alguna supervisión que le permita a los usuarios establecer una reclamación cuando se abuse de la relación de desequilibrio entre el emisor de la tarjeta y el usuario. Por esa razón, el hecho de que este tipo de tarjetas sean fiscalizadas tiene un mérito, pues antes sólo existía fiscalización de las tarjetas bancarias a través de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.


Por otra parte, estamos creando un registro único de prenda. Cuando un acreedor otorga un crédito, recibe una prenda que no está regulada. A través de esta modalidad, establecemos nuevos sistemas para facilitar el acceso al crédito y la confianza de los acreedores en un mercado al que podríamos llamar de capital de riesgo. Hasta ahora no se ha formalizado cómo se obtiene un crédito. Conocemos los créditos con garantías a través de las garantías hipotecarias, pero no está normado entregar otra clase de bienes. No existe regulación, en el sentido de que si se tiene un contrato -que es un bien-, pueda entregarse en garantía y, a su vez, pueda también ser endosado a un tercero. En este proyecto estamos creando ese instrumento necesario. Primero, vamos a crear un registro único nacional de prendas, de tal modo que cualquier acreedor que quiera confiar un crédito a un deudor pueda consultarlo respecto de los bienes muebles que se están utilizando como prenda. En los créditos hipotecarios se pueden cerciorar consultando en el Conservador de Bienes Raíces, pero no acontece lo mismo cuando se trata de una prenda con desplazamiento o sin éste.


En este proyecto de ley se establece que podrá constituirse en prenda toda clase de bienes corporales e incorporales, muebles, presentes o que, eventualmente, puedan llegar a existir en el futuro, cuya enajenación no esté prohibida a la fecha de la suscripción del contrato. Entonces, también pueden constituirse como prenda el derecho de concesión de obras públicas, de obras portuarias, de construcción y explotación del subsuelo, la concesión onerosa sobre bienes fiscales, el derecho de explotación de concesiones de servicios sanitarios, etcétera. Es decir, con esto se abre un mundo de posibilidades de financiamiento a todos quienes hayan ganado en una licitación un derecho por un determinado tiempo, el cual puedan transferir a un tercero como garantía por el financiamiento que hace operable el contrato. También estamos consagrando la constitución de prenda sobre bienes y derechos que eventualmente puedan llegar a existir o sobre cosas que aún no estén materialmente en el país o que aún no hayan sido confeccionadas.


Valoro el hecho de que el proyecto multiplique las oportunidades para que los inversionistas materialicen negocios respecto de los cuales hoy no tienen garantías o no cuentan con la fuente de financiamiento. Sin embargo, en la iniciativa echo de menos dos elementos que están pendientes: en primer lugar, el Banco de Garantías Hipotecarias, situación que hoy no permite la movilidad entre los distintos bancos que las reciben, situación que transforma en cliente cautivo a quienes las tienen en aquellas instituciones y, en segundo lugar, establecer el capital de riesgo como instrumento. No obstante, estimo meritorio lo realizado.


Respecto de la facultad del superintendente de Bancos e Instituciones Financieras para paralizar o suspender a un actor del mercado, debería establecerse una vía de apelación, porque no es justo arruinar económicamente a una empresa a raíz de una suspensión por el lapso de un año. ¿Quién se hace cargo del perjuicio económico de la empresa en caso de que el fallo del tribunal establezca que no ha tenido participación dolosa? Como advierto un desequilibrio en la norma, estimo que se debería establecer un límite que garantice, por una parte, la correcta aplicación de la facultad y, por otra, la reparación del daño causado por la incorrecta aplicación de una medida administrativa.


Por último, expreso que la bancada del Partido por la Democracia respaldará sin reservas el proyecto de ley, salvo las situaciones mencionadas.


He dicho.


La señora CARABALL, doña Eliana (Presidenta accidental).- Por haber concluido el tiempo para intervenir en el Orden del Día, quedan inscritos en primer lugar para la sesión del martes 15 de junio -día en que se votará el proyecto en debate- los diputados señores Von Mühlenbrock, Riveros, Lorenzini y Luksic.

VI. PROYECTOS DE ACUERDO

CONSTRUCCIÓN DE ESTADIO DE RECREACIÓN PARA EL ADULTO MAYOR.


La señora CARABALL, doña Eliana (Presidenta accidental).- A continuación, corresponde tratar proyectos de acuerdo.


El señor RIVEROS.- ¿Me permite, señora Presidenta?


La señora CARABALL, doña Eliana (Presidenta accidental).- Tiene la palabra su señoría.


El señor RIVEROS.- Señora Presidenta, dado que la presente sesión ha sido bastante irregular, solicito el acuerdo para que se postergue el tratamiento de los proyectos de acuerdo hasta la próxima sesión.


La señora CARABALL, doña Eliana (Presidenta accidental).- Señor diputado, no hay quórum para tomar ningún acuerdo.


El señor Prosecretario va a dar lectura al primer proyecto de acuerdo.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo N° 418, de la señora Mella, doña María Eugenia; de los señores Ortiz, Silva, Palma, Saffirio, Araya, Vargas, Vilches; Muñoz, don Pedro, y de la señora Muñoz, doña Adriana, por el cual la Cámara de Diputados acuerda:


“Considerando:


Que las expectativas de vida de los chilenos van en aumento y, por ende, el porcentaje de la población del adulto mayor es cada vez mayor.


Que el compromiso del Gobierno de S.E. el Presidente de la República es la preocupación permanente y constante del bienestar del adulto mayor.


Que los espacios de recreación de que se dispone en las distintas comunas, tanto de la Región Metropolitana, de Santiago, como en las del resto del país, no cuentan con instalaciones ni infraestructura suficientes y necesarias para la realización de actividades recreativas y deportivas para este importante sector.


Que el sentir de los integrantes de este sector del país cada día es saberse más útiles tanto para la sociedad, para sus familias y para sí mismos. 


Que, para la realización de estas actividades, es esencial la existencia de un gran establecimiento que reúna las condiciones que las sustenten y apoyen, como podría ser un Estadio de Recreación Nacional del Adulto Mayor.


La Cámara de Diputados acuerda:


Solicitar a S.E. el Presidente de la República que se sirva ordenar los estudios necesarios para que, a través del Servicio del Adulto Mayor y del Instituto Nacional de Deportes (ChileDeportes), se apruebe y se inicie, en el más breve tiempo posible, la construcción de un Estadio de Recreación para el Adulto Mayor.”


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Ofrezco la palabra para hablar a favor del proyecto de acuerdo.


Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra para hablar en contra del proyecto de acuerdo. 


Ofrezco la palabra.


Cerrado el debate. 


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 16 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- No hay quórum.


Se va a repetir la votación.


En votación.


-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 17 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Nuevamente no hay quórum.


Se va a llamar a los señores diputados por cinco minutos.


-Transcurrido el tiempo reglamentario:


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se reanuda la sesión.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 18 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Por no haberse obtenido el quórum requerido, su votación queda pendiente para la sesión de mañana.

VII. INCIDENTES

IMPLEMENTACIÓN DE PLAN CUADRANTE EN CALAMA. Oficios.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En el tiempo del Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra el diputado señor Waldo Mora.


El señor MORA.- Señor Presidente, me quiero referir a un tema planteado conjuntamente por la Unión Comunal de Juntas de Vecinos de Calama, por el gobernador y por el alcalde, a raíz de un problema que también preocupa el resto del país: la seguridad ciudadana.


Según las cifras entregadas por el Gobierno, el aumento de la delincuencia en Calama ha sido bastante grande en los dos últimos años, puesto que ha crecido prácticamente en un ciento por ciento. Las denuncias por delitos cometidos en la ciudad han subido de 2.500, en 2001, a 5.700, en diciembre de 2003; es decir, se han incrementado en más del ciento por ciento los delitos graves, como homicidios, asaltos, violaciones, etcétera.


Las expectativas de desarrollo y el crecimiento que ha experimentado la Segunda Región, más la decisión de Codelco de trasladar el campamento Chuquicamata a la ciudad de Calama por problemas medioambientales, plan que considera la construcción de alrededor de 3 mil viviendas, lo que significa más empleos, han provocado un aumento de la población. Ha llegado mucha gente a Calama con expectativas de encontrar trabajo, las que muchas veces no son satisfechas; no obstante, las personas se quedan en la ciudad. Además, diariamente llega una población boliviana de aproximadamente 15 mil personas, y todos los días la autoridad chilena expulsa del país alrededor de siete u ocho bolivianos indocumentados. El traslado de vehículos robados desde Calama hacia Bolivia es un problema permanente y muy grave.


Dados los hechos denunciados: el aumento de la delincuencia y las expectativas de crecimiento de Calama, es imperioso aumentar la dotación de Carabineros para impedir, a lo menos, el aumento de los delitos.


En la actualidad, Calama tiene una población de 150 mil habitantes, a los que se deben sumar 20 mil personas que constituyen su población flotante. Se cree que Calama, debido a la inversión minera y al desarrollo de la minería en la región, en los próximos siete u ocho años puede llegar a tener 200 mil habitantes.


Por lo tanto, solicito oficiar al ministro del Interior para que estudie la factibilidad económica de implementar el plan Cuadrante en Calama a partir del próximo año, al igual que el establecido en la ciudad de Antofagasta, para lo cual ya hemos conseguido recursos adicionales de parte de Codelco.


Asimismo, solicito enviar copia del texto de esta intervención al gobernador de la provincia de El Loa y al alcalde de Calama.


He dicho.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia del texto de su intervención, y con la adhesión de la diputada señora Alejandra Sepúlveda y los diputados señores Pedro Araya, Jaime Mulet, Rodrigo González, Samuel Venegas, Felipe Letelier, Jaime Quintana, Carlos Vilches y de quien habla.

INFORMACIÓN SOBRE PROCEDIMIENTO UTILIZADO PARA EJECUTAR OBRAS EN PEUMO. Oficio.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra la diputada señora Alejandra Sepúlveda.


La señora SEPÚLVEDA (doña 
Alejandra).- Señor Presidente, al igual que el diputado Waldo Mora, durante las dos semanas distritales, recorrí las distintas comunas que represento en la Cámara de Diputados.


En Peumo, ciudad muy importante desde el punto de vista exportador, el Gobierno está realizando grandes inversiones. Sin embargo, quiero expresar mi preocupación por la utilización de esos recursos, ya que la municipalidad de esa comuna está realizando obras que la comunidad no ha priorizado y a las que no ha dado el visto bueno para su ejecución.


Por eso, solicito oficiar al contralor general de la República a fin de que se fiscalice, mediante el PMU, Programa de Mejoramiento Urbano, la construcción de dos multicanchas, ubicadas en los sectores de La Arboleda, uno de los más importantes de la comuna, y La Cantera, uno de los más humildes de la comuna, por parte de la municipalidad de Peumo, con el objeto de conocer el costo de ambos proyectos, si hubo o no licitación, si fue pública o privada y si se fiscalizó la construcción de estas obras y el uso de los recursos.


Los dirigentes de las juntas de vecinos y sus respectivas asambleas manifestaron su preocupación porque los recursos asignados para el mejoramiento de barrios no corresponderían a los usados. Según la información que manejan estos dirigentes, sólo se ha utilizado un tercio de los recursos asignados y no ha habido licitación. Por eso, esperamos que la Contraloría General de la República aclare cuál ha sido el procedimiento utilizado para ejecutar estas obras en la comuna de Peumo y, al mismo tiempo, se informe de ello al honorable concejo municipal.


He dicho.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con copia del texto de su intervención, y con la adhesión de los diputados señores Jaime Quintana, Waldo Mora, Carlos 
Vilches, Pedro Araya, Jaime Mulet, Rodrigo González, Samuel Venegas, Leopoldo Sánchez, José Pérez y de quien habla.

ALCANCES SOBRE POSTURA DE CONSEJO MINERO, RELATIVA A APLICACIÓN DE ROYALTY A LA GRAN MINERÍA DEL COBRE.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Jaime Mulet.


El señor MULET.- Señor Presidente, en primer lugar, haré algunas precisiones en torno del proyecto que establece un royalty a la gran minería del cobre, que presentamos junto con un grupo de parlamentarios el 13 de marzo recién pasado, después de muchos años de venir propiciando tal iniciativa, liderados por el senador Jorge Lavandero.


Cuando presentamos el proyecto, hubo una fuerte oposición de sectores empresariales, que no aceptan la aplicación de un royalty.


Hace algunas semanas, el Presidente de la República, a través del ministro de Hacienda, dio a conocer la intención del Ejecutivo de establecer un royalty, que, en términos generales, es muy parecido al que planteamos en nuestra iniciativa, pero gradual -va de 1 a 3 por ciento- y con un período de transición. Quizás, esos dos aspectos lo diferencian de nuestro proyecto.


En general, estamos de acuerdo con la propuesta del Ejecutivo y creemos que es perfectamente posible tratar de manera conjunta ambos proyectos, una vez que el Ejecutivo presente el suyo. Sin embargo, nos preocupa que aún no lo haga llegar, ya que sólo conocemos sus aspectos generales. Pero tenemos paciencia, especialmente quienes somos del norte, así que podemos esperar algunas semanas más.


En segundo lugar, quiero referirme a la campaña en contra del royalty que propician los ejecutivos de las empresas mineras, pues si se aprueba la iniciativa ¡por fin pagarán algo al fisco!


Los dirigentes de las asociaciones gremiales, como el señor William Hayes, del Consejo Minero, tienen pleno derecho a defender los intereses de sus asociados. Precisamente para eso están, ya que uno de los objetivos principales de dichas asociaciones es defender los intereses de los miembros del gremio. Sin embargo, si bien es legítima la presión o fuerza que ejercen, ello debería tener un límite.


Señalo lo anterior, porque hace algunos días, el señor William Hayes, de alguna manera siguió la huella del gerente general de Endesa, cuyas declaraciones fueron contestadas por el ministro de Hacienda, cuando no sólo se involucró -como inversionista extranjero tiene pleno derecho a hacerlo-, sino que fue más allá y, al igual que lo hizo el señor Hayes, intentó sustituir el rol de los parlamentarios, de los partidos políticos o de otras organizaciones del país. Esto, indudablemente, debe ser reprochado. Es lo que hago desde este hemiciclo.


Si quieren entrar en política, que organicen un partido político o ingresen a alguno de los que ya existen, que los represente. El rol de los dirigentes de las asociaciones gremiales es defender los intereses de sus asociados, cuestión que hacen muy bien. El rol de los partidos políticos, como la Democracia Cristiana, es defender los intereses de todos los chilenos, de acuerdo con sus convicciones. Esas convicciones implican que es necesario establecer un royalty, porque el aporte que hacen las empresas mineras privadas por extraer minerales, recursos no renovables que, de acuerdo con nuestra Constitución, pertenecen a todos los chilenos, es nulo. De hecho no sólo no pagan por esos recursos, sino que, además, en su proceso -eso se ha dicho tantas veces-, el aporte que efectúan por la vía tributaria es mínimo comparado con lo que aporta Codelco por la misma actividad.


Por lo tanto, creo que ese tipo de declaraciones no corresponde y contestaría al personero del Consejo Minero con la misma expresión eufemística que utilizó el ministro de Hacienda al responder al gerente general de Endesa: “tiene las puertas abiertas”. Sin embargo, agregaría algo más. Hay quienes sostienen que si a futuro determinados proyectos mineros no se ejecutan, puede que el precio del cobre suba o se mantenga. De lo contrario, podríamos tener una sobreoferta de cobre como la registrada durante los últimos años que, a juicio de muchos, ha influido en lo alicaído del precio de ese metal.


He dicho.

REINCORPORACIÓN DE ALUMNO A LICEO POLITÉCNICO PUEBLO NUEVO, DE TEMUCO. Oficios.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En el tiempo del Comité Partido por la Democracia, tiene la palabra el diputado señor Jaime Quintana.


El señor QUINTANA.- Señor Presidente, quiero referirme a la situación que afecta a Yarol Paredes Pacheco, joven temuquense de origen mapuche que vive en la comuna de Vilcún. Hasta fines de 2003 cursaba su enseñanza media en el Liceo Politécnico Pueblo Nuevo, siendo promovido a cuarto año medio. Sin embargo, entre septiembre y noviembre de 2003, su apoderado fue objeto de presiones por parte del establecimiento para que retirara a su pupilo, aduciendo “problemas de disciplina”.


En marzo del presente año, al joven Yarol Paredes no se le permitió matricularse en el Liceo Politécnico de Pueblo Nuevo. Ello resulta muy extraño, pues para negar la matrícula a este joven, que hoy tiene 17 años, el director hizo referencia a su hoja de vida, pero nada dice sobre ella. Habla de problemas de conducta, sin precisarlos, y de un deficiente rendimiento. Cabe hacer presente que el joven nunca ha repetido un curso y el propio establecimiento otorgó a la madre un certificado que, entre otras cosas, señala textualmente que se trata de un joven de una conducta “dentro del promedio aceptable para su edad”.


Me pregunto si el director del Liceo Politécnico Pueblo Nuevo, de Temuco, sabrá que existe una reforma constitucional, que tiene ya un año de vigencia, por medio de la cual el Estado garantiza la educación media completa a todos los jóvenes del país.


Durante el presente año, este joven de la comuna de Vilcún ya ha perdido dos meses de estudios, y podría perder todo lo cursado con antelación, debido a que el módulo de mecánica automotriz no existe en otro establecimiento educacional de la región. El liceo de que hablamos tiene la categoría de cooperador del rol educativo del Estado, pero no cuenta con él para garantizar la obligatoriedad de cursar doce años de escolaridad. Lo curioso es que el Ministerio de Educación le ha transferido por la vía de aportes de capital, más de 570 millones de pesos para su ampliación en los últimos dos años.


En uso de sus facultades, el 6 de mayo de este año, el director del Departamento Provincial de Educación Cautín, don Luis Campos, exigió al director del establecimiento politécnico la reincorporación del alumno. Sin embargo, éste se niega a aceptar la instrucción y esgrime jurisprudencia de tribunales de los años 1998, 1999 y 2000, época en que no existía la reforma educacional. Me parece que esto es aún más complejo que lo ocurrido con este joven, porque se está poniendo a prueba la eficacia de una reforma constitucional tan importante, que hace obligatorios los doce años de escolaridad, pero estamos viendo los primeros obstáculos que imponen algunos directores.


Por lo tanto, pido que se oficie al ministro de Educación, al seremi de Educación de la Novena Región y al jefe provincial de Educación de Cautín Norte, adjuntando copia de mi intervención. 


He dicho. 


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con el texto de su intervención y la adhesión de la diputada señora Ximena Vidal y de los diputados señores Felipe Letelier, Leopoldo Sánchez, Samuel Venegas, José Pérez, Carlos Vilches y de quien habla.

EVALUACIÓN DE LEY SOBRE TIPIFICACIÓN DE CARNES Y ANTECEDENTES RESPECTO DE IMPORTACIÓN DEL PRODUCTO. Oficio.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Felipe Letelier.


El señor LETELIER (don Felipe).- 
Señor Presidente, hace más de ocho años el Congreso, después de un trabajo muy arduo en las Comisiones de Agricultura, de Salud y otras, tanto de la Cámara de Diputados como del Senado, aprobó la ley sobre tipificación de carne. Ello como consecuencia de las demandas y quejas de la ciudadanía debido a la verdadera anarquía que en este aspecto presentaban las carnicerías y las distribuidoras de carne. Sin embargo, como ocurre con muchas leyes que despacha el Congreso, no existe una evaluación de la aplicación de esta ley. Es responsabilidad del Ejecutivo difundir las leyes y vigilar su aplicación.


En general, los proyectos ingresan a la Cámara -muy pocas veces lo hacen por el Senado- y, una vez terminada su tramitación en el Congreso Nacional, al no haberse requerido el pronunciamiento del Tribunal Constitucional, son promulgados con la firma del Presidente de la República y publicados en el “Diario Oficial”. 


La ley sobre tipificación de carnes permite la comercialización y venta de productos de calidad, sancionando, obviamente, su incumplimiento.


Sin embargo, los parlamentarios constantemente recibimos denuncias y quejas de los consumidores, -especialmente las mujeres son las que compran en supermercados, en carnicerías, etcétera-, porque en estos establecimientos no hay disponibilidad de carne de vacuno clasificada en categorías V, A o C.


Considero que el Servicio Agrícola y Ganadero -del cual fue director el colega Leopoldo Sánchez- debe explicar a esta Corporación, por intermedio del ministro de Agricultura, cuál ha sido la evaluación y cómo ha funcionado la norma que tipifica las carnes con las letras de la palabra V A C U N O.


El mayor reproche es con respecto a los supermercados grandes, que venden carnes importadas, donde, incluso, su presentación deja mucho que desear, según dicen algunas personas.


Se debe ser estricto en la aplicación de la ley vigente, porque se está vendiendo carne proveniente de países cuyos procesos de clasificación y calidad no conocemos bien. Tampoco sabemos nada respecto del sistema de frío aplicado; el tiempo requerido para el transporte de su lugar de origen y para realizar toda la cadena de distribución.


A los importadores les da lo mismo comprar cualquier tipo de carne, ya que sólo les interesa asegurar un margen grande de ganancia. Pero la culpa no la tienen ellos, sino los organismos obligados a fiscalizar estas importaciones.


La población consumidora corre un serio riesgo con la importación de carne de mala calidad, porque ello va en desmedro de la ganadería nacional. No estamos dispuestos a que, frente a competencias desleales, nuestro país se vea perjudicado.


Señor Presidente, pido que se oficie al ministro de Agricultura para que, a través del Servicio Agrícola y Ganadero, SAG, nos informe a cuánto asciende el número de importadores de carne; de qué lugar exacto proviene ésta; cuántos son los funcionarios destinados por el SAG a supervisar, fiscalizar e inspeccionar y a vigilar que se cumpla la normativa.


Nuestra preocupación no es menor si se tiene en vista que se consume carne de muy mala calidad, que en algunos casos proviene de países afectados por la fiebre aftosa y otro tipo de enfermedades. 


He dicho.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio en la forma solicitada por su señoría, adjuntando el texto de su intervención, con la adhesión de los diputados Leopoldo Sánchez, Jaime Quintana, Carlos Vilches, Maximiano Errázuriz, la diputada Ximena Vidal y del presidente accidental que les habla.

RECONOCIMIENTO A CRISTALERÍAS DE CHILE SOCIEDAD ANÓNIMA. Oficios.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En el tiempo correspondiente al Comité de Renovación Nacional, tiene la palabra el diputado Maximiano Errázuriz.


El señor ERRÁZURIZ (de pie).- 
Señor Presidente, estimados colegas, puede resultar extraño que en esta Cámara de Diputados se rinda homenaje a una empresa y no a una persona, como es habitual. Sin embargo, la empresa Cristalerías de Chile Sociedad Anónima es una compañía que acaba de obtener el premio “Carlos Vial Espantoso 2004” entre las 71 que postularon, reconocimiento que anualmente se hace a aquella empresa que se haya destacado por los beneficios que proporciona a sus trabajadores y por las relaciones laborales que existen entre estos y sus patrones.


Don Carlos Vial Espantoso fue un hombre que luchó, en vida, por conseguir que las empresas compartieran con sus trabajadores los beneficios del éxito económico. Don Carlos, hombre de profundas convicciones religiosas, decía hace más de medio siglo que “en el trabajo, la motivación viene del espíritu... y corresponde pagarlo con la justa parte del fruto del esfuerzo.”


El actual presidente del directorio de Cristalerías de Chile, don Ricardo Claro Valdés, señalaba lo siguiente en su alocución: “Mi primera visita a la fábrica nueva en Padre Hurtado me produjo mucha impresión. Los trabajadores, a la hora de almuerzo, sentados en las veredas de las calles internas de acceso a la fábrica, comían la llamada “choca” en tarros de conserva ennegrecidos por el fuego. Curiosamente la fábrica disponía de un gran comedor y de una cocina rodeada de acero inoxidable que podía competir con la del mejor restorán de Santiago, pero ¡no se usaba! Sin tardanza di la orden de habilitar la cocina y el comedor, lo que se hizo rápidamente. Este hecho increíble me hizo pensar que había una gran labor social que hacer en la empresa”, finalizaba Claro.


Cristalerías de Chile tiene cien años y 714 personas que trabajan allí. A través de un proceso de evaluación de desempeño, analiza el cumplimiento de metas y se estimula la carrera dentro de la compañía. Pero más allá de la capacitación, lo que interesa en la empresa es mejorar la calidad de vida del trabajador y de su familia. Cristalerías de Chile da facilidades a sus trabajadores para adquirir sus viviendas, otorga becas universitarias y apoyo al personal en salud y educación.


¿Qué indujo a don Ricardo Claro a dar este paso? Por de pronto, la casi inhumana situación en que se encontraban los trabajadores cuando él llegó, en 1976. Pero también el espíritu social aprendido en el colegio Saint George’s; las encíclicas sociales, en especial Rerum Novarum; las enseñanzas de ese gran maestro que fue don Jaime Eyzaguirre, y las tres encíclicas de Su Santidad el Papa Juan Pablo II.


“Lo más admirable es que esto es posible”, señalaba el ministro Francisco Vidal en su alocución, para expresar que la buena relación entre empresarios y trabajadores puede darse en la forma en que se ha logrado en Cristalerías de Chile.


En el Cid Campeador, esa obra notable que perdura en el tiempo, el Cid expresaba: “¡qué buen vasallo si oviese buen señor!”. Cuando hay buenos empleadores, también hay buenos trabajadores. Basta examinar la permanencia promedio de quienes laboran en Cristalerías de Chile para percibir el clima que se respira allí.


Si extendemos a esta Cámara de Diputados el homenaje público que se le rindió en Santiago hace unos días, al entregarle el premio “Carlos Vial Espantoso”, lo hacemos sabiendo que herimos la modestia de don Ricardo Claro, que practica aquello de que “no sepa tu mano izquierda lo que hace tu derecha”. Pero no podemos silenciar el esfuerzo de muchos años por mejorar, día a día, la condición de sus trabajadores y de sus familias. Este ejemplo debe imitarse, pues “es posible”, como decía el ministro Vidal.


Ya en años anteriores obtuvieron dicho reconocimiento otras cuatro empresas; en los sucesivos serán otras compañías las que demostrarán al empresariado chileno, a sus trabajadores y al país que esto “es posible”.


Desde esta tribuna quiero felicitar a los trabajadores de Cristalerías de Chile y a sus ejecutivos en la persona del presidente de su directorio, don Ricardo Claro Valdés. También a esos muchos empresarios que, en forma silenciosa y desconocida, trabajan por mejorar, día a día, la condición de sus trabajadores, construyendo una sociedad más productiva, pero también más justa y solidaria.


Señor Presidente, solicito enviar copia de mi intervención a los ministros Secretario General de Gobierno y del Trabajo, don Francisco Vidal y Ricardo Solari, respectivamente.


He dicho.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, adjuntando copia de su intervención y con la adhesión de los diputados señores Samuel Venegas, Carlos Vilches y José 
Miguel Ortiz.


Además, sugiero al señor diputado, si le parece bien, hacer llegar también copia de su intervención al ministro del Interior; al presidente del directorio de Cristalerías de Chile y a los presidentes de los dos sindicatos de la empresa.


El señor ERRÁZURIZ.- Agradezco su sugerencia, señor Presidente.

APLICACIÓN DE ROYALTY A EMPRESAS MINERAS. Oficios.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra, por cinco minutos y dos segundos, el diputado señor Carlos Vilches.


El señor VILCHES.- Señor Presidente, quiero referirme a un tema que está en el debate nacional, la aplicación de un royalty a la gran minería del cobre.


El pueblo chileno y los políticos que representamos a sectores de la minería consideramos inaceptable la campaña iniciada desde hace un tiempo por el consejo de la Sociedad Nacional de Minería, que dio origen a uno de los últimos titulares del diario “Estrategia”: “Mineras prenden luz roja al royalty”. Además, es incalificable, pues nos acusan de decir falsedades y de ignorancia en el conocimiento de estas materias.


Al respecto, quiero decir a quienes están viendo esta sesión por el canal de la Cámara de Diputados, que este tema raya en lo increíble. Chile abrió sus puertas, con afecto, cariño y respeto, para que los inversionistas extranjeros desarrollaran proyectos mineros que les reportaran grandes utilidades y, al mismo tiempo, generaran empleo y desarrollo para el país. Sin embargo, estudios realizados para evaluar su comportamiento demuestran que nunca un proyecto acogido al decreto ley Nº 600, Estatuto del Inversionista, ha aportada nada al país en materia de impuesto a la renta. ¡Ésa es la verdad!


¿Quiénes han pagado sus impuestos?, se pregunta la gente. Bueno, lo han hecho grandes proyectos, como La Escondida y Mantos Blancos, en la Segunda Región, pero ninguna de las dos empresas están acogidas al decreto ley Nº 600. ¡Ésa es la gran diferencia que tienen con los más de treinta proyectos de 17 empresas de gran magnitud en el país!


¿Qué reclaman, entonces? Sólo pedimos que se corrija una omisión contenida en la legislación vigente, que da la posibilidad de explotar recursos no renovables sin pagar ningún centavo por esos recursos. Esta es una verdad a prueba de todo desmentido; sin embargo, nos acusan de decir falsedades.


En la comisión especial creada por la Cámara de Diputados para estudiar esta situación, la cual tuve el honor de presidir, se constató que empresas que ya llevan veinticuatro años en el país han declarado pérdidas en forma permanente y que otras, como La Disputada de Las Condes y El Indio, agotaron los yacimientos al cabo de veinte años y nunca pagaron nada al Estado chileno.


Es, entonces, indigna e inaceptable la campaña iniciada por el consejo de la Sociedad Nacional de Minería para demostrar que lo han hecho bien. Están muy equivocados. Lo que han hecho muy bien es su negocio.


Nadie puede discutir lo que han aportado en materia de generación de empleo -más de 80 mil personas trabajan en esta minería-; nadie puede discutir la cantidad de insumos que compran en el país, pero la discusión es otra. Si las empresas de otros sectores, por muy pequeñas que sean, pagan impuestos, ¿por qué las compañías mineras tienen el privilegio de no hacerlo?


No podemos aceptar eso. Contamos con antecedentes, a toda prueba, que respaldan nuestra posición, por lo que esperamos, con ansias, que el Ejecutivo envíe el proyecto sobre la materia para participar en su discusión.


Muchos han señalado que no les parece que como diputado de Oposición haya hablado en contra de las empresas mineras. No tengo pelos en la lengua para decir lo que opino, con claridad y transparencia, porque mi experiencia y conocimiento sobre la materia me han permitido aportar a este debate antecedentes concretos, sin mentir a nadie, sin demagogia ni engaños. Por la dignidad del país debemos aprobar una iniciativa de esta naturaleza.


Quiero enviar un mensaje muy preciso a los empresarios, incluidos los señores Juan Claro, Hernán Hochschild y William Hayes, quienes han apoyado la campaña en contra del royalty: los políticos deben defender la política minera y la dignidad del país y los empresarios deben preocuparse de sus negocios; para eso les pagan. A nosotros nos pagan por defender la dignidad del país, de manera que lucharemos incansablemente por una legislación que aplique el royalty a la minería.


Pido que se oficie al ministro de Minería, al presidente del Consejo Minero, al presidente de la Sociedad Nacional de Minería y a los presidentes de los sindicatos mineros de mi región, quienes mayoritariamente reclaman la aplicación de un royalty a la gran minería, a fin de hacerles llegar copia de mi intervención.


He dicho.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención y con la adhesión de los diputados señores Samuel Venegas, Eduardo Díaz y José Miguel Ortiz.

RECHAZO A INGRESO DE BARCOS FACTORÍAS EXTRANJEROS A MAR TERRITORIAL. Oficios.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En el tiempo del Comité Socialista y Radical, tiene la palabra, por nueve minutos, el diputado señor Samuel Venegas.


El señor VENEGAS.- Señor Presidente, a pesar de que San Antonio está en decadencia, el estado de ánimo de su gente sigue siendo bueno para superar los altos niveles de cesantía.


Los representantes de los dos más grandes organismos sindicales de pescadores artesanales del país, el presidente de la Confepach, Humberto Chamorro, y el presidente de la Conapach, Cosme Caracciolo, han manifestado su gran preocupación -la cual comparto plenamente- por lo señalado por el subsecretario de Pesca, señor Felipe Sandoval, en relación con la autorización otorgada a barcos factorías con banderas de otros países para ingresar a nuestro mar territorial, a nuestras costas, para capturar, procesar y comercializar un recurso que abunda en estos momentos, el que ha causado algunos problemas a la pesca tradicional. Sin embargo, a pesar de que los pescadores son humildes y su aspecto puede hacer pensar que su estado de ánimo se encuentra decaído, son capaces de idear fórmulas para sacar adelante la arriesgada y productiva tarea que realizan. Ellos ya han tenido significativos avances para capturar esa especie, procesarla y comercializarla como es debido.


Se contó, también, con el respaldo de la Municipalidad de San Antonio a fin de tener un conocimiento más acabado sobre cómo faenar, comercializar y presentar de mejor forma ese producto, ya que hay mercados interesados en adquirirlo.


Como esto parece una solución a la crisis de los pescadores artesanales, creo que no se debe permitir que embarcaciones o flotas factorías con banderas de otros países vengan a quitarles el trabajo y, por lo tanto, el pan de la boca. En esta oportunidad, alzo mi voz por los pescadores artesanales, porque formo parte de ellos. 


Con ese interés asumí la presidencia de la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Pesca de la Cámara de Diputados.


Por lo tanto, pido que se informe al Presidente de la República, con el objeto de que esté consciente de la realidad que viven los pescadores artesanales, interceda por ellos y no permita la presencia de flotas factorías en nuestros mares, que puede echar por tierra todo el avance para lograr que esta especie, que depredó otras de nuestra biomasa tradicional, pueda ser comercializada por desconocidos y, también, por grandes empresarios, lo que impedirá el desarrollo de nuestros pescadores. 


Quiero que mi planteamiento también se haga llegar al subsecretario de Pesca a fin de que no se permita que flotas y mano de obra extranjeras vengan a participar en lo que, en derecho, nos corresponde.


Hago notar la gran preocupación, y la mía en particular, por la huelga de cinco o seis días en esa organización del Estado, que fiscaliza las materias relacionadas con la pesca.


A mi juicio, se dañó a quienes se preocupan por la debida realización de las fiscalizaciones. 


Hubo un acuerdo y una ley para otorgarle recursos a ese organismo a fin de que efectuara una buena fiscalización. No obstante ello, no ha habido un mejoramiento. Se requiere especialmente de la voluntad del ministro de Hacienda para una adecuada fiscalización, que signifique la protección de la biomasa, de los intereses del país y de los pescadores artesanales en las distintas actividades que realizan, de modo de tener la certeza de que no habrá irregularidades en el área de las pesquerías y en el quehacer permanente de los hombres de mar, que arriesgan la vida en su trabajo.


Por eso, también solicito que se oficie al ministro de Hacienda para que dé cumplimiento a la solicitud del ministro de Economía de noviembre de 2003, en orden a otorgar a dicho organismo los recursos que le permitan mejorar las condiciones salariales del personal correspondiente, reconocer las horas extraordinarias y las faenas riesgosas que debe cumplir.


He dicho.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención.

HOMENAJE A EDMUNDO PÉREZ ZUJOVIC CON MOTIVO DE UN NUEVO ANIVERSARIO DE SU FALLECIMIENTO.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En el turno del Comité de la Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el diputado señor Eduardo Díaz.


El señor DÍAZ.- Señor Presidente, precisamente en un día como hoy, 8 de junio, pero de 1971, se decía lo siguiente: “Ha muerto Edmundo Pérez Zujovic. Traspasado por las balas enemigas, su cuerpo ha sido acribillado por el odio de sus adversarios.” 


Las palabras del cardenal Raúl Silva Henríquez, en su oración fúnebre, revelaron tanto lo que había pasado como lo que aún quedaba por llegarle a Chile: “Pocas veces hemos saboreado tanto esta amargura; pocas, pero nos parece ya demasiado. Tenemos que matar el odio antes de que el odio envenene y mate el alma de nuestro Chile.”


Sobre el mismo sentimiento, diría luego don Eduardo Frei Montalva: “Los autores materiales del hecho murieron, pero los autores intelectuales siguen circulando y corrompiendo el alma de esta nación.” Y agregaba: “Por eso, en estos tiempos, en que tantos parecen disolverse en turbia gelatina, en que todo es posible, desde la violencia desencadenada hasta la calumnia y la mentira como sistema consagrado para alimentar el poder, en que en nombre del pueblo aparecen nuevas y voraces oligarquías que hablan de los pobres para construir sus ventajas, un hombre así no podía seguir viviendo, era como un desafío permanente, una afrenta, un peligro, tenía que desaparecer.


“Por eso se organizó en su contra un ataque inexorable. En el camino de someter y atemorizar a los chilenos, él era un obstáculo. Había que destruirlo”.


Por su parte, Patricio Aylwin Azócar, senador de la Democracia Cristiana, apuntaba en sus palabras sobre los autores del homicidio: “El sectarismo totalitario que provoca en muchos la ideología marxista-leninista genera un odio destructor que no distingue entre el sistema y los hombres.


“En un artículo que el Che Guevara escribió poco antes de morir, expresó en palabras verdaderamente dramáticas la necesidad de un odio irrefrenable al enemigo, que convierte al ser humano en una fría e implacable máquina de matar”.


“Éste es el odio que grupos exaltados de izquierda, con el apoyo ideológico de importantes sectores socialistas, con aval de una organización internacional, de muy alto origen, -dice el ex Presidente Aylwin- Olas, y con respaldo permanente de una campaña sistemática de la prensa escrita y hablada de tendencia de Izquierda, están desde hace tiempo tratando de encender ese odio en el corazón de los chilenos. Edmundo Pérez Zujovic cayó víctima de ese odio.


Han pasado treinta y tres años desde aquel aciago día. Los que desataron la guerrilla verbal y el asesinato de imagen contra Edmundo Pérez Zujovic, tras los desgraciados hechos de Puerto Montt, pavimentaron el camino de su inmolación. Lo acusaron ante esta Cámara; quienes debían defenderlo, se escondieron -como cuenta la historia- en los baños y comedores. Pocos meses después, ellos mismos integraban las filas de la Izquierda que había condenado a muerte al ministro.


Las consecuencias de su actuar fueron mucho más allá. Con el asesinato de Edmundo Pérez Zujovic iniciaron el camino hacia la muerte del alma del viejo Chile republicano. Quisieron jugar con viento y cosecharon tempestades.


Treinta y tres años después las nuevas generaciones de chilenos apuntamos a levantar de entre los odios y desconfianzas aún enquistadas en parte del alma nacional un nuevo país, en el que nadie prepare científicamente la hecatombe de un chileno por pensar o actuar distinto de lo que las afiebradas ideas de una minoría quisieran imponer al resto.



Reconstruir las confianzas ha sido un largo y tortuoso camino. Nosotros los jóvenes, actores de este nuevo presente, ponemos esperanza allí donde otros pusieron desaliento; proponemos perdón donde otros insisten en revancha; miramos al futuro mientras una bulliciosa cohorte se enquista en el pasado y pretende forzar a los chilenos a vivir como la mujer de Lot: mirando hacia atrás.


Edmundo Pérez Zujovic: treinta y tres años atrás fuiste condenado a muerte y fríamente ejecutado por adversarios henchidos de odio; con el paso del tiempo, has sido redimido a la vida eterna por tu fe en Dios y por el cariño del país al cual serviste con amor.


Por eso, a mis treinta años, he querido rendir este homenaje desde esta Cámara.


Pido que se haga llegar copia de esta intervención a sus hijos, nietos y familia.


He dicho.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, adjuntando copia de su intervención.


Ofrezco la palabra al Comité de la UDI.


Ofrezco la palabra.


Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.


-Se levantó la sesión a las 15.04 horas.

JORGE VERDUGO NARANJO,
Jefe de la Redacción de Sesiones.
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Mensaje de S.E. el Presidente de la República Mensaje de S.E. el Presidente de la Republica con el que inicia un proyecto de ley que otorga bono extraordinario, otorga beneficios previsionales, modifica el D.L. Nº 869 de 1975 y la ley N° 19.454. 
(boletín Nº 3549-05)

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo el honor de someter a consideración del honorable Congreso Nacional, un proyecto de ley que otorga bono extraordinario de $ 10.000, otorga beneficios previsionales a quien indica, modifica el D.L. N° 869 de 1975, sobre pensiones asistenciales y la ley N° 19.454.

I. ANTECEDENTES.


El 21 de mayo de 2004, en sesión plena del Congreso Nacional, S.E. el Sr. Presidente de la República planteó una serie de iniciativas relacionadas al ámbito previsional que beneficiará a la población más pobre de nuestro país, eliminando algunas discriminaciones existentes entre los pensionados del antiguo y nuevo sistema de pensiones, compensando a los más pobres por el aumento del alza de locomoción colectiva y combustibles y mejorando la focalización nacional de las pensiones asistenciales. 


El presente proyecto de ley materializa este compromiso.

II. ASPECTOS CENTRALES DEL PROYECTO.

1.
Bono extraordinario.


En el marco de una constante preocupación por apoyar a los sectores más vulnerables de nuestra sociedad, y en especial preocupados por el impacto que tendrá el alza en el precio de los combustibles y del pasaje de la locomoción colectiva en el presupuesto de las familias de menores recursos del país, es que se propone la entrega de un bono extraordinario -por una sola vez- de $ 10.000 a las familias pertenecientes al Sistema de Protección Social Chile Solidario y a los beneficiarios de pensiones asistenciales y mínimas garantizadas por el Estado. Lo anterior implica beneficiar a alrededor de un millón de personas. 


El valor de este bono extraordinario puede ser considerado como el adecuado para poder financiar el alza en la parafina, combustible más utilizado para la calefacción de los hogares pobres, durante todo el período invernal además del aumento en el pasaje de la locomoción colectiva durante 9 meses. 

2.
Ajustes a las pensiones.


En la actualidad, la pensión asistencial otorga igual monto para todos sus beneficiarios, independiente de la edad de estos. Por otro lado, la pensión mínima establece dos valores de acuerdo a dos tramos de edad, 65 a 69 años y 70 años o más. 


Considerando que si bien algunas personas continúan trabajando después de cumplir la edad de retiro, la proporción de pensionados que participan en el mercado laboral se reduce fuertemente a los 75 años, reduciendo con esto sus ingresos totales. Además, el aumento que experimentan los salarios debido al crecimiento de la economía no se traslada a las pensiones, y que los costos asociados a la salud aumentan con la edad, en especial por la compra de medicamentos; el presente proyecto de ley propone la creación de un nuevo tramo de edad en pensiones mínimas: 75 y más años, así también del establecimiento de tres tramos de edad para las pensiones asistenciales: 65 a 69 años; 70 a 74 años y 75 años y más.


Cabe señalar que los valores establecidos para cada uno de los tramos son consistentes con el establecimiento de incentivos a la cotización al sistema contributivo de pensiones, de esta manera, el valor de la pensión asistencial no supera la mitad del valor de la pensión mínima. 


Esta medida beneficiará a los ancianos más pobres de nuestro país, beneficiarios de pensiones asistenciales que cumplen con requisitos de indigencia y las pensiones mínimas que se otorgan a quienes recibieron menores ingresos en su vida laboral y tuvieron un comportamiento previsor respecto a su vejez. 

3.
Igualación de pensiones de viudez.


Otro aspecto que motiva la presentación de este proyecto de ley, es la existencia de una infundada diferencia en el tratamiento de las pensiones de viudez entre el antiguo y nuevo régimen de pensiones. Las pensiones de sobrevivencia por viudez de los regímenes previsionales administrados por el Instituto de Normalización Previsional establece el monto de dicha pensión como el 50% de la pensión del causante independiente de la existencia de beneficiarios de pensión de orfandad. Por otro lado, el nuevo sistema de pensiones establecido en el D.L. N 3.500 de 1980, establece que la viuda con hijos receptores de pensión de sobrevivencia percibirá el 50% de la pensión del causante, porcentaje que subirá a 60% al no existir o extinguirse el derecho de pensión de los hijos. 


Considerando esta diferencia como una discriminación infundada en contra de las mujeres del antiguo sistema de pensiones, el presente proyecto de ley propone homologar el cálculo del beneficio de la pensión de sobrevivencia de viudez en el antiguo al nuevo sistema.


Con lo anterior, la pensión de sobrevivencia de viudez otorgada en los regímenes previsionales administrados por el Instituto de Normalización Previsional a las viudas sin hijos con derecho a pensión de sobrevivencia, crecerá de 50% a 60% de la pensión del causante y para el caso de viudas con hijos con derecho a pensión de sobrevivencia crecerá a 60% cuando se extinga el derecho a pensión de estos. 


El inciso primero del artículo 6 de la ley N° 19.454 estableció el pago de las pensiones del Instituto de Normalización Previsional y las Mutualidades de Empleadores, excluidas las de sobrevivencia, hasta el último día del mes de fallecimiento del pensionado. Al excluir las pensiones de sobrevivencia de dicha normativa, la parte de la pensión que no correspondía ser pagada en ese mes, debido al fallecimiento del beneficiario, debe ser reembolsada por parte de los sobrevivientes del pensionado. Se ha considerado, en el presente proyecto de ley, extender la medida establecida en la Ley N° 19.454 a la pensión de sobrevivencia.

4.
Pensión asistencial.


Por último, teniendo presente que la focalización del gasto y, en especial de los subsidios monetarios, como es la Pensión Asistencial, debe estar concentrada en la población más pobre de nuestro país, es que se somete a discusión a través del presente proyecto de ley una nueva forma de asignación de pensiones asistenciales.


En la actualidad el D.L. N 869 establece que en el mes de diciembre de cada año, mediante un decreto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, se determinan trece marcos presupuestarios, uno para cada región del país, y se fija el número máximo mensual de nuevas pensiones a conceder en cada región durante los meses de febrero a noviembre, inclusive. El número de cupos mensuales varía para cada región pero es igual para cada uno de los meses en cada una de las regiones.


La experiencia ha mostrado que el mantener un número de cupos iguales para cada región a través de todo el año, no asegura que las pensiones asistenciales se otorguen a las personas mas carentes de recursos del país. Lo anterior porque, según se ha observado, existe una importante variabilidad en el número de postulantes en listas de espera regional de un mes a otro y de los puntajes de la Ficha CAS de los mismos. 


Por tanto, se ha estimado necesario establecer un nuevo sistema de distribución de los cupos entre las regiones, mas flexible que el actualmente en funcionamiento. El procedimiento propuesto establece que el decreto del mes de diciembre, definirá el máximo de nuevas pensiones a otorgar mensualmente a nivel nacional. La distribución mensual entre las regiones se realizará considerando los postulantes más carentes de recursos del país que se encuentren en lista de espera en las diferentes regiones en el mes anterior a aquel al cual corresponde la distribución. 

III. FINANCIAMIENTO.


Es importante destacar, que atendiendo a la responsabilidad fiscal con que se administra las finanzas públicas de nuestro país, el presente proyecto de ley propone que los beneficios previsionales de carácter permanente comienzen a hacerse efectivos la mitad a contar del 1 de septiembre de 2004 y en su totalidad el 1 de septiembre del 2005. 


Cabe señalar que dada la naturaleza permanente de los beneficios previsionales que se concederán, el efecto fiscal que se genera también requiere de un financiamiento permanente. La experiencia chilena en el otorgamiento de beneficios a pensionados ha sido consistente con esta premisa. Desde 1990, leyes que concedieron diversos beneficios de carácter permanente a los pensionados han sido acompañadas de modificaciones en las normas tributarias que han aumentado los ingresos fiscales posibilitando el financiamiento de estos beneficios. 


En esta ocasión el otorgamiento de beneficios previsionales no estará acompañado de una mayor carga tributaria. El Estado será capaz de enfrentar este aumento de gasto que se origine gracias a la responsabilidad fiscal con que se ha manejado el gasto público, la distribución eficiente de los recursos fiscales, las reasignaciones que se han llevado a cabo, el crecimiento que han experimentado los ingresos fiscales estructurales de la nación, así como las mejores expectativas económicas que se tienen para el presente año.

IV. CONTENIDOS ESPECÍFICOS DEL PROYECTO DE LEY.

1.
El artículo 1° señala que el monto de las pensiones de viudez establecidas en los regímenes previsionales administrados por el Instituto de Normalización Previsional y los regidos por la Ley Nº 16.744, aumenta al 55% al 1 de septiembre de 2004 y al 60% al 1 de septiembre de 2005. 

2.
El artículo 2° otorga un bono extraordinario -por una sola vez- de $ 10.000 a los beneficiarios de pensiones asistenciales y mínimas y a las familias inscritas en el programa “Puente entre la Familia y sus Derechos” del Fondo de Solidaridad e Inversión Social, que al 31 de mayo de 2004 hayan recibido el “Aporte Solidario” de dicho programa. 

3.
El artículo 3° crea nuevo tramo de edad en la pensión mínima garantizada por el Estado (75 y más años) y los artículos 4° y 5° crean dos nuevos tramos de edad en la pensión asistencial (75 años y más y 70 a 74 años, respectivamente). Lo anterior estratificará dichas pensiones en tres grupos etáreos: 65 a 69 años, 70 a 74 años y 75 años y más.

4.
El artículo 6° otorga a los beneficiarios de las pensiones a que se refieren los artículos 3°, 4° y 5° de esta ley, que cumplan 70 o 75 años de edad con posterioridad a las fechas señaladas en dichos artículos, según corresponda, tendrán derecho a las respectivas pensiones, en sus montos debidamente reajustados, a contar del día primero del mes siguiente a aquel en que cumplan las correspondientes edades.

5.
El artículo 7° crea una bonificación, similar a la de las leyes 19.403 y 19.539 para las pensiones mínimas de viudez de los esquemas previsionales diferentes al del D.L. 3.500 de 1980, para el nuevo tramo de edad creado con el presente proyecto de ley (75 años y más).

6.
El artículo 8° crea una bonificación, similar a la de las leyes 19.403 y 19.539 para las pensiones mínimas de viudez del D.L. 3.500 de 1980 para el nuevo tramo de edad creado con el presente proyecto de ley (75 años y más).

7.
El artículo 9° modifica el Decreto Ley N° 869, de 1975 de Pensiones Asistenciales estableciendo el mecanismo para que los nuevos cupos mensuales sean otorgados a las personas de menores recursos del país.

8.
El artículo 10° modifica la Ley 19.454 otorgando el pago de la pensión de sobrevivencia hasta el último día del mes de fallecimiento del pensionado.

9.
El artículo 11° presenta el financiamiento del presente proyecto de ley.


En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1º.- A contar del 1 de septiembre de 2004, el monto de las pensiones de viudez establecidas en los regímenes previsionales administrados por el Instituto de Normalización Previsional y los regidos por la ley 16.744, no podrán ser inferiores al cincuenta y cinco por ciento de la pensión del causante o de la que le habría correspondido percibir, excluidas aquellas en que existan hijos del causante titulares de pensión de orfandad. Para tal efecto, debieran realizarse los ajustes de dichas pensiones en lo que corresponda.


A contar del 1 de septiembre de 2005, el monto de las pensiones a que se refiere el inciso anterior, no podrá ser inferior al sesenta por ciento de la pensión del causante o de la que le habría correspondido percibir, y que cumplan los mismos requisitos establecidos en el inciso precedente.


A contar de las fechas indicadas en los incisos anteriores, deberán aumentarse las pensiones otorgadas conforme al artículo 24 de la Ley N° 15.386, cuando no existan hijos del causante titulares de pensión de orfandad, en proporción al nuevo monto de la respectiva pensión de viudez.


Asimismo, a contar del 1 de septiembre de 2004, la pensión a que se refiere el artículo 45 de la Ley N° 16.744, cuando no existan hijos del causante titulares de pensión de orfandad, será equivalente al 33% de la pensión básica que habría correspondido al causante si se hubiere invalidado totalmente o de la pensión básica que percibía al momento de la muerte. Dicho porcentaje ascenderá al 36% a contar del 1 de septiembre del 2005. 


Los incrementos a que se refieren los incisos anteriores, serán aplicables a los beneficios actualmente vigentes o que se otorguen en el futuro. 


Los titulares de las pensiones señaladas anteriormente, cuando existan titulares de pensión de orfandad, tendrán derecho, en todo caso, a los aumentos señalados en los incisos precedentes a contar del primer día del mes siguiente a aquel en que se extinga la totalidad de las respectivas pensiones de orfandad.


Los titulares de las pensiones a que se refieren los incisos anteriores, que se encuentren percibiendo o perciban algunas de las bonificaciones establecidas en las leyes Nºs. 19.403 y 19.539, dejarán de percibir tales bonificaciones en el monto equivalente al aumento experimentado por la respectiva pensión según lo señalado en los anteriores incisos. 


Artículo 2°.- Concédese, por una sola vez, un bono extraordinario de $ 10.000 a los pensionados del Instituto de Normalización Previsional, de las cajas de previsión y de la ley 
N° 16.744, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas establecidas en los artículos 24, 26 y 27 de la ley N° 15.386 y del artículo 39 de la Ley N° 10.662; a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, y a los beneficiarios de pensiones asistenciales del decreto ley N° 869, de 1975. 


Sin perjuicio de lo anterior, los titulares de pensiones de orfandad sólo tendrán derecho al citado bono si no existiere titular de pensión de viudez con derecho al mismo, en cuyo caso se distribuirá por partes iguales entre aquéllos. Las normas contenidas en este inciso, en el evento que no existiere titular de los artículos 24 de la Ley Nº 15.386 y 45 de la Ley 
Nº 16.744, se aplicarán también respecto de los titulares de pensión de orfandad que tengan la calidad de hijos de filiación no matrimonial.


También tendrán derecho al bono establecido en este artículo los titulares de pensiones de viudez y de los artículos 24 de la Ley N° 15.386 y 45 de la Ley N° 16.744, cuyos montos al primer día del mes en que se efectúe la publicación de esta ley, sean superiores a los de las respectivas pensiones mínimas y que se encuentren percibiendo bonificaciones de las leyes N°s. 19.403 y 19.539.


El bono a que se refieren los incisos anteriores se pagará el mes siguiente al de la publicación de la presente ley, a todos los pensionados que tengan alguna de las calidades señaladas al primer día del mes en que se efectúe dicha publicación. Este bono será de cargo fiscal, no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno. El pago de este bono se efectuará por los organismos e instituciones a quienes corresponde pagar las respectivas pensiones. 


Se concederá también el bono extraordinario señalado en el inciso primero a las familias inscritas en el programa “Puente entre la Familia y sus Derechos” del Fondo de Solidaridad e Inversión Social, que al 31 de mayo de 2004 hayan recibido el “Aporte Solidario” de dicho programa, siempre que ningún integrante de la familia perciba pensiones mínimas de las establecidas en los artículos 26 y 27 de la ley N° 15.386, pensiones mínimas con garantía estatal conforme al Título VII del decreto ley N° 3.500, de 1980, y pensiones asistenciales del decreto ley N° 869, de 1975. El bono se pagará por el Instituto de Normalización Previsional al integrante de dichas familias que reciba el “Aporte Solidario” en la misma fecha señalada en el inciso anterior.


A quienes perciban maliciosamente el bono que otorga este artículo, se les aplicarán las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles. 


Artículo 3°.- Fíjase en $86.079, a contar del 1 de septiembre de 2004, y en $89.921, a contar del 1 de septiembre de 2005, el monto de las pensiones mínimas a que se refieren los incisos primero y segundo del artículo 26 y las pensiones de vejez e invalidez del artículo 27, ambos de la ley Nº 15.386, para aquellos pensionados que a las fechas indicadas tengan 75 años o más de edad.


Artículo 4°.- Fíjase en $ 41.405, a contar del 1 de septiembre de 2004, y en $ 44.960, a contar del 1° de septiembre de 2005, el monto de las pensiones asistenciales del decreto ley Nº 869, de 1975, para aquellos pensionados que a las fechas indicadas tengan 75 o más años de edad.


Artículo 5°.- Fíjase en $ 39.484, a contar del 1 de septiembre de 2004, y en $ 41.119, a contar del 1° de septiembre de 2005, el monto de las pensiones asistenciales del decreto ley Nº 869, de 1975, para aquellos pensionados que a las fechas indicadas tengan 70 o más años de edad pero menos de 75 años. 


Artículo 6°.- Los beneficiarios de las pensiones a que se refieren los artículos 3°, 4° y 5° de esta ley, que cumplan 70 o 75 años de edad con posterioridad a las fechas señaladas en dichos artículos, según corresponda, tendrán derecho a las respectivas pensiones, en sus montos debidamente reajustados, a contar del día primero del mes siguiente a aquel en que cumplan las correspondientes edades.


Artículo 7°.- Los beneficiarios de pensiones de viudez y del artículo 24 de la Ley 
N° 15.386, de regímenes diferentes al del DL. N° 3.500, de 1980, cuando no existan hijos del causante titulares de pensión de orfandad, que tengan 75 o más años de edad al 1 de septiembre de 2004, cuyos montos a dicha fecha sean superiores al de las respectivas pensiones mínimas pero inferiores a la pensión mínima de vejez e invalidez del artículo 26 de la citada ley, tendrán derecho a contar de la fecha indicada a una bonificación mensual equivalente a la diferencia entre el monto de su pensión más las respectivas bonificaciones de las Leyes N°s. 19.403 y 19.539 que perciban y el monto de la pensión mínima de vejez e invalidez para mayores de 75 años, siempre que cumplan con los requisitos para obtener pensión mínima. En el evento que los beneficiarios tuvieren hijos titulares de pensiones de orfandad, la bonificación ascenderá a la diferencia entre la pensión que perciban más las bonificaciones de las Leyes N° 19.403 y 19.539, y el 85% de la pensión mínima de vejez e invalidez para pensionados de 75 o más años de edad.


Los citados beneficiarios que cumplan 75 años de edad con posterioridad al 1 de septiembre de 2004, tendrán derecho a igual bonificación a partir del día primero del mes siguiente a aquel en que cumplan dicha edad.


Quienes obtengan algunas de las pensiones señaladas en el inciso primero con posterioridad al 1° de septiembre de 2004, tendrán derecho a las referidas bonificaciones en los términos señalados.


Artículo 8°.- Los beneficiarios de pensiones de sobrevivencia que detenten la calidad de cónyuges sobrevivientes o de madres de los hijos de filiación no matrimonial del causante, acogidos a algunas de las modalidades señaladas en el artículo 61 del decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren en las situaciones previstas en el artículo anterior, tendrán derecho a las mismas bonificaciones establecidas en dicho precepto, siempre que cumplan con los requisitos para acceder a la garantía estatal de pensión mínima.


Artículo 9°.- Sustitúyense los incisos segundo, tercero, cuarto y quinto del artículo 8° del decreto ley N° 869, de 1975, por los siguientes:


“En el mes de diciembre de cada año, mediante decreto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, con la firma de los Ministros de Hacienda y del Interior, y bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” se fijará el número máximo mensual de nuevas pensiones a conceder en el país durante el ejercicio, el que deberá ser una cantidad constante. Sólo se podrán otorgar nuevos beneficios en los meses de febrero a noviembre, ambos inclusive.


La distribución entre las regiones del número máximo de nuevas pensiones a conceder, se efectuará mensualmente, mediante decreto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, con la firma de los Ministros de Hacienda y del Interior, y bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República.


La distribución a que se refiere el inciso anterior se realizará sobre la base de las listas de espera y los puntajes de los postulantes, vigentes en el mes anterior a aquel al cual corresponde la distribución.”.


Artículo 10°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 6º de la Ley Nº 19.454:

1)
Suprímase en el inciso primero, la frase: “excluidas las de Sobrevivencia”

2)
Agrégase a continuación del inciso final, después del punto aparte (.), que ahora pasa a ser punto seguido, lo siguiente:


“Asimismo, los acrecimientos que procedieren a favor de otros pensionados de sobrevivencia, se devengarán a contar del primer día del mes siguiente al del fallecimiento del pensionado que los causare.”.


Artículo 11.- Los beneficios a que se refieren los artículos 1°, 3°, 6° 7° y 10°, en lo que dice relación con el seguro de la ley N° 16.744, se financiarán con cargo a dicho seguro. El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley, durante el año 2004, se financiará mediante transferencias del ítem 50-01-03-25-33.104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos de dicho año.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; MARÍA EUGENIA WAGNER BRIZZI, Ministro de Hacienda (S); RICARDO SOLARI SAAVEDRA, Ministro del Trabajo y Previsión Social”.

INFORME FINANCIERO

PROYECTO DE LEY QUE OTORGA BONO EXTRAORDINARIO, OTORGA

BENEFICIOS PREVISIONALES, MODIFICA

EL D.L. 869 DE 1975 Y LA LEY Nº 19.454

Mensaje Nº 51-351


En el contexto de los anuncios entregados por el Presidente de la República el 21 de mayo de 2004 en sesión plena del Congreso Nacional, el presente proyecto de ley plantea las siguientes medidas:

1.
Otorga bono extraordinario -por una sola vez- de $ 10.000 a los beneficiarios de pensiones asistenciales y mínimas y a las familias inscritas en el programa “Puente entre la Familia y sus Derechos” del Fondo de Solidaridad e Inversión Social, que al 31 de mayo de 2004 hayan recibido el aporte solidario de dicho programa.

2.
Crea nuevo tramo de edad en la pensión mínima garantizada por el Estado (75 y más años) y dos nuevos tramos de edad en la pensión asistencial (70 a 74 años y 75 años y más). Lo anterior estratificará dichas pensiones en tres grupos estareos: 65 a 69 años, 70 a 74 años y 75 años y más.

3.
Aumenta el porcentaje de la pensión de viudez del Instituto de Normalización Previsional, actualmente en 50% de la pensión del causante, a la del sistema de AFP (60%).

4.
Modifica la ley Nº 19.454 otorgando el pago de la pensión de sobrevivencia hasta el último día, mes de fallecimiento del pensionado.

5.
Modifica el decreto ley Nº 869 de 1975 de pensiones asistenciales estableciendo el mecanismo para que los nuevos cupos mensuales sean otorgados a las personas de menores recursos del país.


El costo asociado a la implementación del conjunto de estas medidas es presentado en el siguiente cuadro:

Efecto Fiscal de las Propuestas

(MM de pesos de 2004)

	PROPUESTA
	2004
	2005
	2006

	Bono de $ 10.000 a beneficiarios Pasis, Pensión Mínima y Familias Chile Solidario
	10.174
	0
	0

	Familias Chile Solidario
	700
	0
	0

	Pasis
	3.704
	0
	0

	Pensión Mínima
	5.770
	0
	0

	INP, cajas previsionales, Acc. del trabajo
	5.365
	0
	0

	AFP
	406
	0
	0

	Viudas INP al 60%**
	3.419
	13.675
	20.513

	Creación tramo 75 y más en pensión mínima.**
	3.999
	15.997
	23.995

	INP, cajas previsionales, Acc. del trabajo
	3.666
	14.666
	21.998

	AFP
	333
	1.331
	1.997

	Creación tramos Pasis**
	2.007
	8.028
	12.042

	Pago pensión hasta el último día
	222
	445
	445

	Nueva metodología entrega Pasis
	--
	--
	--

	Total
	19.821
	38.144
	56.944


*: Costo septiembre-diciembre

**: Desde septiembre 2004 con un año de transición que otorgará la mitad del beneficio descrito.


(Fdo.): MARIO MARCEL CULLELL, Director de Presupuestos”.

2.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En respuesta a su oficio Nº 4943, de fecha 2 de mayo de 2004, tengo a bien manifestar a vuestra Excelencia que he resuelto no hacer uso de la facultad que me confiere el inciso primero del artículo 70 de la Constitución Política de la República, respecto del proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores. 
(Boletín Nº 2787-03).


En consecuencia, devuelvo a vuestra Excelencia el citado oficio de esa honorable Cámara de Diputados, para los efectos de su envío al Tribunal Constitucional.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

3.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley sobre evaluación docente. (Boletín Nº 3404-04).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

4.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que modifica la ley Nº 17.322, el Código del Trabajo y el D.L. Nº 3.500, de 1980. (Boletín Nº 3369-13).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

5.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.600, en lo relativo al procedimiento de interdicción de los discapacitados mentales. (Boletín Nº 2972-07).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
6.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que introduce modificaciones al sistema previsional aplicable al personal de las instituciones de Carabineros de Chile, Policía de Investigaciones y Gendarmería de Chile. (Boletín Nº 3394-02).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
7.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que introduce modificaciones al sistema previsional aplicable al personal de las instituciones de las Fuerzas Armadas. (Boletín Nº 3397-02).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
8.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que establece un sistema de autorización y el régimen de administración de las ferias libres y los derechos de los comerciantes que ejercen sus actividades profesionales en ellas. (Boletín Nº 3428-06-05).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
9.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que establece normas para el financiamiento de estudios de educación superior. 
(Boletín Nº 3223-04).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
10. Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que introduce adecuaciones de índole tributaria e institucional para el fomento de la industria de capital de riesgo y continúa con la modernización del mercado de capitales. 
(Boletín Nº 3278-05).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
11. Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal. (Boletín Nº 3021-07).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
12. Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley sobre bonos de descontaminación. (Boletín Nº 3290-12).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
13. Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que regula el lobby. (Boletín Nº 3407-07).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
14. Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley cuyo objetivo es modificar la ley Nº 17.336 sobre propiedad intelectual. (Boletín 
Nº 3461-03).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
15. Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley sobre discriminación racial y étnica. (Boletín Nº 2142-17).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
16. Informe de la Comisión de Régimen Interno, Administración y Reglamento, recaído en la moción que modifica el Código de Conductas Parlamentarias. (boletín 
N° 3462-16)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Régimen Interno, Administración y Reglamento pasa a informar sobre el proyecto de acuerdo, iniciado en una moción de la diputada señora Isabel Allende Bussi y de los diputados señores José Antonio Galilea Vidaurre; Enrique Accorsi Opazo; Rodrigo Álvarez Zenteno; Pedro Muñoz Aburto; Carlos Olivares Zepeda; José Pérez Arriagada; Carlos Recondo Lavanderos; Carlos Vilches Guzmán y Edmundo Villouta Concha, que incorpora diversas enmiendas en el Código de Conductas Parlamentarias a fin de fortalecer y facilitar el cumplimiento de las tareas que ese cuerpo normativo otorga a la Comisión de Ética de la Corporación.

I. ANTECEDENTES GENERALES.


La Cámara de Diputados, luego de un largo análisis y debate interno, resolvió sancionar, en su sesión 28ª, de 16 de diciembre de 1998, el texto del Código de Conductas Parlamentarias, que fue publicado en el Diario Oficial del 29 de diciembre de 1998.


La Comisión de Conducta Parlamentaria o de Ética, como habitualmente se la conoce, inició su cometido el 6 de enero de 1999. Fue elegido como su primer Presidente el ex Diputado señor Gutenberg Martínez Ocamica. Al comenzar el Período Legislativo 2002-2006, la Comisión volvió a constituirse con nueve integrantes, representativos de todas las corrientes políticas que componen la Cámara de Diputados. En su sesión de 3 de julio de 2002, eligió como su Presidente al diputado señor José Antonio Galilea Vidaurre, quien desempeña el cargo hasta la actualidad.


Durante estos seis años de vigencia del Código de Conductas Parlamentarias y de funcionamiento de la Comisión de Ética, se han disipado las legítimas dudas que varios diputados plantearon respecto a la necesidad de establecer este tipo de organismo, como también las aprensiones sobre la imparcialidad que podrían observar sus miembros frente a las cuestiones contingentes que surgen a diario y en las que muchas veces resulta difícil apartar lo político de otras consideraciones.


La práctica ha demostrado que resultó prudente y acertado instituir esta instancia parlamentaria. Si bien la opinión pública ha conocido sólo aquellas situaciones de las cuales, por su connotación o publicidad, se han hecho eco los medios de comunicación masiva, existe un cúmulo de orientaciones que la Comisión ha dado a quienes han solicitado su opinión. Sus dictámenes, por cierto, establecen la actitud rectora que ha de seguirse en función de los principios éticos que consagran muchos de los postulados del Código de Conductas y de los cánones que exige la ética pública.


No obstante, la misma experiencia de estos años motivó a los autores de esta iniciativa, quienes son los actuales miembros de la Comisión de Conducta, a realizar una revisión de algunas disposiciones del Código de Ética para adecuarlas a los requerimientos que con el trascurso del tiempo aparecen como imperiosos de incorporar en él. Del mismo modo, se pretende fortalecer aquellos aspectos donde se han detectado falencias susceptibles de subsanar.

II. IDEA MATRIZ DE LA INICIATIVA.


Conforme a lo indicado en los fundamentos de la moción, la iniciativa tiene en vista concretar las siguientes ideas fundamentales:

1.
Ampliar la competencia de la Comisión de Conducta.

2.
Fijar de modo permanente el número de sus miembros y la forma de su designación.

3.
Reconocer en su Estatuto algunas normas mínimas de procedimiento que en la práctica ha adoptado y otorgarle la suficiente flexibilidad para incorporar aquellas que surjan en lo sucesivo.

4.
Establecer claramente cuál será su facultad sancionadora y orientadora.

5.
Determinar, para el futuro, un quórum especial para modificar las disposiciones del Código de Conductas Parlamentarias.

6.
Precisar la duración del mandato de los actuales integrantes.

III. DISPOSICIONES QUE EL PROYECTO MODIFICA O DEROGA.


El proyecto de acuerdo en informe consta de un artículo único que comprende cinco números, que modifican el Código de Conductas Parlamentarias de la Cámara de Diputados en los siguientes aspectos.


Por el número 1, se sustituye el artículo 9º del referido cuerpo normativo. Este precepto fija la oportunidad en que se constituye la Comisión de Conducta Parlamentaria, encomendando su composición a una resolución de la Comisión de Régimen Interno, Administración y Reglamento.


La propuesta en informe sustituye el mecanismo de composición de la Comisión de que se trata. En efecto, fija en nueve el número de miembros de la misma y estatuye que será integrada en forma proporcional a la representación que tengan las corrientes de opinión en la Corporación, conforme al mecanismo general contemplado en el artículo 213 del Reglamento de la Cámara de Diputados.


Por otra parte, se aclara la forma en que los integrantes podrán ser reemplazados, cuestión sobre la que existen ciertas dudas, disponiéndose que ello se efectuará mediante el mismo procedimiento utilizado para su nombramiento.


El número 2 reemplaza el artículo 10 del Código de Conductas Parlamentarias. Dicha norma preceptúa la competencia de la Comisión de Conducta, circunscribiéndola a responder a pronunciamientos solicitados por un diputado respecto a su inquietud o quehacer o a proponer a la Mesa, a la Comisión de Régimen Interno, Administración y Reglamento o a la Sala, políticas de conductas sobre temáticas de carácter general.


En este caso, los autores de la moción sugieren ampliar el marco de atribuciones de la Comisión.


Por un lado, se propone facultar a la unanimidad de los Comités Parlamentarios para recabar un pronunciamiento de la Comisión de Ética en relación con la actitud o quehacer de un diputado. Para este caso, se exige que los comités adopten dicho acuerdo en una sesión especialmente convocada al efecto. Por el otro, se otorga a los Jefes de Bancada la posibilidad de requerir de la Comisión de Conducta un dictamen sobre la actuación de un diputado integrante de su comité, para lo cual se necesitará el acuerdo mayoritario de los miembros de la respectiva bancada.


Por último, la propuesta mantiene la prohibición, contenida en la disposición vigente, en orden a impedir que un diputado formule cargos respecto de otro o a evitar que la Comisión misma actúe de oficio. Sin embargo, se la faculta para que, mediante acuerdo unánime de sus integrantes, invite a cualquier diputado para que la ilustre sobre un determinado asunto o dé su opinión sobre las materias sometidas a su resolución.


Mediante el número 3 del artículo único, se incorporan dos nuevos artículos.


El primero de ellos, correspondiente al artículo 11, confiere a la Comisión de Ética la potestad de fijar sus normas internas de procedimiento. Al mismo tiempo, recoge lo señalado en el último inciso del actual artículo 10, en cuanto a disponer que sus acuerdos se adoptarán por los tres cuartos de sus miembros en ejercicio.


El inciso segundo de esta disposición plasma en el nivel reglamentario lo que ha sido la práctica habitual, repetida en las diversas resoluciones de la Comisión, acerca de la forma en que ellas deben darse a conocer, prescribiendo que podrán ser públicas o reservadas.


Por su parte, el nuevo artículo 12, contenido en este número, consagra expresamente que la única sanción que la Comisión puede acordar es que la conducta, los actos u omisiones de uno o más integrantes de la Cámara de Diputados son contrarios a los preceptos del Código de Conductas Parlamentarias. Además, la faculta para hacer recomendaciones de carácter general que serán vinculantes para los diputados.


En virtud del número 4 del artículo único, se incorpora un nuevo artículo final al Código de Conductas. Mediante esta norma se estatuye que las enmiendas del mismo deberán ser aprobadas, con los trámites de una ley, por los tres quintos de los diputados presentes. En otras palabras, las futuras modificaciones de este cuerpo reglamentario habrán de iniciarse mediante una moción que será informada por la respectiva Comisión técnica y sancionada por el pleno de la Cámara con la antedicha mayoría.


Finalmente, el número 5 del artículo único introduce un artículo transitorio que preceptúa que la actual composición de la Comisión y, por ende, la representación proporcional que presenta en la actualidad, continúe vigente hasta el término del actual Período Legislativo.

IV. DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR DE LA INICIATIVA.

Al considerar las ideas matrices del proyecto en estudio, la Comisión de Régimen Interno, Administración y Reglamento valoró unánimemente las nuevas atribuciones que se otorgan a la Comisión de Conducta. 


Las opiniones de los señores diputados fueron contestes en la necesidad de introducir cambios en la normativa que regula el quehacer de la Comisión de Conducta, concediéndole un conjunto de nuevas facultades para fortalecer su desempeño.


Sometida a votación en general, la iniciativa fue aprobada por unanimidad.


Durante el debate en particular, se estimó conveniente estudiar con mayor detenimiento ciertas propuestas de la iniciativa con la finalidad de puntualizar algunos de sus contenidos.


En tal sentido, una de las primeras cuestiones que llamó la atención fue la propuesta para integrar la Comisión. En efecto, si bien la iniciativa comprende un mecanismo casi idéntico al que el Reglamento de la Cámara contempla para conformar las comisiones permanentes, se consideró prudente perfeccionar tal procedimiento, en atención a que en el reducido número de miembros que componen este cuerpo parlamentario podría quedar excluido algún grupo político.


Para corregir la situación descrita, los autores de la moción formularon una indicación que sustituye el artículo 9° propuesto por el número 1 del artículo único. Tal enmienda mantiene en nueve el total de miembros de la Comisión, pero contiene un nuevo mecanismo de composición de la misma, mediante el cual cada partido con representación parlamentaria designará un integrante, completándose la diferencia, si la hubiere, en forma proporcional al número de cargos sin proveer en relación con el total de diputados de cada colectividad política. En otras palabras, para proveer tales vacantes, se empleará el sistema que establece el inciso segundo del artículo 213 del Reglamento de la Corporación.


Finalmente, la indicación en comento suprime la referencia a la fecha en que deberá estar constituida la Comisión, por estimarla innecesaria.


Puesta en votación la indicación sustitutiva, fue aprobada en forma unánime.


Una segunda cuestión debatida hace relación a la competencia que poseerá la Comisión de Conducta y, más precisamente, a los organismos internos que podrán requerirle un pronunciamiento.


La iniciativa, en este punto, permitía que la unanimidad los Jefes de los Comités Parlamentarios, o un Jefe de Bancada pudieran pedir un pronunciamiento de la Comisión de Ética en lo relativo al quehacer de cualquier diputado o a uno de los integrantes de su bancada, respectivamente.


Al respecto, diversos señores diputados manifestaron aprensiones en torno a la efectividad y conveniencia de dejar radicada en órganos de dirección interna de claro rol político la decisión de iniciar un procedimiento ante la Comisión de Conducta. Se argumentó que tal medida induciría a la opinión pública a forjarse un antejuicio sobre la culpabilidad del diputado requerido por su conducta. En efecto, el mero acuerdo de la unanimidad de los Jefes de los Comités constituiría, para la ciudadanía, una verdadera sanción.


Similar reparo concitó la facultad de un Jefe de Bancada para requerir un pronunciamiento respecto de alguno de los integrantes de su propio comité, a quien se dejaba en la incómoda situación de tener que responder públicamente por acciones u omisiones que, en la mayoría de los casos, obedecen a una decisión personal de uno o más diputados.


Por el contrario, en virtud de que los hechos de que conoce la Comisión de Conducta Parlamentaria obedecen única y exclusivamente a cuestiones en que está en juego la responsabilidad individual y personal de uno o más diputados, se estimó conveniente que la atribución de iniciar un procedimiento en esa instancia quedara radicada en la decisión del propio afectado, como ocurre en la actualidad, o comenzara por acuerdo interno del propio órgano de conducta al que se le concede la atribución de invitar a uno o más diputados en lo que respecta a su quehacer.


Con el propósito de concretar un texto que recogiera las inquietudes planteadas sobre esta materia, los autores de la iniciativa formularon una indicación sustitutiva del número 2 del artículo único, que reemplaza el artículo 10 del Código de Conducta. En esta nueva redacción se precisa la competencia de la Comisión de Conducta, la cual podrá ejercer sus atribuciones y dictar un pronunciamiento cuando sea requerida por un diputado respecto de su inquietud o quehacer, o bien cuando, por la unanimidad de sus integrantes presentes, acuerde invitar a un diputado para solicitarle antecedentes respecto de una determinada actuación.


Por otra parte, este precepto mantiene la facultad de la Comisión de Conducta para proponer a la Mesa, a la Comisión de Régimen Interno, Administración y Reglamento o, en su caso, a la Sala, políticas o propuestas de conductas que deberán observar los integrantes de esta rama del Congreso Nacional sobre materias determinadas.


Por último, en atención a las nuevas atribuciones que se le otorgan a la Comisión, se elimina la prohibición de que actúe de oficio, pero se mantiene la restricción de que entre a conocer cargos que un diputado formule respecto de otro.


Puesta en votación la indicación señalada precedentemente, fue aprobada en forma unánime.


Sometido a votación particular el resto de la iniciativa, fue aprobado en forma unánime.

-o-


En consecuencia, en mérito de las razones expuestas y de los demás antecedentes que dará a conocer el señor Diputado informante, vuestra Comisión de Régimen Interno, Administración y Reglamento recomienda aprobar el siguiente:

Proyecto de acuerdo


“Artículo 1º.- Modifícase el Código de Conductas Parlamentarias de la siguiente forma:

1.
Sustitúyese el artículo 9º por el siguiente:


“Artículo 9º.- Al comienzo de un Período Legislativo se constituirá la Comisión de Conducta de la Cámara de Diputados, la que estará conformada por nueve miembros.


Cada partido designará un integrante. Si el total de los nominados resultare ser inferior al total de los miembros, se completará la diferencia proporcionalmente conforme a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 213 del Reglamento de la Cámara de Diputados.


Los miembros serán elegidos por el pleno de la Corporación a propuesta de la Comisión de Régimen Interno, Administración y Reglamento, y sólo podrán ser reemplazados mediante dicho procedimiento.”.

2.
Reemplázase el artículo 10 por el siguiente:


“Artículo 10.- La Comisión de Conducta tendrá la siguiente competencia:

a)
Pronunciarse sobre las consultas que le formule un diputado, relacionadas con su inquietud o quehacer.

b)
Pronunciarse sobre la conducta de un diputado que haya sido invitado por la Comisión, mediante acuerdo adoptado por la unanimidad de sus integrantes presentes.

c)
Proponer a la Mesa, a la Comisión de Régimen Interno, Administración y Reglamento o, en su caso, a la Sala, políticas o propuestas de conductas sobre temáticas de carácter general.


La Comisión no podrá, en circunstancia alguna, conocer de cargos que formule un diputado respecto de otro.”.

3.
Incorpóranse los siguientes artículos 11 y 12, nuevos, pasando los actuales 11 y 12 a ser 13 y 14, respectivamente:


“Artículo 11.- La Comisión aplicará las normas de procedimiento que internamente acuerde. En todo caso, sus resoluciones se adoptarán siempre por los tres cuartos de sus miembros en ejercicio.


Los acuerdos de la Comisión podrán ser públicos o reservados, según ella determine. Los públicos se darán a conocer al resto de la Corporación, luego de su notificación a los interesados, mediante su inclusión en la Cuenta de la sesión más próxima.


Artículo 12.- En sus pronunciamientos, la Comisión podrá sancionar la conducta, los actos u omisiones de uno o más diputados, declarando que son contrarias a los preceptos de este Código.


Podrá, asimismo, hacer recomendaciones generales que serán obligatorias para todos los integrantes de la Corporación.”.

4.
Agrégase el siguiente artículo final:


“Artículo final.- Las disposiciones de este Código sólo podrán ser modificadas mediante acuerdo aprobado, con los trámites de una ley, por los tres quintos de los diputados presentes.”.

5.
Incorpórase el siguiente artículo transitorio, nuevo.


“Artículo 3º transitorio.- Los integrantes de la Comisión de Conductas nombrados por acuerdo de la Corporación de fecha 30 de abril de 2002 ejercerán su cometido hasta el término del Período Legislativo 2002-2006.”.


Se designó diputado informante al señor Lorenzini.


Sala de la Comisión, a 19 de mayo de 2004.


Acordado en sesión celebrada el día 18 de mayo de 2004, con la asistencia de los señores Lorenzini, don Pablo (Presidente); Leal, don Antonio (Primer Vicepresidente); de la señora Vidal, doña Ximena y de los señores Galilea, don Pablo; Palma, don Osvaldo; Salaberry, don Felipe; Salas, don Edmundo y Ulloa, don Jorge.


(Fdo.): CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados”.

17. Informe de la Comisión Organizadora de la Tercera Reunión de la Comisión Parlamentaria Conjunta del Mercosur en Chile, entre los días 10 y 11 de mayo de 2004.

“Honorable Cámara,


En representación de la Comisión Organizadora de la Tercera Reunión de la Comisión Parlamentaria Conjunta del Mercosur, reunida en Santiago y Valparaíso, entre los días 10 y 11 de mayo de 2004, paso a informar sobre las principales actividades desarrolladas y lo sustancial de los temas debatidos por las delegaciones participantes.

I. ANTECEDENTES GENERALES SOBRE EL ORIGEN, INTEGRACIÓN Y PROPÓSITOS DE LA COMISIÓN PARLAMENTARIA CONJUNTA DEL MERCOSUR.


La Comisión Parlamentaria Conjunta del MERCOSUR fue establecida en el Tratado de Asunción, firmado el 26 de marzo de 1991, entre Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay, como uno de los órganos del Mercosur, integrado por representantes de los Parlamentos Nacionales de los cuatro países fundadores de este esquema subregional de integración.


Según lo dispuesto por el Tratado de Asunción, a la Comisión Parlamentaria Conjunta del Mercosur le corresponde procurar acelerar los procedimientos internos correspondientes en los Estados Partes para la pronta entrada en vigor de las normas emanadas de los órganos del Mercosur; debe coadyuvar en la armonización de legislaciones, tal como lo requiera el avance del proceso de integración, y debe examinar los temas prioritarios que le someta el Consejo del Mercosur, órgano superior del Mercosur, integrado por los Ministros de Relaciones Exteriores y por los Ministros de Economía de los Estados Partes.

II. LA PARTICIPACIÓN DEL CONGRESO NACIONAL DE CHILE EN LA COMISIÓN PARLAMENTARIA CONJUNTA DEL MERCOSUR.


A partir del año 2000, cuatro años después de la celebración del Acuerdo de Complementación Económica entre Chile y el Mercosur y de la adhesión de nuestro país, entre otros instrumentos, a la “Declaración sobre Compromiso Democrático del Mercosur”, el Congreso Nacional de Chile se incorpora a los trabajos de la Comisión Parlamentaria Conjunta y, desde esa fecha, ha participado en las diversas reuniones convocadas en los cuatro Países Partes del Mercosur, con el estatuto de Parlamento asociado, del mismo modo como lo han estado haciendo las Delegaciones Parlamentarias de Perú y Bolivia.


Tal participación nacional en las reuniones de la Comisión Parlamentaria Conjunta se funda en las proposiciones que ha formulado la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana para que la honorable Cámara declara las relaciones con los Parlamentos Nacionales de los Países Partes del Mercosur como una de las prioridades en sus relaciones internacionales. Para tal efecto, la honorable Comisión de Régimen Interno, Administración y Reglamento ha dispuesto que la representación de la Corporación en las reuniones de la Comisión Parlamentaria Conjunta del Mercosur sea asumida por un diputado de las Bancadas del Partido Unión Demócrata Independiente (UDI), del Partido Demócrata Cristiano (PDC), del Partido Renovación Nacional (RN) y del Partido por la Democracia (PPD), cada una.


De tal modo, para la representación actual de la honorable Corporación en las reuniones de la Comisión, las respectivas Bancadas han designado a los honorables diputados Javier Hernández Hernández, Edmundo Salas de la Fuente, Francisco Bayo Veloso y Felipe Letelier Norambuena. 

III. CONVOCATORIA, ACTIVIDADES Y PRINCIPALES MATERIAS TRATADAS EN LA III REUNIÓN DE PRESIDENTES DE LAS SECCIONES NACIONALES DE LA COMISIÓN PARLAMENTARIA CONJUNTA DEL MERCOSUR.

A)
La convocatoria.


La tercera reunión de Presidentes de las Secciones Nacionales de la Comisión Parlamentaria Conjunta, realizada en Santiago y Valparaíso, entre los días 10 y 11 de mayo, fue la primera que se efectúa fuera del territorio de los cuatro Países Miembros plenos del Mercosur, lo que para el Congreso Nacional de Chile ha constituido una distinción política de especial importancia, valorada plenamente por los Parlamentarios chilenos dada la prioridad que la honorable Corporación asigna a sus relaciones con los Parlamentos Nacionales de los Países Miembros y Asociados a este esquema de integración subregional.


Conforme a los estatutos internos de la Comisión, ella fue convocada por su Presidente pro-témpore, honorable diputado Alfredo Atanasof, integrante de la Cámara de Diputados de la República Argentina, y tuvo por objetivos principales analizar los mecanismos de consulta entre ésta instancia parlamentaria y el Consejo del Mercosur y la institucionalización del Parlamento del Mercosur.


Además del honorable diputado Atanasof, Presidente pro-témpore de la Comisión, participaron en la reunión los parlamentarios siguientes:

1)
Honorable diputado Flosrisvaldo Rosinha, Presidente de la sección brasileña de la Comisión Parlamentaria Conjunta del Mercosur, integrante de la Cámara de Diputados de Brasil;

2)
Honorable senador Alfonso González Núñez, Presidente de la Sección Paraguaya de la Comisión Parlamentaria Conjunta del Mercosur, integrante del Senado de Paraguay;

3)
Honorable diputado Ricardo Berois, Jefe de la Delegación Parlamentaria Uruguaya, integrante de la Cámara de Diputados de la República Oriental del Uruguay;

4)
Honorable Congresista Eduardo Salhuana, Jefe de la Delegación Parlamentaria Peruana, integrante del Congreso de la República del Perú;

5)
Honorable senador Ricardo Taffarel, integrante del Senado de la República Argentina;

6)
Honorable diputada Mirta Rubini, integrante de la Cámara de Diputados de la República Argentina;

7)
Honorable diputado Leopoldo Moreau, integrante de la Cámara de Diputados de la República Argentina; 

8)
Honorable diputado Pablo Mieres, integrante de la Cámara de Diputados de la República Oriental del Uruguay, y

9)
Los señores Oscar Casal; Secretario Ejecutivo de la Comisión Parlamentaria Conjunta del Mercosur; la señora Gabriela Basaistegui, Asistente Técnica; el embajador Félix Peña y el señor José José Luis Maurizio, Asesores de la Presidencia de la Comisión Parlamentaria Conjunta del Mercosur; el señor Leandro Etchichury, Secretario de la Delegación Parlamentaria argentina; los señores María Claudia Drummond y Antonio Ferreira, Asesora y Secretario, respectivamente, de la Delegación Parlamentaria brasileña; el señor Edgar Lugo, Secretario del Presidente de la Delegación Parlamentaria Paraguaya, y los señores Juan Arraga y Alex Cofone, Secretario de la Delegación Parlamentaria Uruguaya.


Por el honorable Senado, participaron el Excmos. Señores senadores Hernán Larraín 
Fernández y Jaime Gazmuri Mujica, Presidente y Vicepresidente del honorable Senado, respectivamente, y el honorable senador Sergio Romero Pizarro, Presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores, y los Hhonorable senadores integrantes Juan Antonio Coloma 
Correa; Jorge Martínez Busch; Roberto Muñoz Barra, y Gabriel Valdés Subercaseaux.


Por la Cámara de Diputados de Chile, participaron en las reuniones de la Comisión la honorable diputada Isabel Allende Bussi, Presidenta de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana; las Hhonorable diputadas María Eugenia Mella Gajardo; Lily Pérez San Martín; Alejandra Sepúlveda Órdenes, y Laura Soto González; y los Hhonorable diputados Claudio Alvarado Andrade; Francisco Bayo Veloso; Javier Hernández Hernández; Gonzalo Ibáñez Santa María; Carlos Abel Jarpa Wevar; Carlos Ignacio Kuschel Silva; Juan Masferrer Pellizzari; Waldo Mora Longa; Edgardo Riveros Marín; Felipe Salaberry Soto; Exequiel Silva Ortíz; Jorge Tarud Daccarett; Edmundo Villouta Concha, y el suscrito en su condición de diputado Presidente de la Comisión Organizadora y Jefe de la Delegación Parlamentaria chilena. 

b)
Actividades y principales materias tratadas durante las reuniones de la Comisión Parlamentaria Conjunta.


Las actividades de los Parlamentarios del Mercosur asistentes a la III Reunión de la Comisión Parlamentaria Conjunta desarrolladas durante el día lunes 10 de mayo de 2004, en Santiago, tuvieron por objeto celebrar encuentros con los Presidentes de ambas Cámaras del Congreso Nacional, con Autoridades de Gobierno, Parlamentarios y Dirigentes de los Partidos Políticos destinados a conocer opiniones y experiencias sobre la participación de Chile en el Mercosur e informar sobre las iniciativas que la Comisión Parlamentaria Conjunta impulsa para fortalecer este modelo de integración.


En las reuniones efectuadas el día 11 de mayo de 2004, en Valparaíso, en la Sala de Conferencias Inés Enríquez Fröedden, de la Cámara de Diputados, los Parlamentarios de los Países Partes del Mercosur y de los Países Asociados se ocuparon de los asuntos propios de inserción en la estructura institucional del Mercosur.


b.1) Principales materias tratadas en reuniones con Autoridades, Parlamentarios y Dirigentes políticos.


Los Presidentes de la Comisión Parlamentaria Conjunta; Legisladores del Mercosur, y los Jefes de las Delegaciones celebraron, en el orden que se indica, reuniones con las Autoridades, Parlamentarios y Dirigentes políticos siguientes:

1)
El Presidente y el Vicepresidente del Senado, Excmos. senadores Hernán Larraín 
Fernández y Jaime Gazmuri Mujica;

2)
El Primer Vicepresidente de la Cámara de Diputados, honorable diputado Antonio Leal Labrín;

3)
La ministra de Relaciones Exteriores, señora Soledad Alvear Valenzuela;

4)
El Director de Asuntos Bilaterales de la Dirección de Relaciones Económicas Internacionales (Direcon), embajador Mario Matus;

5)
Con Parlamentarios y dirigentes de los Partidos Políticos de la Concertación: 


-Por el Partido Demócrata Cristiano participan la honorable diputada María Eugenia 
Mella y los honorables diputados Waldo Mora Longa y Edmundo Villouta Concha, más el suscrito.


-Por el Partido por la Democracia participan los señores Edison Barría y Claudio 
Henríquez, miembros de la Comisión Internacional del Partido;


-Por el Partido Socialista participa el señor Humberto Vega, Presidente de la Comisión de Economía del Partido, y el señor Guido Camu, Secretario Nacional de Comunicaciones, y


-Por el Partido Radical Socialdemócrata participan el honorable diputado Carlos Abel Jarpa Wevar, y el señor Mario Papi, Vicepresidente del Partido.

6)
Con Parlamentarios y dirigentes de la Alianza por Chile:


-Por el Partido Unión Demócrata Independiente participan el honorable senador Juan Antonio Coloma Correa; y los Hhonorable diputados Javier Hernández Hernández y Felipe Salaberry Soto, y


-Por el Partido Renovación Nacional los Hhonorable diputados Francisco Bayo Veloso y Carlos Ignacio Kuschel Silva.


Por otra parte, los Presidentes de las Secciones Nacionales de la Comisión Parlamentaria Conjunta fueron recibidos, separadamente, por las Comisiones de Relaciones Exteriores de la honorable Cámara de Diputados y del honorable Senado. 


En estas reuniones políticas y parlamentarias los Parlamentarios del Mercosur pusieron especial énfasis en conocer la experiencia chilena en la negociación y aplicación de los acuerdos de libre comercio, particularmente con los Estados Unidos de América, la Unión Europea, Canadá y México.


Además destacaron su interés en perfeccionar los procedimientos de participación de los Parlamentos de los Países Asociados en los trabajos de la Comisión Parlamentaria Conjunta, a fin de coordinar acciones legislativas comunes en materias que tengan particular interés para la integración dichos Países en el Mercosur. En este sentido, se sostuvo reiteradamente la conveniencia de que los Parlamentarios designados para representar a sus Corporaciones en las reuniones de la Comisión reciban mandatos por períodos de tiempo que les den continuidad en la función, con miras a lograr un mayor especialización en los asuntos de interés para Mercosur.


En este plano se hizo notar que las expectativas que se generaron al constituir el Mercosur no se han concretado, y que, por ello, es aconsejable buscar un mecanismo de diagnóstico de fortalezas y debilidades, sin segundas lecturas. Para ello se consideró necesario analizar con detenimiento las causas de la frustración, mediante un diálogo parlamentario que fortalezca el Mercosur, superando, incluso, las dificultades que presenta para nuestros Parlamentarios tener una participación como Parlamento Asociado.


Los Parlamentarios chilenos manifestaron su voluntad de impulsar iniciativas concretas en el marco del Mercosur y dispuestos a generar consensos y confianzas que fortalezcan una voluntad real de integración.


Por otra parte, los Parlamentarios del Mercosur hicieron notar que este esquema, originalmente concebido como un modelo de integración económica, estaba orientando su acción actual hacia una mayor integración política entre los Estados Partes y Países Asociados del Mercosur. Al respecto se recordó la experiencia de la Unión Europea, en cuyo esquema institucional son los Parlamentarios los que asumen la iniciativa de en la solución de los problemas que pueden entrabar su desarrollo. 


En ese contexto, siguiendo las experiencias de la diplomacia parlamentaria latinoamericana y europea, se propuso que en el Congreso Nacional de nuestro país se constituya una Comisión Bicameral que se ocupe apoyar la participación nacional en los órganos del Mercosur, especialmente en las decisiones que se adopten a propósito de las consultas que le formule a la Comisión Parlamentaria Conjunta el Consejo de Ministros del Mercosur.


Finalmente, en estas reuniones políticas y parlamentarias, el Presidente pro-témpore de la Comisión anunció la decisión adoptada recientemente en Asunción, Paraguay, para modificar de los estatutos con el objeto de mejorar las modalidades de participación de los Parlamentos de los Países Asociados.


b.2) Materias tratadas en la III Reunión de la Comisión Parlamentaria Conjunta del Mercosur.


La III Reunión Presidentes de las Secciones Nacionales de la Comisión Parlamentaria Conjunta sesionó el martes 11 de mayo de 2004, en la Sala de Conferencias “Inés Enríquez Fröedden” de la honorable Cámara, a partir de las 10:30 horas, ocupándose de la proposición de las Delegaciones Parlamentarias de Argentina y de Brasil para adoptar el Protocolo de Institucionalización del Parlamento del Mercosur, iniciativa destinada a ser propuesta a la Cumbre de Jefes de Estado de los Países Partes y Países Asociados al Mercosur.


El texto de este instrumento se anexa a este informe.

IV. PROPOSICIÓN A HONORABLE CÁMARA:


En mérito de lo expuesto;


Atendida la conveniencia de perfeccionar los mecanismos internos establecidos para la representación de la honorable Cámara en la Comisión Parlamentaria Conjunta del Mercosur;


Considerando la prioridad que la honorable Cámara le asigna a las relaciones internacionales con los Países Partes y los Países Asociados al Mercosur, y


Visto que durante la Reunión de Presidentes de las Secciones Nacionales de los Países Partes de la Comisión Parlamentaria Conjunta del Mercosur y de Legisladores de los Países Asociados, efectuada en Chile, entre el 10 y el 11 de mayo de 2004, hubo consenso entre las Autoridades Parlamentarias y Parlamentarios chilenos sobre la conveniencia de institucionalizar en forma permanente la representación del Congreso Nacional de Chile en las reuniones Parlamentarias del Mercosur, conforme a los principios de la continuidad y especialización en el tratamiento de los asuntos sometidos a su consideración,


La Cámara de Diputados aprueba el siguiente


Proyecto de acuerdo:

1º
Proponer al Senado constituir entre la Cámara de Diputados y el Senado una Comisión Bicameral paritaria, con presidencia bianual alternada, encargada de estudiar los asuntos que interesen al proceso de integración subregional institucionalizado en el Mercosur y de formular los proyectos de resoluciones o decisiones que correspondan a los objetivos de las relaciones internacionales del país, y

2º
Mantener en el ínterin la representación de la Cámara de Diputados en la forma convenida en el acuerdo marco que prioriza las relaciones internacionales de la Corporación, precisando que las Bancadas de diputados deberán designar a sus representantes en las reuniones de la Comisión Parlamentaria Conjunta del Mercosur conforme a los principios de la continuidad y especialización.


Valparaíso, 8 de junio de 2004.


(Fdo.): EDMUNDO SALAS DE LA FUENTE, Presidente de la Comisión Organizadora de III Reunión Comisión Parlamentaria Conjunta del Mercosur; FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA, Abogado Secretario de la Comisión”.

“ANTEPROYECTO DE PROTOCOLO CONSTITUTIVO

DEL PARLAMENTO DEL MERCOSUR”


Artículo 1º.- Establecimiento del Parlamento Mercosur. La composición, competencias y funcionamiento del Parlamento del Mercosur se rigen por el presente Protocolo.


Artículo 2º.- Principios. Son principios generales del Parlamento del Mercosur:

1.
la representación de los ciudadanos del Mercosur, respetando la pluralidad ideológica y política de sus pueblos;

2.
la consolidación de la integración latinoamericana mediante la ampliación del Mercosur, la defensa de la democracia, la libertad, el respeto a las minorías y los derechos de sus ciudadanos;

3.
la prevalencia de los derechos humanos y la justicia;

4.
la solidaridad y la cooperación internacional, reforzando los principios de igualdad entre los Estados, de no intervención y de solución pacífica de los conflictos internacionales; 

5.
el repudio a todas las formas de discriminación, especialmente las relativas al género, la raza, la religión, la nacionalidad y la edad;

6.
el cumplimiento de los compromisos del Mercosur y de los instrumentos para la constitución del Mercado Común, especialmente la libre circulación intrazona, la política comercial común, la coordinación de políticas y la armonización de legislaciones.


Artículo 3º.- Composición.- Los miembros del Parlamento del Mercosur se denominan “Legisladores del Mercosur”.


La composición del Parlamento se ajusta a las siguientes normas:

1.
A partir de la entrada en vigencia del presente Protocolo, el Parlamento del Mercosur está integrado por dieciséis (16) representantes de cada Estado parte, designados por los respectivos Congresos nacionales de entre sus miembros.

2.
El mandato de los representantes referidos en el inciso anterior será de cuatro años.

3.
Cada Estado parte procurará una adecuada representación de sus fuerzas políticas, una apropiada representación por género, como así también de las distintas regiones de cada país.

4.
La extinción del mandato federal no acarrea la pérdida del mandato en el Parlamento del Mercosur, salvo en el caso de inhabilitación.


Artículo 4º.- Atribuciones y competencias. El Parlamento del Mercosur tendrá las siguientes atribuciones y competencias:

1.
Velar por la preservación y el fortalecimiento de los principios de la democracia representativa en el funcionamiento del Mercosur y de sus instituciones.

2.
Contribuir a asegurar la más amplia transparencia y participación de todos los sectores sociales a través de sus instituciones representativas, en la preparación y adopción de las normas de Mercosur.

3.
Procurar acelerar los procedimientos internos correspondientes en los Estados parte para la pronta entrada en vigor de las normas emanadas de los órganos del Mercosur y, en los casos que correspondiera, para la rápida aprobación de la respectiva legislación nacional.

4.
Identificar los requerimientos de armonización de legislaciones nacionales que surjan del desarrollo del Mercosur y contribuir a lograr los objetivos que se acuerden en la materia.

5.
Emitir declaraciones, recomendaciones y dictámenes en las materias de sus competencias.

6.
Responder a las consultas que le efectúen los órganos competentes del Mercosur y, en tales casos, emitir su opinión fundada, a través del Grupo Mercado Común, para la consideración del Consejo del Mercado Común.

7.
Realizar sesiones con la participación de autoridades de los órganos del Mercosur, convocados especialmente al efecto.

8.
Establecer relaciones de cooperación con instituciones parlamentarias similares y celebrar los convenios necesarios a tales efectos.

9.
Asegurar la mayor difusión sobre sus actividades y sobre el funcionamiento del Mercosur, en las materias de sus competencias.


Artículo 5º.- Reglamento Interno. El Parlamento del Mercosur elaborará su propio reglamento interno.


Artículo 6º.- Reuniones. El Parlamento del Mercosur se reúne en forma ordinaria al menos dos veces por semestre. Puede reunirse extraordinariamente a pedido de la mayoría de las secciones nacionales o a solicitud del Consejo del Mercado Común.


Artículo 7º.- Deliberaciones y toma de decisiones. El Parlamento del Mercosur delibera y adopta sus decisiones de acuerdo a lo que se estipula a continuación:


Para sesionar oficialmente, deben estar presentes todas las secciones nacionales, con un mínimo de 6 (seis) miembros de cada una de ellas y de al menos un miembro de la mesa ejecutiva de cada Sección.


Durante esta etapa las decisiones se adoptan por mayoría simple de cada una de las delegaciones de los Estados parte.


El Parlamento Mercosur sesiona con el quórum que disponga su reglamento interno.


Asimismo, se rige por ese Reglamento el método de adopción de decisiones, que tiende a fortalecer el voto individual por parlamentario, a fin de lograr una mayor interacción de legisladores de diferente procedencia y la conformación de bloques o familias políticas.


Artículo 8º.- Estructura. El Parlamento del Mercosur regulará mediante su reglamento interno el funcionamiento de una mesa directiva y de sus respectivas secretarías parlamentaria y administrativa.


Para el cumplimiento de sus funciones el Parlamento del Mercosur puede establecer Comisiones temáticas respetando la representación proporcional de los Estados y de las fuerzas políticas que actúan en su seno.


El Reglamento Interno establecerá la periodicidad de las reuniones de la Mesa Directiva y de las Comisiones temáticas.


Artículo 9.- Sede. Los Estados parte determinarán la sede del Parlamento del Mercosur.


El Estado Parte donde esté ubicada la sede del Parlamento del Mercosur firmará un acuerdo-sede que defina las normas relativas a los privilegios, las inmunidades y las exenciones tributarias, de conformidad con la Convención de Viena de Relaciones Diplomáticas, de 1961.


Artículo 10.- Privilegios e inmunidades. Los miembros del Parlamento del Mercosur gozan de los derechos, privilegios e inmunidades que se les conceden a los agentes diplomáticos, según lo determina la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, de 1961.


Queda prohibida la institución de cualquier tipo de mandato imperativo a los miembros del Parlamento del Mercosur.


El mandato de los miembros del Parlamento Mercosur es inviolable civil o penalmente, por cualquiera de sus opiniones, palabras y votos.


Artículo 11.- Estados asociados. Los Estados asociados al Mercosur tienen representación en el seno del Parlamento del Mercosur en carácter de observadores, con voz y sin voto.


Artículo 12.- Nuevos miembros. Los países que se incorporen como Estados parte de acuerdo a lo previsto en el art... del Tratado de Asunción al Mercosur en el futuro tendrán la correspondiente representación en el Parlamento en virtud de lo establecido en el artículo 30 de este Protocolo.


Artículo 13.- Presupuesto. Los Estados parte, a partir de la fecha de la aprobación del presente Protocolo, deberán prever una partida anual en sus respectivos presupuestos nacionales para el adecuado funcionamiento del Parlamento del Mercosur.


Artículo 14.- Solución de controversias. Las controversias que surjan por la interpretación o aplicación del presente Protocolo serán sometidas al sistema general de solución de controversias vigente en el Mercosur.


Artículo 15.- Adhesión y denuncia. La adhesión o denuncia al presente Protocolo se rigen por las normas establecidas en el Tratado de Asunción.


Artículo 16.- Vigencia. El presente Protocolo entra en vigencia treinta (30) días después del depósito del cuarto instrumento de ratificación. El Gobierno de la República del Paraguay notifica a los Gobiernos de los demás Estados parte la fecha del depósito de los instrumentos de ratificación y la de entrada en vigor del presente Protocolo. 


Artículo 17.- (Cláusula Revocatoria). Quedan revocadas todas las disposiciones del Tratado de Asunción, del 26 de marzo de 1991, y del Protocolo de Curo Preto del 17 de diciembre de 1994, que entren en colisión con los términos del presente Protocolo.


Artículo 18.- Disposición Transitoria. Proponer a los gobiernos de los Estados Parte las modificaciones que pudieran requerirse en este Protocolo, a efectos de procurar su funcionamiento más eficaz, una adecuada representatividad y la atribución de competencias acordes con el pleno desarrollo del Mercosur.

18. Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana sobre los proyectos de acuerdo que aprueban enmiendas al anexo del Protocolo de 1978, relativo al Convenio Internacional para prevenir la contaminacion por los buques, 1973, adoptadas por el Comité de Proteccion del Medio Marino de la OMI, mediante resoluciones Mepc. 75 (40) de 1997 y Mepc. 78 (43) de 1999. (boletínes Nºs 3511-10 y 3517-10)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informar, en primer trámite constitucional, sin urgencia, sobre los proyectos de acuerdo aprobatorios de las enmiendas al anexo del Protocolo de 1978, relativo al Convenio Internacional para Prevenir la Contaminación por los Buques, 1973 (Marpol, 73), adoptadas por Resoluciones del Comité de Protección del Medio Marítimo (Mepc), de la OMI, mediante resoluciones Mepc.75 (40), de 1997, y Mepc.78 (43), de 1999.


Por la identidad de compromisos, propósitos y alcance normativo que presentan tales enmiendas al Convenio Marpol 73, y por razones de economía procesal ya observada en casos similares en que se han tramitado, simultáneamente, varios instrumentos internacionales de estas características, la Comisión ha acordado informar en un solo acto todos los proyectos de acuerdo antes señalados, sin perjuicio de las decisiones que la honorable Cámara adopte respecto de cada uno, en votación única o separada.

i. ANTECEDENTES GENERALES.

1.
La Organización Marítima Internacional (IMO, según su sigla inglesa) es un organismo de la Organización de Naciones Unidas, especializado exclusivamente en asuntos marítimos, que tiene por objetivos facilitar la cooperación entre los Gobiernos en asuntos técnicos relacionados con el transporte, la seguridad y la eficiencia de la actividad marítima. Para tal efecto estudia y formula recomendaciones que tienden a facilitar el funcionamiento y desarrollo de la navegación marítima comercial, tanto en el terreno técnico como en el económico y comercial. 


Al mismo tiempo, promueve la adopción de acuerdos internacionales respecto a la navegación marítima comercial y, para ese fin, prepara acuerdos internacionales. 


Se ocupa también de la contaminación en el mar y del tráfico marítimo, así como de tratar de abolir las prácticas restrictivas y discriminatorias que afectan la marina mercante. 


Dos son, fundamentalmente, sus funciones: facilitar el transporte marítimo y velar por la seguridad en la navegación marítima.


Chile, como uno de sus 156 Estados Miembros, ha incorporado a su orden interno la constitución de la OMI y participa en diversos convenios y protocolos elaborados para regular aspectos de la seguridad de la vida humana en el mar, la eficiencia de la navegación y la prevención y contención de la contaminación del mar ocasionada por los buques. Para ocuparse de este último aspecto, ha constituido el Comité de Protección del Medio Marino (Cpmm o Mepc, según su sigla española o inglesa), en cuyo seno fueron elaboradas las enmiendas a Marpol 73/78 que se informan a la honorable Cámara en este acto.

2.
El mensaje señala que el Protocolo de 1978, publicado en el Diario Oficial de 4 de mayo de 1995, estableció el compromiso de las Partes Contratantes de Marpol 73, de hacer efectivo su articulado en las partes no modificadas por el Protocolo. De esta manera, el mencionado Convenio, que nunca entró en vigor internacional, conforma con el Protocolo un instrumento jurídico único, denominado Marpol 73/78. 

3.
La Autoridad Marítima nacional encargada de velar por el cumplimiento de la normativa emanada de la OMI es la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante (Directemar), y a su Director General le corresponde asumir la representación oficial del Estado ante la OMI, conforme lo dispuesto por el decreto ley Nº 2.222, de 21 de mayo de 1978.


Entre los convenios de la OMI que Directemar debe aplicar, por mandato expreso de la Ley de Navegación, están el que protege la seguridad de la vida humana en el mar (Solas); el que previene la contaminación de las aguas del mar por hidrocarburos; el que regula la responsabilidad civil por daños causados en tales casos, y el que previene la contaminación del mar por vertimiento de desechos y otras materias.


El Convenio Marpol, 73/78, enmendado por las resoluciones internacionales que se reseñan más adelante, ha sido promulgado mediante decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores N° 1.689, de 14 de noviembre de 1994, y publicado en el Diario Oficial del 4 de mayo de 1995.


Este instrumento internacional está enfocado a la minimización y eliminación de la contaminación procedente de los buques y consta de 6 anexos, referidos a la contaminación de mar por hidrocarburos (I), por sustancias líquidas peligrosas transportadas a granel (II), por sustancias peligrosas transportadas en paquetes y bultos (III) y por aguas sucias (IV), por basura producida por los buques (V). El anexo VI contempla reglas para prevenir la contaminación atmosférica ocasionada por los buques. 

II. RESEÑA DEL CONTENIDO DE LAS ENMIENDAS EN TRÁMITE.


Una visión general de estas enmiendas, permite señalar, como lo hace el mensaje, que ellas son de carácter netamente técnico, y su alcance normativo, en lo sustancial, es el siguiente:

1º
Amplían el ámbito de los buques tanques petroleros incluidos en la regla de prevención de la contaminación en caso de abordaje o varada y exigen a los buques tanques que transporten hidrocarburos o productos químicos nocivos, un Plan de Emergencia a Bordo contra la contaminación del mar por dichos productos o un certificado suplementario sobre la construcción del buque (enmiendas a los anexos I y II de Marpol 73/78, dispuestas por la resolución Mepc.78 (43), de 1999, que se aprueban mediante el proyecto de acuerdo boletín Nº 3511-10), y

2º
Incorporan una nueva “zona especial” para prevenir la contaminación del mar por hidrocarburos y mejoran las condiciones de estabilidad de una nave tanquera (enmiendas a las reglas 10 y 25-A del anexo I de Marpol 73/78, dispuestas por resolución Mepc 75 (40), de 1997, que se aprueban mediante el proyecto de acuerdo boletín Nº 3517-10).


Enseguida se hará reseña más amplia de cada una de estas enmiendas. 

A)
Alcance de la enmienda que amplía el ámbito de los buques tanques petroleros incluidos en la regla de prevención de la contaminación en caso de abordaje o varada (regla 13-G, de anexo I, enmendada por resolución Mepc.78 (43), de 1999).


La regla original fija prescripciones aplicables a buques petroleros de 20.000 a 30.000 toneladas de registro grueso (TRG), dedicados al transporte de crudos (producto pesado no refinado) y a aquéllos sobre 30.000 TRG, que transporten cualquier tipo de hidrocarburos. Se les exige, en la práctica, un doble casco, para mayor resistencia frente a accidentes tales como varamientos.


La nueva regla incorpora a esta obligación a buques tanques de 20.000 TRG a 30.000 TRG, dedicados a transportar productos semi refinados o refinados de tipo pesado, como por ejemplo el fuel oil, diesel oil pesado y aceites lubricantes.

B)
Alcance de las enmiendas que exigen a los buques tanques un Plan de Emergencia a Bordo contra la contaminación del mar por hidrocarburos o productos químicos y un certificado suplementario de construcción (reglas 26 y 16 que, respectivamente, se agregan a los anexos I y II de Marpol 73/78).

Se trata de las enmiendas a la regla 26 del anexo I y de la regla 16 que se agrega al anexo II, ambas de Marpol 73/78, relativas a los planes de emergencia de a bordo en caso de contaminación por hidrocarburos o por sustancias nocivas líquidas, dispuestas por la resolución Mepc 78 (43), de 1999, que se aprueban mediante el proyecto de acuerdo boletín Nº 3511-10).


La regla 26 original prescribe la obligación de los buques tanques de 150 o más TRG y de cualquier otro buque superior a 400 TRG, de contar con un Plan de Emergencia a bordo. Lo anterior también es exigible, en virtud de la nueva regla 16, a los buques tanques que transportan sustancias nocivas líquidas (productos químicos). Sin embargo, existen buques tanques mixtos que están habilitados para transportar tanto hidrocarburos como productos químicos. En la práctica, estos buques debían contar con dos planes de emergencia, conforme al producto que transporten.


La enmienda consiste en permitir que estos buques mixtos tengan un solo plan combinado, denominado “Plan de Emergencia a bordo contra la Contaminación del Mar”.


Las enmiendas al Certificado Internacional de Prevención de la Contaminación por Hidrocarburos (Iopp), con Arreglo al Anexo 1 del Marpol 73/78, tienen por objeto exigir un Suplemento del Certificado Iopp (para modelo A y modelo B), con el objeto de incorporar la descripción de los tanques de retención de aguas oleosas provenientes de las sentinas, cuando los buques no petroleros y petroleros posean este dispositivo (el mismo no tiene un carácter obligatorio).

C)
La nueva zona especial agregada por la enmienda a la regla 10 del Anexo I de Marpol 73/78, por la resolución Mepc 75 (40, de 1997).


Esta enmienda incorpora las aguas noroccidentales de Europa como “zona especial” para prevenir la contaminación por hidrocarburos procedentes de los buques que transiten y operen en puertos de dicha zona. Corresponden, en su mayor parte, a las de los países que integran la Comunidad Europea y se permitirá a los buques que naveguen en ellas descargar residuos o mezclas oleosas sólo cuando cuenten con ciertos dispositivos de control de descargas y de acuerdo a un régimen definido, que asegure no causar una contaminación de las aguas.


Aquellos buques que no cumplan con los requisitos, deberán retener sus residuos y mezclas oleosas a bordo y depositarlos en instalaciones de recepción a su llegada a puerto. Los países receptores deberán tener en sus puertos instalaciones y servicios de recepción y tratamiento de los residuos y mezclas oleosas procedentes de los buques. Los países ribereños ya comunicaron la fecha en la cual están en condiciones de operar, cumpliendo con la formalidad establecida en la regla 10 de indicar el tipo de instalaciones que poseen para recibir y tratar residuos y mezclas oleosas, de lo cual el secretario General de la OMI notificó como fecha oficial de reconocimiento el 1º de agosto de 1999.


El mensaje indica que toda la información sobre esta Enmienda al Convenio Marpol 73/78 ya fue entregada a las Compañías Navieras Chilenas de servicio exterior.

D)
Alcance de las mejoras en las condiciones de estabilidad de los buques dispuestas por la nueva regla 25-A del anexo I de Marpol 73/78, enmendada por la resolución Mepc 75 (40), de 1997.

Esta enmienda consiste en agregar una nueva regla 25-A “Estabilidad sin Averías”, en el capítulo III del anexo 1 “Prescripciones para Minimizar la Contaminación por Hidrocarburos Provenientes de Daños al Casco del Buque Tanque”. Así se establecen los estándares de estabilidad sin averías, en las peores condiciones de operaciones de carga, descarga y lastre, que deberán tener en cuenta los constructores de buques petroleros al diseñar el buque petrolero de doble casco.


Esta nueva regla también establece procedimientos operacionales complementarios aplicables a buques petroleros proyectados para transportar indistintamente hidrocarburos o cargamentos sólidos a granel, cuando éstos efectúen operaciones de trasvasije de líquidos, los que deberán se facilitados por escrito al Capitán por el constructor, y ejecutados por el Oficial encargado de la operación.


Además, exige una mayor seguridad de los buques petroleros que, en caso de accidentes o fallas operacionales de este tipo de buques, pueden afectar gravemente al medio marino.

III. DECISIONES DE LA COMISIÓN.

a)
Personas escuchadas por la Comisión.


Durante el estudio de los proyectos de acuerdo en informe, la Comisión escuchó a los directivos de la Dirección del Territorio Marítimo y de Marina Mercante (Directemar), Capitanes de Navío señores Carlos Canales Guerrero, Director de Intereses Marítimos, y Estanislao Sebeckis Arce, Subdirector de Operaciones Marítimas, quienes entregaron diversos antecedentes que, en lo sustancial, son coincidentes con las consideraciones técnicas y de mérito que justifican la decisión de S.E. el Presidente de la República de someter estos instrumentos a la aprobación de la honorable Cámara.


Por lo señalado, la Comisión decidió, por unanimidad, recomendar a la honorable Cámara la aprobación de las enmiendas al Convenio Marpol 73/78, adoptadas por el Comité de Protección del Medio Marino de la Organización Marítima Internacional, mediante sus resoluciones Mepc. 78 (43), de fecha 1 de julio de 1999, y 75 (40), de 25 de septiembre de 1997, y sometidas a la consideración de la honorable Corporación mediante los proyectos de acuerdos boletines Nºs. 3511-10 y 3517-10, respectivamente.


Para tales efectos la Comisión propone adoptar, en votación única o separada, los artículos únicos de los proyectos de acuerdos señalados en los mismos términos en que los formulan los mensajes; es decir, en los siguientes:

1º
Artículo único de proyecto de acuerdo boletín Nº 3511-10:


“Artículo único.- Apruébanse las Enmiendas de 1999, al Anexo del Protocolo de 1978 relativo al Convenio Internacional para Prevenir la Contaminación por los Buques, 1973, adoptadas por el Comité de Protección del Medio Marino de la Organización Marítima Internacional mediante la Resolución Mepc. 78(43), de fecha 1 de julio de 1999.”.

2º
Artículo único de proyecto de acuerdo boletín Nº 3517-10:


“Artículo único.- Apruébanse las Enmiendas de 1997, al Anexo del Protocolo de 1978 relativo al Convenio Internacional para Prevenir la Contaminación por los Buques, 1973, adoptadas por el Comité de Protección del Medio Marino de la Organización Marítima Internacional mediante la Resolución Mepc. 75 (40), de fecha 25 de septiembre de 1997.”.


Concurrieron a la unanimidad con que la Comisión aprobó estos proyectos, los votos de las honorable diputada Allende Bussi, doña Isabel (Presidenta de la Comisión), y de los honorables diputados integrantes Bayo Veloso, don Francisco; Jarpa Wevar, don Carlos Abel; Leay Morán, don Cristián; Masferrer Pellizzari, don Juan; Riveros Marín, don Edgardo, y Villouta Concha, don Edmundo.

B)
Designación de diputado informante.


Esta nominación recayó, por unanimidad, en el honorable diputado Moreira Barros, don Iván.

C)
Menciones reglamentarias.


Las enmiendas internacionales aprobadas por los proyectos de acuerdo en informe, no contienen disposiciones que merezcan las menciones reglamentarias ordenadas por los Nºs. 2 y 4 del artículo 287 del Reglamento de la honorable Cámara.

-o-


Discutidos y despachados en sesión celebrada el 18 de mayo de 2004, con asistencia de las honorables diputadas Allende Bussi, doña Isabel (Presidenta de la Comisión), y Pérez San Martín, doña Lily; y de los honorables diputados integrantes Bayo Veloso, don Francisco; 



Ibáñez Santa María, don Gonzalo; Jarpa Wevar, don Carlos Abel; Leay Morán, don Cristián; Masferrer Pellizzari, don Juan; Mora Longa, don Waldo; Riveros Marín, don Edgardo; Tarud Daccarett, don Jorge, y Villouta Concha, don Edmundo.


Sala de la Comisión, a 18 de mayo de 2004.


(Fdo.): FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA, Abogado Secretario de la Comisión”.

19. Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana sobre los proyectos de acuerdo que aprueban diversas enmiendas al Convenio Internacional para la Seguridad de la Vida Humana en el mar, 1974 (Solas, 1974); a su protocolo de 1988 y a su anexo; el Código Internacional para la Proteccion de los Buques y de las Instalaciones Portuarias, adoptados por resoluciones del Comité de Seguridad Marítima de la Organización Marítima Internacional y de la Conferencia de los Gobiernos Contratantes para la Seguridad de la Vida Humana en el Mar. (boletínes Nºs. 3512-10; 3514-10; y 3516-10)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informar, en primer trámite constitucional, sin urgencia, sobre los proyectos de acuerdo aprobatorios de las enmiendas al Convenio Internacional para la Seguridad de la Vida Humana en el Mar, 1974 (Solas, 1974); a su Protocolo de 1988 y su anexo; y del Código Internacional para la Protección de los Buques y de las Instalaciones Portuarias (Pbip), adoptado mediante las resoluciones del Comité de Seguridad Marítima (MSC) de la Organización Marítima Internacional (OMI) y de la Conferencia de los Gobiernos Contratantes de Solas, 1974, sometidos a la consideración de la honorable Cámara en la forma siguiente:

a)
Las enmiendas al Anexo del Convenio Solas, 1974, y la adopción del Código para la Protección de los Buques y de las Instalaciones Portuarias (Pbip), aprobadas mediante las resoluciones 1 y 2, de fecha 12 de diciembre de 2002, por la Conferencia de los Gobiernos Contratantes del Convenio Solas, 1974, por el mensaje boletín Nº 3512-10;

b)
Las enmiendas al Convenio Solas, 1974, adoptadas por el Comité de Seguridad Marítima de la OMI, mediante sus resoluciones MSC. 69 (69), de 18 de mayo de 1998; MSC. 87 (71), de 27 de mayo de 1999, y MSC. 91 (72) y MSC 92 (72), de 26 de mayo de 2000, mediante el mensaje boletín Nº 3514-10, y

c)
Las enmiendas al Convenio Solas, 1974, enmendado, adoptadas por el Comité de Seguridad Marítima de la OMI mediante la resolución MSC. 99 (73), de 5 de diciembre de 2000, y las enmiendas al Protocolo de 1988, relativo al Convenio Solas, 1974, enmendado, adoptadas por el mismo Comité en su resolución MSC. 100 (73), de 5 de diciembre de 2000, por el mensaje boletín 3516-10.


Por la identidad de compromisos, propósitos y alcance normativo que presentan las enmiendas al Convenio Solas, 1974, y el Código para la Protección de los Buques y de las Instalaciones Portuarias (Pbip), y por razones de economía procesal ya observada en casos similares en que se han tramitado, simultáneamente, varios instrumentos internacionales de estas características, la Comisión ha acordado informar en un solo acto todos los proyectos de acuerdo antes señalados, sin perjuicio de las decisiones que la H. Cámara adopte respecto de cada uno, en votación única o separada.

i. ANTECEDENTES GENERALES.

1.
La Organización Marítima Internacional (IMO, según su sigla inglesa), en cuyo seno se ha elaborado la normativa internacional en trámite de aprobación parlamentaria, es un organismo de la Organización de Naciones Unidas, especializado exclusivamente en asuntos marítimos, que tiene por objetivo facilitar la cooperación entre los Gobiernos en asuntos técnicos relacionados con el transporte, la seguridad y la eficiencia de la actividad marítima. Para tal efecto estudia y formula recomendaciones que tienden a facilitar el funcionamiento y desarrollo de la navegación marítima comercial, tanto en el terreno técnico como en el económico y comercial. 


Al mismo tiempo, promueve la adopción de acuerdos internacionales respecto a la navegación marítima comercial y, para ese fin, prepara acuerdos internacionales. 


Se ocupa también de la contaminación en el mar y del tráfico marítimo, así como de tratar de abolir las prácticas restrictivas y discriminatorias que afectan la marina mercante. 


Dos son, fundamentalmente, sus funciones: facilitar el transporte marítimo y velar por la seguridad en la navegación marítima.


Chile, como uno de sus 156 Estados Miembros, ha incorporado a su orden interno la constitución de la OMI y participa en diversos convenios y protocolos elaborados para regular aspectos de la seguridad de la vida humana en el mar, la eficiencia de la navegación y la prevención y contención de la contaminación del mar ocasionada por los buques. Para ocuparse del primero de dichos aspectos, ha constituido el Comité de Seguridad Marítima (CSM o MSC, según su sigla española o inglesa), en cuyo seno fueron elaboradas las enmiendas a Solas, 1974, y el Código para la Protección de los Buques y de las Instalaciones Portuarias (Pbip) que se informan a la H. Cámara en este acto.

2.
Respecto del Convenio Solas, 1974, publicado en el Diario Oficial del 11 de julio de 1980, los mensajes (boletines 3514-10 y 3516-10) destacan que dicho instrumento es el más importante de los Convenios adoptados por la OMI en favor de la seguridad de la vida humana en el mar. Agregan que en atención a los cambios y avances tecnológicos que experimenta la industria marítima, el Convenio Solas, 1974, es modificado continuamente, siendo, por ello, indispensable su incorporación a nuestro ordenamiento jurídico interno.

Por otra parte, el mensaje relativo a las enmiendas al anexo de Solas 1974, (boletín 3512-10) precisa que ellas tienen como principal propósito incrementar la seguridad y protección del transporte marítimo ante los riesgos que plantea la creciente amenaza de actos ilícitos, especialmente terroristas, que ponen en peligro a personas y bienes que intervienen directa o indirectamente en acciones vinculadas con dicha actividad, afectando gravemente al comercio y a la economía mundial.


Añade que la implementación de las enmiendas al Convenio Solas 1974, mediante la adopción del Código Internacional para la Protección de los Buques y de las Instalaciones Portuarias (Pbip), establece un marco para el desarrollo de la colaboración internacional entre los Estados, organismos gubernamentales, administraciones locales y sectores navieros y portuarios, a fin de detectar tempranamente las amenazas que afecten a la protección de los buques e instalaciones portuarias utilizadas para el comercio internacional y adoptar coordinadamente medidas tendientes a prevenir la ocurrencia de actos ilícitos dirigidos en su contra.


Cabe hacer notar que las enmiendas al Convenio Solas, 1974, y el Código Pbip, que se reseñarán más adelante, se considerarán aceptadas al 1º de enero de 2004, a menos que, con anterioridad a esa fecha, más de un tercio de los Gobiernos Contratantes, o un número de Gobiernos Contratantes cuyas flotas mercantes combinadas representen como mínimo el 50% del tonelaje bruto de la flota mercante mundial, hayan notificado que las rechazan. Aceptadas las enmiendas, entrarán en vigor internacionalmente el 1º de julio de 2004.

3.
La Autoridad Marítima nacional encargada de velar por el cumplimiento de la normativa emanada de la OMI es la Dirección del Territorio Marítimo y de Marina Mercante (Directemar), y a su Director General le corresponde asumir la representación oficial del Estado ante la OMI, conforme lo dispuesto por el decreto ley Nº 2.222, de 21 de mayo de 1978.


Entre los convenios de la OMI que Directemar debe aplicar, por mandato expreso de la Ley de Navegación, se encuentra precisamente el que protege la seguridad de la vida humana en el mar (Solas, 1974).

II. RESEÑA DE LAS ENMIENDAS AL CONVENIO SOLAS, 1974.

1º
Principales enmiendas aprobadas por la resolución MSC. 99 (73). de 2000.

Estas enmiendas, de carácter eminentemente técnico, tienen por objeto actualizar sistemas y procedimie ntos e incorporar nuevos equipamientos y dispositivos de navegación y de seguridad en las naves, conforme a los avances tecnológicos en los materiales, instrumentos y comunicación que se han originado en los últimos años.


Las principales disposiciones enmendadas por esta resolución son las siguientes:

a)
En el capítulo II-1, Parte “A” “Estructura de los Buques”, la regla 3-4, “Medios de remolque de emergencia de los buques tanque”, se simplifica y mejora, incorporándose otros requerimientos, para armar y proceder rápidamente a la maniobra de remolque de emergencia que deben llevar, obligatoriamente, los buques tanques. Además, se incorpora al capítulo una nueva regla (la regla 3-5), que prohíbe hacer a bordo de los buques nuevas instalaciones con materiales que contengan asbesto.

b)
Se sustituye el capítulo II-2, Construcción, prevención, detección y extinción de incendios, para actualizarlo conforme a los nuevos avances tecnológicos.


A modo de ejemplo, se establece la división del buque en zonas verticales, principalmente, mediante mamparos límite que ofrezcan una resistencia térmica y estructural. 

c)
Se sustituye totalmente el capítulo V, “Seguridad de la Navegación”, para actualizarlo conforme a las nuevas tecnologías de data y transmisión que se han ido incorporando al equipamiento de operación y de navegación del buque. A modo de ejemplo, se incorpora el Sistema de Identificación Automática del Buque (SIA) y el sistema de Registradores de Datos de la Travesía del Buque (RDT).

d)
En el capítulo IX, “Gestión de la Seguridad Operacional de los Buques”, sólo se efectúan enmiendas editoriales y de adecuación de texto.

e)
En el capítulo X, “Medidas de seguridad aplicables a las naves de gran velocidad”, se introducen enmiendas con la finalidad de incorporar la aplicación obligatoria del nuevo Código de Naves de Gran Velocidad 2000 (Código NGV 2000), exigido a aquellas naves de gran velocidad que se construyan a contar del 1º de julio del 2002.

2º
Principales enmiendas aprobadas por la resolución MSC 100 (73) al Protocolo de 1988 del Convenio Solas, 1974.


Estas enmiendas son accesorias a las de la resolución MSC 99 (73), reseñadas en el número anterior. Se enmienda el Apéndice que contiene la Certificación e Inventarios de Equipos Asociados, con el fin de compatibilizarlo con las enmiendas efectuadas al Convenio Solas, 1974, en el mismo aspecto y especificadas en el fundamento anterior de la resolución MSC 99 (73). 


Todas las enmiendas antes indicadas se consideran aceptadas el 1º de enero del 2002 y vigentes, internacionalmente, a partir del 1 de julio del 2002.

3º
Principales enmiendas dispuestas por la resolución MSC. 69 (69), de 1998. 


Estas enmiendas son de carácter técnico y de redacción, efectuadas con la finalidad de mejorar el texto de algunas reglas e introducir en otras menciones a documentos vinculados al Convenio, cuyo sentido y alcance se pasan a analizar. 

a)
En el capítulo II-1 parte “B” “Compartimentado y Estabilidad”, en la regla 14 “Construcción y Pruebas Iniciales de Mamparos Estancos”, fija una prueba con presión de agua para evaluar la estanqueidad de los mamparos estancos. Como enmienda se agregó la posibilidad de emplear otros métodos de prueba de la estanqueidad (principalmente visuales).

b)
En el capítulo IV “Radiocomunicaciones”, en la regla 1, “Ámbito de Aplicación”, que determina el ámbito de aplicación de sus disposiciones, se aclara que lo que trata el capítulo no se aplicará a los buques si ya existe una disposición expresa en otro sentido. 


En la regla 5-1, (regla nueva), relativa a las “Identidades del Sistema Mundial de Socorro y Seguridad Marítimos”, se compromete a los gobiernos a registrar las identidades de llamada o número de identificación de la nave, cuando dichos equipos emitan o reciban la llamada de socorro prevista en el Sistema Mundial de Seguridad y Socorro Marítimo.


Por su parte, la regla 13, “Fuentes de Energía”, trata sobre suministro de energía eléctrica. La enmienda incorpora un receptor de navegación aprobado y exigible al buque, para armonizarla con una nueva regla 18 que se introduce al mismo capítulo.


También se modifica la regla 15, “Prescripciones relativas al mantenimiento”. La enmienda introduce un nuevo párrafo 9 que se refiere a las pruebas de funcionamiento que deben efectuarse a las radiobalizas de localización de siniestros por satélite.


Por último, se introduce una nueva regla 18, “Actualización de la situación”, que exige un equipo de radiocomunicaciones bidireccional, que sea capaz de introducir automáticamente la situación del buque al emitir una señal de alerta de socorro. 

c)
En el capítulo VI, relativo al “Transporte de Carga”, se enmienda el párrafo 6 de la regla 5, “Estiba y sujeción”, para dejar fuera de su aplicación las cargas sólidas y líquida a granel.

d)
En el capítulo VII, concerniente al “Transporte de Mercancías Peligrosas”, se suprime el párrafo 6 de la regla 5, eliminando la mención a un certificado que no correspondía propiamente a mercancías peligrosas.


Asimismo, en el párrafo 6 de la regla 6, que se refiere a la estiba y sujeción de la carga peligrosa en general, se deja fuera de la aplicación del párrafo, a las cargas sólidas y líquidas a granel.

4º
Principales enmiendas dispuestas por la resolución MSC 87 (71)), de 1999.


Estas enmiendas son el resultado de un largo proceso originado en 1993, debido al transporte de combustible nuclear irradiado, plutonio y desechos de alta actividad en bulto a bordo de los buques; transporte no regulado. Ellas incorporan en el capítulo VII, “Transportes de Mercancías Peligrosas”, una parte D sobre “Prescripciones especiales para el transporte de combustible nuclear irradiado, plutonio y desechos de alta actividad en bulto o a bordo de los buques”, dando transparencia a una actividad que operaba fuera de prescripciones internacionales comunes.


Sólo estaba regulado el transporte de mercancías peligrosas de baja radiactividad, por efecto de dicho capítulo y el “Código Internacional de Transporte de Mercancías Peligrosas”, vinculado al mismo.

5º
Enmiendas aprobadas por la resolución MSC. 91 (72), de 2000.


Estas enmiendas son de carácter menor e inciden en la regla 28, párrafo 2. Su objeto es liberar a los buques de pasaje de la obligatoriedad de tener una zona de aterrizaje y de evacuación de helicópteros, dejando dicha prescripción aplicable sólo a buques de pasaje de trasbordo rodado.


También modifican el Apéndice del Convenio sobre certificados de seguridad internacionales, para hacer extensivo los certificados de seguridad de construcción y de equipo para buques de carga, a los buques graneleros.

6º)
Lo principal de las enmiendas dispuestas por resolución MSC. 92 (72). de 2000.

Estas enmiendas son complementarias de la anterior, ya que tienen por objeto enmendar el Protocolo de 1988, haciendo extensiva la tipificación de los buques graneleros a los certificados internacionales de seguridad para los buques de carga.

7º
Lo principal de las enmiendas al anexo de Solas 1974, dispuestas por la resolución 1, de 2002, de la Conferencia de los Gobiernos Contratantes de Solas, 1974, celebrada entre los días 9 y 12 de diciembre de 2002.

a)
En el capítulo V, “Seguridad de la Navegación”, se introducen modificaciones a la regla 19, “Prescripciones relativas a los sistemas y aparatos náuticos que se han de llevar a bordo”, para adelantar la fecha a partir de la cual los buques que efectúen navegación marítima internacional y que tengan un arqueo bruto igual o superior a 300, pero inferior a 50.000, y que no sean de pasaje ni buques tanques, deben contar con el dispositivo denominado “Sistema de Identificación Automática” (SIA), haciendo obligatoria su implementación a más tardar el 31 de diciembre de 2004.

b)
En el capítulo XI, “Medidas especiales para Incrementar la Seguridad Marítima”, el actual capítulo XI pasa a denominarse Capítulo XI-1 y se le introducen las siguientes modificaciones:


En la regla 3, “Número de identificación del buque”, se establece una nueva exigencia para buques de pasaje de arqueo bruto igual o superior a 100 y para los buques de carga de arqueo bruto igual o superior a 300, que efectúen viajes internacionales, consistente en la obligación de tener marcado permanentemente el número de identificación del buque en lugares visibles en el exterior del mismo, y en lugares fácilmente accesibles en su interior.


En la regla 5, “Registro sinóptico continuo”, se incorpora una nueva regla que establece, para todos los buques a los que se aplica el capítulo I, la obligación de disponer de un Registro Sinóptico Continuo, documento cuya finalidad es que exista a bordo un historial referido a información necesaria para identificar el buque, sus propietarios, armadores y Estado de abanderamiento.

c)
Se agrega un capítulo XI - 2, “Medidas Especiales para Incrementar la Protección Marítima”, aplicable, entre otros a los buques de pasaje y a los de carga de arqueo bruto igual o superior a 500, que estén dedicados a viajes internacionales. Se excluye de su aplicación, en general, a los buques que estén exclusivamente dedicados a servicios gubernamentales de carácter no comercial.


Consta de 13 reglas, en las que se establecen los lineamientos generales bajo los cuales se desarrolla un sistema, que operando a nivel internacional, permita la adopción de medidas de seguridad adecuadas y proporcionadas para enfrentar coordinadamente las nuevas amenazas de actos ilícitos, en especial, terroristas.


Así, a modo de ejemplo, los Gobiernos Contratantes establecerán los niveles de protección; podrán exigir a los buques que deseen entrar en sus puertos, que faciliten información conducente a verificar el cumplimento de las disposiciones de este capítulo; todos los buques a los que sea aplicable este capítulo, estarán sujetos a un control, cuando se encuentren en un puerto de otro Gobierno Contratante, y deberán estar provistos de un sistema de alerta de protección, que, al activarse, inicie y transmita automáticamente la alarma correspondiente.


Por último, se declara expresamente que nada de lo dispuesto en el presente capítulo irá en detrimento de los derechos y obligaciones de los Estados en virtud del derecho internacional.

III. RESEÑA DEL CÓDIGO INTERNACIONAL PARA LA PROTECCIÓN DE LOS BUQUES DE LAS INSTALACIONES PORTUARIAS (PBIP).


El Código Pbip, aprobado por la resolución 2 de la Conferencia de los Gobiernos Contratantes de Solas, 1974, antes señalada, se compone de una parte A, cuyas disposiciones tendrán carácter obligatorio, y una parte B, que tendrá el carácter de recomendación para la aplicación de la parte A.


Este instrumento, define funciones y responsabilidades de los Gobiernos Contratantes, organismos gubernamentales, administraciones locales y sectores navieros y portuarios, con el objeto de garantizar la protección marítima, mediante la recopilación e intercambio eficaz y oportuno de la información relacionada con protección.


Ofrece una metodología; establece niveles de protección; establece la exigibilidad de planes de protección para los buques e instalaciones portuarias; el plan de protección del buque y sus cambios deben ser aprobados por el Gobierno Contratante. Este plan tendrá un carácter reservado.


La evaluación de protección de la instalación portuaria debe ser realizada o aprobada por el Gobierno Contratante en cuyo territorio esté situada.


Basada en la evaluación señalada, se elaborará y mantendrá un plan de la instalación portuaria, el cual es reservado.


Se establecen los cargos y responsabilidades, tanto en torno a elaboración, implantación, mantenimiento, revisión y actualización de los planes de protección del buque e instalaciones portuarias, como para la coordinación entre ellos. 


Se indica que los Gobiernos Contratantes deberán someter a prueba, en la medida que lo estimen oportuno, la eficacia de los planes de protección de los buques y de las instalaciones portuarias que hayan aprobado.


Efectuadas las verificaciones pertinentes, el Gobierno Contratante expedirá o refrendará un Certificado Internacional de Protección del Buque, el que tendrá una duración máxima de 5 años. Se contempla la posibilidad de emitir certificados provisionales.


Se señalan las tareas que los Gobiernos Contratantes pueden delegar en “Organizaciones de Protección Reconocidas”.
IV. DECISIONES DE LA COMISIÓN.

a)
Personas escuchadas por la Comisión.


Durante el estudio de los proyectos de acuerdo en informe, la Comisión escuchó a los directivos de la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante (Directemar), Capitanes de Navío señores Carlos Canales Guerrero, Director de Intereses Marítimos, y Estanislao Sebeckis Arce, Subdirector de Operaciones Marítimas, quienes entregaron diversos antecedentes que, en lo sustancial, son coincidentes con las consideraciones técnicas y de mérito que justifican la decisión de S.E. el Presidente de la República de someter estos instrumentos a la aprobación de la honorable Cámara.


Por lo señalado, la Comisión decidió, por unanimidad, recomendar la aprobación de las enmiendas al Convenio Solas, 1974, y el Código Internacional para la Protección de los Buques y de las Instalaciones Portuarias (Pbip), adoptados por el Comité de Seguridad Marítima (MSC) de la Organización Marítima Internacional, mediante sus resoluciones 99 (73) y 100 (73), de 2000; 69 (69), de 1998; 87 (71), de 1999; 91 (72) y 92 (72), de 2000, y por la Conferencia de los Gobiernos Contratantes de Solas, 1974, en sus resoluciones 1 y 2, de 2002, sometidas a la consideración de la honorable Corporación mediante los proyectos de acuerdo boletines Nºs. 3512-10, 3514-10 y 3516-10, respectivamente.


Para tales efectos la Comisión propone adoptar, en votación única o votaciones separadas, los artículos únicos de los proyectos de acuerdos señalados, en los mismos términos en que los formulan los mensajes; es decir, en los siguientes:

1º
Artículo único de proyecto de acuerdo boletín Nº 3512-10: 


“Artículo único.- Apruébanse las Enmiendas al Anexo del Convenio Internacional para la Seguridad de la Vida Humana en el Mar, Solas 1974, y el Código Internacional para la Protección de los Buques y de las Instalaciones Portuarias PBIP, adoptados mediante las Resoluciones 1 y 2, respectivamente, de fecha 12 de diciembre de 2002, de la Conferencia de los Gobiernos Contratantes de dicho Convenio Internacional, celebrada entre los días 9 y 12 de diciembre de 2002.”.

2º
Artículo único de proyecto de acuerdo boletín Nº 3514-10:


“Artículo único.- Apruébanse las Enmiendas al Convenio Internacional para la Seguridad de la Vida Humana en el Mar, Solas 1974, adoptadas por el Comité de Seguridad Marítima de la Organización Marítima Internacional mediante las siguientes Resoluciones: MSC 69 (69), de 18 de mayo de 1998; MSC. 87 (71), de 27 de mayo de 1999, y MSC. 91 (72) y MSC. 92 (72), de 26 de mayo de 2000.”.

3º
Artículo único de proyecto de acuerdo boletín Nº 3516-10:


“Artículo único.- Apruébanse las Enmiendas al Convenio Internacional para la Seguridad de la Vida Humana en el Mar, 1974, enmendado, adoptadas por el Comité de Seguridad Marítima de la Organización Marítima Internacional mediante la Resolución MSC. 99 (73), de 5 de diciembre de 2000, y las Enmiendas al Protocolo de 1988, relativo al Convenio Internacional para la Seguridad de la Vida Humana en el Mar, 1974, enmendado, adoptadas por el Comité de Seguridad Marítima de la Organización Marítima Internacional mediante la Resolución MSC. 100 (73), de 5 de diciembre de 2000.”.


Concurrieron a la unanimidad con que la Comisión aprobó estos proyectos, los votos de la honorable diputada Allende Bussi, doña Isabel (Presidenta de la Comisión), y de los honorables diputados integrantes Bayo Veloso, don Francisco; Jarpa Wevar, don Carlos Abel; Leay Morán, don Cristián; Masferrer Pellizzari, don Juan; Riveros Marín, don Edgardo y Villouta Concha, don Edmundo.

B)
Designación de diputado informante.


Esta nominación recayó, por unanimidad, en la honorable diputada Pérez San Martín, doña Lily.

C)
Menciones reglamentarias.


Las enmiendas y el Convenio internacionales aprobados por los proyectos de acuerdo en informe, no contienen disposiciones que merezcan las menciones reglamentarias ordenadas por los Nºs. 2 y 4 del artículo 287 del Reglamento de la honorable Cámara.

-o-


Discutidos y despachados en sesión celebrada el 18 de mayo de 2004, con asistencia de las honorables diputadas Allende Bussi, doña Isabel (Presidenta de la Comisión), y Pérez San Martín, doña Lily; y de los honorables diputados integrantes Bayo Veloso, don Francisco; Ibáñez Santa María, don Gonzalo; Jarpa Wevar, don Carlos Abel; Leay Morán, don Cristián; Masferrer Pellizzari, don Juan; Mora Longa, don Waldo; Riveros Marín, don Edgardo; Tarud Daccarett, don Jorge, y Villouta Concha, don Edmundo.


Sala de la Comisión, a 18 de mayo de 2004.


(Fdo.): FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA, Abogado Secretario de la Comisión”.

20. Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia recaido en el proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.600, en lo relativo al procedimiento de interdicción de los discapacitados mentales. (boletín N° 2972-07) (S)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia viene en informar el proyecto de ley referido en el epígrafe, en segundo trámite constitucional, iniciado en una moción de los senadores señores Ávila, Bombal, Parra, Silva y Viera-Gallo, para cuyo despacho el Ejecutivo hizo presente la urgencia con fecha 18 de mayo de 2004, en carácter de “suma”.

-o-

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS

1)
La idea matriz o fundamental del proyecto es permitir que el padre o madre de las personas inscritas en el Registro Nacional de la Discapacidad, como discapacitados mentales, soliciten al juez en un procedimiento no contencioso, la declaración de interdicción por demencia de ellas y su nombramiento como curador definitivo de las mismas.

2)
Normas de carácter orgánico constitucional.


No hay.
3)
Normas de quórum calificado.


No hay.

4)
Normas que requieren trámite de Hacienda.


No hay normas que requieran de este trámite.

5)
El proyecto fue aprobado, en general y particular, por la unanimidad de los diputados integrantes presentes.

-o-


Durante el análisis de esta iniciativa legal concurrió, especialmente invitado por la Comisión, el senador Enrique Silva Cimma quien, como co-patrocinante del proyecto, expuso los fundamentos y razones que lo justifican.


Asimismo, la Comisión escuchó a la Secretaria Ejecutiva del Fondo Nacional de la Discapacidad, señora Andrea Zondek Darmstadter y a la abogada asesora de dicha Institución, señora Luisa Revertía Beltrán. 

I. ANTECEDENTES.

Breve reseña de la situación jurídica actual del discapacitado mental.


La legislación especial aplicable a personas con discapacidad mental está constituida por la ley Nº 18.600, sobre deficientes mentales; la ley Nº 19.284, que establece normas para la plena integración de personas con discapacidad y, el decreto supremo Nº 48, de 1993, de Trabajo y Previsión Social. Asimismo, el Código Civil consagra normas referidas a los dementes, en los artículos 1447 y 456 al 468.


La ley Nº 18.600 establece normas que tienen por objeto resguardar los derechos a la prevención, rehabilitación y equiparación de oportunidades del discapacitado mental, tanto respecto de su familia, de la sociedad en su conjunto y del Estado. Este último debe crear, financiar y mantener sistemas de subsidio, directos o indirectos, para las personas con discapacidad mental provenientes de familias de menores recursos o para éstas. 


A continuación, dicha ley define al discapacitado mental como aquella persona que, como consecuencia de una o más limitaciones síquicas, congénitas o adquiridas, previsiblemente de carácter permanente, vea obstaculizada, en a lo menos un tercio, su capacidad educativa, laboral o de integración social. Asimismo, clasifica la discapacidad mental en los grados de discreta, moderada, grave, profunda y no especificada, y señala -en el artículo 4º- que la constatación, calificación, evaluación, declaración y certificación de la discapacidad mental se hará de acuerdo al procedimiento establecido en la ley Nº 19.284 y en el reglamento respectivo. El procedimiento establecido en dichos cuerpos normativos es de carácter administrativo, y lo realizan las comisiones de medicina preventiva e invalidez de los respectivos Servicios de Salud (Compin), a petición del afectado, de las personas que lo representan o de las que señale el reglamento
.


La ley Nº 19.284 dicta normas referidas a la discapacidad en general, no sólo a la mental, y regula -entre otras- la forma y condiciones que permitan obtener la plena integración de las personas con discapacidad en la sociedad, establece obligaciones para el Estado, y fija normas de calificación y diagnóstico de las discapacidades en un procedimiento que finaliza con la certificación de la discapacidad respectiva y la correspondiente inscripción en el Registro Nacional de la Discapacidad, que este mismo cuerpo normativo crea y regula.


El decreto supremo Nº 48, de 1993, de Trabajo y Previsión Social, que aprueba el Reglamento para la aplicación de la ley Nº 18.600, detalla que la discapacidad mental supone: a) La subnormalidad de la inteligencia, que se cuantifica con la medición del rendimiento, mediante pruebas aceptadas como válidas por la Organización Mundial de la Salud (OMS). Todo resultado inferior a 71 puntos de cuociente intelectual debe considerarse como deficiente; y b) Condiciones adaptativas deficitarias, que implican limitaciones del individuo en el aprendizaje, en la independencia personal y en la conducta social, en relación a los esperados para su edad y grupo sociocultural.


Asimismo, dicha normativa ha establecido que la clasificación de la discapacidad mental corresponde a los siguientes rangos de cuociente intelectual: discreta, de 70 a 50; moderada, de 49 a 35; grave, de 34 a 20; profunda, menos de 20 y, la no especificada, corresponde a casos en que por diversas causas ha sido imposible cuantificar el grado de deficiencia.


Una vez que se ha inscrito en el Registro Nacional de la Discapacidad el documento que certifica la discapacidad mental de una persona, se debe determinar quién lo representa, quién administra sus bienes y quién percibe los beneficios económicos que le corresponden, sea que provengan del Estado (del Instituto de Normalización Previsional u otro organismo) o de entidades privadas (Administradoras de Fondos de Pensiones u otros). La ley establece la obligación de nombrar curador para tales fines.


Por su parte, el Código Civil, en el artículo 1447 dispone que los dementes son personas absolutamente incapaces y, por tanto, sus actos no producen obligaciones, ni aún naturales. 
Los artículos 456 al 468 del mismo cuerpo legal, regulan el nombramiento de curador para el demente, para lo cual, previamente se debe provocar su interdicción judicial.


La situación en que se puede encontrar un discapacitado mental, en relación a su curaduría, es la siguiente:


-Que esté a cargo de su padre o madre. Si es menor de edad, está bajo su patria potestad o tiene curador de menores, de acuerdo a las normas del Código Civil. Si es mayor de edad, los padres deben provocar un juicio ordinario con la finalidad que se declare la interdicción por demencia y se le nombre a uno de ellos como curador definitivo, de acuerdo a los artículos 456 al 468 del Código Civil.. -Esta situación es la que propone regular de manera distinta el proyecto de ley-.

-Que esté a cargo de una persona natural o de una persona jurídica, inscritas en el Registro Nacional de la Discapacidad. El artículo 18 bis de la ley Nº 18.600 señala que la persona natural o jurídica a cuyo cargo esté, será el curador provisorio de los bienes de aquél, por el solo ministerio de la ley, hasta que se nombre un curador definitivo de acuerdo a las normas del Código Civil (en que se requerirá declaración de interdicción por demencia).


-Que esté a cargo de un tercero (no inscrito en el Registro respectivo) como puede ser un vecino. La persona natural no inscrita en el Registro Nacional de la Discapacidad, a cuyo cargo este el discapacitado mental, deberá provocar un juicio ordinario para que se declare la interdicción por demencia.


-Que esté abandonado. De acuerdo al artículo 9º de la ley Nº 18.600, el Estado se debe hacer cargo de él y, por tanto, entra a operar la segunda situación descrita con anterioridad. 

Resumen de los fundamentos del proyecto.

La Moción hace presente que la legislación vigente que regula la situación de las personas con discapacidad mental, si bien ha sido modificada en los últimos quince años, y se han dictado normas que han permitido avanzar en el rol que cabe al Estado frente a la discapacidad en los ámbitos educativo, de salud y laboral, existen numerosas falencias y lagunas legales que impiden solucionar problemas prácticos y jurídicos que se presentan en la vida de esas personas -y por ende, de sus familias-, como la relativa a la administración de los bienes.


Se señala que el artículo 1447 del Código Civil, en lenguaje decimonónico, considera a los dementes como absolutamente incapaces y, por tanto, no susceptibles de obligarse jurídicamente, ni de ejercer los derechos que les son propios, sino por medio de un representante. Luego, en los artículos 456 a 468, establece reglas especiales relativas a la curaduría del demente, y estatuye que “el adulto que se halle en un estado habitual de demencia, deberá ser privado de la administración de sus bienes, aunque tenga intervalos lúcidos”. Asimismo, indica que mientras el menor demente esté bajo patria potestad, podrá el padre de familia cuidar de su persona y bienes hasta la mayoría de edad, llegada la cual, se deberá provocar el juicio de interdicción, en el cual se debe comprobar, acreditar y sentenciar algo que muchas veces es de todos conocidos -como en los casos de personas con síndrome de down-: que la persona es discapacitada mental.


Dicha situación genera un conflicto para la familia del discapacitado pues debe exponerse a un proceso judicial contencioso para que se declare que su hijo o familiar es demente, produciendo estigmatización y dolor innecesarios. El respectivo juicio debe ser ordinario, de lato conocimiento, con demanda, contestación, replica, dúplica, períodos de prueba y de observaciones a la prueba, trámite para oír sentencia y finalmente, sentencia, todo lo cual, además de ser -en la mayoría de los casos- ficticio, tiene una duración aproximada de dos años.


Agrega la moción que, cuando se han discutido otros proyectos de ley -que hoy son ley
- se ha tenido como finalidad simplificar el diagnóstico y la declaración de la discapacidad por demencia, pero ha subsistido la exigencia legal de la declaración de interdicción para permitir que el curador respectivo administre los bienes del discapacitado.


El problema se ha visto incrementado producto del avance científico, en que la esperanza de vida de las personas con discapacidad ha aumentado notablemente, y ha originado que tengan una vida más larga que antaño, excediendo con mucho la mayoría de edad. Ello, hace prioritario para el legislador, señala la moción, corregir el absurdo descrito.

II. RESUMEN DEL CONTENIDO DEL PROYECTO APROBADO POR EL SENADO. 


El proyecto de ley aprobado por el Senado está constituido por un artículo único, mediante el cual se agregan los incisos segundo y tercero, nuevos, en el artículo 4º de la ley 
Nº 18.600, sobre discapacitados mentales.


El inciso segundo aprobado por el Senado tiene por objeto establecer que cuando la discapacidad mental de una persona se haya inscrito en el Registro Nacional de la Discapacidad, su padre o madre podrá solicitar al juez que, con el mérito de la certificación vigente, otorgada en conformidad al procedimiento establecido en la ley Nº 19.284, y previa audiencia del discapacitado, decrete la interdicción definitiva por demencia y nombre curador definitivo al padre o madre que lo tuviere bajo su cuidado permanente. Si el cuidado permanente lo ejercen los padres de consuno, podrá deferir la curaduría a ambos. El juez deberá proceder con conocimiento y previa citación personal y audiencia del discapacitado. 


Ahora bien, en caso de ausencia o impedimento de los padres, los parientes más cercanos podrán proceder de igual forma, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 18 bis de la ley Nº 18.600, esto es, de la calidad de curadores provisorios que puedan asumir los directores de establecimientos que tienen a su cuidado personas con discapacidad.


El inciso tercero aprobado por el Senado permite al pupilo, en cuanto su discapacidad mental no resulte inhabilitante, realizar ciertos actos, como administrar una suma de dinero que se le asigne prudencialmente por el curador, cuando ello sea posible, para sus gastos personales, y celebrar contratos de trabajo con la autorización del curador. 

III. SÍNTESIS DE LA DISCUSIÓN EN LA COMISIÓN, Y ACUERDOS ADOPTADOS. 

Discusión en general.

Intervenciones y documentos tenidos a la vista por la Comisión.

a)
La Secretaria Ejecutiva del Fondo Nacional de la Discapacidad (Fonadis), señora Andrea Zondek Darmstadter manifestó que es importante y necesario simplificar el trámite para declarar la interdicción de una persona discapacitada mental, sobre todo que en muchos casos se requiere contar con una curaduría en forma rápida. Asimismo, reconoció la necesidad de modificar las normas del Código Civil, en especial, aquellas que determinan que el demente es incapaz absoluto y, por tanto, está impedido de realizar cualquier acto que produzca efectos jurídicos y aquellas que imponen la inhabilidad para testar, para reconocer hijos y contraer matrimonio, atendido que tal normativa no es concordante con los tratados internacionales aprobados y ratificados por Chile; que buscan la plena integración -y autonomía, dentro de lo posible- de las personas discapacitadas; tampoco lo es con la legislación vigente sobre discapacidad, la cual reconoce grados distintos que van desde la profunda hasta la leve. La declaración de interdicción debiera tomar en consideración dicha gradualidad.


Indicó, por otro lado, que la legislación debe prever la situación que ocurre en la realidad, en que los discapacitados no siempre están a cargo de un familiar directo, sino que en muchos casos viven de allegados o se encuentran internados en instituciones, lo cual debe ser asumido por la ley, de tal manera de contemplar los resguardos necesarios que impidan posibles abusos de terceros en contra de estas personas con discapacidad mental.


Hizo presente que, a su juicio, el proyecto debiera intentar dar solución a diversos otros problemas que aquejan a los discapacitados, como aquellos que dicen relación con las normas que permiten su contratación sin respetar el sueldo mínimo vigente. El proyecto tampoco se hace cargo, señaló, de la posibilidad de reevaluar la interdicción, atendido el desarrollo que cada día experimentan la ciencia, la farmacología y las técnicas de rehabilitación.

-o-


Con posterioridad a la sesión en que concurrió a esta Comisión, la Secretaria Ejecutiva de Fonadis envió un documento que se tuvo a la vista, en la cual se propone un procedimiento para declarar la interdicción y nombramiento de curador definitivo de personas con discapacidad mental, el cual es de carácter contencioso
.

-o-

b)
El senador Enrique Silva Cimma, manifestó que la iniciativa legal en estudio es simple, pero que propone regular un problema práctico que requiere solución urgente. 


Hizo presente que se han dictado varias leyes en materia de discapacidad. Una de ellas es la ley N° 18.600, de 1987, que incluso siguió refiriéndose a la voz ‘dementes’. Luego, se promulgaron las leyes Nº 19.284 y la 19.735, durante el Gobierno del ex Presidente Patricio Aylwin en que se establecieron normas tendientes a mejorar la situación y facilitar la integración social de las personas con discapacidad. Sin embargo, quedó pendiente un tema no solucionado oportunamente, y eso es lo que aborda y propone remediar este proyecto de ley.


Manifestó que en la actualidad resulta habitual que los jóvenes discapacitados queden huérfanos de padre y/o madre, porque ha aumentado su promedio de vida hasta superar los 50 años, mientras que antaño era sólo de 20. Antiguamente, lo habitual era que los discapacitados fallecían antes que los padres, de modo que no quedaban nunca desamparados, pero ahora la situación es distinta. 


Recordó que la ley dispone que las personas con discapacidad mental grave o profunda quedan a cargo de su familia, pero si el hogar propio no los puede cobijar, contempla la existencia de establecimientos especiales, que estarán bajo la tuición de los Ministerios de Salud y Justicia, según corresponda. En esta última situación, se prevé la curaduría provisoria de bienes a cargo de dichas instituciones. Sin embargo, cuando se trata de discapacitados mentales que están a cargo de sus padres, se debe aplicar la normativa vigente en el Código Civil, (artículos 1447 y 456 al 468) en virtud de la cual se debe provocar un juicio de interdicción para que se declare la demencia del hijo. El problema radica en que esa declaración se obtiene luego de un juicio ordinario en que el padre o madre demanda -artificialmente- al hijo discapacitado mental, todo lo cual implica no sólo aumentar los dolores propios de la familia sino que incurrir en gastos, a su juicio, innecesarios. 


El proyecto de ley propone salvar un problema que requiere urgente solución y que afecta a los discapacitados mentales mayores de 18 años, de tal manera de reemplazar el procedimiento actualmente vigente, para declarar la interdicción mediante juicio ordinario de carácter contencioso, por uno de jurisdicción voluntaria. Para estos efectos, se hacen aplicables las normas vigentes en la ley Nº 19.284 referidas a la acreditación y certificación de la discapacidad mental respectiva realizadas por la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez, dependientes del Ministerio de Salud, y la inscripción en el Registro Nacional de Discapacitados a cargo del Servicio de Registro Civil e Identificación, para que el juez los tenga a la vista al momento de resolver, además de requerir la presencia y audiencia del discapacitado afectado.


Mencionó que conocía las propuestas efectuadas por el Fondo Nacional de la Discapacidad (Fonadis) y las considera positivas, en cuanto plantea principios concordantes con la integración progresiva de los discapacitados a la sociedad en forma lo más normal posible, como permitir el trabajo remunerado sin hacer diferencias referidas al sueldo mínimo, también alude a la inconveniencia que se les declare interdictos pues eso los estigmatiza; sin embargo, señaló, se trata de una propuesta ambiciosa y más amplia que la del proyecto de ley, que demandará un mayor estudio, discusión y tiempo, pues parte de la base de considerar a estas personas como normales, pero que en la realidad se hace difícil que efectúen trabajos con sujeción a las reglas generales aplicables al resto de los trabajadores, pues la capacidad de ésos difiere de la de éstos.


Finalizó su intervención solicitando a la Comisión aprobar el proyecto de ley en estudio pues viene a solucionar un problema que es actual y que afecta a muchas personas discapacitadas mentales que, por carecer de un curador definitivo, se ven impedidas de percibir los frutos de la administración de sus bienes y los beneficios que les corresponden provenientes de entidades estatales o privadas.


Consultado sobre la equivalencia existente entre los términos “discapacidad mental” y “demencia” explicó que, efectivamente, la siquiatría moderna ha separado ambos conceptos pues el primero corresponde al género, siendo el segundo un tipo particular de discapacidad; la legislación nacional reciente ha recogido dicha situación y ha ido reemplazando las expresiones deficiencia mental y demencia por discapacidad mental, subentendiendo que la demencia constituye una especie de aquella. Sin embargo, el legislador chileno no se ha hecho cargo de tal situación, y no ha efectuado las modificaciones pertinentes en la normativa del Código Civil, lo que ha producido que muchos discapacitados mentales, y sus familias, sufran las consecuencias de tal dejación. 

Votación en general del proyecto.


La Comisión, compartiendo los objetivos y fundamentos tenidos en consideración por la moción, y luego de recibir las opiniones, explicaciones y observaciones de las personas e instituciones individualizadas precedentemente, que permitieron a sus miembros conocer en mejor forma las deficiencias y problemas que se derivan de la normativa legal vigente, procedió a dar su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de los diputados presentes.

B)
Discusión en particular.


El texto propuesto por el Senado consta de un artículo único, mediante el cual se agregan dos nuevos incisos al artículo 4º de la ley Nº 18.600, sobre discapacitados mentales, con la finalidad de permitir que un padre o madre que tenga a su cuidado un hijo cuya discapacidad mental ha sido declarada e inscrita en el Registro Nacional de la Discapacidad, solicite al juez que, previa audiencia de la persona con discapacidad, decrete su interdicción por demencia y le nombre su curador definitivo. Si el cuidado permanente lo ejercen ambos padres de consuno, se podrá deferir la curaduría a ambos. En caso de ausencia o impedimento de los padres, los parientes más cercanos podrán proceder de igual forma.


Además, en aquellos casos en que la interdicción por discapacidad mental no alcance a ser inhabilitante, se permite que el pupilo realice ciertos actos patrimoniales de administración y disposición de sus bienes. Asimismo, se permite que la persona interdicta celebre contratos de trabajo con la autorización del curador.


Los diputados miembros de la Comisión estuvieron contestes en que la norma propuesta, si bien no soluciona en forma omnicomprensiva el tema de la discapacidad mental, al menos permite dar solución a un problema puntual que aqueja a un gran número de personas. Se estimó adecuado que la disposición contemple la intervención judicial pero en un procedimiento de carácter voluntario, que no implique un desgaste emocional y económico innecesarios para la familia, ni obligue a los tribunales a resolver una confrontación ficticia entre partes, esto es, entre el discapacitado y los propios padres o, en su caso, los familiares directos, quienes ya efectuaron los trámites conducentes a la declaración de la discapacidad mental y ahora requieren la interdicción. Asimismo, la norma contribuye a insertar al discapacitado mental en forma concreta a la sociedad, permitiendo que realice un trabajo y que pueda contar con una suma de dinero para solventar sus gastos personales, cuando ello sea posible.


Se aprobó por unanimidad la norma propuesta por el Senado.
IV. INDICACIÓN DE ARTÍCULOS QUE EL SENADO CALIFICÓ COMO NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO CONSTITUCIONAL, Y LA DE AQUELLOS QUE LA COMISIÓN OTORGUE ESE CARÁCTER.


No hay.

V. ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.


No hay.

VI. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADAS POR LA COMISIÓN.


No hay.

VII. MENCIÓN DE ADICIONES Y ENMIENDAS QUE LA COMISIÓN APROBÓ EN LA DISCUSIÓN PARTICULAR.


No hay.

-o-

VIII. TEXTO DEL PROYECTO DE LEY TAL COMO QUEDARÍA EN VIRTUD DE LOS ACUERDOS ADOPTADOS POR LA COMISIÓN.


“Artículo Único.- Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, en el 
artículo 4º de la ley Nº 18.600, sobre deficientes mentales:


“Cuando la discapacidad mental de una persona se haya inscrito en el Registro Nacional de la Discapacidad, su padre o madre podrá solicitar al juez que, con el mérito de la certificación vigente de la discapacidad, otorgada de conformidad al Título II de la ley Nº 19.284, y previa audiencia de la persona con discapacidad, decrete la interdicción definitiva por demencia y nombre curador definitivo al padre o madre que la tuviera bajo su cuidado permanente. Si el cuidado permanente lo ejercen los padres de consuno, podrá deferir la curaduría a ambos. El juez procederá con conocimiento y previa citación personal y audiencia del discapacitado. En caso de ausencia o impedimento de los padres, los parientes más cercanos podrán proceder de igual forma, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 18 bis.


Se aplicará a la persona discapacitada interdicta lo que prevén los artículos 440 y 453 del Código Civil para la guarda del menor adulto y del disipador, respectivamente. La suma de dinero que se asigne al discapacitado para sus gastos personales podrá ser fijada prudencialmente por el mismo curador, de acuerdo con su grado de discapacidad. La persona interdicta podrá celebrar contratos de trabajo con la autorización del curador.”.”.

-o-


Se designó diputado informante al señor Nicolás Monckeberg Díaz.


Sala de la Comisión, a 19 de mayo de 2004.


Tratado y acordado, según consta en las actas correspondientes a las sesiones de los días 21 de enero, 2 de marzo y 12 y 19 de mayo de 2004, con asistencia de los diputados señores Juan Bustos Ramírez (Presidente), Pedro Araya Guerrero, Gabriel Ascencio Mansilla, Jorge Burgos Varela, Guillermo Ceroni Fuentes, Marcela Cubillos Sigall, María Pía Guzmán 
Mena, Zarko Luksic Sandoval, Nicolás Monckeberg Díaz, Darío Paya Mira, Aníbal Pérez Lobos, Víctor Pérez Varela, Laura Soto González y Gonzalo Uriarte Herrera.


(Fdo.): ANA MARÍA SKOKNIC DEFILIPPIS, Abogado Secretaria de Comisiones”.
21. Segundo Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de ley que introduce adecuaciones de índole tributaria e institucional para el fomento de la industria de capital de riesgo y continúa con la modernización del mercado de capitales. (boletín Nº 3278-05)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Hacienda pasa a informar el proyecto de ley mencionado en el epígrafe, en cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y conforme a lo dispuesto en los artículos 220 y siguientes del Reglamento de la Corporación.

I. CONSTANCIAS PREVIAS.

1.
Tramitación del proyecto.


En sesión 64ª., de 30 de marzo de 2004, la Sala de la Corporación aprobó en general el proyecto, siendo enviado a esta Comisión para su segundo informe.


En este trámite sólo fueron sometidas a discusión y votación las indicaciones formuladas al texto aprobado por la Comisión en su primer informe, dándose por aprobadas en los mismos términos en que lo fueron en el primer informe las disposiciones que no han sido modificadas expresamente.


Por su parte, los artículos 14, 15 y 16 que se someten a consideración de la Comisión corresponden a las modificaciones propuestas por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia a dichos artículos, según consta del informe de 13 de enero de 2004.

2.
Disposiciones que no han sido objeto de modificaciones ni de indicaciones.


El artículo 1°, letra b); el artículo 2°; el artículo 3° numerales 4), 5), 6), 7), 8), 9) y 10); el artículo 4° numerales 2), 5), 6) letra a), 7) letras b) y c), 10) que pasa a ser 9) y 11) que pasa a ser 10); el artículo 5° numerales 3) que pasa a ser 4), 4) que pasa a ser 5), 5) que pasa a ser 6), 7) que pasa a ser 8), 8) que pasa a ser 9) y 9) que pasa a ser 10); el artículo 6°; el artículo 7° numerales 1), 3), 6), 11) que pasa a ser 10), 12) que pasa a ser 11), 13) que pasa a ser 12), 14) que pasa a ser 13), 17) que pasa a ser 22) y 18) que pasa a ser 23); el artículo 8° numerales 4) que pasa a ser 2), 14) que pasa a ser 13), 16) que pasa a ser 15), y 17) que pasa a ser 16); el artículo 9° numerales 1) que pasa a ser 2, 2) que pasa a ser 3), 3) que pasa a ser 4), 4) que pasa a ser 5), 5) que pasa a ser 6), 6) que pasa a ser 7), 7) que pasa a ser 8), 8) que pasa a ser 9); el artículo 11 numerales 1), 2), 3), 4), 5), 6), 8) y 9); el artículo 12 numerales 1), 2), 3) y 4); el artículo 13; el artículo 17, el artículo 18, y los artículos 1° a 3° transitorios.

3.
Disposiciones modificadas.


El artículo 1°, letra a); el artículo 3° numerales 2) y 3); el artículo 4° numerales 1), 3), 4), 6) letras b) y d); 7) letra a); 8), 9) y 12) que pasa a ser 11); el artículo 5° numerales 1), 2) que pasa a ser 3) y 6) que pasa a ser 7); el artículo 7° numerales 2), 4), 5), 8) que pasa a ser 7), 9) que pasa a ser 8), 10) que pasa a ser 9); el artículo 8° numerales 3) letra b) que pasa a ser 1), 5) que pasa a ser 3), 6) que pasa a ser 4), 12) que pasa a ser 10), 13) que pasa a ser 11), y 15) que pasa a ser 14); el artículo 10; el artículo 12 numeral 5); el artículo 14; el artículo 15, y el artículo 16.

4.
Disposiciones suprimidas.


El artículo 7° numerales 7), 15) antiguo, 16 antiguo, y 19 antiguo; el artículo 8° numeral 1), 2), 3) letra a), 5) letra b) antiguo, 7) antiguo, 8) antiguo, 9) antiguo, 10) antiguo, 11) antiguo y 18).

5.
Disposiciones nuevas introducidas.


El número 2) del artículo 5°; los números 17) al 22) que pasan a ser 16) a 21) del artículo 7°; los números 8) que pasa a ser 5), 9) que pasa a ser 6), 11) que pasa a ser 7), 12) que pasa a ser 8), 13) que pasa a ser 9) y 17) que pasa a ser 12) del artículo 8°; el número 1) del artículo 9°; el artículo 19, el artículo 20, y el artículo 4° transitorio.

6.
Disposiciones e indicaciones rechazadas.


De los diputados señores Álvarez, Dittborn, Kuschel y Von Mühlenbrock al número 1) del artículo 3°, para modificarlo.


Del diputado señor Hidalgo al número 6) letras b) y c) del artículo 4°, para reemplazarlas.


De los diputados señores Álvarez y Cardemil a los números 9) y 10) del artículo 9°, para suprimirlos.


De los diputados señores Álvarez y Cardemil a las letras b) y c) del número 1) del artículo 10, para suprimirlas.


De los diputados señores Álvarez y Cardemil al número 7) del artículo 11, para suprimirlo.
7.
Indicaciones declaradas inadmisibles


Del diputado señor Lorenzini para agregar un artículo 16, por involucrar mayor gasto fiscal.


De los diputados señores Álvarez-Salamanca, Jaramillo, Kuschel y Urrutia al artículo 18, para incorporar normas que no forman parte de las ideas matrices.

8.
Disposiciones aprobadas que requieren quórum especial para su aprobación

a)
de ley orgánica constitucional


-los numerales 1) y 3) del artículo 3° (artículo 97 de la Constitución Política).


-el inciso tercero del artículo 28 incorporado en el artículo 16 (artículo 74 de la Constitución Política).

b)
de quórum calificado


-las letras b) y d) del numeral 6) del artículo 4° (número 23 del artículo 19 de la Constitución Política).


-las letras a), b) y c) del número 7) del artículo 4° (número 23 del artículo 19 de la Constitución Política).


-el artículo 38 incorporado en el numeral 8) del artículo 4° (número 23 del artículo 19 de la Constitución Política).


-los numerales 1), 4), letras a) y b) del 5), 6) letra d) y 7) letra a) del artículo 5° (número 23 del artículo 19 de la Constitución Política).


-el numeral 4) letra b) del artículo 7° (número 23 del artículo 19 de la Constitución Política).


-el numeral 3) letra a) del artículo 12 (número 23 del artículo 19 de la Constitución Política).


-el numeral 4) del artículo 13 (número 23 del artículo 19 de la Constitución Política).

II. DISPOSICIONES LEGALES QUE EL PROYECTO MODIFICA.

1)
El artículo 18° quater del decreto ley N° 824, de 1974, sobre Impuesto a la Renta;

2)
El artículo 9° del decreto ley N° 3.475, de 1980, sobre el Impuesto de Timbres y Estampillas;

3)
El decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, Ley General de Bancos;

4)
El decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931, Ley sobre Compañías de Seguros;

5)
El decreto ley N° 3.500, de 1980, sobre el Nuevo Sistema de Pensiones;

6)
La ley Nº 19.795, que modificó el decreto ley Nº 3.500, en materia de inversión de los Fondos de Pensiones, de 28 de febrero de 2002.

7)
La ley N° 18.045 sobre Mercado de Valores;

8)
La ley N° 18.046 sobre Sociedades Anónimas;

9)
La ley N° 18.815 sobre Fondos de Inversión;

10) El decreto ley N° 3.538 sobre Superintendencia de Valores y Seguros;

11) La ley N° 18.876 sobre Depósito y Custodia de Valores;

12) El decreto ley N° 1.328 de Fondos Mutuos;

13) La ley N° 19.281, que contiene normas sobre Fondos para la Vivienda;

14) El artículo 2.489 del Código Civil;

15) La ley Nº 18.175, que modifica la Ley de Quiebras y fija su nuevo texto;

16) El Código de Comercio, y

17) Además, se crea una nueva ley que regula la institución jurídica de la prenda sin desplazamiento.

-o-


Asistieron a la Comisión durante el estudio del proyecto los señores Gustavo Arriagada, Intendente de Bancos; Andrés Cuneo, Fiscal de la Superintendencia de AFP; Ignacio Errázuriz, Director Jurídico de la Superintendencia de Bancos; Robert Rivas, Jefe del Departamento de Análisis y Estadísticas de la Superintendencia de AFP; Heinz Rudolph, Max Spiess, Pablo Cruzat y Mariano Soto, Asesores del Ministerio de Hacienda; Pablo Mattar, Asesor del Banco Central de Chile y Francisco Silva, Asesor de la Superintendencia de Valores y Seguros. También colaboraron con el estudio de la Comisión el señor Axel Buchheister, Asesor del Instituto Libertad y Desarrollo y la señora Andrea Barros, Asesora de la Fundación Jaime Guzmán.

III. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN PARTICULAR DE INDICACIONES.


La Comisión se pronunció en este trámite respecto de las indicaciones presentadas en Sala y en la propia Comisión, tanto por diputados, como por el Ejecutivo; así como, respecto de la proposición formulada por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia. Las indicaciones parlamentarias que aparecen retiradas lo fueron como consecuencia de perfeccionamientos logrados de común acuerdo con el Gobierno.

Al artículo 1°


El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar la letra a) de este artículo, por la siguiente:

a)
Agrégase en el artículo 2°, el siguiente inciso segundo al N° 6:


“Para todos los efectos de esta ley, las sociedades por acciones reguladas por el párrafo octavo del título séptimo del Código de Comercio se considerarán anónimas en la medida en que cuenten con dos o más accionistas.”.


El señor Heinz Rudolph señaló que la indicación tiene por objeto que las sociedades de responsabilidad limitada por acciones tributen como anónimas, sólo en el caso que cuenten con dos o más accionistas.


Puesta en votación esta indicación fue aprobada por unanimidad.

Al artículo 3°


De los diputados señores Álvarez y Cardemil al número 1) para reemplazarlo por el siguiente:


“La Superintendencia tendrá la fiscalización de las empresas cuyo giro consista en la emisión u operación de tarjetas de crédito o de cualquier otro sistema similar, siempre que mantengan compromisos con terceros no relacionados. Sin embargo, el Banco Central podrá eximir de dicha fiscalización a aquellas empresas cuyos compromisos sean inferiores, en promedio, a diez mil unidades de fomento.


En virtud de la facultad que se le concede a la Superintendencia conforme al inciso anterior, ésta sólo podrá:

1)
Exigir a dichas empresas la presentación de sus estados financieros;

2)
Revisar los estados financieros; y,

3)
Solicitar complementos o aclaraciones cuando su contenido fuere incompleto o dudoso.”.


Los diputados señores Álvarez y Cardemil retiraron en la Comisión la indicación anterior.


Los diputados señores Álvarez, Dittborn, Kuschel y Von Mühlenbrock, formularon una indicación para insertar en el Nº 1) del artículo 3º, la siguiente oración, después de la expresión “medio de pago” y antes del punto seguido (.): “y que se configure una relación de crédito entre el aceptante y el emisor, cuando éstos no sean personas relacionas.”.


El diputado Álvarez, don Rodrigo, afirmó que el tema de la regulación de las tarjetas de crédito de las casas comerciales ha sido objeto de discrepancias por distintas razones; sin embargo, a su juicio, existiría una diferencia sustancial entre los distintos tipos de tarjetas que operan en el mercado que es imprescindible tener a la vista a la hora de legislar en la materia. Así, por una parte están las que tienen por finalidad otorgar un crédito, y por otra, las que constituyen avances en efectivo. Agregó que lo determinante es que pueda haber un riesgo para el mercado, lo que sucede sólo en el primer caso.


El señor Heinz Rudolph expresó que, en la actualidad, la Ley de Bancos permite la supervisión de este tipo de tarjetas de crédito por parte de la Superintendencia del ramo; sin embargo, cree que si efectivamente esas facultades fuesen ejercidas, lo más probable es que las casas comerciales impugnarían las medidas ante los tribunales de justicia, tornando imposible el ejercicio de aquéllas.


Planteó que, a su juicio, la quiebra de una de estas grandes casas comerciales puede generar un riesgo sistémico al mercado; particularmente, las que han celebrado contratos de uso de sus respectivas tarjetas de crédito con otros establecimientos comerciales.


Destacó que el rol del Banco Central de Chile es velar por que no haya riesgo sistémico. Sostuvo que, de acogerse la indicación parlamentaria, se complejizaría mucho la aplicación de las normas, puesto que se podría recurrir a los tribunales de justicia y con ello dilatar cualquier medida que se adopte. Asimismo, puntualizó que determinar cuándo se está en presencia de un crédito y cuándo de un avance en dinero también sería muy engorroso.


Señaló por último, que el Banco Central de Chile podría excluir de la fiscalización a ciertas entidades que no cumplan con los requisitos que él determine y ello no requeriría de una precisión legal. Postuló que el espíritu de la indicación de los parlamentarios de Oposición es correcto, pero considera que el remedio propuesto puede terminar siendo peor que la enfermedad.


Puesta en votación la indicación precedente fue rechazada por 4 votos a favor y 5 votos en contra.

Al número 2)


Los diputados señores Álvarez y Cardemil formularon una indicación para suprimir este numeral, la cual fue posteriormente retirada.


El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar el numeral 2) de la siguiente forma:

2)
Introdúcese el siguiente artículo 18 bis:


“Artículo 18 bis.- Los Superintendentes de Bancos e Instituciones Financieras, de Valores y Seguros y de Administradoras de Fondos de Pensiones se reunirán en comité con la periodicidad que determinen, para los efectos de informarse y debatir asuntos de su competencia que tengan relación con las facultades y atribuciones de esas instituciones. Asimismo, con el objeto de velar por el cumplimiento de sus respectivos deberes de fiscalización podrán compartir información, excepto aquella sujeta a secreto bancario. Cuando la información compartida esté sujeta a obligación de reserva o prohibición de revelación, dicha obligación o prohibición se extenderá a aquellos que la reciban.”.


El señor Heinz Rudolph hizo presente que la información de carácter reservada que se comparta deberá ser mantenida en los mismos términos por las otras entidades.


El diputado Silva, don Exequiel, precisó que la norma que se propone responde a una de las conclusiones de la Comisión Investigadora del caso Inverlink, ya que allí se estimó necesario que se pudiese compartir oportunamente información por parte de los organismos fiscalizadores. Añadió que, no obstante lo anterior, estimaba que la norma debiera ser imperativa y no sólo facultativa.


El señor Heinz Rudoplh expresó que la disposición tiene por objeto que se comparta información y así se permita hacer un seguimiento periódico de la solvencia de los grupos económicos. Por otra parte, opinó que establecer la “obligación” y no la “facultad” de compartir información plantearía el problema de determinar qué información es la que debería compartirse. En consecuencia, le parece que la propuesta permite un grado de flexibilidad adecuado.


Puesta en votación la indicación fue aprobada por unanimidad.


El Ejecutivo formuló una indicación para insertar el siguiente numeral 3), modificándose la numeración correlativa subsiguiente:

3)
Reemplázase el artículo 35, por el siguiente:


“Artículo 35.- Cuando corresponda a la Superintendencia pronunciarse sobre la autorización de un prospecto de un nuevo banco o la adquisición de acciones de un banco existente y exista duda razonable acerca de los requisitos de solvencia e integridad a los que hace referencia el artículo 28 de este cuerpo legal, deberá consultar al Consejo del Banco central acerca de la decisión que se propone adoptar. Si la mayoría de los miembros en ejercicio del Consejo concuerda con ella, dicho acuerdo podrá servir de fundamento para la decisión que adopte la Superintendencia.”.


El señor Rudolph expresó que la indicación tiene por objeto reponer en este trámite una disposición del proyecto de ley en estudio que no reunió el quórum de aprobación necesario en su votación general en Sala.


El diputado Álvarez, don Rodrigo, planteó reserva de constitucionalidad en cuanto a la posibilidad de reponer un artículo que no hubiera alcanzado el quórum requerido en la votación en general del proyecto.


En la Comisión se debatió ampliamente la situación reglamentaria planteada
, luego de lo cual el Presidente de la Comisión declaró admisible la indicación del Ejecutivo.


Sometida a votación la indicación fue aprobada por 6 votos a favor y 4 votos en contra.


El diputado Álvarez, don Rodrigo, expresó que, junto al diputado Cardemil, han resuelto retirar sus indicaciones al artículo 3°, signadas con las letras c), d), f), g), h) e i).

Al artículo 4º


Los diputados señores Álvarez y Cardemil formularon al número 1 de este artículo, la indicación siguiente:


Para reemplazarlo por el siguiente:

1)
Elimínese la letra i) del artículo 3°.


En subsidio de la anterior: para reemplazar el guarismo “500”, por “150”.


El diputado Álvarez, don Rodrigo, expresó que, junto al diputado Cardemil, han resuelto retirar la indicación anterior formulada al artículo 4°.


El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar el numeral 1), por el siguiente:

1)
Intercálase en la letra i) del artículo 3° entre la palabra “fomento” y el punto y coma(;) la expresión “o a 500 unidades de fomento cuando se trate de seguros obligatorios”.


Puesta en votación esta indicación fue aprobada por unanimidad.

Al número 3


Los diputados señores Álvarez y Cardemil formularon la indicación siguiente: para reemplazar, en el nuevo artículo 9º bis, el término “confiable”, por “fidedigna”.


Puesta en votación esta indicación fue aprobada por unanimidad.

Al número 4


Los diputados señores Álvarez y Cardemil formularon la indicación siguiente: para suprimir la frase que comienza con “Pactada en”, hasta el punto final.


Puesta en votación esta indicación fue aprobada por unanimidad.

Al número 6


Los diputados señores Álvarez y Cardemil formularon una indicación para suprimirlo.


El diputado Álvarez, don Rodrigo, expresó que, junto al diputado Cardemil, han resuelto retirar la indicación a este numeral.


El Ejecutivo formuló una indicación para modificar el numeral 6), de la siguiente manera:


Incorpórase la siguiente letra a), nueva:

a)
Para incorporar en el N° 1 letra c), entre la expresión “privadas” y el punto y coma (;) la expresión “y valores representativos de deuda emitidos por fondos referidos en la ley 
N° 18.815”.


El señor Rudolph explicó que la norma tiene por objeto reponer una disposición que no obtuvo el quórum requerido en el trámite en Sala.


El Secretario de la Comisión señaló que la norma con carácter de quórum calificado es el literal b) y no el a); no obstante en la Sala se votó de otro modo.


Luego de un breve intercambio de opiniones, se acuerda reiterar que la norma del literal a) no tiene el carácter de norma de quórum calificado. El señor Heinz Rudolph afirmó que el Ejecutivo reemplazará esta indicación por una que repone la letra b) del numeral 6).


El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar la actual letra a), que ha pasado a ser letra b), por la siguiente:

b)
Incorpórase en el N° 1, la siguiente letra f):


“f) Contratos de mutuo o préstamo de dinero otorgados a personas naturales y jurídicas, ya sea por la misma compañía, por otras compañías o por bancos o instituciones financieras; que consten en instrumentos que gocen de mérito ejecutivo.


Los créditos de que trata esta letra, no podrán concederse directa o indirectamente:


(i) A personas relacionadas de la compañía, según este término se define en la Ley 
N° 18.045;


(ii) Con el objeto de habilitar a una persona para que pague a la compañía acciones de su propia emisión.


La Superintendencia establecerá, mediante una norma de aplicación general, la forma en la que las compañías que otorguen los créditos de que trata esta letra, deberán constituir provisiones y la manera de castigar aquellos créditos incobrables. De igual forma, la Superintendencia podrá establecer normas, límites y requisitos que las compañías deberán cumplir para la adecuada administración del riesgo de crédito de los contratantes y de liquidez de las inversiones.”.


El diputado Álvarez, don Rodrigo, planteó reserva de constitucionalidad en cuanto a la posibilidad de reponer un artículo que no hubiera alcanzado el quórum requerido en la votación en general del proyecto.


Puesta en votación la indicación precedente fue aprobada por unanimidad.


El diputado señor Hidalgo formuló una indicación para modificar el artículo 21, de la siguiente manera:


Incorpórase en el Nº 1, la siguiente letra f):


“f) Pagarés y otros instrumentos de crédito suscritos por personas naturales que constituyan título ejecutivo, conforme a los requisitos, condiciones, provisiones por riesgo de crédito y límites que establezca la Superintendencia mediante normas de carácter general. En todo caso, la Superintendencia no podrá fijar un límite de inversión en estos instrumentos superior al 5% de las reservas técnicas y el patrimonio de riesgo.”.


Incorpórase en el Nº 5, la siguiente letra e), pasando las actuales e) y f), a ser f) y g), respectivamente:


“e) Préstamos otorgados a asegurados de pólizas de seguro de garantía, a que se refiere el artículo 11, conforme a los requisitos, condiciones, provisiones por riesgo de crédito y límites que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general, hasta por el monto del crédito asegurado.”.


Puesta en votación esta indicación fue rechazada por unanimidad.


El Ejecutivo formuló una indicación para agregar la siguiente letra d):

d)
Incorpórase el siguiente número 7:


“7) Otras inversiones que cumplan con los requisitos, condiciones y límites que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general, hasta por un monto máximo de inversión que no podrá exceder del 5% de las reservas técnicas y del patrimonio de riesgo de las compañías.”.


El diputado Álvarez, don Rodrigo, planteó reserva de constitucionalidad en cuanto a la posibilidad de reponer un artículo que no hubiera alcanzado el quórum requerido en la votación en general del proyecto.


Puesta en votación la indicación precedente fue aprobada por 6 votos a favor y 5 abstenciones.


El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar la actual letra a) del numeral 7), por la siguiente:

a)
Modifícase el Nº 1 de la siguiente forma:


i) Agrégase la siguiente letra d) nueva:


“d) entre un 1% y un 5% del total, según lo establezca la Superintendencia por norma de carácter general, para la suma de la inversión en instrumentos de la letra f) del Nº 1.


En todo caso, no se podrá otorgar un crédito a una misma persona, directa o indirectamente, por un suma que exceda el 5% del límite antedicho. Con todo, este límite de concentración no podrá exceder del equivalente a 10.000 unidades de fomento. Sin perjuicio de las sanciones que correspondan, los créditos en exceso de los límites fijados en este párrafo, no serán representativos de reservas técnicas y patrimonio de riesgo.”.


ii) Incorpórase la siguiente letra l), nueva:


“l) 10% del total, en aquellos activos de la letra e) del Nº 5”.


Puesta en votación esta indicación fue aprobada por unanimidad.

Al número 8


Los diputados señores Álvarez y Cardemil formularon una indicación para suprimir, en el artículo 37 que se reemplaza, su inciso final.


El diputado Álvarez, don Rodrigo, expresó que, junto al diputado Cardemil, han resuelto retirar su indicación a este numeral.


El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar los numerales 8) y 9), por el siguiente:

8)
Reemplázanse los artículos 37, 38 y 39 por los siguientes 37, 37 bis, 38 y 39, nuevos:


“Artículo 37.- Los accionistas fundadores de una entidad aseguradora, para obtener la autorización prevista en el artículo 126 de la ley Nº 18.046, deberán cumplir los siguientes requisitos:

a)
Solvencia. Contar en conjunto con un patrimonio neto consolidado equivalente a la inversión proyectada y, cuando se reduzca a una cifra inferior, informar oportunamente de este hecho.

b)
Integridad. Que no existan conductas dolosas o culposas, graves o reiteradas, que puedan poner en riesgo la estabilidad de la entidad que se propone establecer o la seguridad de sus asegurados, para lo cual deberán proporcionar todos los antecedentes relativos a sus actividades comerciales y, en especial, a la administración en compañías de seguros o similares en que hayan participado. Se presumirá que existen las conductas dolosas o culposas señaladas precedentemente en los casos referidos en el inciso segundo del artículo 39.


La Superintendencia verificará el cumplimiento de estos requisitos y en el caso de rechazo deberá justificarlo por resolución fundada.


Se considerarán accionistas fundadores de una compañía a aquéllos que tengan una participación significativa en su propiedad, según las normas del artículo 38.


La Superintendencia, dentro del plazo de 180 días, podrá rechazar la solicitud por resolución fundada en que los accionistas fundadores no cumplen los requisitos señalados en este artículo. Si la Superintendencia no dicta una resolución denegatoria dentro del plazo señalado, la institución solicitante podrá requerir que se certifique por aquélla este hecho y el certificado que otorgará hará las veces de autorización.


No obstante, la Superintendencia en casos excepcionales y graves relativos a hechos relacionados con la ley N 19.366 o con circunstancias que, por su naturaleza, sea inconveniente difundir públicamente, podrá suspender por una vez el pronunciamiento hasta por un plazo de 180 días adicionales al señalado en el inciso anterior. La respectiva resolución podrá omitir el todo o parte de su fundamento y en tal caso, los fundamentos omitidos deberán darse a conocer reservadamente al Ministro de Hacienda, al Banco Central y al Consejo de Defensa del Estado, cuando corresponda.


Solicitada la autorización de existencia y acompañada copia autorizada de la escritura pública que contenga los estatutos, el Superintendente comprobará la efectividad del capital de la compañía. Demostrado lo anterior, dictará una resolución que autorice la existencia de la sociedad y apruebe sus estatutos.


La Superintendencia expedirá un certificado que acredite tal circunstancia y contenga un extracto de los estatutos y tal certificado se inscribirá en el Registro de Comercio del domicilio social y se publicará en el Diario Oficial dentro del plazo de sesenta días contados desde la fecha de la resolución aprobatoria. Lo mismo deberá hacerse con las reformas que se introduzcan a los estatutos o con las resoluciones que aprueben o decreten la disolución anticipada de la sociedad.


Cumplidos los trámites a que se refiere el inciso anterior, la Superintendencia comprobará, dentro del plazo de 90 días, si la compañía se encuentra preparada para iniciar sus actividades y, especialmente, si cuenta con los recursos profesionales, tecnológicos y con los procedimientos y controles para emprender adecuadamente sus funciones.


Cumplidos dichos requisitos, la Superintendencia, dentro de un plazo de 30 días, concederá la autorización para funcionar. Asimismo, fijará un plazo no superior a 1 año para que la compañía inicie sus actividades, lo que la habilitará para dar comienzo a sus operaciones, le conferirá las facultades y le impondrá las obligaciones establecidas en esta ley.


Artículo 37 bis.- En el caso de compañías aseguradoras del segundo grupo, cuando corresponda a la Superintendencia pronunciarse sobre la autorización de una nueva entidad o la adquisición de acciones de una entidad existente y exista duda razonable acerca de los requisitos de solvencia e integridad a los que hace referencia el artículo 37 de esta ley, deberá consultar a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y a la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones acerca de la decisión que se propone adoptar. Si ambos organismos concuerdan con ella, dicho acuerdo podrá servir de fundamento para la decisión que adopte la Superintendencia.


Artículo 38.- Por exigirlo el interés nacional, ninguna persona podrá adquirir directamente o a través de terceros, acciones de una compañía que, por sí solas o sumadas a las que ya posea, representen más del 10% del capital de ésta, sin que previamente haya obtenido autorización de la Superintendencia.


Las acciones que se encuentren en la situación prevista en el inciso anterior y cuya adquisición no haya sido autorizada, no tendrán derecho a voto.


Si el poseedor de dichas acciones es una sociedad de cualquier tipo, sus socios o accionistas no podrán ceder un porcentaje de derechos o de acciones en su sociedad, superior a un 10%, sin haber obtenido una autorización de la Superintendencia. La transferencia sin autorización privará a la sociedad titular de acciones de la compañía del derecho a voto en ésta.


Para determinar las relaciones entre dos o más sociedades que posean acciones de la compañía, se aplicarán las circunstancias a que se refiere el artículo 100 de la ley Nº 18.045. La Superintendencia, mediante normas generales, podrá excluir de estas obligaciones a las sociedades en que, por su gran número de socios o accionistas u otros factores, pueda presumirse que no tienen una influencia significativa en sus decisiones.


La Superintendencia deberá pronunciarse en un plazo máximo de quince días hábiles contado desde la fecha en que se le hayan acompañado los antecedentes necesarios para resolver acerca de las circunstancias referidas precedentemente.


Quedarán privadas del derecho a voto las acciones de una compañía, cuando la persona a quien corresponda solicitar alguna autorización de la Superintendencia impuesta por este artículo haya omitido hacerlo y mientras no se obtenga la autorización correspondiente. Si las acciones así adquiridas se hubieren inscrito en el Registro de Accionistas de la compañía, o se hubiere transferido el dominio de las acciones o derechos en la sociedad propietaria de acciones de la compañía, en su caso, la Superintendencia declarará la exclusión del derecho a voto y comunicará su determinación a la compañía para su cumplimiento y correspondiente anotación en el Registro de Accionistas.


Artículo 39.- La Superintendencia sólo podrá denegar una autorización conforme lo establecido en los artículos 37 y 38, por resolución fundada, si el peticionario no cumple con los requisitos de solvencia e integridad a que se refiere el artículo 37. Lo anterior sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 37 bis.


En todo caso, se presume que el interesado no reúne los requisitos necesarios cuando se encuentre en alguna de las siguientes circunstancias:

a)
Que sea un fallido no rehabilitado;

b)
Que haya sido condenado o se encuentre imputado por delito contra la propiedad o la fe pública relacionado con la administración de una institución financiera o por delito contemplado en la ley Nº 19.366;

c)
Que se encuentre en estado de insolvencia;

d)
Que registre protestos de documentos, no aclarados, en los últimos cinco años en número o cantidad considerable; o

e)
Que haya sido, en los últimos quince años, director o gerente, o bien, accionista principal, directamente o a través de terceros, de una compañía que haya sido sometida a alguna de las medidas contempladas en el Título IV de esta ley respecto de la cual el Fisco haya incurrido en considerables pérdidas. No se considerará para estos efectos la participación de una persona por un término inferior a un año.


Tratándose de una persona jurídica, las circunstancias precedentes se considerarán respecto de los socios o accionistas principales o de sus administradores que hayan tenido esa calidad durante los dos años anteriores a la adquisición de las acciones.”.


Los diputados señores Alvarado, Álvarez y Dittborn formularon una indicación para insertar a continuación de la expresión “se encuentre” las palabras “procesado o”, en la letra b) del inciso segundo del artículo 39.


Puesta en votación la indicación anterior fue aprobada por unanimidad.


El diputado Álvarez, don Rodrigo, solicita votación separada de los artículos propuestos en la indicación.


Sometido a votación el artículo 37 fue aprobado por unanimidad.


Sometido a votación el artículo 37 bis fue aprobado por 6 votos a favor y 5 votos en contra.


El diputado Álvarez, don Rodrigo, planteó en relación con el artículo 38 propuesto (numeral 9) antiguo) reserva de constitucionalidad en cuanto a la posibilidad de reponer un ar-
tículo que no hubiera alcanzado el quórum requerido en la votación en general del proyecto.


Sometido a votación el artículo 38, fue aprobado por 6 votos a favor y 5 votos en contra.


Sometido a votación el artículo 39, fue aprobado por unanimidad.

Al número 12


Los diputados señores Álvarez y Cardemil formularon una indicación para suprimir, en el artículo 73 bis que se agrega, su inciso segundo.


El diputado Álvarez, don Rodrigo, expresó que, junto al diputado Cardemil, han resuelto retirar su indicación a este numeral.


El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar el numeral 12), que pasa a ser 11), por el siguiente:

12) Agrégase en el Título IV un nuevo párrafo 4. “Régimen Especial de Regularización”, pasando los actuales 4 y 5, a ser 5 y 6, respectivamente, e introdúcese el siguiente artículo 73 bis:


“Artículo 73 bis.- En caso que la compañía presente déficit de inversiones representativas de reservas técnicas y patrimonio de riesgo igual o superior al 10%, o endeudamiento superior en un 40% o más al máximo establecido en el artículo 15, la Superintendencia podrá, por resolución fundada y sin sujeción a los plazos previstos en este Título, adoptar una o más de las medidas establecidas en los artículos precedentes o aplicar las sanciones señaladas en el artículo 44.


Los porcentajes señalados se rebajarán a la mitad si la situación de déficit o sobreendeudamiento se origina en operaciones efectuadas con personas relacionadas, según este término se define de conformidad con el artículo 100 de la ley N° 18.045. La Superintendencia determinará, mediante norma de carácter general, las condiciones que deberán cumplir las operaciones de que trata este inciso para el efecto de considerar si han originado la situación de déficit o sobreendeudamiento.”.


Puesta en votación esta indicación fue aprobada por unanimidad.

Al artículo 5°


El Ejecutivo formuló una indicación para agregar el siguiente numeral 1), modificándose la numeración correlativa subsiguiente:

1)
Agrégase en el artículo 23, en su inciso vigésimo, después del punto aparte (.) que pasa a ser seguido (.), el siguiente texto:


“Asimismo, cada Administradora podrá adquirir directa o indirectamente hasta un siete por ciento de las acciones suscritas de una sociedad anónima que tenga como giro la liquidación y compensación de valores y que cumpla con los requisitos que establezca la Superintendencia mediante una norma de carácter general.”.


Puesta en votación esta indicación fue aprobada por unanimidad.


El Ejecutivo formuló en Sala las siguientes indicaciones:


Para intercalar el siguiente numeral 2), nuevo, pasando los actuales numerales 2) a 9), a ser 3) a 10):

2)
Agréguese en el artículo 28, en el inciso tercero, sustituyendo el punto aparte (.) por una coma (,), la siguiente oración: “con excepción de aquellas que se cobren por la administración de depósitos de ahorro previsional voluntario.”.


Puesta en votación esta indicación fue aprobada por unanimidad.


Para modificar el actual numeral 2), que ha pasado a ser numeral 3), del siguiente modo:

a)
Agrégase la siguiente letra a), nueva, pasando las actuales letras a) y b), a ser b) y c), respectivamente:


“a) Reemplázase en la primera oración del inciso primero, la frase “a lo menos, el noventa por ciento” por la expresión “la totalidad”. A su vez, intercálese entre las expresiones “respectivos” y “deberán”, la expresión “, susceptibles de ser custodiados,”. Asimismo, agrégase a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.) la siguiente tercera oración: “La Superintendencia, mediante norma de carácter general, establecerá los títulos susceptibles de ser custodiados por parte de las referidas entidades.”.


El diputado Dittborn, don Julio, recordó que, según expresaron los representantes de la Asociación de AFP en la discusión general del proyecto, no sería conveniente que el 100% de los títulos deban mantenerse siempre en el DCV, puesto que puede suceder que entre el momento que un título es adquirido y es inscrito en dicha institución pasen algunos días, sin ser responsabilidad de la correspondiente AFP.


El diputado Cardemil, don Alberto, estimó que debe permitirse un “colchón” de 10%, para dar alguna flexibilidad al sistema.


El señor Andrés Cuneo hizo notar que el 10% de los títulos en el sistema de AFP representa una enorme cantidad de dinero, dada la cuantía de los fondos. Agregó que, por otra parte, en el mismo DCV se cambian las posiciones y que, por tanto, los títulos no salen de ese ambiente. Señaló que la única situación que podría ser distinta es la de los bonos de reconocimiento, razón por la que la disposición contempla que la Superintendencia, mediante norma de carácter general, establezca los títulos no susceptibles de ser custodiados por parte de las referidas entidades.


Sometida a votación la indicación precedente, fue aprobada por 11 votos a favor y una abstención, agregándose la palabra “no” entre “títulos” y “susceptibles”, ya que su omisión responde a un error de texto.

b)
Agrégase después de la actual letra b), que ha pasado a ser c), las siguientes letras d) y e), nuevas, pasando la actual letra c), a ser f):

d)
Elimínase el inciso noveno.

e)
Reemplázase el inciso undécimo por el siguiente:


“La constitución en garantía en favor de las Cámaras de Compensación, por operaciones de cobertura de riesgo financiero, sólo podrá efectuarse por parte de las Administradoras con títulos de propiedad de un Fondo que se encuentren en custodia.”.


Puestas en votación las indicaciones precedentes fueron aprobadas por unanimidad.

Al número 6


El Ejecutivo formuló una indicación para modificar el numeral 6), que ha pasado a ser 7), de la siguiente manera:

a)
Agrégase la siguiente letra a) nueva:

a)
Agréganse en el número 1., los siguientes párrafos segundo a sexto, nuevos:


“Asimismo, por requerirlo el interés nacional, ninguna persona podrá adquirir directamente o a través de terceros, acciones de una Administradora que, por sí solas o sumadas a las que ya posea, representen diez por ciento o más del capital de ésta, sin que previamente haya obtenido autorización de la Superintendencia. Las acciones de la Administradora que se encuentren en la situación antes mencionada y cuya adquisición no haya sido autorizada no tendrán derecho a voto. La Superintendencia sólo podrá denegar dicha autorización si quienes la solicitan no cumplen con los siguientes requisitos:

1)
Solvencia. Cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 24 de este cuerpo legal; y

2)
Integridad. Que no existan conductas dolosas o culposas, graves o reiteradas, que puedan poner en riesgo la estabilidad de la entidad que se propone establecer o la seguridad de sus afiliados, para lo cual deberán proporcionar todos los antecedentes relativos a las actividades comerciales en que hayan participado.


Se presumirá que existen las conductas dolosas o culposas señaladas precedentemente, si el interesado se encuentra en alguna de las siguientes situaciones:

a)
Que sea un fallido no rehabilitado.

b)
Que haya sido condenado o se encuentre procesado por delito contra la propiedad o la fe pública relacionado con la administración de una institución financiera, o por delito contemplado en la ley N° 19.336.

c)
Que se encuentre en estado de insolvencia.

d)
Que registre protestos de documentos, no aclarados, en los últimos cinco años en número o cantidad considerable.

e)
Que haya sido, en los últimos quince años, director o gerente, o bien accionista principal, directamente o a través de terceros, de una entidad bancaria, de una compañía de seguros de vida o de una administradora de fondos de pensiones que haya sido declarada en liquidación forzosa o sometida a administración provisional. No se considerará para estos efectos la participación de una persona por términos inferior a un año.


Tratándose de una persona jurídica, las circunstancias precedentes se considerarán respecto de los socios o accionistas principales o de sus administradores que hayan tenido esa calidad durante los dos años anteriores a la adquisición de las acciones.


La Superintendencia verificará el cumplimiento de estos requisitos y, en caso de rechazo, deberá justificarlo por resolución fundada.


Cuando corresponda a la Superintendencia pronunciarse sobre la adquisición de acciones de una entidad existente y exista duda razonable acerca de los requisitos de solvencia e integridad a los que hace referencia el inciso segundo de este artículo, deberá consultar a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y a la Superintendencia de Valores y Seguros acerca de la decisión que se propone adoptar. Si ambas entidades concuerdan con ella, dicho acuerdo podrá servir de fundamento para la decisión que adopte la Superintendencia.”.


Los diputados señores Alvarado, Álvarez y Dittborn formularon una indicación para agregar a continuación de la expresión “se encuentre”, las palabras “imputado o”, en la letra b) del inciso segundo del N° 2.


Puesta en votación la indicación anterior fue aprobada por unanimidad.


El diputado Álvarez, don Rodrigo, planteó reserva de constitucionalidad en cuanto a la posibilidad de reponer un artículo que no hubiera alcanzado el quórum requerido en la votación en general del proyecto.


Sometida a votación la indicación del Ejecutivo precedente fue aprobada por 7 votos a favor y 5 votos en contra.


Los diputados señores Álvarez y Cardemil formularon una indicación para suprimir el número 12 propuesto en la letra b) del número 6), pasando los actuales números 13 y 14 a ser 12 y 13, respectivamente.


Los señores diputados autores de esta indicación la retiraron.


El Ejecutivo formuló una indicación para modificar la letra b), de la siguiente forma:


i) Reemplázase el encabezado por el siguiente:


“b) Agréganse los siguientes números 13. al 15. nuevos:”.


ii) Reemplázase el número 12., por el siguiente número 13. nuevo, pasando los actuales números 13. y 14. a ser 14. y 15.


“13. Requerir a una Administradora el envío de un Plan de Ajuste y Contingencia, cuando se hubieren constatado hechos graves que pusieren en riesgo la seguridad de los Fondos de Pensiones que administra, tales como:

a)
Que una Administradora reiteradamente no mantiene cautelada la seguridad material de los títulos representativos del valor de los Fondos de Pensiones y del Encaje, o bien, que el monto de los referidos títulos en tal situación fuese significativo;

b)
Que a una Administradora se le solicite su quiebra; se encuentre en cesación de pagos de cualquiera de sus obligaciones o en estado de notoria insolvencia;

c)
Que una sociedad relacionada a una Administradora se encuentre en estado de notoria insolvencia; se le solicite o se declare su quiebra; o la autoridad determine la disolución de dicha sociedad; en caso que alguna de las situaciones señaladas en la presente letra ponga en peligro la estabilidad económica de la Administradora; 

d)
Que en una Administradora o en alguna de las sociedades relacionadas a aquélla, se constate cualquier otro hecho grave que ponga en peligro la estabilidad económica de la Administradora;

e)
Que una Administradora haya sido objeto de sanciones reiteradas y se constatare su rebeldía para cumplir las instrucciones legalmente impartidas por la Superintendencia; o

f)
Que la rentabilidad de los Fondos de Pensiones que administra sea inferior a la rentabilidad mínima respecto de la cual es responsable, de acuerdo a lo establecido en el artículo 37.


La Administradora requerida tendrá un plazo de 10 días corridos para enviar dicho Plan a la Superintendencia, el que deberá contener al menos las causas pormenorizadas de lo ocurrido y un completo programa de ajuste y contingencia de aplicación inmediata para subsanar la situación detectada. Dentro de un plazo máximo de cinco días hábiles la Superintendencia evaluará debidamente el Plan propuesto por la Administradora y, en caso que lo encontrare suficiente, le dará su aprobación, pudiendo instruirle medidas complementarias a las propuestas para su implementación, debiendo fijarle un plazo de ejecución del mismo. Si cumplido el plazo de evaluación establecido por este inciso, la Superintendencia no se hubiere pronunciado al respecto, el Plan se entenderá por aprobado.


En el evento que la Administradora no remitiera el Plan de Ajuste y Contingencia requerido o que evaluado por la Superintendencia, ésta no lo encontrare suficiente, o bien si aprobado aquél, la Administradora no lo cumpliera o superara el plazo de ejecución fijado por la Superintendencia sin haber subsanado los hechos que lo originaron, el Superintendente podrá nombrar, mediante resolución fundada, a un administrador provisional de los Fondos de Pensiones que administra. Este administrador tendrá respecto de dichos Fondos, las facultades que, para su administración, la ley confiera al directorio y al gerente general de la Administradora, la cual quedará obligada a poner a disposición del administrador provisional, todos los recursos necesarios para que éste pueda desempeñar debidamente sus funciones.


Sin perjuicio de lo anterior, la Superintendencia mediante resolución fundada podrá nombrar en una Administradora, sin más trámite, al administrador provisional de los Fondos de Pensiones a que se refiere el inciso precedente, en el evento de que se constate que la Administradora se encuentra en alguna de las situaciones o haya incurrido en alguna de las conductas siguientes:

a)
Que su patrimonio ha disminuido a un valor inferior al patrimonio mínimo exigido, de acuerdo a lo establecido en el inciso tercero del artículo 24;

b)
Que el valor del Encaje que debe mantener diariamente ha disminuido a un valor inferior al 90% del Encaje requerido, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 40;

c)
Que ha cometido infracción grave a la ley;

d)
Que se encuentre en cesación de pago de una obligación que afecte el desarrollo de su giro previsional; o

e)
Que se declare su quiebra. En este caso, la designación de un síndico no obstará ni afectará en modo alguno las facultades conferidas al administrador provisional.


En todo caso, la resolución de nombramiento del administrador provisional se cumplirá una vez notificada a la Administradora y no podrá tener una duración superior a cuatro meses, no obstante lo cual podrá renovarse por un nuevo período no superior a cuatro meses, si el Superintendente lo estima necesario.”.


El señor Heinz Rudolph señaló que, en conformidad a la norma propuesta, la Superintendencia de AFP puede requerir un plan de ajuste y contingencia cuando concurren hechos graves.


El diputado Dittborn, don Julio, plantea que existen dudas respecto de la constitucionalidad de la figura del administrador delegado.


Solicitada votación separada respecto de los incisos cuarto y quinto del número 13, fueron aprobados por 5 votos a favor y 4 votos en contra. El resto de la indicación se aprobó por unanimidad.

Al artículo 7°


De los diputados señores Álvarez y Cardemil para reemplazar el número 2 por el siguiente:

2)
Introdúcese en el artículo 27 a continuación del punto final (.), que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración:


“Asimismo, la Superintendencia requerirá que los intermediarios de valores mantengan un sistema de acreditación de idoneidad técnica para sus ejecutivos principales y el personal que participe directamente en la intermediación de dichos valores.”.


El diputado Álvarez, don Rodrigo, expresó que, junto al diputado Cardemil, han resuelto retirar su indicación para reemplazar el número 2).


El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar el número 2), por el siguiente:

2)
Introdúcense en el artículo 27 a continuación del punto final (.) que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración:


“Asimismo, los ejecutivos principales y demás dependientes de corredoras de bolsa y agentes de valores, que participen directamente en la intermediación de valores por cuenta de éstos o de sus clientes, deberán acreditar periódicamente el cumplimiento de exigencias de idoneidad técnica. Tales acreditaciones serán efectuadas en la forma de exámenes rendidos ante las entidades que cumplan con los requerimientos de seriedad e idoneidad técnica y académica que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general y, de la misma manera, se determinará el marco teórico, áreas de contenidos y especificaciones de dichos exámenes en consideración a la especialización y posición de los examinados en la organización del intermediario. En ningún caso podrán dichas evaluaciones basarse sobre criterios que importen discriminación arbitraria.”.


Sometida a votación la indicación precedente fue aprobada por unanimidad.

Al número 3


De los diputados señores Álvarez y Cardemil para suprimirlo.


El diputado Álvarez, don Rodrigo, expresó que, junto al diputado Cardemil, han resuelto retirar su indicación para suprimir el número 3).


De los mismos señores diputados a la letra b) del número 4 para suprimir, en su inciso final, la frase que comienza con “lo que será”, hasta el punto aparte, pasando a ser la coma (,) que la antecede, punto final (.).


Puesta en votación esta indicación fue aprobada por unanimidad.


De los mismos señores diputados a la letra c) del número 4 para suprimir la frase que comienza con “Asimismo,” hasta el punto final.


El diputado Álvarez, don Rodrigo, expresó que, junto al diputado Cardemil, han resuelto retirar su indicación para suprimir dicha frase.


De los mismos señores diputados al número 5 para reemplazar la frase “, equitativo y no discriminatorio”, por la siguiente “y que no implique discriminación arbitraria”.


Puesta en votación esta indicación fue aprobada por unanimidad.


De los mismos señores diputados al número 6 para agregar, a continuación del punto final (.), que pasa a ser coma (,), la siguiente frase: “la que deberá ser remitida al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia.”.


El diputado Álvarez, don Rodrigo, expresó que, junto al diputado Cardemil, han resuelto retirar su indicación a este número.


De los mismos señores diputados al número 7 para suprimirlo.


Puesta en votación esta indicación fue aprobada por unanimidad.


De los mismos señores diputados al número 8 para introducir las siguientes modificaciones:

a)
Para sustituir el término “maliciosamente”, por la siguiente frase: “con la finalidad de impedir o dificultar la fiscalización de la Superintendencia,”.

b)
Para sustituir los términos “la Superintendencia”, por “aquélla”.


El diputado Álvarez, don Rodrigo, expresó que, junto al diputado Cardemil, han resuelto retirar su indicación a este número.


El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar el numeral 8), que pasa a ser 7), de la siguiente forma:

8)
Sustitúyese la letra j) del artículo 60 por la siguiente:


“j) El que deliberadamente elimine, altere, modifique, oculte o destruya registros, documentos, soportes tecnológicos o antecedentes de cualquier naturaleza impidiendo o dificultando con ello la fiscalización de la Superintendencia.”.


Puesta en votación la indicación precedente fue aprobada por unanimidad.

Al número 9 que pasa a ser 8


De los mismos señores diputados para introducir las siguientes modificaciones a este número:

a)
Para agregar, al comienzo del artículo, la siguiente frase: “Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 63 del Código Penal,”

b)
Para eliminar el término “siempre”.


El diputado Álvarez, don Rodrigo, expresó que, junto al diputado Cardemil, han resuelto retirar su indicación a este número, acogiendo la consignada a continuación.


De los diputados señores Luksic, Burgos, Jaramillo, Saffirio, Silva y Walker para reemplazar el artículo 63 bis por el siguiente:


“Artículo 63 bis.- Son circunstancias agravantes de la responsabilidad penal por los delitos previstos en esta ley:


La comisión del hecho punible por quien se desempeñare como ejecutivo principal de una empresa intermediaria de valores.


La comisión del hecho punible por quien, cumpliendo funciones de intermediación de valores, prestare servicios para un intermediario de valores o actuare en su representación.


Lo previsto en el inciso precedente se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 63 del Código Penal.”.


Puesta en votación esta indicación fue aprobada por unanimidad.


De los diputados señores Álvarez y Cardemil al número 10 que pasa a ser 9, para introducir las siguientes modificaciones:

a)
Para suprimir, en el inciso primero, la frase “, suscrita por quien al efecto designe especialmente el emisor”.

b)
Para reemplazar, en el inciso segundo, la frase “la forma y menciones”, por “las menciones”.


Puesta en votación esta indicación fue aprobada por unanimidad.


De los diputados señores Álvarez y Cardemil al número 12 que pasa a ser 11, para suprimirlo.


El diputado Álvarez, don Rodrigo, expresó que, junto al diputado Cardemil, han resuelto retirar su indicación a este número.


De los diputados señores Álvarez y Cardemil al número 15 que pasa a ser 14 para reemplazar el nuevo inciso tercero que se intercala al artículo 187, por el siguiente: “La Superintendencia, por norma de carácter general, fijará las normas sobre la información que el patrocinante debe entregar para acreditar la calidad de los valores.”.


El diputado Álvarez, don Rodrigo, expresó que, junto al diputado Cardemil, han resuelto retirar su indicación a este número.


De los diputados señores Álvarez y Cardemil al número 16 que pasa a ser 15 para suprimir la última frase que comienza con “Sin embargo”, hasta el punto final.


El diputado Álvarez, don Rodrigo, expresó que, junto al diputado Cardemil, han resuelto retirar su indicación a este número.


El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar los actuales numerales 15) y 16) que pasan a ser 14) y 15), por los siguientes:

15) Modifícase el artículo 183 de la siguiente forma:

a)
Elimínase la frase “o de certificados representativos de éstos, denominados Certificados de Depósito de Valores, en adelante CDV”

b)
Elimínase las palabras “o aquellos”

c)
Reemplázase el inciso segundo por los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“Asimismo, podrá hacerse oferta pública de certificados representativos de valores emitidos por emisores extranjeros, que se denominarán Certificados de Depósito de Valores, en adelante CDV, y que consisten en títulos transferibles y nominativos, emitidos en Chile por un depositario de valores extranjeros, contra el depósito de títulos homogéneos y transferibles de un emisor extranjero. Para ser ofrecidos públicamente, los CDV deberán inscribirse en el Registro de Valores. Si el registro de los valores subyacentes se hiciere sin el patrocinio de su emisor, la Superintendencia, mediante norma de carácter general, podrá circunscribir la transacción de los respectivos CDV a mercados especiales en que participen los grupos de inversionistas que determine.


La Superintendencia regulará mediante normas de carácter general, los requisitos necesarios para obtener la inscripción de valores extranjeros o CDV, como asimismo, los requisitos mínimos que deberá contener el contrato de depósito de valores extranjeros.”.

16) Elimínase el inciso primero del artículo 185.


Puesta en votación la indicación precedente fue aprobada por unanimidad.


El Ejecutivo formuló una indicación para insertar los siguientes numerales 17), 18), 19), 20), 21) y 22) nuevos, que pasan a ser 16), 17), 18), 19), 20) y 21), modificándose la numeración correlativa subsiguiente:

17) Elimínese en el artículo 186 el inciso primero y la frase “Sin perjuicio de estar inscrito el emisor originario,” del inciso segundo, reemplazando la palabra “los” que sigue inmediatamente a continuación, por “Los”.

18) Modifícase el artículo 188 de la siguiente forma:

a)
Reemplázase en el inciso primero, la frase “jurídica, económica, financiera, contable y administrativa respecto del emisor y de sus valores, en la forma y oportunidad” por “relacionada a dichos valores”.

b)
Reemplázase en el inciso segundo, la frase “del emisor y de sus valores” por “requerida”. 

c)
Suprímese el inciso tercero.

19) Elimínanse en el artículo 189 los incisos primero, segundo y cuarto.

20) Reemplázase en el artículo 190 la palabra “oportunamente” por la frase “tan pronto como éste reciba”.

21) Elimínase en el artículo 195 la palabra “Extranjeros” e intercálase la palabra “se” entre las palabras “no” y “haya”.

22) Intercálase en el artículo 196 a continuación de la expresión “Superintendencia,” la frase “dependiendo del tipo de inscripción efectuada,”.


Sometida a votación la indicación precedente fue aprobada por unanimidad.


De los diputados señores Álvarez y Cardemil al número 19 para suprimirlo.


Puesta en votación esta indicación fue aprobada por unanimidad.

Al artículo 8°


De los diputados señores Álvarez y Cardemil al número 1 para suprimirlo.


Puesta en votación esta indicación fue aprobada por unanimidad.


El diputado Álvarez, don Rodrigo, presentó una indicación para suprimir el numeral 2) y la letra a) del numeral 3) del artículo 8°.


Sometida a votación la indicación precedente fue aprobada por unanimidad.


El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar la letra b) del numeral 3), que pasa a ser numeral 1) del artículo 8°, por la siguiente:

b)
Intercálese a continuación del punto seguido (.) con que termina la primera oración del inciso tercero, lo siguiente:


“En las sociedades anónimas abiertas las acciones cuyo valor no se encuentre totalmente pagado, no tendrán derecho a participar en los beneficios sociales ni en las devoluciones de capital. Estas acciones tampoco tendrán derecho a voto ni se considerarán para los efectos de quórum y de las mayorías requeridas en las juntas de accionistas.”.


Puesta en votación esta indicación fue aprobada por unanimidad.


El diputado Álvarez, don Rodrigo, estimó necesario contemplar un plazo de seis meses para la entrada en vigencia de esta disposición, de ese modo se daría tiempo suficiente a las sociedades para estudiar la conveniencia de modificar o no sus estatutos.


El señor Heinz Rudolph señaló que se presentaría una indicación con una disposición transitoria en tal sentido.

Al número 5 que pasa a ser 3


De los diputados señores Álvarez y Cardemil para introducir las siguientes modificaciones:

a)
Para agregar, en la letra a), luego del término “Reemplázase”, la frase “en el inciso segundo”.

b)
Para suprimir la letra b).


Puesta en votación esta indicación fue aprobada por unanimidad.

Al número 6 que pasa a ser 4


De los diputados señores Álvarez y Cardemil para suprimir, en el inciso primero del nuevo artículo 44 bis, la frase que comienza con los términos “y basarse”, hasta “con terceros”, incluido el punto y coma (;).


Puesta en votación esta indicación fue aprobada por unanimidad.

Al número 7


De los diputados señores Álvarez y Cardemil para suprimirlo.


Puesta en votación esta indicación fue aprobada por unanimidad.

Al número 8


De los diputados señores Álvarez y Cardemil para suprimirlo.


Puesta en votación esta indicación fue aprobada por 6 votos a favor y 5 votos en contra.


El Ejecutivo formuló una indicación para agregar los siguientes numerales 8) y 9) nuevos, que pasan a ser 5) y 6), modificándose la numeración correlativa subsiguiente:

8)
Modifícase el artículo 54 de la siguiente forma:

a)
Intercálase en el primer inciso, a continuación de la frase “durante los quince días anteriores a la fecha señalada para la junta de accionistas” la frase “, en el caso de las sociedades anónimas abiertas, a partir de la fecha de publicación del aviso a que se refiere el artículo 59 bis de esta Ley”.

b)
Agréganse los siguientes incisos cuarto y quinto nuevos:


“Con todo, a partir de la fecha indicada en el inciso primero, la sociedad deberá poner a disposición de los accionistas y del público en general, la información contenida en su Registro de Accionistas por los medios que la Superintendencia determine por norma de carácter general. Tratándose de sociedades anónimas abiertas cuyas acciones se encuentren bajo depósito o custodia, la Superintendencia, por norma de carácter general, regulará la forma en que tales depositarios o custodios deberán hacer llegar periódicamente la información relativa al número total de tenedores últimos o finales por cuya cuenta las acciones son mantenidas en custodia o depósito.”.

9) Agrégase el siguiente artículo 54 bis nuevo:


“Artículo 54 bis.- El o los accionistas de sociedades anónimas abiertas que posean o representen un 1% o más de las acciones emitidas con derecho a voto, podrán formular comentarios o proposiciones relativas a la marcha de los negocios sociales en el ejercicio correspondiente o mociones respecto de alguna materia que deba ser conocida en una próxima junta de accionistas, dirigiéndose al directorio por escrito en forma sucinta, responsable y respetuosa.


El accionista podrá requerir del directorio, que su comentario o proposición sea puesto en conocimiento de los demás accionistas como un anexo a la memoria del ejercicio correspondiente o de los materiales de citación que serán enviados de conformidad con el artículo 59 de esta ley. Para estos efectos, el comentario o proposición deberá ser recibido por la sociedad dentro del plazo de 15 días siguientes a la fecha de publicación del aviso de que trata el artículo 59 bis siguiente.”.


Puesta en votación esta indicación fue aprobada por unanimidad.


El Ejecutivo formuló una indicación para suprimir los actuales numerales 9) y 10), y agregar los siguientes numerales 11), 12) y 13) nuevos, que pasan a ser 7), 8) y 9), modificándose la numeración correlativa subsiguiente:

11) Modifícase el artículo 59 de la siguiente forma:

a)
Agrégase a continuación del punto a parte (.) que pasa a ser seguido, en el inciso primero, la siguiente oración:


“Con todo, las sociedades anónimas cerradas podrán sujetarse en sus estatutos a lo dispuesto en el inciso siguiente.”.

b)
Suprímase el actual inciso segundo y agréganse los siguientes nuevos incisos segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto:


“En el caso de las sociedades anónimas abiertas, el aviso indicado en el inciso precedente será anunciado, a lo menos, por una vez en el medio de difusión pública que haya determinado la junta de accionistas o, a falta de acuerdo o en caso de suspensión o desaparición de la circulación del medio designado, en el Diario Oficial. Las características de fiabilidad técnica y difusión que deberán contar los medios a que se refiere este inciso, serán determinadas por la Superintendencia mediante Norma de carácter general.


El aviso de citación a la junta de accionistas de una sociedad anónima abierta deberá contener una referencia a las materias a ser tratadas en ella y en caso de estar destinada a elegir los miembros del directorio, deberá indicar destacadamente el nombre de los candidatos propuestos, ya sean estos titulares o suplentes.


Adicionalmente, en las sociedades anónimas abiertas deberá enviarse una citación a cada accionista con una anticipación mínima de veinte días a la fecha de la celebración de la junta. Respecto de las acciones que se encuentren bajo depósito o custodia, la sociedad deberá enviar a cada custodio o depositario, tantas citaciones como accionistas últimos o finales haya y aquellos deberán distribuirlos conveniente y oportunamente entre estos últimos de acuerdo con la información que tales entidades hayan entregado respecto del número total de tenedores finales por cuya cuenta las acciones son mantenidas en custodia o depósito.


La citación indicada en el inciso precedente deberá hacer referencia a las materias a ser tratadas en la junta respectiva y deberá contener, a lo menos, lo siguiente:

a)
Un informe preparado por el directorio respecto de las materias a ser tratadas en la junta respectiva;

b)
Un análisis razonado preparado por el directorio referido de las distintas alternativas a ser consideradas por los accionistas para su aprobación o rechazo. En el caso de elección de miembros del directorio, la información indicada en la letra (d) siguiente suplirá este requisito;

c)
Una papeleta de votación en la que los accionistas que deseen hacerse representar en la junta a través de un apoderado, indiquen sus preferencias de votación respecto de las materias que corresponda conocer y resolver;

d)
Copia de las minutas de los candidatos a ocupar los cargos de director titular o suplente de la sociedad presentadas en la forma indicada en artículo 59 bis siguiente; y

e)
El nombre del secretario que se señala en el artículo 61 siguiente y el de su o sus reemplazantes, de ser necesario.


Las características de confiabilidad técnica, de fidelidad y de acceso de los medios de comunicación que podrá utilizar la sociedad para el envío de la citación y de los materiales a que se hace referencia en el inciso precedente, el contenido, forma y requisitos mínimos del informe, del análisis razonado, y de la papeleta de votación antes referidos, serán determinados por la Superintendencia mediante norma de carácter general.”.

c)
Intercálese en el último inciso, entre las palabras “inciso” y “anterior”, la palabra “tercero”.

12) Agrégase el siguiente artículo 59 bis nuevo:


“Artículo 59 bis.- Las sociedades anónimas abiertas deberán publicar, entre el trigésimo y el vigésimo día previo a la fecha de publicación del primero de los avisos de citación a que se refiere el artículo 59 anterior, un aviso en la misma forma establecida para los avisos de citación, informando la fecha de celebración de la junta de accionistas y enunciando resumidamente las materias a tratar en la asamblea. Además, el aviso instruirá a los accionistas sobre la forma en que estos podrán ejercer su derecho de comentario o proposición según lo establece el artículo 54 bis de esta ley, como asimismo, la forma en que los interesados para ocupar los cargos de director titular o suplente de la sociedad, según corresponda, podrán presentarse como candidatos a tales cargos.


El directorio, junto con ordenar la publicación del aviso más arriba indicado, deberá nombrar a un secretario, en que tendrá la misión de recibir y absolver las consultas de los accionistas respecto de los procedimientos requeridos para ejercer sus derechos en junta y estará encargado de custodiar las papeletas de votación que reciba la sociedad y verificar el correcto funcionamiento de los medios de comunicación, información y votación dispuestos para que los accionistas ejerzan sus derechos en junta. El secretario no podrá ser accionista ni persona relacionada al controlador de la sociedad y cumplirá, adicionalmente, las funciones señaladas en el artículo 61 siguiente.


El incumplimiento total o parcial de las obligaciones a que se refieren los incisos anteriores no afectará la validez de la citación, pero los directores, liquidadores y gerente de la sociedad infractora responderán de los perjuicios que causaren a los accionistas, no obstante las sanciones administrativas que la Superintendencia pueda aplicarles.


Dentro del plazo de quince días contado desde la fecha de publicación del aviso indicado en el inciso primero de este artículo, los candidatos al cargo de director titular o suplente, según corresponda, deberán hacer llegar a la sociedad, una declaración en que manifiesten su intención de ocupar el cargo al que han sido nominados, acompañando la información que para estos efectos determine la Superintendencia y los estatutos de la sociedad, la que deberá contener, como mínimo, lo siguiente:

a)
Una declaración jurada que indique el hecho de no encontrarse afectado por alguna de las inhabilidades a que se refieren los artículo 35 y 36 de esta Ley.

b)
Un resumen de los antecedentes personales, educacionales y laborales, como asimismo, cualquier otro aspecto que el candidato estime pertinente destacar;

c)
Una lista de las sociedades en las que participa actualmente como director, gerente o asesor y de aquellas en las que pretende participar como director en el mismo periodo; y

d)
Una declaración jurada que informe su vinculación con cualquier grupo empresarial o con el o los controladores de la sociedad de la que pretende ser candidato.


Previo a la votación para la elección de directores, el presidente deberá dar lectura a la información entregada por los candidatos que participan en la votación. Este trámite sólo podrá ser omitido con el acuerdo unánime de los accionistas presentes en la junta de accionistas respectiva. La información de los directores que hubieren sido elegidos se anexará al acta que se levante de la junta de accionistas correspondiente como parte integrante de la misma.


En las sociedades anónimas abiertas, los directores reemplazantes que hubieren sido designados por el directorio de conformidad al artículo 32 de esta ley, deberán entregar al presidente de la sociedad la información prevista en este artículo junto con la aceptación del cargo.


En caso de omitirse la información a que se refiere el inciso tercero de este artículo, el candidato estará inhabilitado para asumir y ejercer el cargo en caso de ser elegido o nombrado al efecto.”.

13) Agrégase el siguiente artículo 59 ter nuevo:


“Artículo 59 ter.- En las juntas de accionistas de las sociedades anónimas abiertas, lo expresado en las papeletas de votación prevalecerá sobre la palabra del accionista presente en la junta respectiva. Si la papeleta de votación nada dice respecto de las preferencias de voto del accionista en una o más materias, se entenderá que la voluntad del accionista es abstenerse de votar en la respectiva materia omitida. El accionista que haya enviado su papeleta de votación será considerado como presente en la junta para todos los efectos a que hubiere lugar.


En caso de elección de miembros del directorio, los votos se distribuirán entre los distintos candidatos según se indique en la papeleta.


La falta de conformidad respecto de la suma de votos efectuados por el accionista con los que tiene derecho, invalidará su preferencia y se entenderá que se abstiene de votar en la materia respectiva.


En el caso que un accionista se haga representar en junta por medio de apoderado sin haber enviado su papeleta de votación, se entenderá que autoriza al apoderado para que vote libremente y a su arbitrio en las materias que sean sometidas a su consideración.


La infracción a este artículo no afectará la validez de la votación, pero, además de las sanciones administrativas y penales que correspondan, otorgará al accionista, a la sociedad o a terceros interesados, el derecho a exigir indemnización por los perjuicios ocasionados.


Adicional y complementariamente al sistema de votación por papeleta, las sociedades podrán disponer de sistemas de votación remota, siempre que sea simultánea y que garantice, la fidelidad, inalterabilidad y confidencialidad del ejercicio de su derecho de voto y que éste será oportunamente computado. La sociedad que utilice estos mecanismos, no podrá establecer requisitos técnicos o de procedimiento que resulten en una limitación arbitraria del derecho de voto de uno o más accionistas. La Superintendencia podrá establecer, mediante norma de carácter general, las características, requisitos y seguridades que deberán otorgarse a los accionistas, con que deberán contar tales sistemas de votación remota y simultánea.


Toda información relativa a la votación a distancia efectuada por los accionistas, ya sea por medios tecnológicos o por medio de papeletas materiales, deberá ser custodiada y mantenida en secreto por el secretario de la junta y preservada en dicho carácter bajo su responsabilidad hasta el momento de la correspondiente votación durante la junta de accionistas poniéndola a disposición del presidente de la misma.”.


Puesta en votación la indicación precedente fue aprobada por unanimidad.

A la letra b) del número 10


De los diputados señores Álvarez y Cardemil para suprimirlo.


El diputado Álvarez, don Rodrigo, expresó que, junto al diputado Cardemil, han resuelto retirar su indicación a este número.

Al número 11


De los diputados señores Álvarez y Cardemil para suprimirlo.


Puesta en votación esta indicación fue aprobada por unanimidad.

Al número 12


De los diputados señores Álvarez y Cardemil para suprimirlo.


El diputado Álvarez, don Rodrigo, expresó que, junto al diputado Cardemil, han resuelto retirar su indicación a este número.


El Ejecutivo formuló una indicación del tenor siguiente:


Reemplázase en el actual numeral 12) que pasa a ser 10) la palabra “o consolidado” por “y de sus filiales”.


Puesta en votación esta indicación fue aprobada por unanimidad.

Al número 13


De los diputados señores Álvarez y Cardemil para suprimirlo.


El diputado Álvarez, don Rodrigo, expresó que, junto al diputado Cardemil, han resuelto retirar su indicación a este número.


El Ejecutivo formuló una indicación del tenor siguiente:


Reemplázase en el actual numeral 13) que pasa a ser 11) la palabra “o consolidado” por “y de sus filiales”.


Puesta en votación esta indicación fue aprobada por unanimidad.

Al número 15 que pasa a ser 14


De los diputados señores Álvarez y Cardemil para introducir las siguientes modificaciones en el artículo 89:

a)
Para eliminar el nuevo inciso cuarto que se propone.

b)
Para eliminar, en el nuevo inciso quinto propuesto, la frase que comienza con “Los informes”, hasta el punto aparte (.).


Puesta en votación esta indicación fue aprobada por unanimidad.


El Ejecutivo formuló una indicación del tenor siguiente:


Agrégase el siguiente numeral 17) nuevo, que pasa a ser 12), modificándose la numeración correlativa subsiguiente:


“17) Elimínase en el N° 3 del artículo 69 la frase “del 50% o más”.


Puesta en votación esta indicación fue aprobada por unanimidad.

Al número 18


De los diputados señores Álvarez y Cardemil para eliminar, en el nuevo artículo 12 propuesto, la frase que comienza con “en la medida”, hasta el punto final (.), pasando a ser la coma que la antecede, punto final (.).


El diputado Álvarez, don Rodrigo, expresó que, junto al diputado Cardemil, han resuelto retirar su indicación a este número.


El Ejecutivo formuló una indicación para eliminar el numeral 18) del artículo 8°.


Puesta en votación esta indicación fue aprobada por unanimidad.

Al artículo 9°


Del diputado señor Lorenzini para insertar un nuevo N° 1 en el artículo 9°, del siguiente tenor:

1)
Reemplázase el inciso cuarto del artículo 1° de la ley N° 18.815, por el siguiente:


“Transcurrido un año contado desde la aprobación del Reglamento Interno, el Fondo deberá contar permanentemente con, a lo menos, 50 aportantes, salvo que entre éstos hubiere un inversionista institucional, en cuyo caso será suficiente contar con este último. Para los efectos de esta ley, calificarán también como inversionistas institucionales aquellos que determine la Superintendencia mediante norma de carácter general.”.


Puesta en votación esta indicación fue aprobada por unanimidad.

Al número 5 que pasa a ser 6


De los diputados señores Álvarez y Cardemil para suprimirlo.


Los diputados autores de la indicación la retiraron.

Al número 9 que pasa a ser 10


De los diputados señores Álvarez y Cardemil

para suprimirlo.


Sometida a votación la indicación se obtuvieron 5 votos a favor y 5 votos en contra. Repetida la votación, se obtuvo el mismo resultado, rechazándose en consecuencia, en conformidad con lo dispuesto en el inciso decimotercero del artículo 281 del Reglamento de la Corporación.

Al número 10 que pasa a ser 11


De los diputados señores Álvarez y Cardemil para suprimirlo.


Sometida a votación la indicación se obtuvieron 5 votos a favor y 5 votos en contra. Repetida la votación, se obtuvo el mismo resultado, rechazándose en consecuencia, en conformidad con lo dispuesto en el inciso decimotercero del artículo 281 del Reglamento de la Corporación.

Al artículo 10


De los diputados señores Álvarez y Cardemil para suprimir la letra a) del número 1.


Puesta en votación esta indicación fue aprobada por unanimidad.

A la letra b) del número 1


De los diputados señores Álvarez y Cardemil para suprimirlo.


Puesta en votación esta indicación fue rechazada por 4 votos a favor y 5 votos en contra.

A la letra c) del número 1


De los diputados señores Álvarez y Cardemil para suprimirlo.


Puesta en votación esta indicación fue rechazada por 5 votos a favor y 6 votos en contra.

Al número 2


De los diputados señores Álvarez y Cardemil para suprimirlo.


El diputado Álvarez, don Rodrigo, hizo presente que la facultad de la Superintendencia no puede ser absoluta y que, en tal sentido, deben considerarse recursos expeditos ante la justicia para que los particulares afectados puedan impugnar una medida que los afecte.


El señor Heinz Rudolph sostuvo que las facultades que se proponen tienen por finalidad evitar que se produzcan efectos perjudiciales para el mercado y que, por tanto, su aplicación debe ser oportuna y sin dilaciones.


El señor Andrés Cuneo comentó que en los casos en que la Superintendencia de AFP ha aplicado una multa y ella ha sido impugnada ante los tribunales de justicia, ha ocurrido que la resolución final por parte de la Corte Suprema se ha dictado cuando ya ha transcurrido, a lo menos, un año desde que se determinó la aplicación de la sanción.


Sometida a votación la indicación, se obtuvieron 5 votos a favor, 5 votos en contra y una abstención. Repetida la votación, se obtuvo el mismo resultado, aprobándose en conformidad al inciso cuarto del artículo 198 del reglamento.

Al artículo 11


De los diputados señores Álvarez y Cardemil al número 7, para suprimirlo.


Puesta en votación esta indicación fue rechazada por 5 votos a favor y 6 votos en contra.

Al artículo 12


De los diputados señores Álvarez y Cardemil al número 5 del artículo 12 para introducir las siguientes modificaciones en el artículo 17:

a)
Para eliminar, en el nuevo inciso tercero propuesto, la frase “o de la serie respectiva si correspondiere”.

b)
Para suprimir los nuevos incisos cuarto y quinto.


Los diputados autores de la indicación la retiraron.


El Ejecutivo formuló una indicación para agregar en el numeral 5) del artículo 12, el siguiente inciso séptimo nuevo, pasando el actual inciso séptimo a ser octavo:


“Para los efectos del reparto de dividendos establecido en los incisos quinto y sexto precedentes, éstos deberán ser retirados del fondo y depositados en una cuenta especial. La Superintendencia, por medio de norma de carácter general, determinará las características que deberán cumplir dichas cuentas.”.


Puesta en votación esta indicación fue aprobada por unanimidad.

Al artículo 14


De la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 14.- Agrégase al artículo 2.489 del Código Civil, los siguientes incisos tercero y final:


“Sin perjuicio de lo anterior, si entre los créditos de esta clase figuraren algunos subordinados a otros, éstos se pagarán con antelación a aquéllos.


La subordinación de créditos es un pacto celebrado entre acreedores de la quinta clase, en virtud del cual un acreedor acepta postergar a favor de otro u otros, en forma total o parcial, el pago de su crédito. Este pacto deberá constar por escritura pública o documento privado firmado ante notario y protocolizado. Los efectos del pacto serán obligatorios para el deudor, si éste fuere judicialmente notificado del mismo, o lo aceptare expresamente concurriendo a su suscripción o por medio de un acto escrito posterior.”.


Puesta en votación esta indicación fue aprobada por unanimidad.

Al artículo 15


De la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia para introducir las siguientes modificaciones a la ley N° 18.175, que modifica la Ley de Quiebras y fija su nuevo texto:


Para reemplazar el numeral 1) por el siguiente:

1)
Agréganse al artículo 69, los siguientes incisos segundo, tercero y final:


“Para efectos de lo establecido en el inciso anterior, serán también obligaciones conexas aquéllas que emanen de operaciones de cobertura de riesgo, tales como opciones, swaps, forwards o de otros instrumentos o contratos de derivados de precios de mercancías o índices de valores, suscritos bajo ley chilena o extranjera, y suscritas al amparo de un mismo convenio global de compensación y contratación, cuyos términos y condiciones repliquen aquellas disposiciones reconocidas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.


Cada una de las operaciones de cobertura de riesgo efectuadas en la forma antedicha, se entenderá de plazo vencido y terminada a la fecha de la declaración de quiebra, calculándose su valor resultante a dicha fecha de acuerdo a sus términos y condiciones. Luego, las compensaciones que operen por aplicación del inciso precedente, serán ejecutadas y calculadas simultáneamente en dicha fecha, considerándose las obligaciones resultantes de tal terminación, como líquidas y actualmente exigibles. Asimismo, a menos que las partes hayan establecido expresamente la liquidación anticipada de sus gastos asociados a las operaciones de cobertura de riesgo en cuestión, y daño emergente o lucro cesante, o la forma en que éstas deberán calcularse automáticamente en el caso de la quiebra de alguna de las partes, tales cargos no podrán incorporarse al cálculo de las compensaciones aquí reguladas.


La Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras podrá dictar las normas que fueran requeridas para reglamentar, precisar y detallar la forma y alcance de las compensaciones de obligaciones conexas que se reconocen en el inciso segundo anterior.”.

b)
Elimínase el numeral 2), pasando los actuales numerales 3), 4) y 5) a ser numerales 2), 3) y 4).


Puesta en votación esta indicación fue aprobada por unanimidad.

Al artículo 16


De la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia del siguiente tenor:

1)
Para modificar el artículo 1° de la siguiente forma:

a)
Reemplázase el actual inciso segundo por el siguiente: “La prenda de que trata esta ley será siempre civil, aún cuando se haya constituido para garantizar obligaciones de carácter mercantil.”.

b)
Incorpórase el siguiente inciso final: “En lo no previsto por las disposiciones de esta ley, se aplicarán las normas generales del contrato de prenda y las del de hipoteca del Código Civil, siempre que las de este último contrato no sean contrarias a las de aquél.”.

2)
Para modificar el artículo 2° del siguiente modo:

a)
Intercálese en el artículo segundo, entre las frases “El contrato de prenda,” y “y su alzamiento” la locución “, su modificación”.

b)
Reemplázanse a continuación del punto seguido (.) que se suprime y de la palabra “notario” que le antecede, las siguientes oraciones: “La fecha de protocolización se entenderá por fecha del contrato. La prenda constituida por este medio tendrá mérito ejecutivo sin necesidad de reconocimiento previo.” por la siguiente “que autoriza, de forma que la fecha de dicha protocolización se entenderá por fecha del contrato. La copia autorizada del instrumento privado protocolizado tendrá mérito ejecutivo sin necesidad de reconocimiento previo.”.

3)
Para efectuar en el artículo 3°, las siguientes modificaciones:

a)
Reemplázase en el número 2) del artículo tercero la frase “Lo anterior es sin perjuicio de lo establecido en el artículo 4° siguiente;” por la siguiente “En el evento de tratarse de una garantía general, será necesario hacer indicación de esta circunstancia;”.

b)
Elimínase el inciso final.

4)
Para modificar el artículo 4° del siguiente modo:

a)
Reemplázase la frase “Puede caucionarse con prenda” por la siguiente “Podrá caucionarse con esta prenda” y elimínase en el mismo artículo, a continuación del punto seguido (.) que pasa a ser punto final (.), la frase “En el caso de tratarse de una garantía general, será necesario hacer indicación de esta circunstancia.”.

5)
Reemplázanse los actuales artículos 5° a 31, por los siguientes artículos 5° a 40, nuevos:


“Artículo 5°.- Podrá constituirse prenda sobre toda clase de bienes corporales e incorporales muebles, presentes o que eventualmente puedan llegar a existir en el futuro, cuya enajenación no esté prohibida a la fecha de suscripción del contrato.


Artículo 6°.- También podrá constituirse prenda sobre los derechos que a continuación se señalan y los siguientes bienes asociados a estos derechos:

1)
El derecho de concesión de obra pública constituido al amparo del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, que para el concesionario emane del contrato de concesión; todo pago comprometido por el Fisco a la sociedad concesionaria a cualquier título en virtud del contrato de concesión antes indicado, y los ingresos que provengan de la explotación de la concesión antedicha. Podrá pactarse la constitución de esta prenda con los financistas de la obra o de su operación o en la emisión de títulos de deuda de la sociedad concesionaria. Sin perjuicio de la obligación establecida en el Título IV de esta ley, esta prenda deberá anotarse al margen de la inscripción de la sociedad concesionaria en el respectivo Registro de Comercio.

2)
El derecho de concesión portuaria constituido al amparo de la ley N° 19.542; los bienes muebles de la sociedad concesionaria, y los ingresos de ésta que provengan de la explotación de la concesión antedicha. Podrá pactarse la constitución de esta prenda con el objeto de garantizar las obligaciones financieras que la sociedad concesionaria contraiga para financiar el ejercicio, equipamiento y explotación de dicha concesión. Sin perjuicio de la obligación establecida en el Título IV de esta ley, esta prenda deberá anotarse al margen de la inscripción de la sociedad concesionaria en el respectivo Registro de Comercio.

3)
El derecho de concesión de construcción y explotación del subsuelo constituido al amparo de la ley N° 18.695. Sin perjuicio de la obligación establecida en el Título IV de esta ley, esta prenda deberá anotarse al margen de la inscripción de la sociedad concesionaria en el respectivo Registro de Comercio, y subinscribirse en el Registro Especial de Concesiones establecido en el artículo 37 de la ley N° 18.695.

4)
El derecho de concesión onerosa sobre bienes fiscales, constituido al amparo del artículo 61 del decreto ley N° 1.939, de 1977, que para el concesionario emane del contrato de concesión, y los flujos futuros que provengan de la explotación de la concesión antedicha. Podrá pactarse la constitución de esta prenda con el objeto de garantizar cualquier obligación que se derive directa o indirectamente de la ejecución del proyecto o de dicha concesión. Sin perjuicio de la obligación establecida en el Título IV de esta ley, esta prenda deberá anotarse al margen de la inscripción exigida por el artículo 59 del decreto ley N° 1.939, de 1977.

5)
El derecho de explotación de concesiones de servicios sanitarios, constituido en los términos de los artículos 7º y 32 del decreto con fuerza de ley Nº 382, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas, Ley General de Servicios Sanitarios, y 57 y siguientes de su Reglamento, para quien explote la concesión sanitaria emanada del contrato de transferencia del derecho de explotación de concesiones de servicios sanitarios, y los flujos futuros que provengan del derecho de explotación antedicho. Sin perjuicio de la obligación establecida en el Título IV de esta ley, esta prenda deberá anotarse al margen de la inscripción en el registro a que alude el artículo 19 de la ley General de Servicios Sanitarios.

6)
Los derechos que para el participante emanen del contrato de participación celebrado conforme a la ley N° 19.865, en aquellos casos en que la obligación de éste comprenda la ejecución, operación o mantención total o parcial de una obra, y su retribución consista en la explotación total o parcial de la misma por un período de tiempo determinado. Asimismo, la prenda podrá recaer sobre los bienes muebles de propiedad del participante y los ingresos que provengan del derecho de explotación antedicho. Podrá pactarse la constitución de esta prenda con el objeto de garantizar las obligaciones financieras que el participante contraiga para financiar la ejecución, operación, mantención y explotación de la obra. Sin perjuicio de la obligación establecida en el Título IV de esta ley, esta prenda deberá anotarse al margen de la inscripción de la sociedad participante en el respectivo Registro de Comercio.


Artículo 7°.- En todo lo relacionado con las transferencias que resulten de la realización de los derechos señalados en el artículo anterior, se aplicarán las normas establecidas en los respectivos cuerpos legales. Si éstos nada dijeren, los derechos de que trata este artículo sólo podrán transferirse al que diere cumplimiento a los requisitos establecidos en las leyes, reglamentos y bases de licitación para ser adjudicatario, según corresponda. Para estos efectos, el tribunal que esté conociendo de la realización de la prenda oficiará al organismo que haya otorgado el derecho respectivo ordenándole informar acerca de los requisitos para que pueda ser adjudicado en la subasta. Estos requisitos se incluirán y formarán parte integrante de las bases del remate.


La adjudicación hecha en contravención a este artículo y que no tenga contemplada una sanción en la ley respectiva, será nula de pleno derecho, nulidad que deberá ser declarada por la vía incidental, por el mismo juez que esté conociendo del juicio de realización de la prenda.


Artículo 8°.- En el caso de prenda sobre derechos emanados de contratos, aquélla deberá ser notificada al otro contratante, judicialmente o por medio de un notario, o aceptada por escrito por éste. En caso de incumplimiento de las formalidades anteriormente señaladas, la prenda será inoponible al otro contratante. Una copia del contrato cuyos derechos se otorguen en prenda será protocolizada al tiempo de suscribirse el contrato de prenda y en éste deberá hacerse mención respecto de la protocolización de aquél.


Tratándose de sociedades de personas, la prenda sólo podrá extenderse a las utilidades que al deudor le correspondan en la sociedad. Si lo que se prendare fuere el interés social en la sociedad, tendrá aplicación lo dispuesto en el artículo 380 del Código de Comercio.


Artículo 9°.- En el caso de prendarse valores en depósito de conformidad con la ley 
N° 18.876, tendrá aplicación lo dispuesto en el artículo 14 de dicho cuerpo legal. 


Tratándose de valores emitidos sin la necesidad de una impresión física del título que las evidencie, la prenda deberá anotarse en el respectivo registro de anotaciones en cuenta que para estos efectos lleve el emisor, la empresa de depósito de valores constituida de acuerdo a la ley N° 18.876, o la entidad contratada al efecto, según sea el caso. 


Lo dispuesto en los incisos anteriores es sin perjuicio de la obligación establecida en el Título IV de esta ley.


Artículo 10.- En el caso de constituirse prenda sobre bienes o derechos que eventualmente puedan llegar a existir, tal contrato será válido, pero mediante su inscripción no se adquirirá el derecho real de prenda sino desde que los bienes o derechos empeñados lleguen a existir. Una vez que los bienes o derechos señalados en el inciso anterior lleguen a existir, se entenderá constituido el derecho real de prenda desde la fecha de su inscripción en el registro que se menciona en el artículo 25.


Artículo 11.- Las cosas que no han llegado al país, podrán ser empeñadas siempre que el constituyente de la prenda sea el titular del documento de embarque o expedición o de recepción para el embarque o expedición de ellas, conforme a las normas que regulan la circulación de tales documentos.


Artículo 12.- En el caso de prendarse existencias de mercaderías, materias primas, grupos de bienes de una misma clase, inventarios, productos elaborados o semielaborados y repuestos del comercio o industrias y, en general, de cualquier actividad de la producción o de los servicios, los componentes de dichas existencias podrán ser utilizados, transformados o enajenados, en todo o en parte. No obstante lo dispuesto en este inciso, las partes podrán estipular lo contrario.


Los bienes transformados en virtud de lo dispuesto en el inciso anterior como, asimismo, el producto elaborado con los componentes de dichas existencias quedarán ipso jure constituidos en prenda. 


Aquellos componentes que salgan del conjunto empeñado quedarán subrogados por los que posteriormente lo integren hasta la concurrencia del total constituido en prenda. 


Cuando se pignoraren existencias en la forma señalada en el inciso primero de este artículo, el contrato deberá indicar el valor del conjunto de bienes sobre los que recaiga la prenda. 


Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, si las partes acuerdan no asignarle valor a la universalidad, caso en el cual no será aplicable lo dispuesto en el artículo 1496 N° 2 del Código Civil, esa universalidad deberá ser señalada y determinada en forma inequívoca.


Artículo 13.- No podrán ser dados en prenda los muebles de una casa destinados a su ajuar.


Artículo 14.- Si el constituyente de la prenda no es dueño de la cosa sobre la que recae, el contrato es válido, pero mediante su inscripción no se adquiere el derecho real de prenda. Sólo el dueño podrá invocar la inexistencia del derecho real de prenda, fundado en no ser el constituyente propietario de la cosa dada en prenda.


Sin embargo, si el constituyente adquiere después el dominio de la cosa o el dueño ratificare el correspondiente contrato de prenda, se entenderá constituido el derecho real de prenda desde la fecha de su inscripción en el registro que se menciona en el artículo 25. 


Artículo 15.- No podrá constituirse prenda sobre las cosas que la ley reputa como inmuebles por destinación o adherencia. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, las partes del contrato de prenda podrán pactar que la caución pignoraticia constituida sobre bienes que se encuentran destinados al servicio de una finca o que acceden de forma permanente a un predio, sea reputada como una prenda sobre bienes futuros y se le apliquen, en consecuencia, las reglas del artículo 10 anterior, entendiéndose que las cosas llegan a existir cuando son separadas del inmueble al que acceden o cesa la afectación a un predio, por la voluntad o el hecho de su dueño y el consentimiento del acreedor hipotecario, si fuere el caso.


La prenda sin desplazamiento constituida sobre bienes corporales muebles que posteriormente se transformen en inmuebles por destinación o adherencia, subsistirá sin que sea necesario el acuerdo del acreedor a cuyo favor exista o llegue a constituirse hipoteca sobre el inmueble al que se ha incorporado el bien materia de la prenda; y gozará de preferencia sobre la hipoteca, pero para tal efecto, aquélla deberá anotarse al margen de la correspondiente inscripción hipotecaria.

TÍTULO III

De los Derechos y Obligaciones Emanados del Contrato de Prenda sin Desplazamiento

Artículo 16.- El acreedor prendario tendrá derecho para pagarse, con la preferencia establecida en el artículo 2474 del Código Civil, del total del monto del crédito, incluidos los gastos y costas, si los hubiere, extendiéndose este privilegio, además, al valor del seguro sobre la cosa dada en prenda, si lo hubiere, y a cualquier otra indemnización que terceros deban por daños y perjuicios que ella sufriere.


Artículo 17.- Se podrá constituir una o más prendas sobre un mismo bien empeñado, prefiriéndose las unas a las otras por el orden cronológico de sus respectivas inscripciones en el Registro Único de Prendas.


Artículo 18.- Si se ha convenido que las cosas dadas en prenda no pueden gravarse o enajenarse, su infracción dará derecho al acreedor para exigir la inmediata realización de la prenda, considerándose la obligación caucionada como de plazo vencido. Contra el adquirente se seguirá el procedimiento de desposeimiento señalado en el artículo 32. Las normas de este artículo no se aplicarán en la situación prevista en el inciso tercero del artículo 25. 


Artículo 19.- El deudor prendario o el tercero constituyente conservará la tenencia, uso y goce de la cosa dada en prenda, siendo de su cargo los gastos de custodia y conservación. Sus deberes y responsabilidades en relación con la conservación de la cosa dada en prenda serán los del depositario, sin perjuicio de las penas que más adelante se establecen. Con todo, lo anterior no será aplicable en el caso que legítimamente se haya procedido conforme al artículo 12 precedente.


Si el deudor o el tercero constituyente abandonare las especies prendadas, el tribunal podrá autorizar al acreedor, para que a su opción, tome la tenencia del bien prendado, designe un depositario o proceda a la realización de la prenda, considerándose la obligación caucionada como si fuere de plazo vencido.


Lo anterior es sin perjuicio del derecho a perseguir las demás responsabilidades civiles o penales que le quepan al deudor prendario o al tercero constituyente como consecuencia del abandono.


Artículo 20.- Puede señalarse el lugar donde debe mantenerse la cosa empeñada o las rutas o zonas que podrá recorrer, como asimismo, la utilización que debe darse a ésta. 


Si se ha convenido un lugar en donde deba mantenerse la cosa empeñada, ésta no podrá trasladarse. Asimismo, si se ha convenido que la cosa empeñada se utilice de una forma especificada en el contrato, ésta no podrá utilizarse de forma distinta a lo pactado. Lo anterior es sin perjuicio que el contrato autorice lo contrario, que el acreedor consienta en ello o que el tribunal competente del lugar de suscripción del contrato decrete su traslado o uso distinto para su mejor aprovechamiento o conservación.


En caso de infracción a lo dispuesto precedentemente, el acreedor podrá exigir la inmediata realización de la prenda, considerándose la obligación caucionada como de plazo vencido.


Si los gastos de custodia y conservación del bien dado en prenda fueren dispendiosos, el tribunal competente del lugar de suscripción del contrato podrá, a petición del constituyente, ordenar su enajenación de la forma más conveniente, sin previa tasación, pagándose al acreedor el producto de dicha enajenación. En todo caso, la obligación caucionada se considerará como si fuera de plazo vencido.


Artículo 21.- El acreedor prendario tiene derecho para inspeccionar en cualquier momento, por sí o por delegado, los efectos dados en prenda. Si con las visitas se irrogaren daños o graves molestias al constituyente de la prenda, podrá el tribunal competente del lugar de suscripción del contrato regularlas con la sola audiencia de las partes. Para designar delegado que ejerza este derecho, bastará una simple comunicación escrita del acreedor prendario. 


En caso de oposición del constituyente para que se verifique la inspección, el acreedor podrá exigir la inmediata realización de la prenda, siempre que requerido judicialmente el constituyente insistiere en su oposición, considerándose la obligación caucionada como si fuere de plazo vencido.


Artículo 22.- El arrendador podrá ejercer su derecho legal de retención sobre especies dadas en prenda, sólo cuando el contrato de arrendamiento conste en escritura pública otorgada con anterioridad a la correspondiente inscripción de la prenda en el Registro Único de Prendas.


Artículo 23.- Las acciones que se establecen en este Título, se tramitarán con arreglo al procedimiento prescrito en el Título IV, Párrafo 2°, del Libro III del Código de Procedimiento Civil.

TÍTULO IV

De la inscripción del contrato de prenda, de su modificación y su alzamiento

Artículo 24.- Dentro del plazo de cinco días hábiles, exceptuados los días sábados, contado desde la fecha de suscripción del contrato de prenda o, tratándose de instrumentos privados, desde la fecha de protocolización del mismo, una copia del contrato de prenda autorizada ante notario público y una copia del contrato en que consten las obligaciones garantizadas, si fuere el caso, deberán ser enviadas por el notario respectivo, al Registro Único de Prendas a que se refiere el Título V de esta ley, para su inscripción en dicho registro


Igual obligación, y en los mismos plazos, corresponderá a los notarios, respecto de los actos de modificación y de alzamiento efectuados de conformidad con lo establecido en el artículo 2° de esta ley.


Las copias de los actos y contratos a que se refieren los incisos anteriores deberán ser enviadas por medio de soportes magnéticos o a través de comunicaciones de redes electrónicas que aseguren la fidelidad y seguridad de los antecedentes acompañados. Excepcionalmente, tratándose de notarías que no cuenten con los medios tecnológicos necesarios para efectos de lo señalado precedentemente, el Registro Único de Prendas podrá recibir copias físicas de los instrumentos requeridos, sin perjuicio de su derecho para cobrar por la digitalización de dichos documentos de conformidad con el inciso cuarto del artículo 28.


La omisión de los requisitos señalados en los incisos anteriores no afectará la validez del contrato de prenda ni la de su modificación o alzamiento, pero hará responsable al notario respectivo por los daños que se originen como consecuencia de la omisión, sin perjuicio de la sanción disciplinaria de que pudieren ser objeto según lo establecido en el artículo 440, inciso primero, del Código Orgánico de Tribunales.


Artículo 25.- El derecho real de prenda se adquirirá, probará y conservará por la inscripción del contrato de prenda en el Registro Único de Prendas y la prenda sólo será oponible a terceros a partir de esa fecha.


Adicionalmente, en el caso de bienes sujetos a inscripción obligatoria en algún otro registro, se anotará una indicación del contrato al margen de la inscripción correspondiente y, mientras no se practiquen tales anotaciones, la prenda será inoponible a terceros.


El derecho de prenda no será oponible contra el tercero que adquiera la cosa empeñada en una fábrica, feria, bolsas de productos agropecuarios, casa de martillo, tienda, almacén u otros establecimientos análogos en que se vendan cosas muebles de la misma clase.


Artículo 26.- Sólo un tribunal podrá disponer que una inscripción practicada por el Registro Único de Prendas sea modificada, eliminada o cancelada, de acuerdo a las normas generales. 


No obstante, de oficio o a requerimiento de cualquier interesado y dentro de un plazo de cinco días hábiles, exceptuados los días sábados, a contar de la fecha de la inscripción en el Registro Único de Prendas, éste podrá rectificar los errores manifiestos en que se pudiere haber incurrido al practicarse la anotación. Con todo, la fecha de la constitución del derecho real de prenda será siempre la de su inscripción.


Artículo 27.- El deudor prendario tendrá derecho a exigirle a su acreedor que concurra a la suscripción del acto de alzamiento a que se refiere el artículo 2° de esta ley, efectuado que sea el pago íntegro de la o las obligaciones caucionadas. 

TÍTULO V

Del Registro Único de Prendas

Artículo 28.- Créase el Registro Único de Prendas que llevará el Servicio de Registro Civil e Identificación, de conformidad con esta ley y en la forma que determine el Reglamento que al efecto dicte el Presidente de la República mediante decreto supremo emanado conjuntamente del Ministerio de Hacienda y del Ministerio de Justicia.


El Reglamento establecerá las menciones que deberá contener la inscripción, los procedimientos para requerir y entregar la información contenida en el Registro, así como la organización, operación y requerimientos básicos del mismo.


La parte perjudicada con la negativa del Servicio de Registro Civil e Identificación a practicar una inscripción, sea del contrato de prenda, del instrumento que lo modifica o del acto de alzamiento, podrá ocurrir al juez competente del domicilio del acreedor garantizado, quien en vista de esta solicitud y de los motivos expuestos por el Registro, resolverá sin más trámite lo que corresponda. Si el juez manda practicar el trámite solicitado, el Servicio de Registro Civil e Identificación hará mención del decreto judicial que lo ordene. La resolución que se dicte será apelable conforme a las reglas generales.


El Servicio de Registro Civil e Identificación estará facultado para cobrar los derechos que se establezcan en el reglamento interno por las inscripciones, modificaciones, eliminaciones, cancelaciones, alzamientos, digitalizaciones, certificados, informes y copias de contratos de prenda que se efectúen u otorguen.


Los valores establecidos de conformidad con el inciso anterior, constituirán ingresos propios del Servicio.

TÍTULO VI

De la Realización de la Prenda y de la Cesión del Derecho de Prenda

Artículo 29.- En caso de cobro judicial, la prenda será subastada de acuerdo con las reglas del juicio ejecutivo en las obligaciones de dar establecidas en el Título I del Libro III del Código de Procedimiento Civil. Con todo, en este juicio sólo serán admisibles las excepciones del pago y remisión de la deuda, siempre que se funden en antecedente escrito, y la de prescripción.


Artículo 30.- Notificado el deudor, el acreedor de una obligación caucionada con prenda podrá pedir que ésta sea realizada de inmediato, aunque se hubieren opuesto excepciones.


El tribunal, con citación del deudor, resolverá dicha petición y podrá exigir que el acreedor caucione previamente las resultas del juicio.


La notificación de la demanda ejecutiva y el requerimiento de pago podrán practicarse en la forma establecida en el artículo 553 del Código de Procedimiento Civil.


Artículo 31.- Si las especies que se trataren de subastar fueren animales, el tribunal podrá disponer que se vendan en la feria que indique, debiendo en tal caso publicarse avisos durante dos días en el periódico que el tribunal señale.


Artículo 32.- La acción de desposeimiento contra el tercer poseedor que no sea deudor personal, se sujetará a las normas del Título XVIII del Libro III del Código de Procedimiento Civil, en lo que no sean contrarias a la naturaleza de la cosa prendada o del contrato de prenda.


Artículo 33.- En los juicios civiles a que se refiere esta ley, no se tomará en cuenta el fuero personal de los litigantes, ni se suspenderá su tramitación por la declaración de quiebra, excepto lo prescrito en los artículos 125 y 126 de la ley Nº 18.175.


Artículo 34.- En la realización de la prenda, junto con la notificación del deudor, deberá notificarse personalmente a los demás acreedores prendarios que tengan derecho sobre el bien prendado, los cuales serán cubiertos sobre el precio del remate en el orden que les corresponda, independientemente que su crédito no se encuentre devengado.


Cuando se trate de la realización de inmuebles por destinación o adherencia a que se refiere el inciso tercero del artículo 15, el acreedor hipotecario ejecutante deberá citar a los acreedores prendarios de conformidad con el artículo 2428 del Código Civil, teniendo lugar lo previsto en los artículos 492 y 762 del Código de Procedimiento Civil, en la medida que resulten aplicables.


Artículo 35.- La cesión de créditos caucionados con esta prenda se sujetará a las reglas que correspondan a su naturaleza. Sin embargo, para que la cesión comprenda el derecho real de prenda deberá inscribirse en el Registro Único de Prendas una copia autorizada ante notario, del documento en el que conste la cesión del crédito, manteniendo la prenda la preferencia que gozaba en virtud del primer contrato. 

TÍTULO VII

Delitos y Penas

Artículo 36.- Serán castigados con las penas señaladas en el artículo 467 del Código Penal, aumentadas en un grado:

1)
El que defraudare a otro disponiendo de las cosas empeñadas sin señalar el gravamen que las afecte o constituyendo prenda sobre bienes ajenos como propios; y 

2)
El deudor prendario y el que tenga en su poder la cosa dada en prenda que, defraudando al acreedor prendario, la cambie, altere, oculte, sustituya, traslade o disponga de ella. 

TÍTULO VIII

Otras Disposiciones

Artículo 37.- Los beneficiarios de los documentos de que trata el artículo 11, que hayan pagado o que se hayan obligado a pagar por cuenta o en interés de un tercero, todo o parte del valor de las mercaderías a que esos documentos se refieren, gozan de derecho legal de retención sobre ellas, mientras no se les reembolse o garantice con prenda sobre esos mismos bienes, lo que han pagado o se han obligado a pagar, según sea el caso, por concepto de precio, transporte, seguros, derechos de aduana, almacenaje y otros gastos en que hayan incurrido con motivo de la operación, sin necesidad de declaración judicial.


Las personas aludidas en el inciso anterior tendrán la facultad de pagar por cuenta del deudor los gastos e impuestos y realizar los trámites necesarios para desaduanar e internar la mercadería en el país, si ello fuere necesario.


Podrán, además, obtener la realización de la mercadería retenida, para el reembolso de los pagos, conforme al procedimiento ejecutivo que establece la presente ley.


El deudor queda facultado para constituir la prenda a que se refiere el inciso primero, aún cuando según los documentos de embarque, expedición o de recepción para embarque y expedición, aparezca como dueño de ellos el acreedor, siempre que pueda acreditar que según la documentación en poder del acreedor es el destinatario de las mercaderías.


Artículo 38.- El Presidente de la República deberá dictar el Reglamento a que se refiere el artículo 28, dentro del plazo de 180 días contados desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial. 


Las disposiciones de esta ley comenzarán a regir transcurridos 180 días desde la fecha en que se publique en el Diario Oficial el decreto que contiene el Reglamento a que se refiere el inciso anterior.


Artículo 39.- Deróganse las leyes Nº 4.097, 4.702, 5.687, 18.112, el artículo 43 del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, el artículo 15 de la ley N° 19.542, el artículo 3° de la ley N° 19.425, el artículo 62 B del decreto ley N° 1.939 y el artículo 16 de la ley N° 19.865, que regulan regímenes de prendas sin desplazamiento. Las referencias que en cada uno de esos cuerpos legales se haga a las disposiciones aquí derogadas, deberán entenderse efectuadas a las normas de esta ley.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, las normas precedentemente citadas continuarán vigentes para el efecto de regular las prendas sin desplazamiento constituidas con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley. También continuarán vigentes para el juzgamiento de hechos constitutivos de delitos tipificados en ellas, acaecidos con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, en cuanto fueren más favorables para el imputado.


Artículo 40.- Durante el plazo de un año contado desde la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, las prendas sin desplazamiento constituidas con anterioridad a su entrada en vigencia podrán acogerse al régimen aquí establecido mediante un contrato inscrito en el Registro Único de Prendas en el que se individualice la prenda sin desplazamiento original y su transformación. En este caso, se reconocerá a la prenda transformada, la antigüedad y fecha de la prenda original.”.


Puesta en votación esta indicación fue aprobada por unanimidad.


Del diputado señor Lorenzini para agregar el siguiente artículo nuevo:


“Artículo 16.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.657:

a)
Reemplázase el artículo 6° bis por el siguiente:


“Artículo 6° bis.- Las inversiones en Chile del Fondo de Capital Extranjero de Riesgo se realizarán en los N°s. 1) al 9) de la ley N° 18.815.”

b)
Reemplázase la letra b) del artículo 14 por la siguiente:


“b) La remesa al exterior del capital aportado no podrá efectuarse antes de un año, contado desde la fecha en que se haya ingresado el aporte.”.


El señor Heinz Rudolph estimó que la indicación involucra un mayor gasto fiscal.


El diputado Escalona, don Camilo (Presidente), declaró inadmisible la indicación parlamentaria precedente.


Los diputados señores Álvarez-Salamanca, Jaramillo, Kuschel y Urrutia, formularon una indicación al artículo 18 del proyecto, en relación con el decreto supremo N° 502, de 1978, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, del siguiente tenor:


Para sustituir el inciso tercero del artículo 38 por el siguiente:


“Las Cooperativas Abiertas de Vivienda y las de Ahorro y Crédito deberán constituir e incrementar cada año un fondo de reserva legal, con un porcentaje no inferior al 20% de sus remanentes. Sin embargo, las Cooperativas de Ahorro y Crédito cuyo patrimonio sea superior a las 400.000 Unidades de Fomento podrían constituir un fondo de reserva legal por un porcentaje menor al 20%, con un mínimo del 5% de sus remanentes. Este porcentaje deberá ser fijado por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. Cuando el fondo de reserva legal alcance un 50% del patrimonio, estas entidades estarán obligadas a distribuir entre los socios, a título de excedentes, al menos el 30% de los remanentes. El saldo podrá incrementar el fondo de reserva legal o destinarse a reservas voluntarias.”.


Para sustituir el artículo 39 por el siguiente:


“Artículo 39.- Las Cooperativas abiertas de Vivienda y las de Ahorro y Crédito deberán tener invertido a lo menos el 10% de su patrimonio en activos e instrumentos de fácil liquidación que determine el Reglamento. Quedarán exentas del cumplimiento de esta obligación las Cooperativas de Ahorro y Crédito que posean un patrimonio igual o superior a 400.000 Unidades de Fomento y que estén bajo la supervisión de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.”.


El presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación precedente en conformidad a los artículos 24 inciso primero y 25 de la Ley Orgánica del Congreso.


El Ejecutivo formuló una indicación para agregar el siguiente artículo:


“Artículo 19.- Modifícase el Código de Comercio de la siguiente forma:


Reemplázase el artículo 348 por el siguiente:


“Art. 348.- Las disposiciones de este título regulan tres especies de sociedad:


1ª Sociedad colectiva;


2ª Sociedad por acciones;


3ª Sociedad en comandita.


Regulan también la asociación o cuentas en participación.”.

2)
Reemplázase el encabezado del párrafo octavo del título séptimo por el siguiente:


“8. De las Sociedades por Acciones”

3)
Para agregar los siguientes artículos 424 a 464 nuevos:


“Artículo 424.- La sociedad por acciones, o simplemente, la “sociedad” para los efectos de este Párrafo 8°, es una persona jurídica creada por una o más personas mediante un acto de constitución validamente perfeccionado de acuerdo con los preceptos de esta ley, cuyos derechos en el capital son representados por acciones.


La sociedad tendrá un estatuto social en el cual se establecerán los términos y condiciones, derechos y obligaciones de los accionistas y de la administración de la misma. Salvo las materias indicadas que de acuerdo con esta ley no pueden modificarse por el estatuto social, éstos primarán en todo. El silencio de los estatutos sociales será suplido por lo indicado en esta ley y en lo no previsto por ella, se aplicarán las normas específicas de la Ley N° 18.046 que sean aplicables a las sociedades anónimas cerradas, con tal que dichas disposiciones específicas no sean contrarias a lo previsto en los estatutos sociales o en esta ley.


Los accionistas sólo serán responsables por sus respectivos aportes en la sociedad.


La sociedad no podrá contar con más de 50 accionistas y en caso de superar dicho límite y mantenerse esta situación por más de 180 días, la sociedad se transformará, por el sólo ministerio de la ley, en una sociedad anónima cerrada, siéndoles aplicables en todo y pasando por sobre los estatutos sociales, las disposiciones pertinentes de la ley N° 18.046 con las particulares excepciones de las materias indicadas en el artículo siguiente. Adicionalmente, en la más próxima junta de accionistas, deberá elegirse miembros del directorio que continuará la administración social.


Artículo 425.- La sociedad se forma por un acto de constitución social escrito que podrá perfeccionarse mediante escritura pública o por instrumento privado suscrito por sus otorgantes y cuyas firmas sean autorizadas por el notario público, en cuyo registro será protocolizado dicho instrumento. El acto de constitución social deberá constar en idioma español, sin perjuicio de aquellos términos que por su propia naturaleza o por costumbre, sean consignados en otros idiomas. El instrumento constitutivo social debe expresar y regular, a lo menos, las siguientes materias de su estatuto:

1)
El nombre de la sociedad;

2)
El o los objetos específicos de la sociedad;

3)
El monto al que asciende el capital de la sociedad;

4)
El número de acciones en que el capital es dividido y representado; y

5)
La forma que adoptará la administración social señalándose el nombre de la o las personas que administrarán la sociedad o los integrantes del órgano de administración designado provisoriamente, según sea el caso, y el nombre de uno o más reemplazantes en caso de renuncia o vacancia de aquel o aquellos.


Artículo 426.- Dentro del plazo de 20 días hábiles contado desde la fecha de la escritura social o de su protocolización, un extracto del instrumento de constitución social, autorizado por el notario respectivo, deberá inscribirse en el Registro de Comercio correspondiente al domicilio de la sociedad y publicarse por una sola vez en el Diario Oficial.


El extracto deberá contener, a lo menos, la siguiente información:

1)
La fecha de otorgamiento y el nombre y domicilio del notario que autorizó la escritura o que protocolizó el instrumento privado de constitución que se extracta y el registro y número de rol o folio y en que se ha depositado dicho documento;

2)
El nombre y domicilio del o los accionistas concurrentes al instrumento de constitución;

3)
El nombre de la sociedad;

4)
El o los objetos específicos de la sociedad;

5)
El monto al que asciende el capital de la sociedad;

6)
El número de acciones en que el capital es dividido y representado;

7)
Enunciación resumida de la forma de organización de la administración social; y

8)
Si la sociedad no tuviere duración indefinida, se señalará la fecha o condición establecida para su término.


Artículo 427.- Las disposiciones de los estatutos sociales, sólo podrán ser modificadas por escritura pública o privada protocolizada, debiendo autorizar el notario las firmas de quienes suscriben, y ejecutada por la totalidad de las acciones o, en caso contrario, por resolución de la junta de accionista. En este último evento, el acta de tales acuerdos, o la parte pertinente de ellos, deberá ser reducidas a escritura pública o protocolizadas en el registro de un notario público a solicitud de un representante de la sociedad.


Un extracto de tales resoluciones o declaraciones, haciendo indicación de la fecha de otorgamiento de la escritura pública o protocolización del instrumento privado, y de la junta de accionistas o declaración respectiva, y del nombre y domicilio del notario ante el cual se otorgó o protocolizó el instrumento de reducción, según corresponda, será inscrito y publicado en la misma forma establecida en el artículo precedente. Sólo será necesario hacer referencia al contenido de la reforma cuando se hayan modificado algunas de las materias señaladas en dicho artículo.


Artículo 428.- La sociedad se forma, existe y prueba por un acto de constitución social escrito, inscrito y publicado en los términos del artículo precedente.


Artículo 429.- La sociedad que no sea constituida con arreglo a este Título, o que adolezcan de vicios formales, inscripción o publicación tardía, o insuficiencias en cualquiera de las menciones indicadas en los artículos antes citados es nula, sin perjuicio del saneamiento que pueda efectuarse en conformidad a la ley.


Declarada la nulidad de la sociedad, ésta entrará en liquidación. La sociedad nula, sin embargo, gozará de personalidad jurídica y será liquidada como una sociedad anónima si consta de escritura pública o de instrumento reducido a escritura pública o protocolizado.


De la misma nulidad adolecerán las reformas de estatutos y el acuerdo de disolución de una sociedad oportunamente inscritos y publicados pero en cuyos extractos se omita cualquiera de las menciones exigidas en el artículo 426 anterior; sin embargo, estas reformas y acuerdo producirán efectos frente a los accionistas y terceros mientras no haya sido declarada su nulidad; la declaración de esta nulidad no produce efecto retroactivo y sólo regirá para las situaciones que ocurran a partir del momento en que quede ejecutoriada la resolución que la contenga; todo sin perjuicio del saneamiento en conformidad a la ley.


Se equipara a la omisión cualquiera disconformidad esencial que exista entre las escrituras y las inscripciones o publicaciones de sus respectivos extractos. Se entiende por disconformidad esencial aquella que induce a una errónea compresión de la escritura extractada.


El o los otorgantes del acto de constitución social declarado nulo responderán solidariamente a los terceros con quienes hubieren contratado a nombre y en interés de la sociedad.


En todo caso, no podrá pedirse la nulidad de una sociedad o de una modificación del estatuto social, luego de transcurridos cuatro años desde la ocurrencia del vicio que la origina.


No obstante lo dispuesto precedentemente, la sociedad que no conste de escritura pública o instrumento reducido a escritura pública, de ser el caso, ni de instrumento protocolizado, es nula de pleno derecho y no podrá ser saneada.


Si la sociedad existiere de hecho y tuviere una pluralidad de accionistas, dará lugar entre ellos a una comunidad. Las ganancias y pérdidas se repartirán y soportarán y la restitución de los aportes se efectuará entre ellos con arreglo a lo pactado y, en subsidio, de conformidad a lo establecido en esta ley. Los miembros de la comunidad responderán solidariamente a los terceros con quienes hubieren contratado a nombre y en interés de ésta; y no podrán oponer a los terceros la falta de los instrumentos mencionados en el inciso primero. Los terceros podrán acreditar la existencia de hechos por cualquiera de los medios probatorios que reconoce el Código de Comercio, y la prueba será apreciada de acuerdo a las reglas de la sana crítica.


La modificación cuyo extracto no haya sido oportunamente inscrito y publicado no producirá efectos ni frente a los accionistas ni frente a terceros, salvo el caso de saneamiento en conformidad a la ley y con las restricciones que ésta impone. Dicha privación de efectos operará de pleno derecho, sin perjuicio de la acción por enriquecimiento sin causa que proceda.


Artículo 430.- La sociedad llevará un registro en el que se anotarán el nombre y domicilio de sus administradores, gerentes, ejecutivos principales o liquidadores, con especificación de las fechas de iniciación y término de sus funciones.


Adicionalmente, la sociedad llevará un registro en el que se anotará, a lo menos, el nombre, domicilio y cédula de identidad o rol único tributario de cada accionista, el número de acciones de que sea titular, la fecha en que éstas se hayan inscrito a su nombre y tratándose de acciones suscritas y no pagadas, la forma y oportunidades de pago de ellas. Igualmente, en el Registro deberá inscribirse la constitución de gravámenes y de derechos reales distintos al dominio. En caso de que algún accionista transfiera el todo o parte de sus acciones deberá anotarse esta circunstancia en el registro de que trata este artículo.


Artículo 431.- El o los administradores y el gerente general de la sociedad serán solidariamente responsables de los perjuicios que causaren a accionistas y a terceros con ocasión de la falta de fidelidad o vigencia de las informaciones contenidas en los registros a que se refiere este título. Con todo, dichos registros podrán llevarse por cualquier medio, siempre que éste ofrezca seguridad de que no podrá haber intercalaciones, supresiones u otra adulteración que pueda afectar su fidelidad, y que, además, permita el inmediato registro o constancia de las anotaciones que en ellos deban hacerse y estarán, en todo tiempo, disponibles para su examen por cualquier accionista o administrador de la sociedad.


Artículo 432.- La sociedad deberá tener un nombre incluyendo a continuación, la expresión “SPA”.


Si el nombre de una sociedad fuere idéntico al de otra ya existente, ésta tendrá derecho a demandar la modificación del nombre de aquella mediante juicio sumario.


Artículo 433.- La sociedad tendrá la duración que establezcan sus accionistas, la cual podrá ser indefinida y, si nada se dice, tendrá esta duración.


Artículo 434.- La sociedad deberá tener uno o más objetos específicos, pudiendo ser éstos, cualquier actividad lucrativa que no sea contraria a la ley. El objeto social será para todos los efectos legales y contractuales, siempre de carácter mercantil.


Artículo 435.- La sociedad deberá tener un domicilio, pero si en la escritura social se hubiere omitido el domicilio social se entenderá domiciliada en el lugar de otorgamiento de ésta.


Artículo 436.- El capital de la sociedad deberá ser fijado de manera precisa en los estatutos y estará dividido en un número determinado de acciones nominativas de igual valor. Los estatutos podrán establecer que las acciones de la sociedad sean emitidas sin la necesidad de imprimir láminas físicas de dichos títulos.


Artículo 437.- El capital social deberá quedar totalmente suscrito y pagado en el plazo que indiquen los estatutos y si nada señalaren al respecto, el plazo de entero del capital inicial será de cinco años contados desde la fecha de constitución de la sociedad. Si así no ocurriere, al vencimiento de plazo correspondiente, el capital social quedará reducido al monto efectivamente suscrito y pagado. A menos que los estatutos sociales estipulen algo diferente, las acciones cuyo valor no se encuentre totalmente pagado, no gozarán de derecho alguno.


Artículo 438.- A menos que los estatutos establezcan algo distinto, las contribuciones de capital deberán hacerse en dinero efectivo o divisas. Se considerará también como aporte en efectivo la capitalización de créditos de dinero adeudados por la misma sociedad.


Los aportes no consistentes en dinero efectivo serán estimados en la forma que establezca la junta de accionistas o los estatutos. Si nada dijeren, se valorizarán en la forma que establezca la administración. A menos que la junta de accionistas lo exija expresamente, no será necesario que la ésta apruebe dichos aportes.


Artículo 439.- Los estatutos sociales podrán establecer porcentajes o montos mínimos o máximos del capital social que podrá ser controlado por uno o más accionistas, o accionistas determinados en forma directa o indirecta, pero si existieren tales normas, los estatutos deberán contener disposiciones que regulen los efectos y establezcan las obligaciones o limitaciones que nazcan para los accionistas que quebranten dichos límites, según sea el caso, so pena de ser consideradas nulas tales estipulaciones.


Artículo 440.- Las acciones pueden ser ordinarias o preferidas.


Los estatutos sociales deberán establecer en forma precisa las cargas, obligaciones, privilegios o derechos especiales que afecten o de que gocen una o más series de acciones. Las preferencias no deberán necesariamente asociarse a una o más limitaciones en los derechos a que ordinariamente podrían gozar.


Artículo 441.- Cada accionista dispondrá de un voto por cada acción que posea o represente. Sin embargo, los estatutos podrán contemplar series de acciones sin derecho a voto, con derecho a voto limitado o con derecho a dos o más votos por acción.


Las acciones sin derecho a voto o las con derecho a voto limitado, en aquellas materias en que carezcan de derecho a voto, no se computarán para el cálculo de los quórum de sesión o de votación en las juntas de accionistas y aquellas que tengan derecho a dos o más votos, se contabilizarán de acuerdo a su capacidad de votación.


Artículo 442.- A menos que los estatutos señalen algo distinto, la sociedad no podrá adquirir y poseer acciones de su propia emisión.


Con todo, si se hubiere otorgado dicha facultad, las acciones de propia emisión que se encuentren bajo el dominio de la sociedad, no se computarán para la constitución del quórum en las asambleas de accionistas y no tendrán derecho a voto, dividendo o preferencia en la suscripción de aumentos de capital. Las acciones adquiridas por la sociedad, deberán enajenarse dentro del plazo que establezcan sus estatutos y si estos nada señalaren al respecto, deberán enajenarse en el plazo de cinco años a contar de su adquisición, bajo pena de quedar reducido el capital de pleno derecho. Las acciones adquiridas por la sociedad también podrán ser utilizadas por la administración para los usos indicados en el artículo 445 siguiente.


Artículo 443.- Los aumentos de capital serán acordados por la junta de accionistas, sin perjuicio que los estatutos podrán facultar a la administración en forma general, limitada, temporal o permanente, para aumentar el capital con el objeto de financiar la gestión general de la sociedad o para fines específicos.


Los aumentos de capital deberán quedar totalmente suscritos y pagados en el plazo que establezca el acuerdo de junta de accionistas o de la administración, según sea el caso, y si éstos nada indicaren al respecto, el plazo de entero del aumento de capital respectivo será de cinco años contado desde la fecha del acuerdo de junta de accionistas o administración, según corresponda. Vencido el plazo respectivo, sin que se haya enterado el aumento de capital, éste quedará reducido a la cantidad efectivamente pagada.


Artículo 444.- La sociedad podrá emitir acciones de pago que se ofrecerán al precio que determine libremente la junta de accionistas.


Los estatutos sociales o la junta de accionistas podrán establecer el derecho de los accionistas para que las opciones para suscribir acciones de aumento de capital de la sociedad y de valores convertibles en acciones de la sociedad emisora, o de cualesquiera otros valores que confieran derechos futuros sobre estas acciones, incluyendo las acciones liberadas emitidas por la sociedad, deban ser ofrecidas, a lo menos por una vez, preferentemente a los accionistas a prorrata de las acciones que posean.


En caso de tener los accionistas tal derecho, si todos o algunos de ellos no ejercieren su derecho de suscribir preferentemente las acciones emitidas, en todo o parte, las acciones no suscritas serán destinadas para los fines que sean establecidos por la junta de accionistas o la administración, según sea el caso y si estos nada hubieren señalado, el capital social será reducido de pleno derecho al monto efectivamente pagado y las acciones emitidas para tales efectos se tendrán por no emitidas para todos los efectos legales.


Mientras estuviere pendiente una emisión de bonos convertibles en acciones, deberá permanecer vigente un margen no suscrito del aumento de capital por la cantidad de acciones que sea necesaria para cumplir con la opción, cuando ésta sea exigible conforme a las condiciones de la emisión de los bonos respectivos.


Artículo 445.- La sociedad también podrá emitir acciones de pago o fijar su precio de suscripción por resolución de la administración en el caso que ésta esté facultada para ello en los estatutos sociales o en virtud de un acuerdo de la junta de accionistas, el que será tomado por simple mayoría, a menos que los estatutos establezcan una mayoría calificada, caso en el cual los accionistas disidentes tendrán derecho de retiro.


En caso de requerirse la modificación de los estatutos de la sociedad para facultar a la administración para emitir acciones de pago o para fijar su precio de suscripción, o para modificar la norma estatutaria que exija una mayoría calificada de la junta de accionistas para otorgar cualquiera de tales facultades, el acuerdo de la junta de accionistas que resuelva tal modificación de estatutos deberá ser tomado por los dos tercios de las acciones con derecho a voto, a menos que los mismos estatutos establezcan una mayoría menor, caso en el cual los accionistas disidentes tendrán derecho de retiro.


La facultad de la administración para emitir acciones de pago o para fijar su precio de suscripción, podrá referirse a una o más emisiones como asimismo podrá establecer limites de monto de suscripción, plazos de colocación y entero, usos de los fondos obtenidos de la colocación, o destinatarios de la colocación. También, podrán establecerse límites de dilución de los accionistas existentes a la fecha de la emisión respectiva o montos máximos de capitalización.


Los estatutos o la junta de accionistas establecerán con la más amplia libertad, el uso de las acciones que sean emitidas por la administración. Si éstos nada dijeren, sólo podrán ser destinadas a las siguientes operaciones:

1)
Para ser colocadas entre uno o más accionistas o entre terceros a cambio de dinero o divisas;

2)
Para pagar obligaciones monetarias de la sociedad o sus filiales;

3)
Para cumplir con planes generales de compensación salarial, opciones de compra o suscripción de acciones establecidos a favor de trabajadores de la sociedad y/o de sus filiales; y

4)
Para cumplir con las obligaciones emanadas de valores propios o emitidos por sus filiales.


Artículo 446.- Sin perjuicio de la facultad de adquirir acciones de su propia emisión, el capital de la sociedad sólo podrá ser reducido por acuerdo de la junta de accionistas que modifique consecuentemente los estatutos de la sociedad. En tal caso, todo acuerdo de reducción de capital deberá ser adoptado por la mayoría establecida en los estatutos, y en el silencio de estos será considerada una materia que requerirá el voto conforme de la unanimidad de los accionistas.


No podrá procederse al reparto o devolución de capital o a la adquisición de acciones con que dicha disminución pretenda llevarse a efecto, sino desde que quede perfeccionada la modificación estatutaria.


Artículo 447.- Los estatutos sociales determinarán si las diferencias que ocurran entre los accionistas en su calidad de tales; los accionistas y la sociedad o sus administradores o liquidadores, como tales; y la sociedad y sus administradores o liquidadores, como tales, serán resueltas por medio de un arbitraje o por los tribunales de justicia, pero no podrá dejarse al demandante la elección de uno u otro.


Artículo 448.- En caso de establecerse que dichas disputas serán conocidas y resueltas por arbitraje, los estatutos deberán indicar lo siguiente:

1)
El número de integrantes del tribunal arbitral. En el silencio de los estatutos, las disputas sociales serán conocidas y resueltas por sólo un árbitro;

2)
La forma en que se nominará al árbitro o árbitros que integrarán el tribunal arbitral. En caso que los estatutos designen a una o más personas determinadas como árbitros, deberá indicarse, además, la forma de designar un reemplazante en caso de faltar él o cualquiera de las personas individualizadas. En el silencio de los estatutos, el o los árbitros serán designados por el tribunal de turno; y

3)
El tipo de arbitraje y las reglas especiales de procedimiento a las que el tribunal arbitral deberá ajustarse, o las facultades de éste para establecer las reglas especiales de procedimiento. En el silencio de los estatutos, tanto las normas de procedimiento como el fondo de lo debatido se ajustará estrictamente a las normas de derecho y el procedimiento será sumario.


Artículo 449.- Toda pérdida irrogada al patrimonio de la sociedad como consecuencia de una infracción a esta ley, su reglamento, los estatutos sociales, dará derecho a los accionistas o a cualquiera de los miembros de la administración, a demandar la indemnización de perjuicios a quien correspondiere, en nombre y beneficio de la sociedad.


Las costas a que hubiere lugar serán pagadas a los demandantes y no podrán, de forma alguna beneficiar a la sociedad. Por su parte, si el accionista y/o el administrador demandante es condenado en costas, serán responsables de éstas sin que puedan repetir en contra de la sociedad; pero sólo podrá condenársele si el tribunal constata que la acción fue ejercida en forma temeraria o con el objeto de causar daño, impedir el ejercicio de los derechos o entorpecer la gestión de la sociedad o a los demás accionistas.


Las acciones contempladas en este artículo, son compatibles con cualquier otra acción establecida en la ley.


Artículo 450.- Los accionistas deben ejercer sus derechos sociales respetando los que correspondan a la sociedad y a los demás accionistas.


Esta obligación se extiende a todos aquellos que a través de una o más sociedades determinan el ejercicio de los derechos del accionista.


Artículo 451.- La información social o aquella relativa a sus negocios o su situación comercial, financiera o jurídica, le pertenece sólo a ella y tiene el carácter de confidencial mientras la sociedad no la haga oficialmente pública por los canales ordinarios de comunicación o en virtud del cumplimiento de una disposición legal o mandato judicial. Toda persona que tenga acceso a la información social en razón de ser un administrador o por su cargo en la administración y mientras ella no haya sido divulgada oficialmente por los medios que la ley franquea, estará legalmente obligado a guardar reserva y no podrá aprovecharse de esta información, para obtener una ganancia o evitar una pérdida ni permitir que otros la utilicen con igual resultado.


Sin perjuicio de lo anterior, la información social podrá ser revelada en forma limitada, específica y por un tiempo determinado en la medida que los que reciban tal información, asuman las mismas obligaciones.


El accionista, administrador o dependiente de la sociedad que viole lo señalado en este precepto, deberá entregar a la sociedad, toda ganancia efectuada o perdida evitada, sin perjuicio del ejercicio de las demás acciones civiles y penales que fueren del caso.


Artículo 452.- Ningún accionista, a menos que consienta en ello en forma expresa o por así contemplarlo los estatutos sociales, podrá perder su calidad de tal con motivo de un canje de acciones, fusión, incorporación, transformación o división de una sociedad.


Artículo 453.- A menos que los estatutos establezcan algo distinto, el precio a pagar por la sociedad al accionista disidente que haga uso del derecho a retiro será el valor de libros de la acción. Los estatutos podrán establecer que si el accionista disidente hubiere pagado parte del valor de sus acciones, recibirá en pago la proporción que corresponda.


Artículo 454.- En caso que la sociedad deba pagar obligatoriamente un dividendo por un monto fijo, determinado o determinable, a las acciones de una serie específica, estos se pagarán con preferencia a los dividendos a que pudieren tener derecho las demás acciones y si las utilidades correspondientes no fueren suficientes para cubrir el dividendo fijo obligatorio, se procederá de alguna de las formas siguientes:

1)
El saldo insoluto se anotará en una cuenta especial de patrimonio creada al efecto y que acumulará los dividendos adeudados y por pagar. La sociedad no podrá pagar dividendos a las demás acciones que no gocen de la preferencia de dividendo fijo obligatorio, hasta que la cuenta de dividendos por pagar no haya sido completamente saldada. En caso de disolución de la sociedad, la cancelación de la cuenta de dividendos por pagar tendrá preferencia a las distribuciones que deban hacerse al efecto;

2)
Nacerá para los accionistas respectivos, derecho a retiro respecto de las acciones preferidas a partir de la fecha en que se declare la imposibilidad de distribuir el dividendo. El precio a pagar será el valor de rescate si lo hubiere o en su defecto el que resulte de aplicar lo establecido en el artículo 47 de esta ley, más la suma de los dividendos adeudados a la fecha de ejercer el derecho de retiro; o

3)
Capitalizar las sumas que se le adeuden por acciones ordinarias de la sociedad o acciones de la clase que establezcan los estatutos.


Artículo 455.- En caso que la sociedad deba pagar dividendos provenientes de las utilidades de unidades de negocios o activos específicos de ésta, la sociedad deberá llevar contabilidad separada respecto de dichas unidades de negocios o activos específicos y las utilidades sobre las que se pagarán dividendos serán calculadas exclusivamente sobre la base de esta contabilidad sin importar los resultados generales de la sociedad. Por su parte, la sociedad no computará las cuentas separadas para al cálculo de sus utilidades, en relación con el pago de dividendos. Las utilidades provenientes de las unidades de negocios o activos separados que no sean distribuidos como dividendos se integrarán a los resultados generales del ejercicio correspondiente. Para todos los demás efectos, especialmente los crediticios y tributarios, los resultados de la sociedad se mirarán siempre como un solo todo sin divisiones ni limitaciones que les puedan ser oponibles.


Artículo 456.- La sociedad no se disolverá por reunirse todas las acciones en poder un mismo accionista.


Artículo 457.- Para toda forma de comunicación entre la sociedad o los accionistas, los estatutos podrán establecer medios distintos a los establecidos en la ley con tal que dichos medios den razonables seguridades respecto de su fidelidad, continuidad, libertad de acceso y amplitud de cobertura. La falta de indicación en los estatutos respecto del medio de comunicación que deberá utilizarse para el envío de citaciones será suplida mediante la remisión por correo certificado.


La recepción deficiente, no afectará la validez de la citación, pero la administración de la sociedad infractora responderá de los perjuicios que causaren a los accionistas.


Artículo 458.- Los estatutos podrán establecer medios de difusión en que deberán publicarse o anunciarse eventos de relevancia social, distintos a los establecidos en la ley con tal que dichos medios den razonables seguridades respecto de su fidelidad, continuidad, libertad de acceso y amplitud de cobertura. A falta de tal indicación, los avisos sociales serán publicados en el Diario Oficial.


Artículo 459.- Los estatutos podrán establecer que la presencia de los accionistas en junta, se verifique a través de medios de comunicación que garantice el ejercicio fiel y oportuno de los derechos de aquellos que opten por participar de tal manera.


A falta de indicación en los estatutos respecto del medio de comunicación que deberá utilizarse para el envío de citaciones, éstas serán remitidas por correo certificado y a falta de indicación en los estatutos respecto del medio de difusión que deberá utilizarse para publicar avisos sociales, éstos se harán en el Diario Oficial.


La omisión de esta citación, o su recepción deficiente, no afectará la validez de la citación, pero la administración de la sociedad infractora responderá de los perjuicios que causaren a los accionistas.


Artículo 460.- Cada vez que este Párrafo 8° haga referencia a la “administración” o “administrador” se entenderá que incluye cualquier forma de colectiva o plural de administración y a los miembros de dichos órganos, tal como, un directorio integrado por miembros o directores.”.


Puesta en votación esta indicación fue aprobada por unanimidad.


El Ejecutivo formuló una indicación para agregar el siguiente artículo:


“Artículo 20.- Dicta Normas Sobre la Agencia de Garantía:

TÍTULO I

Disposiciones Preliminares

Artículo 1°.- La agencia de garantía es un contrato en virtud del cual uno o más acreedores cuyos créditos gozan o gozarán del beneficio de una o más cauciones acuerdan designar a un agente, quien les representará para el ejercicio mancomunado de los derechos que emanan de su garantía y para la apropiada constitución o formalización de las mismas, todo lo anterior, sujetándose las partes a las disposiciones de esta ley. En lo no previsto por las disposiciones de la presente ley, se aplicarán las normas generales del Código Civil y de Comercio y de la Ley N° 18.045 que no sean contrarias a ésta.


Para los efectos de esta ley, los términos indicados a continuación tendrán el significado que para cada uno de ellos se adscribe a continuación:

1)
“beneficiario final”, es el prestamista o inversionista que participa en un programa de financiamiento, ya sea otorgando originariamente el préstamo o adquiriendo posteriormente una participación en la acreencia ya sea por cesión, sucesión, adhesión o reemplazo a cualquier título de acuerdo al o los contratos que sustenten el programa de financiamiento;

2)
“agente de garantía”, es la persona que representa a los beneficiarios finales para los efectos de esta ley y del contrato;;

3)
“contrato”, es el contrato de agencia de garantía convenido expresamente bajo las disposiciones de esta ley y que suscribirá el beneficiario final y el agente con el objeto de regular las actividades del agente en relación con la garantía agenciada;

4)
“garantía”, es todo tipo de caución real o personal, u otro tipo de convención destinado a permitir o asegurar el completo cumplimiento de las obligaciones del deudor en un programa de financiamiento a favor del o los beneficiarios finales respectivos. Las partes correspondientes, deberán sujetar expresamente la garantía a las disposiciones de esta ley;

5)
“programa de financiamiento” es:

a)
todo préstamo contratado con dos o más beneficiarios finales bajo un plan único o unificado de obligaciones y garantías;

b)
toda emisión de valores representativos de deuda o certificados representativos de participaciones en planes de financiamiento cuya oferta y colocación sea efectuada fuera de Chile;

c)
un plan de financiamiento conformado por uno o más créditos que se relacionen entre sí por tener un deudor común y por encontrarse destinado a satisfacer los requerimientos de recursos de un negocio especifico. Para los efectos de esta disposición, se mirará como un mismo deudor a éste y a sus personas relacionadas; o

d)
otras obligaciones que, por la voluntad de los contratantes, se sujeten a las disposiciones de esta ley.


Artículo 2°.- En todo programa de financiamiento, las garantías que se constituyan se otorgarán a favor de un agente, quien las aceptará a nombre propio, pero por cuenta del o los beneficiarios finales existentes a la fecha del otorgamiento de la garantía respectiva como, asimismo por cuenta de aquellos beneficiarios finales que adquieran tal calidad con posterioridad. A dicho agente corresponderá igualmente aceptar las modificaciones o sustituciones de las garantías constituidas o consentir en su alzamiento de acuerdo con los términos y condiciones establecidos en el contrato.


Si la caución consistiera en prenda, la entrega de la cosa empeñada, cuando se requiera para la constitución de la garantía, se hará al agente o a quien éste designe. Las citaciones y notificaciones que de acuerdo a la ley deben practicarse respecto de los acreedores hipotecarios o prendarios, se entenderán cumplidas al efectuarse al agente.


Artículo 3°.- La designación y el reemplazo del agente se efectuarán por escritura pública o privada debiendo en este último caso, ser autorizadas las firmas por un notario público y protocolizado. También podrá otorgarse por instrumento suscrito en el extranjero debiendo protocolizarse en Chile una copia del mismo.


Artículo 4°.- El reemplazo del Agente de Garantías y la cesión de sus derechos y obligaciones deberá hacerse, con o sin su voluntad, al amparo de los términos y condiciones establecidas en el contrato, y en su silencio, deberá ser acordado por los beneficiarios finales que representen a lo menos la mayoría absoluta del saldo adeudado bajo el programa de financiamiento. En todos los casos el reemplazo y la cesión de los derechos y obligaciones del agente deberán constar por escrito en un instrumento de similares características al de constitución de la agencia, individualizando al agente reemplazante y haciendo indicación de la fecha de término de funciones del agente saliente y de inicio del reemplazante.


Artículo 5°.- En las escrituras e inscripciones de garantías que consistan en hipotecas o prendas y que se acojan a este sistema de agencia, no será necesario individualizar a los beneficiarios finales, bastando expresar el nombre del agente e individualizar el contrato. Se anotará, además, y al margen de la inscripción original, los reemplazos del agente, si fuere el caso.”.


Sometida a votación la indicación precedente fue aprobada por unanimidad.


El Ejecutivo formuló una indicación para incorporar el siguiente artículo cuarto transitorio, nuevo:


“Artículo Cuarto Transitorio.- Las modificaciones efectuadas al inciso final del artículo 16 de la Ley de Sociedades Anónimas entrarán a regir transcurridos seis meses contados desde la fecha en que entre en vigencia la presente ley. Las acciones suscritas y no pagadas a la fecha de entrada en vigencia de las citadas modificaciones, continuarán rigiéndose por la ley o por el estatuto vigente a la fecha en que se suscribieron.”.


Puesta en votación la indicación precedente fue aprobada por unanimidad.


Se han introducido al proyecto modificaciones formales y de redacción que se recogen en el texto propuesto a continuación.

III. CONCLUSIÓN.


En virtud de lo antes expuesto y de los antecedentes que dará a conocer oportunamente el señor diputado Informante, la Comisión de Hacienda recomienda la aprobación del siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° de decreto ley N° 824, de 1974:

a)
Agrégase en el artículo 2°, el siguiente inciso segundo al N° 6:


“Para todos los efectos de esta ley, las sociedades por acciones reguladas por el párrafo octavo del título séptimo del Código de Comercio se considerarán anónimas en la medida en que cuenten con dos o más accionistas.”.

b)
Intercálanse en el inciso primero del artículo 18 quater, las siguientes oraciones, a continuación del punto seguido(.):


“Para los efectos de este artículo, no se considerará rescate el traspaso de cuotas que efectúe el partícipe entre Fondos administrados por una misma sociedad administradora. En este caso, cuando se efectúe el rescate de las cuotas, el mayor valor se determinará comparando el valor de adquisición inicial de éstas, debidamente reajustado en la forma prevista en el artículo 17 del decreto ley N° 1.328, de 1976, con el de rescate.”.


Artículo 2°.- Agrégase en el artículo 9° del decreto ley N° 3.475, de 1980, que contiene la Ley de Impuesto de Timbres y Estampillas, el siguiente N° 7:


“7.- El deudor, en aquellos casos en que el acreedor o beneficiario del documento afecto a los impuestos de esta ley, no tenga domicilio o residencia en Chile.”.


Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley General de Bancos, cuyo texto fue fijado por el artículo único del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, de Hacienda:

1)
Reemplázase el inciso segundo del artículo 2°, por el siguiente:


“La Superintendencia tendrá la fiscalización de las empresas cuyo giro consista en la emisión u operación de tarjetas de crédito o de cualquier otro sistema similar, siempre que dichas modalidades adquieran una participación significativa como medio de pago. Corresponderá al Consejo del Banco Central, mediante acuerdo fundado y por norma de carácter general, determinar los elementos y antecedentes que permitan estimar cuándo un emisor u operador deba ser fiscalizado en los términos señalados precedentemente, y dictar las normas respectivas a las que éstos deberán someterse, teniendo en consideración las características y ámbitos de acción propios de dichas tarjetas de crédito y sistemas similares. Las empresas mencionadas anteriormente, quedarán exceptuadas de dicha fiscalización, si acreditan, mediante certificación de una empresa auditora inscrita en el registro público de estas empresas que lleva la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, que su operación no reúne las condiciones establecidas por el Banco Central para hacer exigible la referida fiscalización.”.

2)
Introdúcese el siguiente artículo 18 bis:


“Artículo 18 bis.- Los Superintendentes de Bancos e Instituciones Financieras, de Valores y Seguros y de Administradoras de Fondos de Pensiones se reunirán en comité con la periodicidad que determinen, para los efectos de informarse y debatir asuntos de su competencia que tengan relación con las facultades y atribuciones de esas instituciones. Asimismo, con el objeto de velar por el cumplimiento de sus respectivos deberes de fiscalización podrán compartir información, excepto aquella sujeta a secreto bancario. Cuando la información compartida esté sujeta a obligación de reserva o prohibición de revelación, dicha obligación o prohibición se extenderá a aquellos que la reciban.”.

3)
Reemplázase el artículo 35, por el siguiente:


“Artículo 35.- Cuando corresponda a la Superintendencia pronunciarse sobre la autorización de un prospecto de un nuevo banco o la adquisición de acciones de un banco existente y exista duda razonable acerca de los requisitos de solvencia e integridad a los que hace referencia el artículo 28 de este cuerpo legal, deberá consultar al Consejo del Banco central acerca de la decisión que se propone adoptar. Si la mayoría de los miembros en ejercicio del Consejo concuerda con ella, dicho acuerdo podrá servir de fundamento para la decisión que adopte la Superintendencia.”.

4)
Suprímese el inciso segundo del artículo 63.

5)
Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 65:

a)
Reemplázase en su inciso primero, las palabras: “capital pagado y reservas” por las siguientes: “patrimonio efectivo”.

b)
Reemplázase en el mismo inciso primero, la frase “o en documentos emitidos por esta institución o el Servicio de Tesorerías, para cuyo vencimiento no falten más de 90 días.”, por la siguiente: “o en documentos emitidos por esta institución o por el Servicio de Tesorerías a cualquier plazo valorados según precios de mercado.”.

c)
Elimínese en el inciso segundo, letra a), la frase “o dentro de un plazo inferior a 30 días y también los depósitos y captaciones a plazo a contar desde el décimo día que preceda al de su vencimiento”.

d)
Reemplácese en el inciso segundo, letra b), la frase “Los préstamos que el banco haya recibido de otro” por la siguiente: “Los depósitos, préstamos o cualquiera otra obligación que el banco haya contraído con otra empresa bancaria.”.

6)
Agrégase a la letra a), del artículo 70, a continuación del inciso primero, el siguiente inciso nuevo:


“Para los efectos de la consolidación que deberán efectuar estas sociedades con el banco que sea su matriz, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras podrá pedirles directamente a las primeras sus estados financieros y revisar en ellas todos los datos e informaciones que le permitan conocer su real situación de solvencia.”.

7)
Deróganse los artículos 112 a 117, ambos inclusive y todas las referencias contenidas en la ley a las sociedades financieras.

8)
Suprímese el inciso penúltimo del artículo 123.

9)
Suprímese en el artículo 132, en el inciso primero, la frase: “y los depósitos y captaciones a plazo a que se refiere el inciso segundo, letra a), del artículo 65,” y reemplázase la coma (,) que precede a la frase “las obligaciones a la vista” por la conjunción: “y”.

10) Derógase el artículo 147.


Artículo 4°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 251, de Hacienda, de 1931, sobre Compañías de Seguros:

1)
Intercálase en la letra i) del artículo 3° entre la palabra “fomento” y el punto y coma(;) la expresión “o a 500 unidades de fomento cuando se trate de seguros obligatorios”.

2)
Modifícase el artículo 4º, de la siguiente manera:

a)
Reemplázase el inciso segundo, por el siguiente:


“Sin perjuicio de lo anterior, los seguros de transporte marítimo internacional, aviación comercial internacional y mercancías en tránsito internacional, podrán ser contratados con compañías extranjeras establecidas en el territorio de un país con el cual se hubiese suscrito un tratado internacional que se encuentre vigente y en el cual Chile haya comprometido la contratación transfronteriza de dichos seguros. En todo caso, estas compañías deberán cumplir con los términos y condiciones establecidos en dichos tratados como asimismo con los requisitos que la Superintendencia establezca mediante norma de carácter general.”.

b)
Intercálase, a continuación del inciso segundo los siguientes incisos tercero a quinto, quedando los actuales incisos tercero y cuarto, como sexto y séptimo:


“De igual modo, cualquier persona natural o jurídica podrá contratar libremente en el extranjero toda clase de seguros, a excepción de los seguros obligatorios establecidos por ley y aquellos contemplados en el decreto ley N° 3.500 de 1980.


En los casos señalados en los incisos segundo y tercero precedentes, la contratación de dichos seguros quedará sujeta a la normativa sobre operaciones de cambios internacionales.


Asimismo las entidades aseguradoras y reaseguradoras podrán suscribir riesgos provenientes del extranjero.”.

3)
Intercálase, a continuación del artículo 9º, el siguiente artículo 9 bis:


“Artículo 9° bis.- Las personas naturales o jurídicas que, personalmente o en conjunto sean controladoras de una compañía de seguros del segundo grupo conforme al artículo 97 de la Ley de Mercado de Valores y, además, posean individualmente más del 10% de sus acciones, deberán enviar a la Superintendencia información fidedigna acerca de su situación financiera. La Superintendencia, mediante norma de carácter general, determinará la periodicidad y contenido de esta información que no podrá exceder de la que exige a las sociedades anónimas abiertas.”.

4)
Sustitúyese en el inciso primero del artículo 10, la segunda oración por las siguientes:


“Sin perjuicio de lo anterior, la Superintendencia podrá autorizar, mediante norma de carácter general, se pacten otros sistemas de reajustabilidad o moneda de curso legal.”.

5)
Sustitúyese en el N° 2 del artículo 16, la expresión “de garantía” por “para responder”.

6)
Modifícase el artículo 21, de la siguiente manera:

a)
Incorpórase en el N° 1, letra c), entre la expresión “privadas” y el punto y coma (;) la expresión “y bonos de fondos de inversión a que se refiere la ley N° 18.815”.

b)
Incorpórase en el N° 1, la siguiente letra f):


“f) Contratos de mutuo o préstamo de dinero otorgados a personas naturales y jurídicas, ya sea por la misma compañía, por otras compañías o por bancos o instituciones financieras; que consten en instrumentos que gocen de mérito ejecutivo.


Los créditos de que trata esta letra, no podrán concederse directa o indirectamente:


(i) A personas relacionadas de la compañía, según este término se define en la ley 
N° 18.045;


(ii) Con el objeto de habilitar a una persona para que pague a la compañía acciones de su propia emisión.


La Superintendencia establecerá, mediante una norma de aplicación general, la forma en la que las compañías que otorguen los créditos de que trata esta letra, deberán constituir provisiones y la manera de castigar aquellos créditos incobrables. De igual forma, la Superintendencia podrá establecer normas, límites y requisitos que las compañías deberán cumplir para la adecuada administración del riesgo de crédito de los contratantes y de liquidez de las inversiones.”.

c)
Incorpórase en el N° 5, la siguiente letra e), pasando las actuales e) y f), a ser f) y g), respectivamente:


“e) Préstamos otorgados a asegurados de pólizas de seguro de crédito, a que se refiere el artículo 11, que cumplan con los requisitos, condiciones y límites que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general, hasta por el monto del crédito asegurado.”.

d)
Incorpórase el siguiente número 7:


“7) Otras inversiones que cumplan con los requisitos, condiciones y límites que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general, hasta por un monto máximo de inversión que no podrá exceder del 5% de las reservas técnicas y del patrimonio de riesgo de las compañías.”.

7)
Modifícase el artículo 23, de la siguiente manera:

a)
Modifícase el Nº 1 de la siguiente forma:


i) Agrégase la siguiente letra d) nueva:


“d) entre un 1% y un 5% del total, según lo establezca la Superintendencia por norma de carácter general, para la suma de la inversión en instrumentos de la letra f) del Nº 1.


En todo caso, no se podrá otorgar un crédito a una misma persona, directa o indirectamente, por un suma que exceda el 5% del límite antedicho. Con todo, este límite de concentración no podrá exceder del equivalente a 10.000 unidades de fomento. Sin perjuicio de las sanciones que correspondan, los créditos en exceso de los límites fijados en este párrafo, no serán representativos de reservas técnicas y patrimonio de riesgo.”.


ii) Incorpórase la siguiente letra l), nueva:


“l) 10% del total, en aquellos activos de la letra e) del Nº 5”.

b)
Intercálase en la letra f) del N°2, entre las expresiones “inversión en” y “fondos”, la expresión “cuotas y bonos de”.

c)
Incorpóranse en el N° 2, las siguientes letras g) y h), nuevas:


“g) 0,5% del total, para la suma de la inversión en instrumentos de las letras c) del N° 1 y a) y b) del N° 3, comprendidos en las letras a) y h) del N° 1 de este artículo, según corresponda, emitidos por una misma entidad o sus respectivas filiales.

h)
10% del total, para la suma de la inversión en los siguientes instrumentos:


i) Instrumentos de la letra f) del Nº 1;


ii) Instrumentos de la letra a) del Nº 2, que no cumplan con el requisito de presencia bursátil que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general;


iii) Instrumentos de los números 6 y 7;


iv) Instrumentos de la letra c) del N° 1 y a) y b) del N° 3, comprendidos en las letra a) y h) del N° 1 de este artículo.”.

8)
Reemplázanse los artículos 37, 38 y 39 por los siguientes 37, 37 bis, 38 y 39, nuevos:


“Artículo 37.- Los accionistas fundadores de una entidad aseguradora, para obtener la autorización prevista en el artículo 126 de la ley Nº 18.046, deberán cumplir los siguientes requisitos:

a)
Solvencia. Contar en conjunto con un patrimonio neto consolidado equivalente a la inversión proyectada y, cuando se reduzca a una cifra inferior, informar oportunamente de este hecho.

b)
Integridad. Que no existan conductas dolosas o culposas, graves o reiteradas, que puedan poner en riesgo la estabilidad de la entidad que se propone establecer o la seguridad de sus asegurados, para lo cual deberán proporcionar todos los antecedentes relativos a sus actividades comerciales y, en especial, a la administración en compañías de seguros o similares en que hayan participado. Se presumirá que existen las conductas dolosas o culposas señaladas precedentemente en los casos referidos en el inciso segundo del artículo 39.


La Superintendencia verificará el cumplimiento de estos requisitos y en el caso de rechazo deberá justificarlo por resolución fundada.


Se considerarán accionistas fundadores de una compañía a aquéllos que tengan una participación significativa en su propiedad, según las normas del artículo 38.


La Superintendencia, dentro del plazo de 180 días, podrá rechazar la solicitud por resolución fundada en que los accionistas fundadores no cumplen los requisitos señalados en este artículo. Si la Superintendencia no dicta una resolución denegatoria dentro del plazo señalado, la institución solicitante podrá requerir que se certifique por aquélla este hecho y el certificado que otorgará hará las veces de autorización.


No obstante, la Superintendencia en casos excepcionales y graves relativos a hechos relacionados con la ley N° 19.366 o con circunstancias que, por su naturaleza, sea inconveniente difundir públicamente, podrá suspender por una vez el pronunciamiento hasta por un plazo de 180 días adicionales al señalado en el inciso anterior. La respectiva resolución podrá omitir el todo o parte de su fundamento y en tal caso, los fundamentos omitidos deberán darse a conocer reservadamente al Ministro de Hacienda, al Banco Central y al Consejo de Defensa del Estado, cuando corresponda.


Solicitada la autorización de existencia y acompañada copia autorizada de la escritura pública que contenga los estatutos, el Superintendente comprobará la efectividad del capital de la compañía. Demostrado lo anterior, dictará una resolución que autorice la existencia de la sociedad y apruebe sus estatutos.


La Superintendencia expedirá un certificado que acredite tal circunstancia y contenga un extracto de los estatutos y tal certificado se inscribirá en el Registro de Comercio del domicilio social y se publicará en el Diario Oficial dentro del plazo de sesenta días contados desde la fecha de la resolución aprobatoria. Lo mismo deberá hacerse con las reformas que se introduzcan a los estatutos o con las resoluciones que aprueben o decreten la disolución anticipada de la sociedad.


Cumplidos los trámites a que se refiere el inciso anterior, la Superintendencia comprobará, dentro del plazo de 90 días, si la compañía se encuentra preparada para iniciar sus actividades y, especialmente, si cuenta con los recursos profesionales, tecnológicos y con los procedimientos y controles para emprender adecuadamente sus funciones.


Cumplidos dichos requisitos, la Superintendencia, dentro de un plazo de 30 días, concederá la autorización para funcionar. Asimismo, fijará un plazo no superior a 1 año para que la compañía inicie sus actividades, lo que la habilitará para dar comienzo a sus operaciones, le conferirá las facultades y le impondrá las obligaciones establecidas en esta ley.


Artículo 37 bis.- En el caso de compañías aseguradoras del segundo grupo, cuando corresponda a la Superintendencia pronunciarse sobre la autorización de una nueva entidad o la adquisición de acciones de una entidad existente y exista duda razonable acerca de los requisitos de solvencia e integridad a los que hace referencia el artículo 37 de esta ley, deberá consultar a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y a la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones acerca de la decisión que se propone adoptar. Si ambos organismos concuerdan con ella, dicho acuerdo podrá servir de fundamento para la decisión que adopte la Superintendencia.


Artículo 38.- Por exigirlo el interés nacional, ninguna persona podrá adquirir directamente o a través de terceros, acciones de una compañía que, por sí solas o sumadas a las que ya posea, representen más del 10% del capital de ésta, sin que previamente haya obtenido autorización de la Superintendencia.


Las acciones que se encuentren en la situación prevista en el inciso anterior y cuya adquisición no haya sido autorizada, no tendrán derecho a voto.


Si el poseedor de dichas acciones es una sociedad de cualquier tipo, sus socios o accionistas no podrán ceder un porcentaje de derechos o de acciones en su sociedad, superior a un 10%, sin haber obtenido una autorización de la Superintendencia. La transferencia sin autorización privará a la sociedad titular de acciones de la compañía del derecho a voto en ésta.


Para determinar las relaciones entre dos o más sociedades que posean acciones de la compañía, se aplicarán las circunstancias a que se refiere el artículo 100 de la ley N° 18.045. La Superintendencia, mediante normas generales, podrá excluir de estas obligaciones a las sociedades en que, por su gran número de socios o accionistas u otros factores, pueda presumirse que no tienen una influencia significativa en sus decisiones.


La Superintendencia deberá pronunciarse en un plazo máximo de quince días hábiles contado desde la fecha en que se le hayan acompañado los antecedentes necesarios para resolver acerca de las circunstancias referidas precedentemente.


Quedarán privadas del derecho a voto las acciones de una compañía, cuando la persona a quien corresponda solicitar alguna autorización de la Superintendencia impuesta por este artículo haya omitido hacerlo y mientras no se obtenga la autorización correspondiente. Si las acciones así adquiridas se hubieren inscrito en el Registro de Accionistas de la compañía, o se hubiere transferido el dominio de las acciones o derechos en la sociedad propietaria de acciones de la compañía, en su caso, la Superintendencia declarará la exclusión del derecho a voto y comunicará su determinación a la compañía para su cumplimiento y correspondiente anotación en el Registro de Accionistas.


Artículo 39.- La Superintendencia sólo podrá denegar una autorización conforme lo establecido en los artículos 37 y 38, por resolución fundada, si el peticionario no cumple con los requisitos de solvencia e integridad a que se refiere el artículo 37. Lo anterior sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 37 bis.


En todo caso, se presume que el interesado no reúne los requisitos necesarios cuando se encuentre en alguna de las siguientes circunstancias:

a)
Que sea un fallido no rehabilitado;

b)
Que haya sido condenado o se encuentre procesado o imputado por delito contra la propiedad o la fe pública relacionado con la administración de una institución financiera o por delito contemplado en la ley Nº 19.366;

c)
Que se encuentre en estado de insolvencia;

d)
Que registre protestos de documentos, no aclarados, en los últimos cinco años en número o cantidad considerable; o

e)
Que haya sido, en los últimos quince años, director o gerente, o bien, accionista principal, directamente o a través de terceros, de una compañía que haya sido sometida a alguna de las medidas contempladas en el Título IV de esta ley respecto de la cual el Fisco haya incurrido en considerables pérdidas. No se considerará para estos efectos la participación de una persona por un término inferior a un año.


Tratándose de una persona jurídica, las circunstancias precedentes se considerarán respecto de los socios o accionistas principales o de sus administradores que hayan tenido esa calidad durante los dos años anteriores a la adquisición de las acciones.”.

9)
Introdúcese en el artículo 46, la siguiente frase al inicio del inciso primero:


“Exceptuadas aquellas compañías comprendidas en el inciso segundo del artículo 4° y únicamente con respecto a los seguros allí señalados,”.

10) Agrégase en el artículo 58, el siguiente inciso final:


“Sin perjuicio de lo señalado anteriormente, en el caso de los seguros de transporte marítimo internacional, aviación comercial internacional y mercancías en tránsito internacional, podrán efectuar la intermediación de los mismos las personas naturales o jurídicas establecidas en el territorio de un país con el cual se hubiese suscrito un tratado internacional que se encuentre vigente y en el cual Chile haya comprometido la intermediación transfronteriza de dichos seguros. En todo caso, estos intermediarios deberán cumplir con los términos y condiciones establecidos en dichos tratados como asimismo con los requisitos que la Superintendencia establezca mediante norma de carácter general.”.

11) Agrégase en el Título IV un nuevo párrafo 4. “Régimen Especial de Regularización”, pasando los actuales 4 y 5, a ser 5 y 6, respectivamente, e introdúcese el siguiente artículo 73 bis:


“Artículo 73 bis.- En caso que la compañía presente déficit de inversiones representativas de reservas técnicas y patrimonio de riesgo igual o superior al 10%, o endeudamiento superior en un 40% o más al máximo establecido en el artículo 15, la Superintendencia podrá, por resolución fundada y sin sujeción a los plazos previstos en este Título, adoptar una o más de las medidas establecidas en los artículos precedentes o aplicar las sanciones señaladas en el artículo 44.


Los porcentajes señalados se rebajarán a la mitad si la situación de déficit o sobreendeudamiento se origina en operaciones efectuadas con personas relacionadas, según este término se define de conformidad con el artículo 100 de la ley N° 18.045. La Superintendencia determinará, mediante norma de carácter general, las condiciones que deberán cumplir las operaciones de que trata este inciso para el efecto de considerar si han originado la situación de déficit o sobreendeudamiento.”.


Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto ley N° 3.500, de 1980, que establece el Nuevo Sistema de Pensiones:

1)
Agrégase en el artículo 23, en su inciso vigésimo, después del punto aparte (.) que pasa a ser seguido (.), el siguiente texto:


“Asimismo, cada Administradora podrá adquirir directa o indirectamente hasta un siete por ciento de las acciones suscritas de una sociedad anónima que tenga como giro la liquidación y compensación de valores y que cumpla con los requisitos que establezca la Superintendencia mediante una norma de carácter general.”.

2)
Agrégase en el artículo 28, en el inciso tercero, sustituyendo el punto aparte (.) por una coma (,), la siguiente oración: “con excepción de aquellas que se cobren por la administración de depósitos de ahorro previsional voluntario.”.

3)
Modifícase el artículo 44, de la siguiente forma:


“a) Reemplázase en la primera oración del inciso primero, la frase “a lo menos, el noventa por ciento” por la expresión “la totalidad”. A su vez, intercálese entre las expresiones “respectivos” y “deberán”, la expresión “, susceptibles de ser custodiados,”. Asimismo, agrégase a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.) la siguiente tercera oración: “La Superintendencia, mediante norma de carácter general, establecerá los títulos no susceptibles de ser custodiados por parte de las referidas entidades.”.

b)
Reemplázase los incisos tercero y cuarto por los siguientes:


“El depositario no podrá autorizar el retiro de los títulos en custodia, si con ello el Fondo respectivo deja de cumplir con el valor mínimo que determinará la Superintendencia para cada uno de los Fondos de Pensiones. En el evento de que ello ocurriere, la Administradora deberá efectuar las diligencias necesarias que le permitan cumplir la respectiva operación en el mercado secundario formal, a más tardar el día hábil siguiente a la fecha en que correspondía su cumplimiento.


El valor mínimo al que se refiere el inciso anterior, será establecido para cada uno de los Fondos de Pensiones y comunicado al Banco Central de Chile o a las empresas de depósito de valores, al menos una vez a la semana y no podrá ser inferior al noventa por ciento del valor de cada uno de los Fondos y sus respectivos Encajes.”.

c)
Reemplázase en el inciso octavo, la expresión “seis” por “tres”.

d)
Elimínase el inciso noveno.

e)
Reemplázase el inciso undécimo por el siguiente:


“La constitución en garantía en favor de las Cámaras de Compensación, por operaciones de cobertura de riesgo financiero, sólo podrá efectuarse por parte de las Administradoras con títulos de propiedad de un Fondo que se encuentren en custodia.”.

f)
Reemplázase el inciso final por el siguiente:


“Para efectos del cumplimiento de la obligación establecida en este artículo, se entenderá como valor de un Fondo de Pensiones y del Encaje al valor de las inversiones del Fondo respectivo, deducido el valor de los instrumentos financieros entregados en préstamo a que se refieren las letras k) y n) del inciso segundo del artículo 45, cuando corresponda.”.

4)
Reemplázase la letra e), del inciso segundo del artículo 45, por la siguiente:


“e) Bonos de empresas públicas y privadas y bonos de fondos de inversión a que se refiere la ley Nº 18.815.”.

5)
Modifícase el artículo 47, de la siguiente forma:

a)
Intercálase en el inciso vigésimo tercero, entre las expresiones “transferibles,” y “no podrá”, la siguiente oración “así como en bonos emitidos por fondos de inversión,”.

b)
Agrégase en el inciso vigésimo quinto la siguiente oración a continuación del punto aparte que pasa a ser punto seguido: “Por su parte, para cada Fondo de Pensiones Tipos A, B, C o D, la suma de las inversiones en cuotas y bonos de fondos de inversión, no podrá exceder del siete por ciento del valor del Fondo.”.

c)
Reemplázase en la primera oración del inciso cuadragésimo, entre las expresiones “número de” y “de suscribir”, la oración “cuotas de cada fondo de inversión prometidas”, por la siguiente: “cuotas y bonos de cada fondo de inversión prometidos”.

6)
Modifícase el artículo 48 de la siguiente forma:

a)
Reemplázase en la primera oración del inciso quinto, la expresión “cuotas de” por la siguiente: “cuotas o bonos emitidos por”. A su vez, reemplázase en la segunda oración la expresión “Los aportes” por “El pago de las inversiones”. Finalmente, intercálase en la misma oración entre las expresiones “entrega de” y “las cuotas”, lo siguiente: “los bonos o”.

b)
Reemplázase en la primera oración del inciso sexto la expresión “la emisión de” por “respecto de la emisión de los bonos o de las”. Asimismo, en la segunda oración intercálase entre las expresiones “pago de” y “cuotas” lo siguiente: “bonos o”.

c)
Intercálase en el inciso séptimo entre las expresiones “adquisición de” y “cuotas” lo siguiente: “bonos o”. A su vez, reemplázase la palabra “tres” por “seis”.

d)
Reemplázase los incisos octavo y noveno por los siguientes incisos nuevos:


“Las inversiones comprometidas mediante contratos de promesa de suscripción y pago de bonos o cuotas de fondos de inversión, no podrán exceder en su totalidad, del cuatro por ciento del valor del Fondo de Pensiones respectivo. Asimismo, estas inversiones, en su conjunto, no podrán superar el uno y medio por ciento del valor del Fondo por cada emisor en particular. Para los efectos de los límites de inversión establecidos en los artículos 45, 47 y 47 bis, se entenderá que la inversión en bonos de empresas públicas y privadas y fondos de inversión, a que se refiere la letra e) del artículo 45, comprende las inversiones comprometidas mediante contratos de promesa de suscripción y pago de bonos. A su vez, para efecto de los mencionados artículos, se entenderá que la inversión en cuotas de fondos de inversión, a que se refiere la letra i) del artículo 45, comprende las inversiones comprometidas mediante contratos de promesa de suscripción y pago de cuotas. Si como resultado de la inversión en bonos y cuotas, originada en el cumplimiento de los contratos a que se refiere el inciso quinto del artículo 48, se excedieran los límites de inversión por instrumento o emisor, o existiendo exceso éste se incrementara, el Fondo tendrá un plazo de tres años para eliminar el monto representativo del exceso resultante de la operación.


Se extinguirá la obligación de efectuar el pago de inversiones en un fondo de inversión cuando al momento de suscribir las cuotas o bonos y de enterar el pago de las inversiones, las cuotas o bonos, según corresponda, se encuentren desaprobados por la Comisión Clasificadora de Riesgo o cuando se liquide el Fondo de Pensiones respectivo. Con todo, no procederá la restitución de los aportes que se hayan efectuado ni quedarán sin efecto los bonos o las cuotas suscritas y pagadas, respectivamente.”.

7)
Modifícase el artículo 94 de la siguiente forma:

a)
Agréganse en el número 1., los siguientes párrafos segundo a sexto, nuevos:


“Asimismo, por requerirlo el interés nacional, ninguna persona podrá adquirir directamente o a través de terceros, acciones de una Administradora que, por sí solas o sumadas a las que ya posea, representen diez por ciento o más del capital de ésta, sin que previamente haya obtenido autorización de la Superintendencia. Las acciones de la Administradora que se encuentren en la situación antes mencionada y cuya adquisición no haya sido autorizada no tendrán derecho a voto. La Superintendencia sólo podrá denegar dicha autorización si quienes la solicitan no cumplen con los siguientes requisitos:

1)
Solvencia. Cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 24 de este cuerpo legal; y

2)
Integridad. Que no existan conductas dolosas o culposas, graves o reiteradas, que puedan poner en riesgo la estabilidad de la entidad que se propone establecer o la seguridad de sus afiliados, para lo cual deberán proporcionar todos los antecedentes relativos a las actividades comerciales en que hayan participado.


Se presumirá que existen las conductas dolosas o culposas señaladas precedentemente, si el interesado se encuentra en alguna de las siguientes situaciones:

a)
Que sea un fallido no rehabilitado.

b)
Que haya sido condenado o se encuentre imputado o procesado por delito contra la propiedad o la fe pública relacionado con la administración de una institución financiera, o por delito contemplado en la ley N° 19.336.

c)
Que se encuentre en estado de insolvencia.

d)
Que registre protestos de documentos, no aclarados, en los últimos cinco años en número o cantidad considerable.

e)
Que haya sido, en los últimos quince años, director o gerente, o bien accionista principal, directamente o a través de terceros, de una entidad bancaria, de una compañía de seguros de vida o de una administradora de fondos de pensiones que haya sido declarada en liquidación forzosa o sometida a administración provisional. No se considerará para estos efectos la participación de una persona por términos inferior a un año.


Tratándose de una persona jurídica, las circunstancias precedentes se considerarán respecto de los socios o accionistas principales o de sus administradores que hayan tenido esa calidad durante los dos años anteriores a la adquisición de las acciones.


La Superintendencia verificará el cumplimiento de estos requisitos y, en caso de rechazo, deberá justificarlo por resolución fundada.


Cuando corresponda a la Superintendencia pronunciarse sobre la adquisición de acciones de una entidad existente y exista duda razonable acerca de los requisitos de solvencia e integridad a los que hace referencia el inciso segundo de este artículo, deberá consultar a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y a la Superintendencia de Valores y Seguros acerca de la decisión que se propone adoptar. Si ambas entidades concuerdan con ella, dicho acuerdo podrá servir de fundamento para la decisión que adopte la Superintendencia.”.

b)
Agréganse los siguientes números 13. al 15. nuevos:”.


“13. Requerir a una Administradora el envío de un Plan de Ajuste y Contingencia, cuando se hubieren constatado hechos graves que pusieren en riesgo la seguridad de los Fondos de Pensiones que administra, tales como:

a)
Que una Administradora reiteradamente no mantiene cautelada la seguridad material de los títulos representativos del valor de los Fondos de Pensiones y del Encaje, o bien, que el monto de los referidos títulos en tal situación fuese significativo;

b)
Que a una Administradora se le solicite su quiebra; se encuentre en cesación de pagos de cualquiera de sus obligaciones o en estado de notoria insolvencia;

c)
Que una sociedad relacionada a una Administradora se encuentre en estado de notoria insolvencia; se le solicite o se declare su quiebra; o la autoridad determine la disolución de dicha sociedad; en caso que alguna de las situaciones señaladas en la presente letra ponga en peligro la estabilidad económica de la Administradora; 

d)
Que en una Administradora o en alguna de las sociedades relacionadas a aquélla, se constate cualquier otro hecho grave que ponga en peligro la estabilidad económica de la Administradora;

e)
Que una Administradora haya sido objeto de sanciones reiteradas y se constatare su rebeldía para cumplir las instrucciones legalmente impartidas por la Superintendencia; o

f)
Que la rentabilidad de los Fondos de Pensiones que administra sea inferior a la rentabilidad mínima respecto de la cual es responsable, de acuerdo a lo establecido en el artículo 37.


La Administradora requerida tendrá un plazo de 10 días corridos para enviar dicho Plan a la Superintendencia, el que deberá contener al menos las causas pormenorizadas de lo ocurrido y un completo programa de ajuste y contingencia de aplicación inmediata para subsanar la situación detectada. Dentro de un plazo máximo de cinco días hábiles la Superintendencia evaluará debidamente el Plan propuesto por la Administradora y, en caso que lo encontrare suficiente, le dará su aprobación, pudiendo instruirle medidas complementarias a las propuestas para su implementación, debiendo fijarle un plazo de ejecución del mismo. Si cumplido el plazo de evaluación establecido por este inciso, la Superintendencia no se hubiere pronunciado al respecto, el Plan se entenderá por aprobado.


En el evento que la Administradora no remitiera el Plan de Ajuste y Contingencia requerido o que evaluado por la Superintendencia, ésta no lo encontrare suficiente, o bien si aprobado aquél, la Administradora no lo cumpliera o superara el plazo de ejecución fijado por la Superintendencia sin haber subsanado los hechos que lo originaron, el Superintendente podrá nombrar, mediante resolución fundada, a un administrador provisional de los Fondos de Pensiones que administra. Este administrador tendrá respecto de dichos Fondos, las facultades que, para su administración, la ley confiera al directorio y al gerente general de la Administradora, la cual quedará obligada a poner a disposición del administrador provisional, todos los recursos necesarios para que éste pueda desempeñar debidamente sus funciones.


Sin perjuicio de lo anterior, la Superintendencia mediante resolución fundada podrá nombrar en una Administradora, sin más trámite, al administrador provisional de los Fondos de Pensiones a que se refiere el inciso precedente, en el evento de que se constate que la Administradora se encuentra en alguna de las situaciones o haya incurrido en alguna de las conductas siguientes:

a)
Que su patrimonio ha disminuido a un valor inferior al patrimonio mínimo exigido, de acuerdo a lo establecido en el inciso tercero del artículo 24;

b)
Que el valor del Encaje que debe mantener diariamente ha disminuido a un valor inferior al 90% del Encaje requerido, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 40;

c)
Que ha cometido infracción grave a la ley;

d)
Que se encuentre en cesación de pago de una obligación que afecte el desarrollo de su giro previsional; o

e)
Que se declare su quiebra. En este caso, la designación de un síndico no obstará ni afectará en modo alguno las facultades conferidas al administrador provisional.


En todo caso, la resolución de nombramiento del administrador provisional se cumplirá una vez notificada a la Administradora y no podrá tener una duración superior a cuatro meses, no obstante lo cual podrá renovarse por un nuevo período no superior a cuatro meses, si el Superintendente lo estima necesario.

14. Requerir que las personas naturales o jurídicas que, personalmente o en conjunto, sean controladoras de una Administradora conforme al artículo 97 de la Ley de Mercado de Valores o posean individualmente más del diez por ciento de sus acciones, envíen a la Superintendencia información confiable acerca de su situación financiera. La Superintendencia, mediante normas generales, determinará la periodicidad y contenido de esta información, que no podrá exceder de la que exige la Superintendencia de Valores y Seguros a las sociedades anónimas abiertas.

15. Instruir, por resolución fundada, a una Administradora que se abstenga de efectuar con recursos de los Fondos de Pensiones, las transacciones que específicamente determine con o a través de personas relacionadas a ella, hasta por un plazo de tres meses renovable por igual período, cuando la situación financiera de la Administradora o sus personas relacionadas lo ameriten.


La Superintendencia podrá impartir igual instrucción en caso que dichas personas relacionadas hubieran incumplido disposiciones legales, reglamentarias y administrativas que les sean aplicables conforme a su objeto social en forma reiterada o grave.”.

8)
Modifícase el inciso primero del artículo 3°, del Título XV en la siguiente forma:

a)
Reemplázanse las palabras “instrumento expresado” por “título de deuda denominado”; y

b)
Agrégase al final del inciso, la siguiente frase:


“El Bono de Reconocimiento podrá emitirse por medios inmateriales, esto es, sin que sea necesaria la impresión de una lámina física en la que conste el bono respectivo, pero en tal caso, los bonos emitidos bajo esta modalidad, deberán depositarse en un depósito centralizado de valores autorizado por la ley N° 18.876.”.

9)
Modifícase el inciso primero del artículo 11, en la siguiente forma:

a)
Elimínase las palabras “mediante un documento que cuente con las características necesarias para impedir su falsificación”; y

b)
Agrégase al final del inciso que se modifica, la siguiente frase:


“El Bono de Reconocimiento será emitido sin que sea necesaria la impresión de una lámina física en la que conste el bono respectivo, en la medida que los bonos emitidos bajo esta modalidad sean depositados en un depósito centralizado de valores autorizado por la ley N° 18.876. Con todo, si por alguna razón legítima fuere requerida la impresión física de un documento en el que conste el Bono de Reconocimiento, éste contará con las características necesarias para impedir su falsificación y los costos de impresión serán de cargo del requirente.”.

10) Reemplázanse en el inciso primero del artículo 12, las palabras “endosado el documento” por “transferido el Bono”.


Artículo 6°.- Derógase el artículo 5° transitorio de la ley Nº 19.795, que modificó el decreto ley Nº 3.500, en materia de inversión de los Fondos de Pensiones, de 28 de febrero de 2002.


Artículo 7°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.045, Ley de Mercado de Valores:

1)
Incorpórase como artículo 13, el siguiente texto:


“Artículo 13.- La Superintendencia determinará, mediante norma de carácter general, los medios alternativos a través de los cuales las sociedades fiscalizadas podrán enviar o poner a disposición de sus accionistas, los documentos, información y comunicaciones que establece esta ley.”.

2)
Introdúcese en el artículo 27 a continuación del punto final (.) que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración:


“Asimismo, los ejecutivos principales y demás dependientes de corredoras de bolsa y agentes de valores, que participen directamente en la intermediación de valores por cuenta de éstos o de sus clientes, deberán acreditar periódicamente el cumplimiento de exigencias de idoneidad técnica. Tales acreditaciones serán efectuadas en la forma de exámenes rendidos ante las entidades que cumplan con los requerimientos de seriedad e idoneidad técnica y académica que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general y, de la misma manera, se determinará el marco teórico, áreas de contenidos y especificaciones de dichos exámenes en consideración a la especialización y posición de los examinados en la organización del intermediario. En ningún caso podrán dichas evaluaciones basarse sobre criterios que importen discriminación arbitraria.”.

3)
Reemplázase en el inciso segundo del artículo 30, el guarismo “4.000” por “20.000”.

4)
Modifícase el artículo 40, de la siguiente forma:

a)
Sustitúyese el N° 4) por el siguiente:


“4) Deben constituirse y mantener un capital pagado mínimo equivalente a 30.000 unidades de fomento dividido en acciones sin valor nominal y un número de miembros de a lo menos 10 corredores de bolsa.


Si durante la vigencia de la sociedad el monto de su patrimonio neto o el número de miembros se redujere a cifras inferiores a las establecidas en el inciso precedente, la Superintendencia le revocará su autorización de existencia. Sin perjuicio de lo anterior, la Superintendencia podrá, por resolución fundada, otorgar un plazo de hasta doce meses para regular esta situación, pudiendo limitar el tipo de operaciones que pueda realizar dicha Bolsa.”.

b)
Sustitúyese el N° 5), por el siguiente:


“5) Un corredor podrá ejercer su actividad en más de una bolsa, ya sea en calidad de accionista o celebrando un contrato para operar en ella.


Ninguna persona natural o jurídica, en forma individual o conjuntamente con personas relacionadas, podrá poseer directa o indirectamente más del 10% de la propiedad de una bolsa de valores.


Las acciones de las bolsas de valores se podrán transar en el mismo centro bursátil emisor o en otros.”.

c)
Sustitúyese en el Nº 6), la expresión “deberá adquirir la acción respectiva, lo que podrá hacer” por la siguiente frase”, en la cual se requiera adquirir una acción para operar, lo podrá hacer”. Asimismo, elimínase la última parte de este inciso desde la frase “En este caso, la acción deberá pagarse en dinero efectivo y de contado.”.

d)
Deróganse los números 8) y 11), pasando los actuales números 9), 10), 12), 13) y 14) a ser 8), 9) 10), 11) y 12), respectivamente.

5)
Agrégase al artículo 44, la siguiente letra h):


“h) Normas que aseguren un tratamiento justo, y que no implique discriminación arbitraria para todos los corredores que operen en ellas.”.

6)
Agrégase en el artículo 45, a continuación del primer inciso, el siguiente nuevo inciso:


“Con todo, una bolsa de valores podrá rechazar, con el acuerdo de a lo menos dos tercios de sus directores, a las personas que opten al cargo de corredor de dicha bolsa, en la medida que ellas, y sus socios cuando se trate de personas jurídicas, no cumplan o no puedan acreditar los requerimientos de solvencia, idoneidad, integridad, y demás exigencias que la respectiva bolsa establezca en sus estatutos o reglamentos. Los fundamentos del rechazo deberán constar en el acta respectiva.”.

7)
Sustitúyese la letra j) del artículo 60 por la siguiente:


“j) El que deliberadamente elimine, altere, modifique, oculte o destruya registros, documentos, soportes tecnológicos o antecedentes de cualquier naturaleza impidiendo o dificultando con ello la fiscalización de la Superintendencia.”.

8)
Agrégase el siguiente artículo 63 bis:


“Artículo 63 bis.- Son circunstancias agravantes de la responsabilidad penal por los delitos previstos en esta ley:


La comisión del hecho punible por quien se desempeñare como ejecutivo principal de una empresa intermediaria de valores.


La comisión del hecho punible por quien, cumpliendo funciones de intermediación de valores, prestare servicios para un intermediario de valores o actuare en su representación.


Lo previsto en el inciso precedente se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 63 del Código Penal.”.

9)
Agréganse en el artículo 131, los siguientes incisos cuarto, quinto, sexto, séptimo y octavo, nuevos, pasando los actuales incisos cuarto, quinto y sexto a ser noveno, décimo y undécimo:


“Las características de la emisión deberán constar en escritura pública. Si la emisión fuere por líneas, las características de cada colocación deberán también constar en escritura pública, suscrita en la forma antedicha.


La Superintendencia, mediante norma de carácter general, regulará las menciones de las escrituras, la que contendrá a lo menos, los requisitos de información señalados en las letras c), d), f), g) y h) precedentes y el compromiso irrevocable del emisor, de pagar y cumplir todas las obligaciones que consten en ellas.


Mientras existan obligaciones pendientes, las declaraciones contenidas en la o las escrituras públicas, serán irrevocables sin el consentimiento de todos los acreedores.


Las letras, pagarés u otros títulos de crédito que se emitan de acuerdo a este Título y que contengan las menciones que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general, tendrán por esta sola circunstancia, mérito ejecutivo en contra del emisor, sin que sea necesaria ninguna otra formalidad.


Las garantías que se deban constituir en beneficio de los acreedores, serán aceptadas en su nombre y representación, por una entidad que pueda ser representante de tenedores de bonos, que será nombrada y deberá aceptar el cargo en la escritura en que consten las características de la emisión, aplicándose lo dispuesto en el artículo 119. Esta entidad sólo podrá ser reemplazada, en caso de renuncia o imposibilidad para seguir desempeñando el cargo, mediante escritura pública suscrita entre el emisor y el nuevo representante.”.

10) Sustitúyese en el artículo 153, el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 153.- Estará exenta del impuesto establecido en el artículo 1°, N° 3, del decreto ley N° 3.475, de 1980, sobre Impuesto de Timbres y Estampillas, la emisión de títulos de deuda hasta por un monto equivalente al valor del activo del patrimonio separado respectivo constituido por documentos, que en su emisión, otorgamiento o suscripción, se hubieren gravado con el impuesto señalado o se encontraren exentos de él.”.

11) Efectúanse las siguientes enmiendas en el artículo 166:

a)
Modifícase el inciso primero de la siguiente forma:


i) Reemplázase la actual letra b), por la siguiente:


“b) Las personas indicadas en la letra a) precedente, que se desempeñen en una sociedad que tenga la calidad de matriz, coligante o controlador, de la emisora de cuyos valores se trate, del inversionista institucional o de la persona jurídica, y los apoderados de la persona natural que, de conformidad a la letra e) de este inciso, haya generado la información, en su caso;”.


ii) Sustitúyese en la letra c), la coma (,) y la conjunción “y” por un punto y coma (;).


iii) Sustitúyese en la letra d), el punto aparte (.) por una coma (,) y la conjunción “y”.

iv) Agrégase la siguiente letra e):


“e) Las personas naturales o los directores, gerentes, administradores y liquidadores de una persona jurídica que haya generado información capaz de influir en la cotización de los valores de un emisor.”.

b)
Modifícase el inciso tercero, de la siguiente manera:


i) Reemplázase la letra c), por la siguiente:


“c) Los dependientes que trabajen bajo la dirección o supervisión directa de los directores, gerentes, administradores o liquidadores del emisor, del inversionista institucional o de la persona natural o jurídica que, de conformidad a la letra e) del inciso primero de este artículo, haya generado la información;”.


ii) Intercálase en la letra d), entre la palabra “emisor” y el punto y coma (;) que la precede la siguiente frase: “o a la persona natural o jurídica que, de conformidad a la letra e) del inciso 1º de este artículo, haya generado la información.”.


iii) Intercálase en la letra f) entre la expresión “letra a” y la palabra “del”, la siguiente expresión: “y e)”.

12) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 172, la expresión “un año” por “cuatro años”.

13) Agrégase al artículo 179, el siguiente inciso segundo:


“Los intermediarios de valores que mantengan en su custodia valores de terceros, deberán solicitar la apertura de una cuenta destinada al depósito de dichos valores, en una empresa de depósito y custodia de valores, regulada por la ley N° 18.876. No obstante lo anterior, en el caso que los dueños de dichos valores así lo requieran, el intermediario deberá solicitar la apertura de cuentas individuales a nombre de aquéllos.”.

14) Modifícase el artículo 183 de la siguiente forma:

a)
Elimínase la frase “o de certificados representativos de éstos, denominados Certificados de Depósito de Valores, en adelante CDV”

b)
Elimínase las palabras “o aquellos”

c)
Reemplázase el inciso segundo por los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“Asimismo, podrá hacerse oferta pública de certificados representativos de valores emitidos por emisores extranjeros, que se denominarán Certificados de Depósito de Valores, en adelante CDV, y que consisten en títulos transferibles y nominativos, emitidos en Chile por un depositario de valores extranjeros, contra el depósito de títulos homogéneos y transferibles de un emisor extranjero. Para ser ofrecidos públicamente, los CDV deberán inscribirse en el Registro de Valores. Si el registro de los valores subyacentes se hiciere sin el patrocinio de su emisor, la Superintendencia, mediante norma de carácter general, podrá circunscribir la transacción de los respectivos CDV a mercados especiales en que participen los grupos de inversionistas que determine.


La Superintendencia regulará mediante normas de carácter general, los requisitos necesarios para obtener la inscripción de valores extranjeros o CDV, como asimismo, los requisitos mínimos que deberá contener el contrato de depósito de valores extranjeros.”.

15) Elimínase el inciso primero del artículo 185.

16) Elimínase en el artículo 186 el inciso primero y la frase “Sin perjuicio de estar inscrito el emisor originario,” del inciso segundo, reemplazando la palabra “los” que sigue inmediatamente a continuación, por “Los”.

17) Modifícase el artículo 188 de la siguiente forma:

a)
Reemplázase en el inciso primero, la frase “jurídica, económica, financiera, contable y administrativa respecto del emisor y de sus valores, en la forma y oportunidad” por “relacionada a dichos valores”.

b)
Reemplázase en el inciso segundo, la frase “del emisor y de sus valores” por “requerida”. 

c)
Suprímese el inciso tercero.

18) Elimínanse en el artículo 189 los incisos primero, segundo y cuarto.

19) Reemplázase en el artículo 190 la palabra “oportunamente” por la frase “tan pronto como éste reciba”.

20) Elimínase en el artículo 195 la palabra “Extranjeros” e intercálase la palabra “se” entre las palabras “no” y “haya”.

21) Intercálase en el artículo 196 a continuación de la expresión “Superintendencia,” la frase “dependiendo del tipo de inscripción efectuada,”.

22) Agrégase en el inciso final del artículo 224, la siguiente frase, pasando el punto final (.) a ser seguido (.):


“Sin embargo cuando dicha contratación consista en administración de cartera de recursos del fondo, los gastos derivados de estas contrataciones serán de cargo de la administradora.”.

23) Reemplázanse los incisos tercero y cuarto del artículo 231, por los siguientes:


“La sociedad administradora del fondo deberá encargar el depósito de dichos instrumentos a una empresa de depósito de valores, regulada por la ley N° 18.876. No obstante la Superintendencia podrá autorizar en casos calificados, que un porcentaje de los instrumentos del fondo sea mantenido en deposito en una institución autorizada por ley.


La Superintendencia establecerá, mediante norma de carácter general, la forma en que deberá llevarse la custodia y depósito, cuando se trate de valores extranjeros.”.


Artículo 8°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.046, Ley de Sociedades Anónimas:

1)
Intercálase a continuación del punto seguido (.) con que termina la primera oración del inciso tercero del artículo 16, lo siguiente:


“En las sociedades anónimas abiertas las acciones cuyo valor no se encuentre totalmente pagado, no tendrán derecho a participar en los beneficios sociales ni en las devoluciones de capital. Estas acciones tampoco tendrán derecho a voto ni se considerarán para los efectos de quórum y de las mayorías requeridas en las juntas de accionistas.”.

2)
Incorpórase a continuación del artículo 26, el siguiente artículo 26 bis:


“Artículo 26 bis.- La sociedad podrá emitir opciones de suscripción de acciones o warrants, para ser colocadas entre los accionistas o terceros, al precio que determine la junta extraordinaria de accionistas, siempre que exista un margen no suscrito de uno o más aumentos de capital por la cantidad de acciones que sea necesario para cumplir la opción. Estas acciones se mantendrán vigentes mientras las opciones no se ejerzan o no venza su plazo.


La junta deberá determinar el precio de ejercicio de la opción y su plazo, el que no podrá exceder de veinte años.


Las condiciones y características de la opción, deberán constar en el título.”.

3)
Reemplázase en el inciso segundo del artículo 44 la expresión “;y” por “o” y agrégase antes del punto aparte (.), la frase: “o el controlador de la sociedad o sus personas relacionadas, si el director ha resultado electo con los votos determinantes de aquél o aquellos.”.

4)
Agrégase, a continuación del artículo 44, el siguiente artículo 44 bis:


“Artículo 44 bis.- El controlador de la sociedad y las personas relacionadas de ésta y aquél, no podrán utilizar para sí las oportunidades comerciales de la sociedad sin que el directorio acuerde o declare su intención de prescindir de tal oportunidad comercial en forma expresa. El acuerdo o declaración deberá ser fundamentada y deberán ser dados a conocer en la próxima junta de accionistas por el que la presida.


Asimismo, deberán mantener reserva, secreto o confidencialidad respecto de los negocios de la sociedad y de la información social a que tengan acceso y que no haya sido divulgada oficialmente por la sociedad, en virtud de un acuerdo de entrega de información bajo obligación de confidencialidad, según corresponda, o por una orden judicial.”.

5)
Modifícase el artículo 54 de la siguiente forma:

a)
Intercálase en el primer inciso, a continuación de la frase “durante los quince días anteriores a la fecha señalada para la junta de accionistas” la frase “, en el caso de las sociedades anónimas abiertas, a partir de la fecha de publicación del aviso a que se refiere el artículo 59 bis de esta ley”.

b)
Agréganse los siguientes incisos cuarto y quinto nuevos:


“Con todo, a partir de la fecha indicada en el inciso primero, la sociedad deberá poner a disposición de los accionistas y del público en general, la información contenida en su Registro de Accionistas por los medios que la Superintendencia determine por norma de carácter general. Tratándose de sociedades anónimas abiertas cuyas acciones se encuentren bajo depósito o custodia, la Superintendencia, por norma de carácter general, regulará la forma en que tales depositarios o custodios deberán hacer llegar periódicamente la información relativa al número total de tenedores últimos o finales por cuya cuenta las acciones son mantenidas en custodia o depósito.”.

6)
Agrégase el siguiente artículo 54 bis nuevo:


“Artículo 54 bis.- El o los accionistas de sociedades anónimas abiertas que posean o representen el 1% o más de las acciones emitidas con derecho a voto, podrán formular comentarios o proposiciones relativas a la marcha de los negocios sociales en el ejercicio correspondiente o mociones respecto de alguna materia que deba ser conocida en una próxima junta de accionistas, dirigiéndose al directorio por escrito en forma sucinta, responsable y respetuosa.


El accionista podrá requerir del directorio, que su comentario o proposición sea puesto en conocimiento de los demás accionistas como un anexo a la memoria del ejercicio correspondiente o de los materiales de citación que serán enviados de conformidad con el artículo 59 de esta ley. Para estos efectos, el comentario o proposición deberá ser recibido por la sociedad dentro del plazo de 15 días siguientes a la fecha de publicación del aviso de que trata el artículo 59 bis siguiente.”.

7)
Modifícase el artículo 59 de la siguiente forma:

a)
Agrégase a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido, en el inciso primero, la siguiente oración:


“Con todo, las sociedades anónimas cerradas podrán sujetarse en sus estatutos a lo dispuesto en el inciso siguiente.”.

b)
Suprímase el actual inciso segundo y agréganse los siguientes nuevos incisos segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto:


“En el caso de las sociedades anónimas abiertas, el aviso indicado en el inciso precedente será anunciado, a lo menos, por una vez en el medio de difusión pública que haya determinado la junta de accionistas o, a falta de acuerdo o en caso de suspensión o desaparición de la circulación del medio designado, en el Diario Oficial. Las características de fiabilidad técnica y difusión que deberán contar los medios a que se refiere este inciso, serán determinadas por la Superintendencia mediante norma de carácter general.


El aviso de citación a la junta de accionistas de una sociedad anónima abierta deberá contener una referencia a las materias a ser tratadas en ella y en caso de estar destinada a elegir los miembros del directorio, deberá indicar destacadamente el nombre de los candidatos propuestos, ya sean estos titulares o suplentes.


Adicionalmente, en las sociedades anónimas abiertas deberá enviarse una citación a cada accionista con una anticipación mínima de veinte días a la fecha de la celebración de la junta. Respecto de las acciones que se encuentren bajo depósito o custodia, la sociedad deberá enviar a cada custodio o depositario, tantas citaciones como accionistas últimos o finales haya y aquellos deberán distribuirlos conveniente y oportunamente entre estos últimos de acuerdo con la información que tales entidades hayan entregado respecto del número total de tenedores finales por cuya cuenta las acciones son mantenidas en custodia o depósito.


La citación indicada en el inciso precedente deberá hacer referencia a las materias a ser tratadas en la junta respectiva y deberá contener, a lo menos, lo siguiente:

a)
Un informe preparado por el directorio respecto de las materias a ser tratadas en la junta respectiva;

b)
Un análisis razonado preparado por el directorio referido de las distintas alternativas a ser consideradas por los accionistas para su aprobación o rechazo. En el caso de elección de miembros del directorio, la información indicada en la letra (d) siguiente suplirá este requisito;

c)
Una papeleta de votación en la que los accionistas que deseen hacerse representar en la junta a través de un apoderado, indiquen sus preferencias de votación respecto de las materias que corresponda conocer y resolver;

d)
Copia de las minutas de los candidatos a ocupar los cargos de director titular o suplente de la sociedad presentadas en la forma indicada en artículo 59 bis siguiente, y

e)
El nombre del secretario que se señala en el artículo 61 siguiente y el de su o sus reemplazantes, de ser necesario.


Las características de confiabilidad técnica, de fidelidad y de acceso de los medios de comunicación que podrá utilizar la sociedad para el envío de la citación y de los materiales a que se hace referencia en el inciso precedente, el contenido, forma y requisitos mínimos del informe, del análisis razonado, y de la papeleta de votación antes referidos, serán determinados por la Superintendencia mediante norma de carácter general.”.

c)
Intercálese en el último inciso, entre las palabras “inciso” y “anterior”, la palabra “tercero”.

8)
Agrégase el siguiente artículo 59 bis nuevo:


“Artículo 59 bis.- Las sociedades anónimas abiertas deberán publicar, entre el trigésimo y el vigésimo día previo a la fecha de publicación del primero de los avisos de citación a que se refiere el artículo 59 anterior, un aviso en la misma forma establecida para los avisos de citación, informando la fecha de celebración de la junta de accionistas y enunciando resumidamente las materias a tratar en la asamblea. Además, el aviso instruirá a los accionistas sobre la forma en que éstos podrán ejercer su derecho de comentario o proposición según lo establece el artículo 54 bis de esta ley, como asimismo, la forma en que los interesados para ocupar los cargos de director titular o suplente de la sociedad, según corresponda, podrán presentarse como candidatos a tales cargos.


El directorio, junto con ordenar la publicación del aviso más arriba indicado, deberá nombrar a un secretario, el que tendrá la misión de recibir y absolver las consultas de los accionistas respecto de los procedimientos requeridos para ejercer sus derechos en junta y estará encargado de custodiar las papeletas de votación que reciba la sociedad y verificar el correcto funcionamiento de los medios de comunicación, información y votación dispuestos para que los accionistas ejerzan sus derechos en junta. El secretario no podrá ser accionista ni persona relacionada al controlador de la sociedad y cumplirá, adicionalmente, las funciones señaladas en el artículo 61 siguiente.


El incumplimiento total o parcial de las obligaciones a que se refieren los incisos anteriores no afectará la validez de la citación, pero los directores, liquidadores y gerente de la sociedad infractora responderán de los perjuicios que causaren a los accionistas, no obstante las sanciones administrativas que la Superintendencia pueda aplicarles.


Dentro del plazo de quince días contado desde la fecha de publicación del aviso indicado en el inciso primero de este artículo, los candidatos al cargo de director titular o suplente, según corresponda, deberán hacer llegar a la sociedad una declaración en que manifiesten su intención de ocupar el cargo al que han sido nominados, acompañando la información que para estos efectos determine la Superintendencia y los estatutos de la sociedad, la que deberá contener, como mínimo, lo siguiente:

a)
Una declaración jurada que indique el hecho de no encontrarse afectado por alguna de las inhabilidades a que se refieren los artículos 35 y 36 de esta ley.

b)
Un resumen de los antecedentes personales, educacionales y laborales, como asimismo, cualquier otro aspecto que el candidato estime pertinente destacar;

c)
Una lista de las sociedades en las que participa actualmente como director, gerente o asesor y de aquéllas en las que pretende participar como director en el mismo período, y

d)
Una declaración jurada que informe su vinculación con cualquier grupo empresarial o con el o los controladores de la sociedad de la que pretende ser candidato.


Previo a la votación para la elección de directores, el presidente deberá dar lectura a la información entregada por los candidatos que participan en la votación. Este trámite sólo podrá ser omitido con el acuerdo unánime de los accionistas presentes en la junta de accionistas respectiva. La información de los directores que hubieren sido elegidos se anexará al acta que se levante de la junta de accionistas correspondiente como parte integrante de la misma.


En las sociedades anónimas abiertas, los directores reemplazantes que hubieren sido designados por el directorio de conformidad al artículo 32 de esta ley, deberán entregar al presidente de la sociedad la información prevista en este artículo junto con la aceptación del cargo.


En caso de omitirse la información a que se refiere el inciso cuarto de este artículo, el candidato estará inhabilitado para asumir y ejercer el cargo en caso de ser elegido o nombrado al efecto.”.

9)
Agrégase el siguiente artículo 59 ter nuevo:


“Artículo 59 ter.- En las juntas de accionistas de las sociedades anónimas abiertas, lo expresado en las papeletas de votación prevalecerá sobre la palabra del accionista presente en la junta respectiva. Si la papeleta de votación nada dice respecto de las preferencias de voto del accionista en una o más materias, se entenderá que la voluntad del accionista es abstenerse de votar en la respectiva materia omitida. El accionista que haya enviado su papeleta de votación será considerado como presente en la junta para todos los efectos a que hubiere lugar.


En caso de elección de miembros del directorio, los votos se distribuirán entre los distintos candidatos según se indique en la papeleta.


La falta de conformidad respecto de la suma de votos efectuados por el accionista con los que tiene derecho, invalidará su preferencia y se entenderá que se abstiene de votar en la materia respectiva.


En el caso que un accionista se haga representar en junta por medio de apoderado sin haber enviado su papeleta de votación, se entenderá que autoriza al apoderado para que vote libremente y a su arbitrio en las materias que sean sometidas a su consideración.


La infracción a este artículo no afectará la validez de la votación pero, además de las sanciones administrativas y penales que correspondan, otorgará al accionista, a la sociedad o a terceros interesados, el derecho a exigir indemnización por los perjuicios ocasionados.


Adicional y complementariamente al sistema de votación por papeleta, las sociedades podrán disponer de sistemas de votación remota, siempre que sea simultánea y que garantice, la fidelidad, inalterabilidad y confidencialidad del ejercicio del derecho de voto y que éste será oportunamente computado. La sociedad que utilice estos mecanismos, no podrá establecer requisitos técnicos o de procedimiento que resulten en una limitación arbitraria del derecho de voto de uno o más accionistas. La Superintendencia podrá establecer, mediante norma de carácter general, las características y requisitos de tales sistemas de votación y seguridades que deberán otorgarse a los accionistas.


Toda información relativa a la votación a distancia efectuada por los accionistas, ya sea por medios tecnológicos o por medio de papeletas materiales, deberá ser custodiada y mantenida en secreto por el secretario de la junta y preservada en dicho carácter bajo su responsabilidad hasta el momento de la correspondiente votación durante la junta de accionistas poniéndola a disposición del presidente de la misma.”.

10) Agrégase en el número 9), del artículo 67, a continuación de la palabra “activo” la frase “individual y de sus filiales”.

11) Agrégase en el número 11) del artículo 67, a continuación de la palabra “activo” la frase “individual y de sus filiales”.

12) Elimínase en el N° 3 del artículo 69 la frase “del 50% o más”.

13) Modifícase el artículo 75, del siguiente modo:

a)
Reemplázase en el inciso primero, la expresión “enviar a” por “poner a disposición de”.

b)
Elimínase el inciso segundo.

c)
Reemplázase en el inciso final, la expresión “se enviarán a” por “se pondrán a disposición de”.

14) Agrégase en el artículo 89, a continuación del inciso primero los siguientes incisos, pasando el actual inciso segundo a ser séptimo:


“El directorio podrá acordar al inicio de cada ejercicio, los tipos de operaciones a realizar y las condiciones y requisitos generales a las que se sujetarán, especialmente aquellas que aseguren el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso anterior.


El directorio deberá aprobar previamente, todas aquellas operaciones que no se encuentren incluidas en el acuerdo indicado en el inciso anterior, declarando expresamente, que ellas se ajustan a condiciones de equidad similares a las que habitualmente prevalecen en el mercado.


Los acuerdos a que hacen referencia los incisos anteriores, serán dados a conocer en la próxima junta de accionistas por el que la presida, debiendo hacerse mención a esta materia en su citación.


La infracción a este artículo, no afectará la validez de la operación, pero además de las sanciones administrativas en su caso y penales que correspondan, otorgará a la sociedad o a sus accionistas el derecho de resarcir los perjuicios ocasionados a aquélla. En tal caso, corresponderá al demandado probar que el acto o contrato se ajustó a condiciones de mercado.”.

15) Intercálase a continuación del artículo 137, el siguiente artículo 137 bis:


“Artículo 137 bis.- La Superintendencia determinará, mediante norma de carácter general, los medios alternativos a través de los cuales las sociedades fiscalizadas podrán enviar o poner a disposición de sus accionistas, los documentos, información y comunicaciones que establece esta ley.”.

16) Agrégase el siguiente artículo 11 transitorio:


“Artículo 11 transitorio.- La modificación contemplada en el artículo 16 de la Ley de Sociedades Anónimas, no regirá para aquellas acciones que se encuentren pendientes de emisión, suscripción o pago con anterioridad a la publicación de esta ley.”.


Artículo 9°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.815, sobre Fondos de Inversión:

1)
Reemplázase el inciso cuarto del artículo 1° de la ley N° 18.815, por el siguiente:


“Transcurrido un año contado desde la aprobación del Reglamento Interno, el Fondo deberá contar permanentemente con, a lo menos, 50 aportantes, salvo que entre éstos hubiere un inversionista institucional, en cuyo caso será suficiente contar con este último. Para los efectos de esta ley, calificarán también como inversionistas institucionales aquellos que determine la Superintendencia mediante norma de carácter general.”.

2)
Agrégase el siguiente artículo 3 C:


“Artículo 3 C.- La responsabilidad por la función de administración es indelegable, sin perjuicio que las administradoras puedan conferir poderes especiales o celebrar contratos por servicios externos para la ejecución de determinados actos, negocios o actividades necesarias para el cumplimiento del giro.


Cuando se trate de la contratación de servicios externos, en el contrato de administración, deberá constar la facultad de la administradora para llevar a cabo dichos contratos. Asimismo, deberá señalarse en el reglamento interno, si los gastos derivados de las contrataciones serán de cargo de la administradora o del fondo de que se trate y, en este último caso, la forma y política de distribución de tales gastos. Sin embargo cuando dicha contratación consista en administración de cartera de recursos del fondo, los gastos derivados de estas contrataciones serán de cargo de la administradora.”.

3)
Modifícase el artículo 4°, de la siguiente manera:

a)
Agrégase el siguiente párrafo segundo a la letra c), del inciso tercero: “Respecto de la política de liquidez, se deberá señalar a lo menos el porcentaje mínimo del activo del fondo que se mantendrá invertido en activos líquidos, indicando cuáles serán éstos y razones financieras de liquidez.”.

b)
Sustitúyese la letra d) del inciso tercero por la siguiente: “d) Política de reparto de beneficios, debiendo señalarse, a lo menos, el porcentaje mínimo de los beneficios netos percibidos durante el ejercicio que se distribuirá anualmente como dividendo. De no contemplarse un porcentaje mínimo, también deberá señalarse expresamente.”.

c)
Sustitúyese la letra j), del inciso tercero por la siguiente: “j) Política de endeudamiento, que señalará, a lo menos los tipos y las fuentes de las obligaciones que podrá contraer el fondo, los plazos asociados a éstas y los límites de pasivo exigible y pasivo de mediano y largo plazo, respecto del patrimonio del fondo. Asimismo, deberá señalar el límite de gravámenes y prohibiciones que afecten los activos del fondo, respecto del activo total del mismo.”.

d)
Reemplázase en la letra n), la expresión final “, y” por un punto y coma (;), y en la letra ñ), el punto aparte por la expresión “, y”

e)
Incorpórase la siguiente letra o), al inciso tercero:


“o) Materias que otorguen derecho a retiro, así como la forma en que se valorarán las cuotas a restituir a los aportantes disidentes.”.

4)
Sustitúyese en el artículo 8°, el inciso primero, por los siguientes incisos primero y segundo, nuevos, pasando el actual inciso segundo, a ser inciso final:


“Artículo 8°.- La política de diversificación de las inversiones del fondo deberá quedar establecida en el reglamento interno y contendrá, a lo menos, según corresponda, límites de inversión respecto del activo total del fondo, en función de cada emisor, grupo empresarial y sus personas relacionadas y bienes raíces, conjunto o complejos inmobiliarios, estos últimos, según lo defina la Superintendencia, sin perjuicio de cualquier otro límite que se establezca mediante instrucciones de general aplicación.


Asimismo, los fondos que contemplen dentro de su política de inversiones la posibilidad de invertir en mutuos hipotecarios o carteras de crédito o de cobranzas, deberán señalar en su reglamento interno, según corresponda, el límite de inversión, respecto del activo total del fondo, en mutuos hipotecarios otorgados a un mismo deudor y sus personas relacionadas y en títulos de crédito de un mismo deudor y sus personas relacionadas que formen parte de una cartera de créditos o de cobranza.”.

5)
Modifícase el artículo 13, del siguiente modo:

a)
Sustitúyese el inciso tercero, por el siguiente: 


“En todo caso, los gravámenes y prohibiciones que afecten los activos del fondo, así como los pasivos que mantenga el fondo, no podrán exceder los límites que se establezcan en su reglamento interno.”.

b)
Elimínase el inciso cuarto.

6)
Elimínese en el artículo 14, en su inciso segundo, la siguiente expresión: “si así ocurriera, por el exceso no tendrán derecho a voto en la asamblea y, además”.

7)
Reemplázase en el artículo 17, en sus incisos tercero y sexto, la palabra “tres” por “seis”.

8)
Reemplázase el inciso primero del artículo 30, por el siguiente:


“Artículo 30.- Las operaciones del fondo serán efectuadas por la sociedad administradora, a nombre de aquél, quien será titular de los instrumentos representativos de las inversiones realizadas y de los bienes adquiridos, los que se registrarán y contabilizarán en forma separada de las operaciones realizadas por la sociedad administradora con sus recursos propios. La sociedad administradora del fondo, deberá encargar el depósito de dichos instrumentos a una empresa de depósito de valores, regulada por la ley N° 18.876. No obstante, la Superintendencia podrá autorizar en casos calificados que un porcentaje de los instrumentos del fondo sea mantenido en depósito en una institución autorizada por ley. En el caso de los valores extranjeros, la Superintendencia establecerá, mediante norma de carácter general la forma en que deberá llevarse la custodia y depósito.”.

9)
Reemplázase en el artículo 31, el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 31.- Los fondos distribuirán anualmente como dividendos, el monto de los beneficios netos percibidos durante el ejercicio, de acuerdo a la política establecida en sus respectivos reglamentos internos.”.

10) Agréganse los siguientes literales al artículo 43, suprimiendo la expresión “y”, y sustituyendo la coma por un punto y coma (;) del literal b) y sustituyendo el punto final de la letra c) por un punto y coma (;):


“d) Composición e identidad de sus accionistas, y


e) Inversión de los recursos del Fondo.”.

11) Agrégase el siguiente artículo 43° bis, nuevo:


“Artículo 43 bis.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 41, los fondos a que se refiere este título, que sean administrados por sociedades que posean directa o indirectamente más del 10% del capital de éstos, o cuando los accionistas de las sociedades administradoras de estos fondos se encuentren relacionados en los términos del artículo 100 de la ley 
N° 18.045, con los partícipes y la participación sea igual o superior al porcentaje señalado sumada la participación de los relacionados, se considerarán sociedades anónimas para los efectos de la Ley sobre Impuesto a la Renta, respecto de los beneficios y utilidades que obtengan a contar del 1° de enero del año siguiente a aquél en que ocurra alguno de los hechos señalados en este artículo, y en consecuencia, tributarán en la misma forma y oportunidad que establece dicha ley respecto de esas sociedades.”.


Artículo 10.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 3.538, de 1980, sobre Superintendencia de Valores y Seguros:


Modifícase el artículo 4°, de la siguiente forma:

a)
Reemplázase en el inciso primero, de la letra h), la frase “celebrado con ellas” por “celebrado con o respecto de ellas”.

b)
Incorpóranse en letra h), los siguientes incisos tercero y cuarto:


“Las declaraciones que se presten ante funcionarios de la Superintendencia que consten por escrito o por cualquier medio que otorgue garantía de su integridad, y que fueren prestadas por las personas que en los mismos conste, serán apreciadas por los tribunales conforme a las reglas de la sana crítica y se les podrá otorgar el carácter de plena prueba sobre los hechos de que versen.


Los medios en que se podrá dejar constancia de una declaración serán determinados por la Superintendencia mediante norma de carácter general. En todo caso, éstos deberán asegurar su integridad, fidelidad y durabilidad.”.

c)
Intercálase al final de la letra ñ, entre la palabra “cotejo” y el punto y coma (;) con que termina, la siguiente frase, antecedida por un punto seguido (.): “Se considerará también documento original, aquél que se recibiere en la Superintendencia, por los medios tecnológicos que ésta haya establecido para tal efecto”.

d)
Intercálase la siguiente letra u), pasando la actual a ser letra v):


“u) Ordenar a los intermediarios de valores, administradoras de fondos fiscalizados y a las compañías de seguros del segundo grupo, mediante resolución fundada, cuando la situación financiera de éstas o sus personas relacionadas lo amerite, se abstengan de realizar determinadas transacciones con o a través de sus personas relacionadas. La orden podrá tener una duración de hasta tres meses, y renovarse por una vez por el mismo lapso.”.


Artículo 11.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.876, sobre Depósito y Custodia de Valores:

1)
Agrégase en el artículo 1°, en su inciso primero, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido, el siguiente párrafo: “Asimismo, las empresas de depósito podrán realizar las actividades complementarias al objeto antes señalado. Estas serán las que determine la Superintendencia de acuerdo a norma de carácter general.”.

2)
Modifícase el artículo 3°, de la siguiente forma:

a)
Reemplázase en el inciso primero, la palabra “depositante” por la expresión “depositante o su mandante, si fuera el caso”.

b)
Agrégase el siguiente inciso tercero:


“No obstante lo anterior, cuando los valores que se entreguen en depósito, sean acciones de sociedades anónimas o cuotas de fondos de inversión, cuyos respectivos registros de accionistas o aportantes sean administrados por la empresa o por una filial de ésta constituida de acuerdo con el artículo 23 de esta ley, tal entrega se podrá hacer mediante una instrucción dada a la empresa por el depositante o su mandante a través de medios escritos o electrónicos, que señale el reglamento interno, y ejecutada por la empresa o su filial, mediante anotaciones simultáneas, tanto en la cuenta individual del depositante o su mandante, si fuera el caso, como en el registro del emisor respectivo.”.

3)
Modifícase el artículo 6°, de la siguiente manera:

a)
Reemplázase el inciso primero, por el siguiente:


“La empresa cumplirá su obligación de restitución entregando valores homogéneos, al depositante o a quien éste le indique por medios escritos o electrónicos, que señale el reglamento interno. La restitución se hará mediante las formalidades propias de la transferencia del dominio, según sea la naturaleza del valor que se restituya.”.

b)
Agrégase un inciso segundo, pasando el actual inciso segundo, a ser inciso tercero:


“No obstante lo anterior, cuando los valores que se entreguen sean acciones de sociedades anónimas o cuotas de fondos de inversión, cuyos respectivos registros de accionistas o aportantes sean administrados por la empresa o por una filial de ésta constituida de acuerdo con el artículo 23 de esta ley, bastará para efectuar la restitución con las anotaciones simultáneas que haga la empresa o su filial, tanto en la cuenta individual del depositante o su mandante, si fuera el caso, como en el registro del emisor respectivo.”.

4)
Intercálase en el artículo 11, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo y tercero, a ser tercero y cuarto, respectivamente:


“En las emisiones de bonos, letras, pagarés y cualquier otro título de crédito, que se efectúen en conformidad a lo dispuesto en el inciso anterior, los títulos no requerirán ninguna de las menciones, formalidades, requisitos o firmas, que serían necesarios de acuerdo a la ley o a su naturaleza, de haber sido confeccionado materialmente, bastando su sola anotación en cuenta.”.

5)
Agrégase en el artículo 14, el siguiente inciso final:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, en el caso de prendas u otros derechos reales sobre valores en depósito, que se constituyan por un depositante de la empresa a favor de otro, se entenderá notificada la empresa con las comunicaciones electrónicas simultáneas entre las partes y aquélla.”.

6)
Agrégase en el artículo 14 bis, el siguiente inciso final:


“Los certificados antes referidos, podrán ser solicitados y emitidos a nombre de quienes, sin ser depositantes, hayan efectuado el pago por cuenta del emisor, estando obligados a ello.”.

7)
Agrégase en el artículo 20, la siguiente letra h):


“h) Proporcionar un estudio tarifario, el cual será de conocimiento público, respaldando la estructura de remuneraciones a ser aplicadas por los servicios prestados. El estudio se debe fundamentar en la estructura de ingresos y costos relevantes proyectados por la empresa para su normal funcionamiento. Para ello, se deberá tener en consideración los principios de equilibrio financiero de la empresa y de equidad entre los usuarios. Los contenidos mínimos para la elaboración del estudio serán establecidos por la Superintendencia a través de una norma de carácter general. Con todo, el referido estudio deberá ser actualizado a lo menos cada dos años o con ocasión de ajustes a las tarifas de la empresa. Sin perjuicio de lo anterior, la Superintendencia podrá requerir en cualquier oportunidad una actualización del referido estudio.”.

8)
Agrégase en el artículo 25, después de la expresión “realice;” la siguiente frase: “tratándose de mandantes a los que se refiere el artículo 179 de la ley N° 18.045, la empresa estará obligada a poner a disposición de éstos un listado de todas las operaciones realizadas con los valores depositados, al menos en forma trimestral y de acuerdo a las normas que determine la Superintendencia mediante norma de carácter general.”.

9)
Insértase en el artículo 26, el siguiente inciso segundo:


“La misma obligación de comunicación a que se refiere el inciso precedente, se aplicará respecto de las operaciones con cuotas de fondos de inversión u otros que determine la Superintendencia, debiendo en este caso las administradoras de estos fondos conformar y mantener un listado de los depositantes de las cuotas registradas a nombre de la empresa, conforme a lo que la Superintendencia determine mediante norma de general aplicación.”.


Artículo 12.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto ley N° 1.328, sobre Fondos Mutuos:

1)
Modifícase el artículo 9°, de la siguiente manera:

a)
Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 9°.- Las operaciones del fondo serán efectuadas por la sociedad administradora, a nombre de aquel, quien será titular de los instrumentos representativos de las inversiones realizadas. La sociedad administradora del fondo deberá encargar el depósito de dichos instrumentos a una empresa de depósito de valores, regulada por la ley N° 18.876. No obstante la Superintendencia podrá autorizar en casos calificados que un porcentaje de los instrumentos del fondo sea mantenido en deposito en una institución autorizada por ley. En el caso de los valores extranjeros, la Superintendencia establecerá, mediante norma de carácter general la forma en que deberá llevarse la custodia y depósito.”.

b)
Agréganse los siguientes incisos tercero y cuarto:


“La responsabilidad por la función de administración es indelegable, sin perjuicio de que las administradoras puedan conferir poderes especiales o celebrar contratos por servicios externos para la ejecución de determinados actos, negocios o actividades necesarias para el cumplimiento del giro.


Cuando se trate de la contratación de servicios externos, en el reglamento interno, deberá constar la facultad de la administradora para llevar a cabo dichos contratos. Asimismo, deberá señalarse en el reglamento interno si los gastos derivados de las contrataciones serán de cargo de la administradora o del fondo y, en este último caso, la forma y política de distribución de tales gastos. Sin embargo cuando dicha contratación consista en administración de cartera de recursos del fondo, los gastos derivados de estas contrataciones serán de cargo de la administradora.”.

2)
Agrégase el siguiente artículo 9 bis:


“Artículo 9 bis.- Las administradoras, para los efectos de mantener dinero efectivo en bancos, perteneciente al o los fondos que administren, podrán abrir a nombre de uno o más fondos, una o más cuentas corrientes bancarias.


Los dineros que, en conformidad a este artículo, las administradoras mantengan a nombre del o los fondos que administren serán inembargables para todos los efectos legales.”.

3)
Modifícase el artículo 13 de la siguiente manera:

a)
Agrégase en el número 4, en su primer inciso, a continuación del punto aparte que se elimina, la siguiente frase: “de Chile o por un Estado extranjero, en cuanto la clasificación de riesgo de la deuda soberana de este último sea equivalente o superior a la determinada para el primero.”.

b)
Intercálase en el número 5, en su inciso segundo, después de la palabra “deuda” la expresión “emitidos o”.

c)
Intercálanse en el número 6, en la primera oración, a continuación de la palabra “Estado”, la siguiente frase: “de Chile o por un Estado extranjero, en cuanto la clasificación de riesgo de la deuda soberana de este último sea equivalente o superior a la determinada para el primero.”, y en la segunda oración, después de la palabra “cuotas”, la siguiente frase: “de un fondo mutuo, de un fondo de inversión constituido en Chile,”.

d)
Agrégase en el número 8, en su inciso segundo, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser coma (,) la siguiente frase: “salvo que la Superintendencia, mediante norma de carácter general, establezca un procedimiento diferente teniendo en consideración el número de clasificaciones y otros criterios que ésta determine.”.

4)
Agréganse en el artículo 13 A, los siguientes incisos tercero y cuarto:


“Tratándose de un fondo mutuo cuyo reglamento interno establezca una política de inversión que contemple que las inversiones del fondo tendrán una composición idéntica a la que tenga un determinado índice de medición de fluctuaciones de precio de valores de renta fija o variable, nacional o internacional, no le serán aplicables los limites que contemplan los numerales 6 y 7 del artículo 13.


En todo caso, la Superintendencia determinará, mediante norma de carácter general, las características que deben cumplir los índices, los porcentajes máximos de inversión en instrumentos emitidos o garantizados por una misma entidad y en el conjunto de inversiones en valores emitidos o garantizados por entidades pertenecientes a un mismo grupo empresarial, ambos sobre el activo del fondo. Asimismo, podrá establecer rangos máximos dentro de los que la distribución de la cartera que replica un índice podrá desviarse.”.

5)
Sustitúyese en el artículo 17, el inciso tercero, por el siguiente, agregándose los siguientes incisos cuarto, quinto y sexto, pasando el actual cuarto a ser séptimo:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos precedentes, los reglamentos internos de los fondos mutuos podrán establecer que se efectúen repartos de beneficios a los partícipes a prorrata de su participación en el fondo o de la serie respectiva si correspondiere. Tendrán derecho a percibir tales beneficios, aquellos partícipes del fondo que tengan esa calidad el día anterior a la fecha de pago de los mismos.


Tratándose de un reparto de beneficios efectuado con cargo a los dividendos pagados por las sociedades anónimas en que los recursos del fondo hubiesen sido invertidos, tendrán derecho a éste, a prorrata de su participación en el fondo o serie respectiva, aquellos partícipes que tengan esa calidad el día en que el respectivo dividendo sea percibido por el fondo. La sociedad administradora deberá, a lo menos dos veces en cada año calendario, pagar estos beneficios, a quienes corresponda, debidamente reajustados, según la variación experimentada por el índice de precios al consumidor, en el período comprendido entre el último día del mes anterior al día en que el fondo hubiese percibido dicho dividendo y el último día del mes anterior al día que tal beneficio sea pagado a los partícipes. Para el caso que un partícipe rescate total o parcialmente sus cuotas del fondo, la sociedad administradora pagará conjuntamente con el valor del rescate, los beneficios indicados anteriormente.


Los dividendos devengados que la sociedad administradora no hubiere pagado en las fechas indicadas anteriormente, se reajustarán de acuerdo a la variación que experimente el índice de precios al consumidor, entre la fecha en que éstos se hicieren exigibles y la de su pago efectivo, y devengará intereses corrientes para operaciones reajustables por el mismo periodo. Con todo, los dividendos que las sociedades administradoras hubiesen dispuesto oportunamente a disposición de los partícipes no retirados por éstos, no devengarán reajuste ni interés alguno.


Para los efectos del reparto de dividendos establecido en los incisos quinto y sexto precedentes, éstos deberán ser retirados del fondo y depositados en una cuenta especial. La Superintendencia, por medio de norma de carácter general, determinará las características que deberán cumplir dichas cuentas.


Las sociedades administradoras señalarán el día de pago de los beneficios, a través de un aviso publicado en un diario de amplia circulación nacional, en el tiempo, forma y condiciones que señale el reglamento de esta ley.”.


Artículo 13.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 19.281, que establece normas sobre arrendamiento de viviendas con promesa de compraventa:

1)
Modifícase el artículo 55, de la siguiente manera:

a)
Agrégase en el inciso primero, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase: “Sin perjuicio de lo anterior, las administradoras podrán realizar las actividades complementarias que autorice la Superintendencia.”.

b)
Sustitúyese la actual letra c) del inciso segundo por la siguiente: “c) Acreditar un capital pagado en dinero efectivo, en la forma y por el monto que indica el artículo 55 A.”.

2)
Intercálanse a continuación del artículo 55, los siguientes artículos 55 A y 55 B, respectivamente:


“Artículo 55 A.- Para obtener la autorización de existencia, las administradoras deberán acreditar ante la Superintendencia, un capital pagado en dinero efectivo no inferior al equivalente a 10.000 unidades de fomento. Asimismo, las administradoras deberán cumplir con lo dispuesto en los artículos 225 y 226 de la ley Nº 18.045.


Artículo 55 B.- La institución que mantenga las cuentas con cuyos recursos se hubieren constituido los fondos beneficiarios de la garantía a que se refiere el artículo 226 de la ley 
Nº 18.045, actuará como representante de los mismos, desempeñando las funciones que se señalan en el artículo 227 del mismo cuerpo legal.”.

3)
Modifícase el artículo 59, de la siguiente forma:

a)
Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 59.- Las operaciones del fondo serán efectuadas por la sociedad administradora, a nombre de aquel, quien será titular de los instrumentos representativos de las inversiones realizadas. La sociedad administradora del fondo deberá encargar el depósito de dichos instrumentos a una empresa de depósito de valores, regulada por la ley N° 18.876. No obstante, la Superintendencia podrá autorizar en casos calificados que un porcentaje de los instrumentos del fondo sea mantenido en depósito en una institución autorizada por ley. En el caso de los valores extranjeros, la Superintendencia establecerá, mediante norma de carácter general, la forma en que deberá llevarse la custodia y depósito.”.

b)
Agréganse los siguientes incisos tercero y cuarto:


“La responsabilidad por la función de administración es indelegable, sin perjuicio de que las administradoras puedan conferir poderes especiales o celebrar contratos por servicios externos para la ejecución de determinados actos, negocios o actividades necesarias para el cumplimiento del giro.


Cuando se trate de la contratación de servicios externos, en el contrato de administración, deberá constar la facultad de la administradora para llevar a cabo dichos contratos. Asimismo, deberá señalarse en el contrato de administración, si los gastos derivados de las contrataciones serán de cargo de la administradora o del fondo de que se trate y, en este último caso, la forma y política de distribución de tales gastos. Sin embargo cuando dicha contratación consista en administración de cartera de recursos del fondo, los gastos derivados de estas contrataciones serán de cargo de la administradora.”.

4)
Modifícase en el artículo 62, el inciso primero, de la manera siguiente:

a)
Sustitúyese en el párrafo primero de la letra a) la palabra “cinco” por “siete”.

b)
Intercálase en el párrafo segundo, de la letra a) después de la palabra “cuotas” la siguiente expresión: “de un fondo mutuo, de un fondo de inversión constituido en Chile,”.

c)
Sustitúyese en la letra b), la palabra “quince” por “veinticinco”.

d)
Sustitúyese en la letra c), la palabra “quince” por “veinticinco”.

e)
Reemplázase en la letra e), el inciso primero, por el siguiente y agrégase un inciso segundo nuevo, pasando los actuales incisos segundo y tercero de esta letra a ser incisos tercero y cuarto:


“El Fondo no podrá poseer el veinticinco por ciento o más de las acciones emitidas por una misma sociedad o de las cuotas de un mismo fondo de inversión o fondo mutuo, nacional o extranjero. El conjunto de inversiones del Fondo en valores emitidos o garantizados por una misma sociedad no podrá ser igual o superior al veinticinco por ciento del activo total de dicha emisora.


Sin perjuicio de lo anterior, las inversiones del fondo no podrán significar en ningún caso el control directo o indirecto del respectivo emisor.”.

5)
Intercálase a continuación del artículo 64, el siguiente artículo 64 A:


“Artículo 64 A.- Los directores de las administradoras, sin perjuicio de las obligaciones señaladas en la Ley sobre Sociedades Anónimas, estarán obligados a:

a)
Comprobar que la sociedad administradora cumpla con las disposiciones establecidas en los respectivos contratos de administración que suscriban con las instituciones;

b)
Verificar que las inversiones, valorizaciones u operaciones del fondo se realicen de acuerdo con esta ley, con su reglamento y con el contrato de administración correspondiente, y

c)
Constatar que las operaciones y transacciones que se efectúen, sean sólo en el mejor interés del fondo de que se trate y en beneficio exclusivo de titulares de las cuentas.


Para dar cumplimiento a lo señalado en el inciso anterior, en las sesiones ordinarias de directorio, se dejará constancia del tratamiento de las materias antes descritas y de los acuerdos adoptados.”.


Artículo 14.- Agrégase al artículo 2.489 del Código Civil, los siguientes incisos tercero y final:


“Sin perjuicio de lo anterior, si entre los créditos de esta clase figuraren algunos subordinados a otros, éstos se pagarán con antelación a aquéllos.


La subordinación de créditos es un pacto celebrado entre acreedores de la quinta clase, en virtud del cual un acreedor acepta postergar a favor de otro u otros, en forma total o parcial, el pago de su crédito. Este pacto deberá constar por escritura pública o documento privado firmado ante notario y protocolizado. Los efectos del pacto serán obligatorios para el deudor, si éste fuere judicialmente notificado del mismo, o lo aceptare expresamente concurriendo a su suscripción o por medio de un acto escrito posterior.


Artículo 15.– Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.175, que modifica la Ley de Quiebras y fija su nuevo texto:

1)
Agréganse al artículo 69, los siguientes incisos segundo, tercero y final:


“Para efectos de lo establecido en el inciso anterior, serán también obligaciones conexas aquéllas que emanen de operaciones de cobertura de riesgo, tales como opciones, swaps, forwards o de otros instrumentos o contratos de derivados de precios de mercancías o índices de valores, suscritos bajo ley chilena o extranjera, y suscritas al amparo de un mismo convenio global de compensación y contratación, cuyos términos y condiciones repliquen aquellas disposiciones reconocidas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.


Cada una de las operaciones de cobertura de riesgo efectuadas en la forma antedicha, se entenderá de plazo vencido y terminada a la fecha de la declaración de quiebra, calculándose su valor resultante a dicha fecha de acuerdo a sus términos y condiciones. Luego, las compensaciones que operen por aplicación del inciso precedente, serán ejecutadas y calculadas simultáneamente en dicha fecha, considerándose las obligaciones resultantes de tal terminación, como líquidas y actualmente exigibles. Asimismo, a menos que las partes hayan establecido expresamente la liquidación anticipada de sus gastos asociados a las operaciones de cobertura de riesgo en cuestión, y daño emergente o lucro cesante, o la forma en que éstas deberán calcularse automáticamente en el caso de la quiebra de alguna de las partes, tales cargos no podrán incorporarse al cálculo de las compensaciones aquí reguladas.


La Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras podrá dictar las normas que fueran requeridas para reglamentar, precisar y detallar la forma y alcance de las compensaciones de obligaciones conexas que se reconocen en el inciso segundo anterior.”.

2)
Agrégase en el artículo 137, en su inciso final a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase:


“En el caso de los créditos subordinados, las demandas de impugnación relacionadas con tal subordinación sólo podrán ser deducidas entre los acreedores que figuren como partes en el respectivo pacto de subordinación. La tramitación de esta demanda no impedirá el reparto de los demás acreedores comunes no comprendidos en el pacto de subordinación respectivo.”.

3)
Agrégase al artículo 147, el siguiente inciso final:


“Los pagos del síndico a los acreedores se harán con pleno respeto a los pactos de subordinación de créditos a que se refiere el artículo 2489 del Código Civil.”.

4)
Agrégase al artículo 151, el siguiente inciso segundo y final:


“En el caso de créditos afectos a pactos de subordinación, el o los acreedores subordinados contribuirán con lo que les correspondiere en dicho reparto respecto de su crédito subordinado al pago de sus acreedores subordinantes.”.


Artículo 16.- Dicta Normas Sobre nueva Prenda sin Desplazamiento y Crea el Registro Único de Prendas.

“TÍTULO I

De la Constitución y Requisitos de la Prenda

Artículo 1°.- El contrato de prenda sin desplazamiento es solemne y tiene por objeto constituir una garantía sobre una cosa mueble, para caucionar obligaciones propias o de terceros, conservando el constituyente la tenencia y uso del bien constituido en prenda.


La prenda de que trata esta ley será siempre civil, aún cuando se haya constituido para garantizar obligaciones de carácter mercantil.


En lo no previsto por las disposiciones de esta ley, se aplicarán las normas generales del contrato de prenda y las del de hipoteca del Código Civil, siempre que las de este último contrato no sean contrarias a las de aquél.


Artículo 2°.- El contrato de prenda, su modificación y su alzamiento deberán otorgarse por escritura pública o instrumento privado. En este último caso, las firmas de las partes concurrentes deberán ser autorizadas por un Notario Público y el instrumento deberá ser protocolizado en el registro del mismo notario que autoriza, de forma que la fecha de dicha protocolización se entenderá por fecha del contrato. La copia autorizada del instrumento privado protocolizado tendrá mérito ejecutivo sin necesidad de reconocimiento previo.


Artículo 3°.- El contrato de prenda debe contener, a lo menos, las siguientes menciones:

1)
La individualización de sus otorgantes;

2)
La indicación de las obligaciones caucionadas o la indicación precisa del o los documentos donde constan dichas obligaciones. En caso que sólo se indique el o los documentos donde constan las obligaciones garantizadas y estos no fueren otorgados por escritura pública, deberán ser protocolizados al momento de la celebración del contrato de prenda. En el evento de tratarse de una garantía general, será necesario hacer indicación de esta circunstancia;

3)
La especificación de las cosas empeñadas mediante los detalles necesarios para su individualización; y

4)
La suma determinada a la que se extiende la prenda en el caso de haberse limitado a una cantidad.

TÍTULO II

De las Obligaciones Caucionadas y Bienes Prendados

Artículo 4°.- Podrá caucionarse con esta prenda toda clase de obligaciones, presentes o futuras, estén o no determinadas a la fecha del contrato.


Artículo 5°.- Podrá constituirse prenda sobre toda clase de bienes corporales e incorporales muebles, presentes o que eventualmente puedan llegar a existir en el futuro, cuya enajenación no esté prohibida a la fecha de suscripción del contrato.


Artículo 6°.- También podrá constituirse prenda sobre los derechos que a continuación se señalan y los siguientes bienes asociados a estos derechos:

1)
El derecho de concesión de obra pública constituido al amparo del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, que para el concesionario emane del contrato de concesión; todo pago comprometido por el Fisco a la sociedad concesionaria a cualquier título en virtud del contrato de concesión antes indicado, y los ingresos que provengan de la explotación de la concesión antedicha. Podrá pactarse la constitución de esta prenda con los financistas de la obra o de su operación o en la emisión de títulos de deuda de la sociedad concesionaria. Sin perjuicio de la obligación establecida en el Título IV de esta ley, esta prenda deberá anotarse al margen de la inscripción de la sociedad concesionaria en el respectivo Registro de Comercio.

2)
El derecho de concesión portuaria constituido al amparo de la ley N° 19.542; los bienes muebles de la sociedad concesionaria, y los ingresos de ésta que provengan de la explotación de la concesión antedicha. Podrá pactarse la constitución de esta prenda con el objeto de garantizar las obligaciones financieras que la sociedad concesionaria contraiga para financiar el ejercicio, equipamiento y explotación de dicha concesión. Sin perjuicio de la obligación establecida en el Título IV de esta ley, esta prenda deberá anotarse al margen de la inscripción de la sociedad concesionaria en el respectivo Registro de Comercio.

3)
El derecho de concesión de construcción y explotación del subsuelo constituido al amparo de la ley N° 18.695. Sin perjuicio de la obligación establecida en el Título IV de esta ley, esta prenda deberá anotarse al margen de la inscripción de la sociedad concesionaria en el respectivo Registro de Comercio, y subinscribirse en el Registro Especial de Concesiones establecido en el artículo 37 de la ley N° 18.695.

4)
El derecho de concesión onerosa sobre bienes fiscales, constituido al amparo del artículo 61 del decreto ley N° 1.939, de 1977, que para el concesionario emane del contrato de concesión, y los flujos futuros que provengan de la explotación de la concesión antedicha. Podrá pactarse la constitución de esta prenda con el objeto de garantizar cualquier obligación que se derive directa o indirectamente de la ejecución del proyecto o de dicha concesión. Sin perjuicio de la obligación establecida en el Título IV de esta ley, esta prenda deberá anotarse al margen de la inscripción exigida por el artículo 59 del decreto ley 
N° 1.939, de 1977.

5)
El derecho de explotación de concesiones de servicios sanitarios, constituido en los términos de los artículos 7º y 32 del decreto con fuerza de ley Nº 382, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas, Ley General de Servicios Sanitarios, y 57 y siguientes de su Reglamento, para quien explote la concesión sanitaria emanada del contrato de transferencia del derecho de explotación de concesiones de servicios sanitarios, y los flujos futuros que provengan del derecho de explotación antedicho. Sin perjuicio de la obligación establecida en el Título IV de esta ley, esta prenda deberá anotarse al margen de la inscripción en el registro a que alude el artículo 19 de la ley General de Servicios Sanitarios.

6)
Los derechos que para el participante emanen del contrato de participación celebrado conforme a la ley N° 19.865, en aquellos casos en que la obligación de éste comprenda la ejecución, operación o mantención total o parcial de una obra, y su retribución consista en la explotación total o parcial de la misma por un período de tiempo determinado. Asimismo, la prenda podrá recaer sobre los bienes muebles de propiedad del participante y los ingresos que provengan del derecho de explotación antedicho. Podrá pactarse la constitución de esta prenda con el objeto de garantizar las obligaciones financieras que el participante contraiga para financiar la ejecución, operación, mantención y explotación de la obra. Sin perjuicio de la obligación establecida en el Título IV de esta ley, esta prenda deberá anotarse al margen de la inscripción de la sociedad participante en el respectivo Registro de Comercio.


Artículo 7°.- En todo lo relacionado con las transferencias que resulten de la realización de los derechos señalados en el artículo anterior, se aplicarán las normas establecidas en los respectivos cuerpos legales. Si éstos nada dijeren, los derechos de que trata este artículo sólo podrán transferirse al que diere cumplimiento a los requisitos establecidos en las leyes, reglamentos y bases de licitación para ser adjudicatario, según corresponda. Para estos efectos, el tribunal que esté conociendo de la realización de la prenda oficiará al organismo que haya otorgado el derecho respectivo ordenándole informar acerca de los requisitos para que pueda ser adjudicado en la subasta. Estos requisitos se incluirán y formarán parte integrante de las bases del remate.


La adjudicación hecha en contravención a este artículo y que no tenga contemplada una sanción en la ley respectiva, será nula de pleno derecho, nulidad que deberá ser declarada por la vía incidental, por el mismo juez que esté conociendo del juicio de realización de la prenda.


Artículo 8°.- En el caso de prenda sobre derechos emanados de contratos, aquélla deberá ser notificada al otro contratante, judicialmente o por medio de un notario, o aceptada por escrito por éste. En caso de incumplimiento de las formalidades anteriormente señaladas, la prenda será inoponible al otro contratante. Una copia del contrato cuyos derechos se otorguen en prenda será protocolizada al tiempo de suscribirse el contrato de prenda y en éste deberá hacerse mención respecto de la protocolización de aquél.


Tratándose de sociedades de personas, la prenda sólo podrá extenderse a las utilidades que al deudor le correspondan en la sociedad. Si lo que se prendare fuere el interés social en la sociedad, tendrá aplicación lo dispuesto en el artículo 380 del Código de Comercio.


Artículo 9°.- En el caso de prendarse valores en depósito de conformidad con la ley 
N° 18.876, tendrá aplicación lo dispuesto en el artículo 14 de dicho cuerpo legal. 


Tratándose de valores emitidos sin la necesidad de una impresión física del título que las evidencie, la prenda deberá anotarse en el respectivo registro de anotaciones en cuenta que para estos efectos lleve el emisor, la empresa de depósito de valores constituida de acuerdo a la ley N° 18.876, o la entidad contratada al efecto, según sea el caso. 


Lo dispuesto en los incisos anteriores es sin perjuicio de la obligación establecida en el Título IV de esta ley.


Artículo 10.- En el caso de constituirse prenda sobre bienes o derechos que eventualmente puedan llegar a existir, tal contrato será válido, pero mediante su inscripción no se adquirirá el derecho real de prenda sino desde que los bienes o derechos empeñados lleguen a existir. Una vez que los bienes o derechos señalados en el inciso anterior lleguen a existir, se entenderá constituido el derecho real de prenda desde la fecha de su inscripción en el registro que se menciona en el artículo 25.


Artículo 11.- Las cosas que no han llegado al país, podrán ser empeñadas siempre que el constituyente de la prenda sea el titular del documento de embarque o expedición o de recepción para el embarque o expedición de ellas, conforme a las normas que regulan la circulación de tales documentos.


Artículo 12.- En el caso de prendarse existencias de mercaderías, materias primas, grupos de bienes de una misma clase, inventarios, productos elaborados o semielaborados y repuestos del comercio o industrias y, en general, de cualquier actividad de la producción o de los servicios, los componentes de dichas existencias podrán ser utilizados, transformados o enajenados, en todo o en parte. No obstante lo dispuesto en este inciso, las partes podrán estipular lo contrario.


Los bienes transformados en virtud de lo dispuesto en el inciso anterior como, asimismo, el producto elaborado con los componentes de dichas existencias quedarán ipso jure constituidos en prenda. 


Aquellos componentes que salgan del conjunto empeñado quedarán subrogados por los que posteriormente lo integren hasta la concurrencia del total constituido en prenda. 


Cuando se pignoraren existencias en la forma señalada en el inciso primero de este artículo, el contrato deberá indicar el valor del conjunto de bienes sobre los que recaiga la prenda. 


Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, si las partes acuerdan no asignarle valor a la universalidad, caso en el cual no será aplicable lo dispuesto en el artículo 1496 N° 2 del Código Civil, esa universalidad deberá ser señalada y determinada en forma inequívoca.


Artículo 13.- No podrán ser dados en prenda los muebles de una casa destinados a su ajuar.


Artículo 14.- Si el constituyente de la prenda no es dueño de la cosa sobre la que recae, el contrato es válido, pero mediante su inscripción no se adquiere el derecho real de prenda. Sólo el dueño podrá invocar la inexistencia del derecho real de prenda, fundado en no ser el constituyente propietario de la cosa dada en prenda.


Sin embargo, si el constituyente adquiere después el dominio de la cosa o el dueño ratificare el correspondiente contrato de prenda, se entenderá constituido el derecho real de prenda desde la fecha de su inscripción en el registro que se menciona en el artículo 25. 


Artículo 15.- No podrá constituirse prenda sobre las cosas que la ley reputa como inmuebles por destinación o adherencia. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, las partes del contrato de prenda podrán pactar que la caución pignoraticia constituida sobre bienes que se encuentran destinados al servicio de una finca o que acceden de forma permanente a un predio, sea reputada como una prenda sobre bienes futuros y se le apliquen, en consecuencia, las reglas del artículo 10 anterior, entendiéndose que las cosas llegan a existir cuando son separadas del inmueble al que acceden o cesa la afectación a un predio, por la voluntad o el hecho de su dueño y el consentimiento del acreedor hipotecario, si fuere el caso.


La prenda sin desplazamiento constituida sobre bienes corporales muebles que posteriormente se transformen en inmuebles por destinación o adherencia, subsistirá sin que sea necesario el acuerdo del acreedor a cuyo favor exista o llegue a constituirse hipoteca sobre el inmueble al que se ha incorporado el bien materia de la prenda; y gozará de preferencia sobre la hipoteca, pero para tal efecto, aquélla deberá anotarse al margen de la correspondiente inscripción hipotecaria.

TÍTULO III

De los Derechos y Obligaciones Emanados del Contrato de Prenda sin Desplazamiento

Artículo 16.- El acreedor prendario tendrá derecho para pagarse, con la preferencia establecida en el artículo 2474 del Código Civil, del total del monto del crédito, incluidos los gastos y costas, si los hubiere, extendiéndose este privilegio, además, al valor del seguro sobre la cosa dada en prenda, si lo hubiere, y a cualquier otra indemnización que terceros deban por daños y perjuicios que ella sufriere.


Artículo 17.- Se podrá constituir una o más prendas sobre un mismo bien empeñado, prefiriéndose las unas a las otras por el orden cronológico de sus respectivas inscripciones en el Registro Único de Prendas.


Artículo 18.- Si se ha convenido que las cosas dadas en prenda no pueden gravarse o enajenarse, su infracción dará derecho al acreedor para exigir la inmediata realización de la prenda, considerándose la obligación caucionada como de plazo vencido. Contra el adquirente se seguirá el procedimiento de desposeimiento señalado en el artículo 32. Las normas de este artículo no se aplicarán en la situación prevista en el inciso tercero del artículo 25. 


Artículo 19.- El deudor prendario o el tercero constituyente conservará la tenencia, uso y goce de la cosa dada en prenda, siendo de su cargo los gastos de custodia y conservación. Sus deberes y responsabilidades en relación con la conservación de la cosa dada en prenda serán los del depositario, sin perjuicio de las penas que más adelante se establecen. Con todo, lo anterior no será aplicable en el caso que legítimamente se haya procedido conforme al artículo 12 precedente.


Si el deudor o el tercero constituyente abandonare las especies prendadas, el tribunal podrá autorizar al acreedor, para que a su opción, tome la tenencia del bien prendado, designe un depositario o proceda a la realización de la prenda, considerándose la obligación caucionada como si fuere de plazo vencido.


Lo anterior es sin perjuicio del derecho a perseguir las demás responsabilidades civiles o penales que le quepan al deudor prendario o al tercero constituyente como consecuencia del abandono.


Artículo 20.- Puede señalarse el lugar donde debe mantenerse la cosa empeñada o las rutas o zonas que podrá recorrer, como asimismo, la utilización que debe darse a ésta. 


Si se ha convenido un lugar en donde deba mantenerse la cosa empeñada, ésta no podrá trasladarse. Asimismo, si se ha convenido que la cosa empeñada se utilice de una forma especificada en el contrato, ésta no podrá utilizarse de forma distinta a lo pactado. Lo anterior es sin perjuicio que el contrato autorice lo contrario, que el acreedor consienta en ello o que el tribunal competente del lugar de suscripción del contrato decrete su traslado o uso distinto para su mejor aprovechamiento o conservación.


En caso de infracción a lo dispuesto precedentemente, el acreedor podrá exigir la inmediata realización de la prenda, considerándose la obligación caucionada como de plazo vencido.


Si los gastos de custodia y conservación del bien dado en prenda fueren dispendiosos, el tribunal competente del lugar de suscripción del contrato podrá, a petición del constituyente, ordenar su enajenación de la forma más conveniente, sin previa tasación, pagándose al acreedor el producto de dicha enajenación. En todo caso, la obligación caucionada se considerará como si fuera de plazo vencido.


Artículo 21.- El acreedor prendario tiene derecho para inspeccionar en cualquier momento, por sí o por delegado, los efectos dados en prenda. Si con las visitas se irrogaren daños o graves molestias al constituyente de la prenda, podrá el tribunal competente del lugar de suscripción del contrato regularlas con la sola audiencia de las partes. Para designar delegado que ejerza este derecho, bastará una simple comunicación escrita del acreedor prendario. 


En caso de oposición del constituyente para que se verifique la inspección, el acreedor podrá exigir la inmediata realización de la prenda, siempre que requerido judicialmente el constituyente insistiere en su oposición, considerándose la obligación caucionada como si fuere de plazo vencido.


Artículo 22.- El arrendador podrá ejercer su derecho legal de retención sobre especies dadas en prenda, sólo cuando el contrato de arrendamiento conste en escritura pública otorgada con anterioridad a la correspondiente inscripción de la prenda en el Registro Único de Prendas.


Artículo 23.- Las acciones que se establecen en este Título, se tramitarán con arreglo al procedimiento prescrito en el Título IV, Párrafo 2°, del Libro III del Código de Procedimiento Civil.

TÍTULO IV

De la inscripción del contrato de prenda, de su modificación y su alzamiento

Artículo 24.- Dentro del plazo de cinco días hábiles, exceptuados los días sábados, contado desde la fecha de suscripción del contrato de prenda o, tratándose de instrumentos privados, desde la fecha de protocolización del mismo, una copia del contrato de prenda autorizada ante notario público y una copia del contrato en que consten las obligaciones garantizadas, si fuere el caso, deberán ser enviadas por el notario respectivo, al Registro Único de Prendas a que se refiere el Título V de esta ley, para su inscripción en dicho registro.


Igual obligación, y en los mismos plazos, corresponderá a los notarios, respecto de los actos de modificación y de alzamiento efectuados de conformidad con lo establecido en el artículo 2° de esta ley.


Las copias de los actos y contratos a que se refieren los incisos anteriores deberán ser enviadas por medio de soportes magnéticos o a través de comunicaciones de redes electrónicas que aseguren la fidelidad y seguridad de los antecedentes acompañados. Excepcionalmente, tratándose de notarías que no cuenten con los medios tecnológicos necesarios para efectos de lo señalado precedentemente, el Registro Único de Prendas podrá recibir copias físicas de los instrumentos requeridos, sin perjuicio de su derecho para cobrar por la digitalización de dichos documentos de conformidad con el inciso cuarto del artículo 28.


La omisión de los requisitos señalados en los incisos anteriores no afectará la validez del contrato de prenda ni la de su modificación o alzamiento, pero hará responsable al notario respectivo por los daños que se originen como consecuencia de la omisión, sin perjuicio de la sanción disciplinaria de que pudieren ser objeto según lo establecido en el artículo 440, inciso primero, del Código Orgánico de Tribunales.


Artículo 25.- El derecho real de prenda se adquirirá, probará y conservará por la inscripción del contrato de prenda en el Registro Único de Prendas y la prenda sólo será oponible a terceros a partir de esa fecha.


Adicionalmente, en el caso de bienes sujetos a inscripción obligatoria en algún otro registro, se anotará una indicación del contrato al margen de la inscripción correspondiente y, mientras no se practiquen tales anotaciones, la prenda será inoponible a terceros.


El derecho de prenda no será oponible contra el tercero que adquiera la cosa empeñada en una fábrica, feria, bolsas de productos agropecuarios, casa de martillo, tienda, almacén u otros establecimientos análogos en que se vendan cosas muebles de la misma clase.


Artículo 26.- Sólo un tribunal podrá disponer que una inscripción practicada por el Registro Único de Prendas sea modificada, eliminada o cancelada, de acuerdo a las normas generales. 


No obstante, de oficio o a requerimiento de cualquier interesado y dentro de un plazo de cinco días hábiles, exceptuados los días sábados, a contar de la fecha de la inscripción en el Registro Único de Prendas, éste podrá rectificar los errores manifiestos en que se pudiere haber incurrido al practicarse la anotación. Con todo, la fecha de la constitución del derecho real de prenda será siempre la de su inscripción.


Artículo 27.- El deudor prendario tendrá derecho a exigirle a su acreedor que concurra a la suscripción del acto de alzamiento a que se refiere el artículo 2° de esta ley, efectuado que sea el pago íntegro de la o las obligaciones caucionadas. 

TÍTULO V

Del Registro Único de Prendas

Artículo 28.- Créase el Registro Único de Prendas que llevará el Servicio de Registro Civil e Identificación, de conformidad con esta ley y en la forma que determine el Reglamento que al efecto dicte el Presidente de la República mediante decreto supremo emanado conjuntamente del Ministerio de Hacienda y del Ministerio de Justicia.


El Reglamento establecerá las menciones que deberá contener la inscripción, los procedimientos para requerir y entregar la información contenida en el Registro, así como la organización, operación y requerimientos básicos del mismo.


La parte perjudicada con la negativa del Servicio de Registro Civil e Identificación a practicar una inscripción, sea del contrato de prenda, del instrumento que lo modifica o del acto de alzamiento, podrá ocurrir al juez competente del domicilio del acreedor garantizado, quien en vista de esta solicitud y de los motivos expuestos por el Registro, resolverá sin más trámite lo que corresponda. Si el juez manda practicar el trámite solicitado, el Servicio de Registro Civil e Identificación hará mención del decreto judicial que lo ordene. La resolución que se dicte será apelable conforme a las reglas generales.


El Servicio de Registro Civil e Identificación estará facultado para cobrar los derechos que se establezcan en el reglamento interno por las inscripciones, modificaciones, eliminaciones, cancelaciones, alzamientos, digitalizaciones, certificados, informes y copias de contratos de prenda que se efectúen u otorguen.


Los valores establecidos de conformidad con el inciso anterior, constituirán ingresos propios del Servicio.

TÍTULO VI

De la Realización de la Prenda y de la Cesión del Derecho de Prenda

Artículo 29.- En caso de cobro judicial, la prenda será subastada de acuerdo con las reglas del juicio ejecutivo en las obligaciones de dar establecidas en el Título I del Libro III del Código de Procedimiento Civil. Con todo, en este juicio sólo serán admisibles las excepciones del pago y remisión de la deuda, siempre que se funden en antecedente escrito, y la de prescripción.


Artículo 30.- Notificado el deudor, el acreedor de una obligación caucionada con prenda podrá pedir que ésta sea realizada de inmediato, aunque se hubieren opuesto excepciones.


El tribunal, con citación del deudor, resolverá dicha petición y podrá exigir que el acreedor caucione previamente las resultas del juicio.


La notificación de la demanda ejecutiva y el requerimiento de pago podrán practicarse en la forma establecida en el artículo 553 del Código de Procedimiento Civil.


Artículo 31.- Si las especies que se trataren de subastar fueren animales, el tribunal podrá disponer que se vendan en la feria que indique, debiendo en tal caso publicarse avisos durante dos días en el periódico que el tribunal señale.


Artículo 32.- La acción de desposeimiento contra el tercer poseedor que no sea deudor personal, se sujetará a las normas del Título XVIII del Libro III del Código de Procedimiento Civil, en lo que no sean contrarias a la naturaleza de la cosa prendada o del contrato de prenda.


Artículo 33.- En los juicios civiles a que se refiere esta ley, no se tomará en cuenta el fuero personal de los litigantes, ni se suspenderá su tramitación por la declaración de quiebra, excepto lo prescrito en los artículos 125 y 126 de la ley Nº 18.175.


Artículo 34.- En la realización de la prenda, junto con la notificación del deudor, deberá notificarse personalmente a los demás acreedores prendarios que tengan derecho sobre el bien prendado, los cuales serán cubiertos sobre el precio del remate en el orden que les corresponda, independientemente que su crédito no se encuentre devengado.


Cuando se trate de la realización de inmuebles por destinación o adherencia a que se refiere el inciso tercero del artículo 15, el acreedor hipotecario ejecutante deberá citar a los acreedores prendarios de conformidad con el artículo 2428 del Código Civil, teniendo lugar lo previsto en los artículos 492 y 762 del Código de Procedimiento Civil, en la medida que resulten aplicables.


Artículo 35.- La cesión de créditos caucionados con esta prenda se sujetará a las reglas que correspondan a su naturaleza. Sin embargo, para que la cesión comprenda el derecho real de prenda deberá inscribirse en el Registro Único de Prendas una copia autorizada ante notario, del documento en el que conste la cesión del crédito, manteniendo la prenda la preferencia que gozaba en virtud del primer contrato. 

TÍTULO VII

Delitos y Penas

Artículo 36.- Serán castigados con las penas señaladas en el artículo 467 del Código Penal, aumentadas en un grado:

1)
El que defraudare a otro disponiendo de las cosas empeñadas sin señalar el gravamen que las afecte o constituyendo prenda sobre bienes ajenos como propios; y 

2)
El deudor prendario y el que tenga en su poder la cosa dada en prenda que, defraudando al acreedor prendario, la cambie, altere, oculte, sustituya, traslade o disponga de ella. 

TÍTULO VIII

Otras Disposiciones

Artículo 37.- Los beneficiarios de los documentos de que trata el artículo 11, que hayan pagado o que se hayan obligado a pagar por cuenta o en interés de un tercero, todo o parte del valor de las mercaderías a que esos documentos se refieren, gozan de derecho legal de retención sobre ellas, mientras no se les reembolse o garantice con prenda sobre esos mismos bienes, lo que han pagado o se han obligado a pagar, según sea el caso, por concepto de precio, transporte, seguros, derechos de aduana, almacenaje y otros gastos en que hayan incurrido con motivo de la operación, sin necesidad de declaración judicial.


Las personas aludidas en el inciso anterior tendrán la facultad de pagar por cuenta del deudor los gastos e impuestos y realizar los trámites necesarios para desaduanar e internar la mercadería en el país, si ello fuere necesario.


Podrán, además, obtener la realización de la mercadería retenida, para el reembolso de los pagos, conforme al procedimiento ejecutivo que establece la presente ley.


El deudor queda facultado para constituir la prenda a que se refiere el inciso primero, aún cuando según los documentos de embarque, expedición o de recepción para embarque y expedición, aparezca como dueño de ellos el acreedor, siempre que pueda acreditar que según la documentación en poder del acreedor es el destinatario de las mercaderías.


Artículo 38.- El Presidente de la República deberá dictar el Reglamento a que se refiere el artículo 28, dentro del plazo de 180 días contados desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial. 


Las disposiciones de esta ley comenzarán a regir transcurridos 180 días desde la fecha en que se publique en el Diario Oficial el decreto que contiene el Reglamento a que se refiere el inciso anterior.


Artículo 39.- Deróganse las leyes Nº 4.097, 4.702, 5.687, 18.112, el artículo 43 del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, el artículo 15 de la ley N° 19.542, el artículo 3° de la ley N° 19.425, el artículo 62 B del decreto ley N° 1.939 y el artículo 16 de la ley N° 19.865, que regulan regímenes de prendas sin desplazamiento. Las referencias que en cada uno de esos cuerpos legales se haga a las disposiciones aquí derogadas, deberán entenderse efectuadas a las normas de esta ley.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, las normas precedentemente citadas continuarán vigentes para el efecto de regular las prendas sin desplazamiento constituidas con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley. También continuarán vigentes para el juzgamiento de hechos constitutivos de delitos tipificados en ellas, acaecidos con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, en cuanto fueren más favorables para el imputado.


Artículo 40.- Durante el plazo de un año contado desde la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, las prendas sin desplazamiento constituidas con anterioridad a su entrada en vigencia podrán acogerse al régimen aquí establecido mediante un contrato inscrito en el Registro Único de Prendas en el que se individualice la prenda sin desplazamiento original y su transformación. En este caso, se reconocerá a la prenda transformada, la antigüedad y fecha de la prenda original.”.


Artículo 17.- Introdúcense en el artículo 12 de la ley Nº 18.657, que autoriza la creación del Fondo de Inversión de Capital Extranjero, los siguientes incisos quinto y sexto:


“La responsabilidad por la función de administración es indelegable, sin perjuicio de que las administradoras puedan conferir poderes especiales o celebrar contratos por servicios externos para la ejecución de determinados actos, negocios o actividades necesarias para el cumplimiento del giro.


Cuando se trate de la contratación de servicios externos, en el reglamento interno, deberá constar la facultad de la administradora para llevar a cabo dichos contratos. Asimismo, deberá señalarse en el reglamento interno si los gastos derivados de las contrataciones serán de cargo de la administradora o del fondo y, en este último caso, la forma y política de distribución de tales gastos. Sin embargo, cuando dicha contratación consista en administración de cartera de recursos del fondo, los gastos derivados de estas contrataciones serán de cargo de la administradora.”.


Artículo 18.- Agrégase en la letra g), del artículo 112 del decreto supremo N° 502, del año 1978, del Ministerio de Economía Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas, a continuación del punto y coma (;), que se reemplaza por una coma (,), lo siguiente:


“y mutuos hipotecarios endosables. El otorgamiento, cesión y administración de estos últimos se regirá por lo dispuesto en el N° 7) del artículo 69 de la Ley General de Bancos, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, siendo aplicables a los mismos, en lo pertinente, las disposiciones de las leyes N°s 19.439 y 19.514. Al efecto, las cooperativas de ahorro y crédito, y las demás entidades indicadas en el inciso final del N° 7 del artículo 69 citado, podrán administrar y ser cesionarias, en su caso, de los mutuos hipotecarios endosables otorgados de conformidad a esta letra.


Asimismo, se autoriza a las cooperativas de ahorro y crédito la adquisición, conservación y enajenación de mutuos hipotecarios endosables otorgados por empresas bancarias de acuerdo al N° 7 del artículo 69 de la Ley General de Bancos y por otras entidades reguladas por leyes especiales que les permitan dicha clase de operaciones, con sujeción a las condiciones, requisitos y modalidades que se establezcan conforme a la letra q) de este artículo.


En todo caso, las cooperativas de ahorro y crédito que actúen como cedentes de mutuos hipotecarios endosables de acuerdo a lo indicado precedentemente, sólo responderán de la existencia del crédito cedido, quedándoles expresamente vedado otorgar garantía alguna de solvencia respecto del mismo.”.


Artículo 19.- Modifícase el Código de Comercio de la siguiente forma:

1)
Reemplázase el artículo 348 por el siguiente:


“Artículo 348.- Las disposiciones de este título regulan tres especies de sociedad:


1ª Sociedad colectiva;


2ª Sociedad por acciones;


3ª Sociedad en comandita.


Regulan también la asociación o cuentas en participación.”.

2)
Reemplázase el encabezado del párrafo octavo del título séptimo por el siguiente:


“8. De las Sociedades por Acciones”

3)
Agréganse los siguientes artículos 424 a 464 nuevos:


“Artículo 424.- La sociedad por acciones, o simplemente, la “sociedad” para los efectos de este Párrafo 8°, es una persona jurídica creada por una o más personas mediante un acto de constitución validamente perfeccionado de acuerdo con los preceptos de esta ley, cuyos derechos en el capital son representados por acciones.


La sociedad tendrá un estatuto social en el cual se establecerán los términos y condiciones, derechos y obligaciones de los accionistas y de la administración de la misma. Salvo las materias indicadas que de acuerdo con esta ley no pueden modificarse por el estatuto social, éstos primarán en todo. El silencio de los estatutos sociales será suplido por lo indicado en esta ley y en lo no previsto por ella, se aplicarán las normas específicas de la ley N° 18.046 que sean aplicables a las sociedades anónimas cerradas, con tal que dichas disposiciones específicas no sean contrarias a lo previsto en los estatutos sociales o en esta ley.


Los accionistas sólo serán responsables por sus respectivos aportes en la sociedad.


La sociedad no podrá contar con más de 50 accionistas y en caso de superar dicho límite y mantenerse esta situación por más de 180 días, la sociedad se transformará, por el solo ministerio de la ley, en una sociedad anónima cerrada, siéndoles aplicables en todo y pasando por sobre los estatutos sociales, las disposiciones pertinentes de la ley N° 18.046 con las particulares excepciones de las materias indicadas en el artículo siguiente. Adicionalmente, en la más próxima junta de accionistas, deberá elegirse miembros del directorio que continuará la administración social.


Artículo 425.- La sociedad se forma por un acto de constitución social escrito que podrá perfeccionarse mediante escritura pública o por instrumento privado suscrito por sus otorgantes y cuyas firmas sean autorizadas por el notario público, en cuyo registro será protocolizado dicho instrumento. El acto de constitución social deberá constar en idioma español, sin perjuicio de aquellos términos que por su propia naturaleza o por costumbre, sean consignados en otros idiomas. El instrumento constitutivo social debe expresar y regular, a lo menos, las siguientes materias de su estatuto:

1)
El nombre de la sociedad;

2)
El o los objetos específicos de la sociedad;

3)
El monto al que asciende el capital de la sociedad;

4)
El número de acciones en que el capital es dividido y representado, y

5)
La forma que adoptará la administración social señalándose el nombre de la o las personas que administrarán la sociedad o los integrantes del órgano de administración designado provisoriamente, según sea el caso, y el nombre de uno o más reemplazantes en caso de renuncia o vacancia de aquél o aquéllos.


Artículo 426.- Dentro del plazo de 20 días hábiles contado desde la fecha de la escritura social o de su protocolización, un extracto del instrumento de constitución social, autorizado por el notario respectivo, deberá inscribirse en el Registro de Comercio correspondiente al domicilio de la sociedad y publicarse por una sola vez en el Diario Oficial.


El extracto deberá contener, a lo menos, la siguiente información:

1)
La fecha de otorgamiento y el nombre y domicilio del notario que autorizó la escritura o que protocolizó el instrumento privado de constitución que se extracta y el registro y número de rol o folio y en que se ha depositado dicho documento;

2)
El nombre y domicilio del o los accionistas concurrentes al instrumento de constitución;

3)
El nombre de la sociedad;

4)
El o los objetos específicos de la sociedad;

5)
El monto al que asciende el capital de la sociedad;

6)
El número de acciones en que el capital es dividido y representado;

7)
Enunciación resumida de la forma de organización de la administración social, y

8)
Si la sociedad no tuviere duración indefinida, se señalará la fecha o condición establecida para su término.


Artículo 427.- Las disposiciones de los estatutos sociales, sólo podrán ser modificadas por escritura pública o privada protocolizada, debiendo autorizar el notario las firmas de quienes suscriben, y ejecutada por la totalidad de las acciones o, en caso contrario, por resolución de la junta de accionista. En este último evento, el acta de tales acuerdos, o la parte pertinente de ellos, deberá ser reducida a escritura pública o protocolizada en el registro de un notario público a solicitud de un representante de la sociedad.


Un extracto de tales resoluciones o declaraciones, haciendo indicación de la fecha de otorgamiento de la escritura pública o protocolización del instrumento privado, y de la junta de accionistas o declaración respectiva, y del nombre y domicilio del notario ante el cual se otorgó o protocolizó el instrumento de reducción, según corresponda, será inscrito y publicado en la misma forma establecida en el artículo precedente. Sólo será necesario hacer referencia al contenido de la reforma cuando se hayan modificado algunas de las materias señaladas en dicho artículo.


Artículo 428.- La sociedad se forma, existe y prueba por un acto de constitución social escrito, inscrito y publicado en los términos del artículo precedente.


Artículo 429.- La sociedad que no sea constituida con arreglo a este Título, o que adolezca de vicios formales, inscripción o publicación tardía, o insuficiencias en cualquiera de las menciones indicadas en los artículos antes citados es nula, sin perjuicio del saneamiento que pueda efectuarse en conformidad a la ley.


Declarada la nulidad de la sociedad, ésta entrará en liquidación. La sociedad nula, sin embargo, gozará de personalidad jurídica y será liquidada como una sociedad anónima si consta de escritura pública o de instrumento reducido a escritura pública o protocolizado.


De la misma nulidad adolecerán las reformas de estatutos y el acuerdo de disolución de una sociedad oportunamente inscritos y publicados pero en cuyos extractos se omita cualquiera de las menciones exigidas en el artículo 426 anterior; sin embargo, estas reformas y acuerdo producirán efectos frente a los accionistas y terceros mientras no haya sido declarada su nulidad; la declaración de esta nulidad no produce efecto retroactivo y sólo regirá para las situaciones que ocurran a partir del momento en que quede ejecutoriada la resolución que la contenga; todo lo anterior es sin perjuicio del saneamiento en conformidad a la ley.


Se equipara a la omisión cualquiera disconformidad esencial que exista entre las escrituras y las inscripciones o publicaciones de sus respectivos extractos. Se entiende por disconformidad esencial aquella que induce a una errónea compresión de la escritura extractada.


El o los otorgantes del acto de constitución social declarado nulo responderán solidariamente a los terceros con quienes hubieren contratado a nombre y en interés de la sociedad.


En todo caso, no podrá pedirse la nulidad de una sociedad o de una modificación del estatuto social, luego de transcurridos cuatro años desde la ocurrencia del vicio que la origina.


No obstante lo dispuesto precedentemente, la sociedad que no conste en escritura pública o instrumento reducido a escritura pública, de ser el caso, ni en instrumento protocolizado, es nula de pleno derecho y no podrá ser saneada.


Si la sociedad existiere de hecho y tuviere una pluralidad de accionistas, dará lugar entre ellos a una comunidad. Las ganancias y pérdidas se repartirán y soportarán y la restitución de los aportes se efectuará entre ellos con arreglo a lo pactado y, en subsidio, de conformidad a lo establecido en esta ley. Los miembros de la comunidad responderán solidariamente a los terceros con quienes hubieren contratado a nombre y en interés de ésta; y no podrán oponer a los terceros la falta de los instrumentos mencionados en el inciso primero. Los terceros podrán acreditar la existencia de hecho por cualquiera de los medios probatorios que reconoce el Código de Comercio, y la prueba será apreciada de acuerdo a las reglas de la sana crítica.


La modificación cuyo extracto no haya sido oportunamente inscrito y publicado no producirá efectos ni frente a los accionistas ni frente a terceros, salvo el caso de saneamiento en conformidad a la ley y con las restricciones que ésta impone. Dicha privación de efectos operará de pleno derecho, sin perjuicio de la acción por enriquecimiento sin causa que proceda.


Artículo 430.- La sociedad llevará un registro en el que se anotarán el nombre y domicilio de sus administradores, gerentes, ejecutivos principales o liquidadores, con especificación de las fechas de iniciación y término de sus funciones.


Adicionalmente, la sociedad llevará un registro en el que se anotará, a lo menos, el nombre, domicilio y cédula de identidad o rol único tributario de cada accionista, el número de acciones de que sea titular, la fecha en que éstas se hayan inscrito a su nombre y tratándose de acciones suscritas y no pagadas, la forma y oportunidades de pago de ellas. Igualmente, en el Registro deberá inscribirse la constitución de gravámenes y de derechos reales distintos al dominio. En caso de que algún accionista transfiera el todo o parte de sus acciones deberá anotarse esta circunstancia en el registro de que trata este artículo.


Artículo 431.- El o los administradores y el gerente general de la sociedad serán solidariamente responsables de los perjuicios que causaren a accionistas y a terceros con ocasión de la falta de fidelidad o vigencia de las informaciones contenidas en los registros a que se refiere este título. Con todo, dichos registros podrán llevarse por cualquier medio, siempre que éste ofrezca seguridad de que no podrá haber intercalaciones, supresiones u otra adulteración que pueda afectar su fidelidad, y que, además, permita el inmediato registro o constancia de las anotaciones que en ellos deban hacerse y estarán, en todo tiempo, disponibles para su examen por cualquier accionista o administrador de la sociedad.


Artículo 432.- La sociedad deberá tener un nombre incluyendo a continuación, la expresión “SPA”.


Si el nombre de una sociedad fuere idéntico al de otra ya existente, ésta tendrá derecho a demandar la modificación del nombre de aquélla mediante juicio sumario.


Artículo 433.- La sociedad tendrá la duración que establezcan sus accionistas, la cual podrá ser indefinida y, si nada se dice, tendrá esta duración.


Artículo 434.- La sociedad deberá tener uno o más objetos específicos, pudiendo ser éstos, cualquier actividad lucrativa que no sea contraria a la ley. El objeto social será para todos los efectos legales y contractuales, siempre de carácter mercantil.


Artículo 435.- La sociedad deberá tener un domicilio, pero si en la escritura social se hubiere omitido el domicilio social, se entenderá domiciliada en el lugar de otorgamiento de ésta.


Artículo 436.- El capital de la sociedad deberá ser fijado de manera precisa en los estatutos y estará dividido en un número determinado de acciones nominativas de igual valor. Los estatutos podrán establecer que las acciones de la sociedad sean emitidas sin la necesidad de imprimir láminas físicas de dichos títulos.


Artículo 437.- El capital social deberá quedar totalmente suscrito y pagado en el plazo que indiquen los estatutos y si nada señalaren al respecto, el plazo de entero del capital inicial será de cinco años contados desde la fecha de constitución de la sociedad. Si así no ocurriere, al vencimiento del plazo correspondiente, el capital social quedará reducido al monto efectivamente suscrito y pagado. A menos que los estatutos sociales estipulen algo diferente, las acciones cuyo valor no se encuentre totalmente pagado, no gozarán de derecho alguno.


Artículo 438.- A menos que los estatutos establezcan algo distinto, las contribuciones de capital deberán hacerse en dinero efectivo o divisas. Se considerará también como aporte en efectivo la capitalización de créditos de dinero adeudados por la misma sociedad.


Los aportes no consistentes en dinero efectivo serán estimados en la forma que establezca la junta de accionistas o los estatutos. Si nada dijeren, se valorizarán en la forma que establezca la administración. A menos que la junta de accionistas lo exija expresamente, no será necesario que ésta apruebe dichos aportes.


Artículo 439.- Los estatutos sociales podrán establecer porcentajes o montos mínimos o máximos del capital social que podrá ser controlado por uno o más accionistas, o accionistas determinados en forma directa o indirecta, pero si existieren tales normas, los estatutos deberán contener disposiciones que regulen los efectos y establezcan las obligaciones o limitaciones que nazcan para los accionistas que quebranten dichos límites, según sea el caso, so pena de ser consideradas nulas tales estipulaciones.


Artículo 440.- Las acciones pueden ser ordinarias o preferidas.


Los estatutos sociales deberán establecer en forma precisa las cargas, obligaciones, privilegios o derechos especiales que afecten o de que gocen una o más series de acciones. Las preferencias no deberán necesariamente asociarse a una o más limitaciones en los derechos a que ordinariamente podrían gozar.


Artículo 441.- Cada accionista dispondrá de un voto por cada acción que posea o represente. Sin embargo, los estatutos podrán contemplar series de acciones sin derecho a voto, con derecho a voto limitado o con derecho a dos o más votos por acción.


Las acciones sin derecho a voto o las con derecho a voto limitado, en aquellas materias en que carezcan de derecho a voto, no se computarán para el cálculo de los quórum de sesión o de votación en las juntas de accionistas. Aquéllas que tengan derecho a dos o más votos, se contabilizarán de acuerdo a su capacidad de votación.


Artículo 442.- A menos que los estatutos señalen algo distinto, la sociedad no podrá adquirir y poseer acciones de su propia emisión.


Con todo, si se hubiere otorgado dicha facultad, las acciones de propia emisión que se encuentren bajo el dominio de la sociedad, no se computarán para la constitución del quórum en las asambleas de accionistas y no tendrán derecho a voto, dividendo o preferencia en la suscripción de aumentos de capital. Las acciones adquiridas por la sociedad, deberán enajenarse dentro del plazo que establezcan sus estatutos y si estos nada señalaren al respecto, deberán enajenarse en el plazo de cinco años a contar de su adquisición, bajo pena de quedar reducido el capital de pleno derecho. Las acciones adquiridas por la sociedad también podrán ser utilizadas por la administración para los usos indicados en el artículo 445.


Artículo 443.- Los aumentos de capital serán acordados por la junta de accionistas, sin perjuicio que los estatutos podrán facultar a la administración en forma general, limitada, temporal o permanente, para aumentar el capital con el objeto de financiar la gestión general de la sociedad o para fines específicos.


Los aumentos de capital deberán quedar totalmente suscritos y pagados en el plazo que establezca el acuerdo de junta de accionistas o de la administración, según sea el caso, y si éstos nada indicaren al respecto, el plazo de entero del aumento de capital respectivo será de cinco años contado desde la fecha del acuerdo de junta de accionistas o administración, según corresponda. Vencido el plazo respectivo, sin que se haya enterado el aumento de capital, éste quedará reducido a la cantidad efectivamente pagada.


Artículo 444.- La sociedad podrá emitir acciones de pago que se ofrecerán al precio que determine libremente la junta de accionistas.


Los estatutos sociales o la junta de accionistas podrán establecer el derecho de éstos para que las opciones para suscribir acciones de aumento de capital de la sociedad y de valores convertibles en acciones de la sociedad emisora, o de cualesquiera otros valores que confieran derechos futuros sobre éstas, incluyendo las liberadas emitidas por la sociedad, deban ser ofrecidas, a lo menos por una vez, preferentemente, a los accionistas a prorrata de las acciones que posean.


En caso de tener los accionistas tal derecho, si todos o algunos de ellos no ejercieren su derecho de suscribir preferentemente las acciones emitidas, en todo o parte, las acciones no suscritas serán destinadas para los fines que sean establecidos por la junta de accionistas o la administración, según sea el caso, y si estos nada hubieren señalado, el capital social será reducido de pleno derecho al monto efectivamente pagado y las acciones emitidas para tales efectos se tendrán por no emitidas para todos los efectos legales.


Mientras estuviere pendiente una emisión de bonos convertibles en acciones, deberá permanecer vigente un margen no suscrito del aumento de capital por la cantidad de acciones que sea necesaria para cumplir con la opción, cuando ésta sea exigible conforme a las condiciones de la emisión de los bonos respectivos.


Artículo 445.- La sociedad también podrá emitir acciones de pago o fijar su precio de suscripción por resolución de la administración en el caso que ésta esté facultada para ello en los estatutos sociales o en virtud de un acuerdo de la junta de accionistas, el que será tomado por simple mayoría, a menos que los estatutos establezcan una mayoría calificada, caso en el cual los accionistas disidentes tendrán derecho de retiro.


En caso de requerirse la modificación de los estatutos de la sociedad para facultar a la administración para emitir acciones de pago o para fijar su precio de suscripción, o para modificar la norma estatutaria que exija una mayoría calificada de la junta de accionistas para otorgar cualquiera de tales facultades, el acuerdo de la junta de accionistas que resuelva tal modificación de estatutos deberá ser tomado por los dos tercios de las acciones con derecho a voto, a menos que los mismos estatutos establezcan una mayoría menor, caso en el cual los accionistas disidentes tendrán derecho de retiro.


La facultad de la administración para emitir acciones de pago o para fijar su precio de suscripción, podrá referirse a una o más emisiones como asimismo podrá establecer limites de monto de suscripción, plazos de colocación y entero, usos de los fondos obtenidos de la colocación, o destinatarios de la colocación. También, podrán establecerse límites de dilución de los accionistas existentes a la fecha de la emisión respectiva o montos máximos de capitalización.


Los estatutos o la junta de accionistas establecerán con la más amplia libertad, el uso de las acciones que sean emitidas por la administración. Si éstos nada dijeren, sólo podrán ser destinadas a las siguientes operaciones:

1)
Para ser colocadas entre uno o más accionistas o entre terceros a cambio de dinero o divisas;

2)
Para pagar obligaciones monetarias de la sociedad o sus filiales;

3)
Para cumplir con planes generales de compensación salarial, opciones de compra o suscripción de acciones establecidos a favor de trabajadores de la sociedad y, o de sus filiales; y

4)
Para cumplir con las obligaciones emanadas de valores propios o emitidos por sus filiales.


Artículo 446.- Sin perjuicio de la facultad de adquirir acciones de su propia emisión, el capital de la sociedad sólo podrá ser reducido por acuerdo de la junta de accionistas que modifique consecuentemente los estatutos de la sociedad. En tal caso, todo acuerdo de reducción de capital deberá ser adoptado por la mayoría establecida en los estatutos, y en el silencio de estos será considerada una materia que requerirá el voto conforme de la unanimidad de los accionistas.


No podrá procederse al reparto o devolución de capital o a la adquisición de acciones con que dicha disminución pretenda llevarse a efecto, sino desde que quede perfeccionada la modificación estatutaria.


Artículo 447.- Los estatutos sociales determinarán si las diferencias que ocurran entre los accionistas en su calidad de tales; los accionistas y la sociedad o sus administradores o liquidadores, como tales, y la sociedad y sus administradores o liquidadores, como tales, serán resueltas por medio de un arbitraje o por los tribunales de justicia, pero no podrá dejarse al demandante la elección de uno u otro.


Artículo 448.- En caso de establecerse que dichas disputas serán conocidas y resueltas por arbitraje, los estatutos deberán indicar lo siguiente:

1)
El número de integrantes del tribunal arbitral. En el silencio de los estatutos, las disputas sociales serán conocidas y resueltas por solo un árbitro;

2)
La forma en que se nominará al árbitro o árbitros que integrarán el tribunal arbitral. En caso que los estatutos designen a una o más personas determinadas como árbitros, deberá indicarse, además, la forma de designar un reemplazante en caso de faltar él o cualquiera de las personas individualizadas. En el silencio de los estatutos, el o los árbitros serán designados por el tribunal de turno, y

3)
El tipo de arbitraje y las reglas especiales de procedimiento a las que el tribunal arbitral deberá ajustarse, o las facultades de éste para establecer las reglas especiales de procedimiento. En el silencio de los estatutos, tanto las normas de procedimiento como el fondo de lo debatido se ajustará estrictamente a las normas de derecho y el procedimiento será sumario.


Artículo 449.- Toda pérdida irrogada al patrimonio de la sociedad como consecuencia de una infracción a esta ley, su reglamento, los estatutos sociales, dará derecho a los accionistas o a cualquiera de los miembros de la administración, a demandar la indemnización de perjuicios a quien correspondiere, en nombre y beneficio de la sociedad.


Las costas a que hubiere lugar serán pagadas a los demandantes y no podrán, de forma alguna beneficiar a la sociedad. Por su parte, si el accionista y, o el administrador demandante es condenado en costas, serán responsables de éstas sin que puedan repetir en contra de la sociedad; pero sólo podrá condenársele si el tribunal constata que la acción fue ejercida en forma temeraria o con el objeto de causar daño, impedir el ejercicio de los derechos o entorpecer la gestión de la sociedad o a los demás accionistas.


Las acciones contempladas en este artículo, son compatibles con cualquier otra acción establecida en la ley.


Artículo 450.- Los accionistas deben ejercer sus derechos sociales respetando los que correspondan a la sociedad y a los demás accionistas.


Esta obligación se extiende a todos aquéllos que a través de una o más sociedades determinan el ejercicio de los derechos del accionista.


Artículo 451.- La información social o aquella relativa a sus negocios o su situación comercial, financiera o jurídica, le pertenece sólo a ella y tiene el carácter de confidencial mientras la sociedad no la haga oficialmente pública por los canales ordinarios de comunicación o en virtud del cumplimiento de una disposición legal o mandato judicial. Toda persona que tenga acceso a la información social en razón de ser un administrador o por su cargo en la administración y mientras ella no haya sido divulgada oficialmente por los medios que la ley franquea, estará legalmente obligado a guardar reserva y no podrá aprovecharse de esta información para obtener una ganancia o evitar una pérdida ni permitir que otros la utilicen con igual resultado.


Sin perjuicio de lo anterior, la información social podrá ser revelada en forma limitada, específica y por un tiempo determinado, en la medida que los que reciban tal información, asuman las mismas obligaciones.


El accionista, administrador o dependiente de la sociedad que viole lo señalado en este precepto, deberá entregar a la sociedad, toda ganancia efectuada o perdida evitada, sin perjuicio del ejercicio de las demás acciones civiles y penales que fueren del caso.


Artículo 452.- Ningún accionista, a menos que consienta en ello en forma expresa o por así contemplarlo los estatutos sociales, podrá perder su calidad de tal con motivo de un canje de acciones, fusión, incorporación, transformación o división de una sociedad.


Artículo 453.- A menos que los estatutos establezcan algo distinto, el precio a pagar por la sociedad al accionista disidente que haga uso del derecho a retiro será el valor de libros de la acción. Los estatutos podrán establecer que si el accionista disidente hubiere pagado parte del valor de sus acciones, recibirá en pago la proporción que corresponda.


Artículo 454.- En caso que la sociedad deba pagar obligatoriamente un dividendo por un monto fijo, determinado o determinable, a las acciones de una serie específica, éstos se pagarán con preferencia a los dividendos a que pudieren tener derecho las demás acciones y si las utilidades correspondientes no fueren suficientes para cubrir el dividendo fijo obligatorio, se procederá de alguna de las formas siguientes:

1)
El saldo insoluto se anotará en una cuenta especial de patrimonio creada al efecto y que acumulará los dividendos adeudados y por pagar. La sociedad no podrá pagar dividendos a las demás acciones que no gocen de la preferencia de dividendo fijo obligatorio, hasta que la cuenta de dividendos por pagar no haya sido completamente saldada. En caso de disolución de la sociedad, la cancelación de la cuenta de dividendos por pagar tendrá preferencia a las distribuciones que deban hacerse al efecto;

2)
Nacerá para los accionistas respectivos, derecho a retiro respecto de las acciones preferidas a partir de la fecha en que se declare la imposibilidad de distribuir el dividendo. El precio a pagar será el valor de rescate si lo hubiere o en su defecto el que resulte de aplicar lo establecido en el artículo 47 de esta ley, más la suma de los dividendos adeudados a la fecha de ejercer el derecho de retiro, o

3)
Capitalizar las sumas que se le adeuden por acciones ordinarias de la sociedad o acciones de la clase que establezcan los estatutos.


Artículo 455.- En caso que la sociedad deba pagar dividendos provenientes de las utilidades de unidades de negocios o activos específicos de ésta, la sociedad deberá llevar contabilidad separada respecto de dichas unidades de negocios o activos específicos y las utilidades sobre las que se pagarán dividendos serán calculadas exclusivamente sobre la base de esta contabilidad sin importar los resultados generales de la sociedad. Por su parte, la sociedad no computará las cuentas separadas para al cálculo de sus utilidades, en relación con el pago de dividendos. Las utilidades provenientes de las unidades de negocios o activos separados que no sean distribuidos como dividendos se integrarán a los resultados generales del ejercicio correspondiente. Para todos los demás efectos, especialmente los crediticios y tributarios, los resultados de la sociedad se mirarán siempre como un solo todo sin divisiones ni limitaciones que les puedan ser oponibles.


Artículo 456.- La sociedad no se disolverá por reunirse todas las acciones en poder un mismo accionista.


Artículo 457.- Para toda forma de comunicación entre la sociedad o los accionistas, los estatutos podrán establecer medios distintos a los establecidos en la ley con tal que dichos medios den razonables seguridades respecto de su fidelidad, continuidad, libertad de acceso y amplitud de cobertura. La falta de indicación en los estatutos respecto del medio de comunicación que deberá utilizarse para el envío de citaciones será suplida mediante la remisión por correo certificado.


La recepción deficiente, no afectará la validez de la citación, pero la administración de la sociedad infractora responderá de los perjuicios que causaren a los accionistas.


Artículo 458.- Los estatutos podrán establecer medios de difusión en que deberán publicarse o anunciarse eventos de relevancia social, distintos a los establecidos en la ley con tal que dichos medios den razonables seguridades respecto de su fidelidad, continuidad, libertad de acceso y amplitud de cobertura. A falta de tal indicación, los avisos sociales serán publicados en el Diario Oficial.


Artículo 459.- Los estatutos podrán establecer que la presencia de los accionistas en junta, se verifique a través de medios de comunicación que garanticen el ejercicio fiel y oportuno de los derechos de aquellos que opten por participar de tal manera.


A falta de indicación en los estatutos respecto del medio de comunicación que deberá utilizarse para el envío de citaciones, éstas serán remitidas por correo certificado y a falta de indicación en los estatutos respecto del medio de difusión que deberá utilizarse para publicar avisos sociales, éstos se harán en el Diario Oficial.


La omisión de esta citación, o su recepción deficiente, no afectará la validez de la citación, pero la administración de la sociedad infractora responderá de los perjuicios que causaren a los accionistas.


Artículo 460.- Cada vez que este Párrafo 8° haga referencia a la “administración” o “administrador” se entenderá que incluye cualquier forma colectiva o plural de administración y a los miembros de dichos órganos, tal como, un directorio integrado por miembros o directores.”.


Artículo 20.- Dicta Normas Sobre la Agencia de Garantía:

“TÍTULO I

Disposiciones Preliminares

Artículo 1°.- La agencia de garantía es un contrato en virtud del cual uno o más acreedores cuyos créditos gozan o gozarán del beneficio de una o más cauciones acuerdan designar a un agente, quien les representará para el ejercicio mancomunado de los derechos que emanan de su garantía y para la apropiada constitución o formalización de las mismas, todo lo anterior, sujetándose las partes a las disposiciones de esta ley. En lo no previsto por las disposiciones de la presente ley, se aplicarán las normas generales del Código Civil y de Comercio y de la ley N° 18.045 que no sean contrarias a ésta.


Para los efectos de esta ley, los términos indicados a continuación tendrán el significado que para cada uno de ellos se adscribe a continuación:

1)
“beneficiario final”, es el prestamista o inversionista que participa en un programa de financiamiento, ya sea otorgando originariamente el préstamo o adquiriendo posteriormente una participación en la acreencia, ya sea por cesión, sucesión, adhesión o reemplazo a cualquier título, de acuerdo al o los contratos que sustenten el programa de financiamiento;

2)
“agente de garantía”, es la persona que representa a los beneficiarios finales para los efectos de esta ley y del contrato;

3)
“contrato”, es el contrato de agencia de garantía convenido expresamente bajo las disposiciones de esta ley y que suscribirá el beneficiario final y el agente con el objeto de regular las actividades del agente en relación con la garantía agenciada;

4)
“garantía”, es todo tipo de caución real o personal, u otro tipo de convención destinado a permitir o asegurar el completo cumplimiento de las obligaciones del deudor en un programa de financiamiento a favor del o los beneficiarios finales respectivos. Las partes correspondientes, deberán sujetar expresamente la garantía a las disposiciones de esta ley;

5)
“programa de financiamiento” es:

a)
todo préstamo contratado con dos o más beneficiarios finales bajo un plan único o unificado de obligaciones y garantías;

b)
toda emisión de valores representativos de deuda o certificados representativos de participaciones en planes de financiamiento cuya oferta y colocación sea efectuada fuera de Chile;

c)
un plan de financiamiento conformado por uno o más créditos que se relacionen entre sí por tener un deudor común y por encontrarse destinado a satisfacer los requerimientos de recursos de un negocio especifico. Para los efectos de esta disposición, se mirará como un mismo deudor a éste y a sus personas relacionadas, o

d)
otras obligaciones que, por la voluntad de los contratantes, se sujeten a las disposiciones de esta ley.


Artículo 2°.- En todo programa de financiamiento, las garantías que se constituyan se otorgarán a favor de un agente, quien las aceptará a nombre propio, pero por cuenta del o los beneficiarios finales existentes a la fecha del otorgamiento de la garantía respectiva, como asimismo, por cuenta de aquellos beneficiarios finales que adquieran tal calidad con posterioridad. A dicho agente corresponderá igualmente aceptar las modificaciones o sustituciones de las garantías constituidas o consentir en su alzamiento de acuerdo con los términos y condiciones establecidos en el contrato.


Si la caución consistiera en prenda, la entrega de la cosa empeñada, cuando se requiera para la constitución de la garantía, se hará al agente o a quien éste designe. Las citaciones y notificaciones que de acuerdo a la ley deben practicarse respecto de los acreedores hipotecarios o prendarios, se entenderán cumplidas al efectuarse al agente.


Artículo 3°.- La designación y el reemplazo del agente se efectuarán por escritura pública o privada protocolizada, debiendo en este último caso, ser autorizadas las firmas por un notario público. También podrá otorgarse por instrumento suscrito en el extranjero debiendo protocolizarse en Chile una copia del mismo.


Artículo 4°.- El reemplazo del Agente de Garantías y la cesión de sus derechos y obligaciones deberá hacerse, con o sin su voluntad, al amparo de los términos y condiciones establecidos en el contrato, y en su silencio, deberá ser acordado por los beneficiarios finales que representen a lo menos la mayoría absoluta del saldo adeudado bajo el programa de financiamiento. En todos los casos el reemplazo y la cesión de los derechos y obligaciones del agente deberán constar por escrito en un instrumento de similares características al de constitución de la agencia, individualizando al agente reemplazante y haciendo indicación de la fecha de término de funciones del agente saliente y de inicio del reemplazante.


Artículo 5°.- En las escrituras e inscripciones de garantías que consistan en hipotecas o prendas y que se acojan a este sistema de agencia, no será necesario individualizar a los beneficiarios finales, bastando expresar el nombre del agente e individualizar el contrato. Se anotará, además, y al margen de la inscripción original, los reemplazos del agente, si fuere el caso.”.


Artículo Primero Transitorio.- Para efectos de lo dispuesto en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974, se considerará ingreso no renta el mayor valor generado en la primera transferencia, de acciones de sociedades regidas por la ley Nº 18.046 que no sean abiertas, que se efectúe en alguna bolsa de valores del país y siempre que al momento de efectuarse dicha transferencia se cumplan los siguientes requisitos:

a)
Que a lo menos un tercio del capital accionario pertenezca a Fondos de Inversión y haya pertenecido a lo menos por un período de 3 años.

b)
Que los participes del o de los Fondos de Inversión no tengan relación, en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045, con los socios o accionistas de la sociedad administradora del Fondo y con los demás accionistas de la sociedad emisora de las acciones que se transfieran.

c)
Que todos los accionistas vendan en el mismo valor las acciones al momento de su transferencia en Bolsa y en la misma proporción.

d)
Que la sociedad administradora del Fondo o una entidad relacionada en los términos señalados en la letra b) no posea más de un 25% del capital del Fondo.


Para aplicar lo dispuesto en el inciso precedente, se considerará que el mayor valor que constituye ingreso no renta, es el que resulte de comparar el precio de transferencia con el valor que las acciones tenían en la fecha en que se incorporaron a la sociedad el o los Fondos en la proporción señalada en la letra c) precedente. Para determinar dicho valor, se considerará el valor libro de la sociedad al 31 de diciembre del año anterior a aquel en que se materialice la participación señalada, aumentado o disminuido con los aportes o retiros de capital y distribuciones de utilidad, según corresponda, ocurrido entre dicha fecha y el mes en que se materialice la participación del o los Fondos de Inversión. Para este efecto se considerará como valor libro, el señalado en el inciso penúltimo del artículo 41 de esta ley.


Si la primera transferencia fuere efectuada por un accionista que ingresó a la sociedad con posterioridad a la participación de los Fondos de Inversiones, el valor de comparación con el precio de transferencia será el mayor entre el señalado en el inciso precedente y el valor de adquisición o suscripción pagado por el accionista.


Con todo, sólo se considerará ingreso no renta el valor señalado en los incisos precedentes hasta un monto equivalente a 20.000 unidades de fomento según el valor que dicha unidad tenga al 31 de diciembre del año en que se efectúe la enajenación.


El mayor valor generado entre el valor señalado en los incisos precedentes y el valor de adquisición o suscripción pagado antes de la incorporación del o los Fondos de Inversiones, se afectará con los impuestos señalados en esta ley de acuerdo a las normas generales.


Asimismo, cumpliendo las mismas condiciones establecidas en las letras a) a la c) del inciso primero y con el mismo límite señalado precedentemente, se considerará ingreso no renta el mayor valor que se genere en la enajenación de acciones emitidas por las sociedades a que se refiere este artículo cuando entre el enajenante y el adquirente no exista relación en los términos señalados en la letra b) y siempre que éste sea una sociedad en la cual participen, a lo menos en un 20% del capital, inversionistas institucionales de aquellos señalados en al artículo 4° bis letra e) de la ley N° 18.045.


El mayor valor que obtengan los participes de los Fondos señalados en el rescate de las cuotas en la liquidación de éstos, se considerará ingreso no renta en la proporción que a esa fecha represente en los beneficios del Fondo el mayor valor generado en la enajenación de acciones a que se refiere este artículo.


Los Fondos de Inversión a que se refiere este artículo deberán tener a lo menos el 50% de sus recursos invertidos en acciones, bonos, efectos de comercio u otros títulos de deuda, cuya emisión no haya sido registrada en la Superintendencia de Valores y Seguros y que sean para financiar actividades de sociedades regidas por la ley Nº 18.046, que no sean abiertas.


El porcentaje señalado deberá mantenerse durante el período a que se refiere la letra a), para que proceda lo dispuesto en este artículo.


Las sociedades administradoras de estos Fondos deberán presentar anualmente un informe al Servicio de Impuestos Internos, acerca de la inversión de sus recursos y de la composición de los participes, a fin que dicho Servicio pueda verificar el cumplimiento de las condiciones que establece la letra b) del inciso primero y el inciso precedente. Dicho informe deberá ser presentado en la forma y plazo que determine el Servicio de Impuestos Internos.


El tratamiento tributario establecido en este artículo tendrá una duración de quince años a contar del día primero del mes siguiente a la entrada en vigencia de esta ley.


Artículo Segundo Transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que mediante un decreto con fuerza de ley, dictado dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, fije el texto refundido, sistematizado y concordado del decreto ley N° 3.500 y del decreto con fuerza de ley N° 101, Ley Orgánica de la Superintendencia Administradoras de Fondos de Pensiones, ambos de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y de los demás textos legales que se refieren a las Administradoras de Fondos de Pensiones u otras empresas fiscalizadas por la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones.


Artículo Tercero Transitorio.- Las entidades sujetas a la obligación establecida en el inciso primero, de la letra a), del número 4), del artículo 7° de esta ley, que a la fecha de su entrada en vigencia no cumplan con ella, gozarán del plazo de 2 años, contado desde la entrada en vigencia de dicha disposición, para cumplir con los requisitos allí establecidos o adecuar su estructura a fin de cumplirlos a satisfacción. Cumplido este plazo, la Superintendencia podrá extenderlo por un lapso de seis meses no prorrogables, en caso de estimarlo conveniente.


Artículo Cuarto Transitorio.- Las modificaciones efectuadas al inciso final del artículo 16 de la Ley de Sociedades Anónimas entrarán a regir transcurridos seis meses contados desde la fecha en que entre en vigencia la presente ley. Las acciones suscritas y no pagadas a la fecha de entrada en vigencia de las citadas modificaciones, continuarán rigiéndose por la ley o por el estatuto vigente a la fecha en que se suscribieron.”.


Sala de la Comisión, a 27 de mayo de 2004.


Acordado en sesiones de fechas 21 de abril, 4, 12 y 18 de mayo de 2004, con la asistencia de los diputados señores Escalona, don Camilo (Presidente), Alvarado, don Claudio; Álvarez, don Rodrigo; Cardemil, don Alberto; Dittborn, don Julio; Jaramillo, don Enrique; Kuschel, don Carlos Ignacio; Ortiz, don José Miguel; Pérez, don José (Robles, don Alberto); Saffirio, don Eduardo; Silva, don Exequiel (Luksic, Zarko); Tuma, don Eugenio (Accorsi, don Enrique) y Von Mühlenbrock, don Gastón.


Se designó diputado Informante al señor Álvarez, don Rodrigo.


(Fdo.): JAVIER ROSSELOT JARAMILLO, Abogado Secretario de la Comisión”.

22. Moción de las diputadas señoras María Antonieta Saa, Adriana Muñoz, Ximena Vidal, María Angélica Cristi, Carolina Tohá, María Eugenia Mella y de los diputados señores Juan Pablo Letelier, Becker, Bustos y Ceroni.


Refuerza la maternidad en el ámbito civil y, en particular, en el laboral. (boletín N° 3546-07)


Considerando:

1.
La ratificación que el Estado de Chile hizo del convenio 103 de la OIT, cuyas disposiciones buscan impedir que la maternidad sea una causa de discriminación de la mujer en el trabajo. En este contexto, las políticas de igualdad de oportunidades declaradas e impulsadas por el gobierno del Presidente Lagos no hacen sino recoger aquella sentida aspiración, cada vez más explicitada, de que debe ser la sociedad entera la que debe generar y cuidar a los seres humanos.

2.
El Convenio N° 156 de la OIT sobre los trabajadores con responsabilidades familiares, ratificado por Chile en 1994, establece en su artículo 3 n° 1: “Con miras a crear la igualdad efectiva de oportunidades y de trato entre trabajadores y trabajadoras, cada Miembro deberá incluir entre los objetivos de su política nacional el de permitir que las personas con responsabilidades familiares que desempeñen o deseen desempeñar un empleo ejerzan su derecho a hacerlo sin ser objeto de discriminación y, en la medida de lo posible, sin conflicto entre sus responsabilidades familiares”.

3.
La Convención de las Naciones Unidas sobre la Eliminación de Todas las Formas de discriminación contra la Mujer de la ONU, ratificada por Chile en 1989, establece en su Artículo 11 n° 2: “A fin de impedir la discriminación contra la mujer por razones de matrimonio o maternidad y asegurar la efectividad de su derecho a trabajar, los Estados Partes tomarán medidas adecuadas para: a) Prohibir, bajo pena de sanciones, el despido por motivo de embarazo o licencia de maternidad y la discriminación en los despidos sobre la base del estado civil; b) Implantar la licencia de maternidad con sueldo pagado o con prestaciones sociales comparables sin pérdida del empleo previo, la antigüedad o los beneficios sociales; c) Alentar el suministro de los servicios sociales de apoyo necesarios para permitir que los padres combinen las obligaciones para con la familia con las responsabilidades familiares son aspectos de cuestiones más amplias relativas a la familia y a la sociedad, que deberían tenerse en cuenta en las políticas nacionales”.

4.
Chile, como estado ratificante de estos convenios, se ha obligado a incluir entre los objetivos de su política nacional, la obtención de una distribución equitativa de las responsabilidades familiares entre trabajadores y trabajadoras, para lograr una igualdad efectiva de oportunidades y de trato entre unos y otras y, por cierto, 1a implementación de medidas necesarias para que el nacimiento y cuidado de los hijos sean tareas asumidas socialmente.
5.
La no discriminación y la protección social de la maternidad y el cuidado infantil ya están reconocidos en Chile por la vía de la ratificación de tratados internacionales, que al estar vigentes y reconocer derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana, deberían entenderse incorporados al texto constitucional, tal y como lo ordena el artículo cinco, inciso segundo, de nuestra Constitución. Por añadidura, la Constitución expresamente reconoce el principio de no discriminación (artículo 19 n° 2), por lo que la maternidad y el cuidado infantil no debieran ser impedimento para que las mujeres logren una participación laboral, social y política equitativa con los varones. Asimismo, el artículo primero, inciso segundo, de la Constitución reconoce a la familia como el núcleo fundamental de la sociedad; en consecuencia, del nacimiento y buen cuidado de los hijos depende la permanencia y desarrollo de nuestra sociedad.

6.
La inserción cada día más creciente de las mujeres en el mercado del trabajo se ha constituido en uno de los logros más importantes en el proceso de reivindicación de los derechos de las mujeres. La antigua separación sexual del trabajo entre lo público y lo doméstico ha perdido vigencia desde la integración de la mujer al mundo del trabajo. Esto ha permitido ir ganando espacios antes impensados. Sin embargo, más allá de estos avances, nuestros países aún están lejos de lograr una participación plena e igualitaria de la mujer en los ámbitos públicos. En el caso de Chile, las trabas que aún existen para una adecuada y justa inserción de la mujer a1 mundo laboral nos han llevado a aparecer en diversos estudios como el país con el nivel más bajo de participación en ese ámbito. Así, según Icare-Adimark 2.003, de las chilenas en condiciones de trabajar sólo un 35% lo hace, mientras el promedio latinoamericano es de 45%. Japón tiene una fuerza laboral femenina de 51,1%, Canadá de 59,8% y Suecia alcanza el 63,4%, lo que explica sus destacados lugares en productividad.

7.
En un país como Chile que pretende alcanzar mayores niveles de desarrollo, constituye un verdadero derroche su reducida fuerza laboral femenina. Debe tenerse presente que se trata de un sector bien preparado con un promedio de escolaridad de 13 años y más que permitiría mejorar notoriamente la competitividad del país. Sobre todo ahora que éste se encuentra en un terreno de igualdad comercial con las naciones desarrolladas. Por eso no resulta sorprendente la afirmación de la Cepal en el sentido de que la incorporación de mujeres pobres al trabajo, permitiría disminuir en un 8% la pobreza de sus hogares.

8.
Según lo señalado por la Ministra Directora del Sernam, en Chile las mujeres perciben un salario 30% inferior al de los hombres, en circunstancias que los costos no salariales de los hombres son mayores en un 29%. En consecuencia, la brecha salarial asociada a los costos no pasa de ser parte de los mitos que se han ido creando y que van generando mayor discriminación: por ej.: los costos asociados a la maternidad.

9.
De acuerdo a un estudio de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), realizado en 2000 por ese organismo, relativo a los costos de maternidad exclusivamente de trabajadoras asalariadas en Argentina, Brasil, Chile y México, se llegó a la siguiente conclusión: En Argentina, el costo adicional que representa para el empleador la protección de la maternidad es de 0,9%; en Brasil l,l%; en México de 0,2% y en Chile de 1,8%. El Director de esa organización señaló que el principal motivo de que este costo sea bajo es que en los países analizados, las licencias de maternidad son financiadas directamente por el Estado en el caso de Chile, y por la seguridad social en los otros tres países. El mayor costo de Chile se debe principalmente a la sala cuna que es de 1,3%, mientras que en México no tiene costo porque está cubierto por la seguridad social. En Argentina es de 0,8% y en Brasil de 0,3%.

10. Desde la perspectiva del empleador emerge otro obstáculo para la mujer: la creencia que ella resulta más costosa en términos de productividad, cuando en realidad el verdadero costo es indirecto: ante la ausencia de la madre por motivos de pre y post natal, se deberá buscar un reemplazante y capacitarlo a fin de que cumpla la labor de igual manera. Es importante tener presente que en la mayoría de los ordenamientos jurídicos el pre y post natal están a cargo de entidades ajenas al empleador por lo que el único gasto extra y directo es la sala cuna.

11. La distribución de roles (el reproductivo frente al productivo), la asignación de responsabilidades que van más allá de la simplicidad de llevar a efecto una actividad (madre protectora, responsable y encargada de la crianza) no compatibiliza con la realidad del mundo laboral. La maternidad así concebida, se torna en un impedimento para que la mujer se realice profesionalmente, ya que se suele pones en una balanza y como opciones contrapuestas, maternidad y trabajo.

12. El Convenio número 3 aprobado en 1919 por la OIT, revisado y aprobado luego en 1952 con el número 103, respalda las conquistas laborales relativas a la licencia maternal, el descanso pre y posnatal, las prestaciones médicas y en dinero, el permiso para. amamantar durante la jornada laboral y la prohibición de despido durante el período de fuero maternal. De hecho, el Gobierno de Chile junto a otros países del Cono Sur rechazaron la modificación del convenio 103, en los aspectos que podían debilitarlo. Los argumentos esgrimidos por Chile en esa reunión se basaban en la defensa de la maternidad como una responsabilidad social.

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL


“ARTÍCULO 1°.- Agréguese al inciso segundo del artículo 1° de la Constitución Política de la República, a continuación del punto final que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase: “La maternidad cumple una función social.”.


“ARTÍCULO 2°.- Agréguese al inciso segundo del número 9 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, la siguiente oración: “Es deber preferente del Estado salvaguardar en el trabajo la función de reproducción.”.”.

23. Moción de las diputadas señoras Ximena Vidal, Alejandra Sepúlveda y de los diputados señores Ceroni, Espinoza, Hidalgo, Felipe Letelier y Meza.


Modifica la ley N° 18.483, estableciendo la posibilidad de importación y comercialización de motocicletas con uso. (boletín N° 3548-03)
Antecedentes sobre la legislación vigente en la materia


Con fecha 28 de diciembre de 1985, se publicó la ley que vino a normar la industria automotriz en carácter de ley general.


Dentro de esta norma podemos apreciar que se dio una regulación apropiada para la industria y rubro automotriz, permitiendo reconocer e identificando prolijamente los componentes y partes que asisten en la construcción de cada uno de los vehículos tracción mecánica, así como la estructura bajo la cual iba a regirse en lo sucesivo aquella industria, estableciendo esta ley todo cuanto fuera necesario para dar vida al recientemente florecido campo de la compra de automóviles, como además, incorporando incentivos tributarios para la industria nacional.


No obstante lo anterior, podemos establecer que nos ha regido una estructura normativa acorde con una industria que privilegia de manera expresa el ingreso de automóviles nuevos al país, dejando de lado de manera demasiado tajante cualquier intento de importación de automóviles con uso, salvo algunas acotadas excepciones que la ley especial contempla.

Fundamentos del Proyecto.


Los fundamentos de este Proyecto de Ley dicen relación con una adecuación paulatina de apertura al comercio de vehículos con uso que puedan ser traídos desde el exterior con el fin de facilitar el acceso a medios de locomoción que posibiliten una descongestión vehicular real, posibilitada en la especie, a través de la utilización del mecanismo de la importación de motocicletas que vengan en gran medida a paliar el inmenso crecimiento del parque vehicular que las ciudades de Chile han sufrido.


Además puede esgrimirse sin temor a equívoco, el alto costo que posee para cientos y cientos de chilenos el acceso a un medio de locomoción individual que posibilite su traslado para fines laborales o de descanso, siendo todos los medios de locomoción individuales no sólo de alto costo de adquisición, sino que de mantenimiento, pasando a ser las motocicletas un vehículo de fácil adquisición para gran parte de los ciudadanos como también de económico funcionamiento y mantención.


Dado que en la actualidad, la construcción de ciclovías para el desplazamiento individual en la ciudad ha sido escasísimo, como también sigue siendo escasa la posibilidad de los particulares de adquirir en el mercado motos de calidad a precios razonables, es que se hace necesario adquirir un medio de transporte a bajo precio cuyos costos de mantención además, oscilen entre los mas bajos de los vehículos a tracción mecánica.


Por ello es que resulta imperioso pensar el que pueda ser de gran ayuda para el desplazamiento urbano y rural, establecer la posibilidad de la importación de motos con uso a nuestro país.


Podemos ver también, que el precio del petróleo oscila constantemente traspasándose las alzas que se producen de manera periódica a los usuarios, quienes ven un incremento cada vez mayor en los precios de las bencinas, y otros combustibles, encareciendo el transporte de los particulares, quienes en un uso responsable y concordante con la normativa del tránsito vigente, pueden encontrar una solución rápida y efectiva en la adquisición de motocicletas con uso.

Marco regulatorio vigente de las motocicletas.


La normativa general de automóviles no se refiere de manera precisa a las motocicletas. Así tenemos, que la ley n° 18.483 que establece un “Nuevo régimen legal para la Industria Automotriz”, ley promulgada el 27 de Diciembre de 1985 que estableció en su artículo 21 la posibilidad sólo de la importación de vehículos sin uso, salvo las excepciones que se establecen a continuación en su inciso segundo, entre las cuales no se cuentan las motocicletas, por lo que ciertamente no se entienden incluidas entre las excepciones establecidas en el inciso antedicho.


Desde el punto de vista tributario, las importaciones constituyen un hecho gravado según lo señala el artículo 8vo, letra a), del D.L. 825 que regula el impuesto a las ventas y servicios, disponiendo que “serán consideradas las importaciones como ventas y servicios tengan éstas o no el carácter de habituales”, lo que hace sujeto pasivo del impuesto a las ventas y servicios al importador, ya sea éste eventual importador de motos con uso, ya sea habitual, conforme lo dispone el artículo 11 letra a) del D.L. 825.


No existe por tanto otro tributo de carácter general, que el Impuesto a las Ventas y Servicios con que se grave a la importación de vehículos, según lo establecido en el artículo 8vo letra a), el artículo 11 letra a) y el artículo 12 A) N° 1 del D.L 825 que son las normas que resultan aplicables al efecto.

Contenido formal del proyecto de ley.


Básicamente éste consta de una inclusión de las motos como parte del artículo 21 inciso segundo de la ley N° 18.483 a fin de encuadrarlas de manera correcta entre los vehículos exceptuados de la limitación expresa que establece el inciso primero del citado artículo 21, lográndose así una armonía entre las citadas normas.

Objetivos y fines del proyecto.


El objetivo principal de este proyecto es despejar de manera clara, la aplicación de la prohibición que hace el artículo 21 de la ley N° 18.483 en su inciso primero acerca de la importación de vehículos usados que hoy día existe y que se le hace aplicable a la importación de motos, con lo cual dejaría de existir incertidumbre en lo concerniente a la importación de ellas cuando se encuentran con uso, dejando así zanjada la vía para que las personas puedan adquirir a costos menores vehículos de estas características con el fin de propender a la descongestión vehicular de las calles y caminos por el menor tamaño que poseen, como además a la adquisición de medios individuales de transporte a costos accesibles para un mayor número de personas.


Por consiguiente, y con el mérito de los antecedentes expuestos, vengo en someter a la consideración de esta honorable Corporación, para ser tratada en la actual Legislatura Ordinaria, de sesiones del honorable Congreso Nacional, el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“ARTÍCULO ÚNICO.- Intercálase la palabra “motos”, después de la coma que sigue a las palabras “coches para el arreglo de averías” y antes de la coma que antecede a las palabras “vehículos casa‑rodante”, en el inciso segundo del artículo 21, de la ley N° 18.483, que establece un “Nuevo Régimen Legal para la Industria Automotriz”.

24. Oficio del Tribunal Constitucional.

“Oficio Nº 4100


Santiago, 24 de mayo de 2004.


Para su conocimiento y fines a que haya lugar, transcribo a V.S., el acuerdo adoptado por el Tribunal Pleno de esta Corte Suprema el día 14 del actual que, en su parte pertinente, es del siguiente tenor:


“...Designación de miembro del Tribunal Calificador de Elecciones


Conforme consta de los autos administrativos Nº 20.016, este Tribunal Pleno acordó dejar sin efecto la nominación de don Beltrán Urenda Zegers, como integrante del Tribunal Calificador de Elecciones, designación de la que da cuenta el Acta Nº 33-2004.


En razón de lo anterior y de conformidad con lo previsto en el artículo 84 de la Constitución Política de la República, se procedió a un nuevo sorteo para designar al integrante del mencionado Tribunal Calificador de Elecciones, en reemplazo de don Beltrán Urenda 
Zegers. De ese modo, resultó elegido don Mario Acuña Cisternas, C.I. Nº 8.211.314-2, en su condición de ex Primer Vicepresidente de la Cámara de Diputados...”.


Saluda atentamente a V.S.,


(Fdo.): MARCOS LIBEDISNKY TSCHORNE, Presidente; CARLOS A. MENESES 
PIZARRO, Secretario

AL SEÑOR PRESIDENTE

CÁMARA DE DIPUTADOS

DON PABLO LORENZINI BASSO

VALPARAÍSO”.

25. Oficio del Excelentísimo Tribunal Constitucional.

“Santiago, 26 de mayo de 2004.


Oficio Nº 2073

Excelentísimo señor

Presidente de la Cámara de Diputados


Tengo el honor de transcribir a vuestra Excelencia la resolución dictada en los autos rol Nº 410 relativos al requerimiento de inconstitucionalidad formulado en contra de ciertos artículos contenidos en el proyecto de ley que modifica el régimen de jornada escolar completa diurna y otros cuerpos legales, boletín Nº 2853-04.


“Santiago de Chile, veinticinco de mayo de dos mil cuatro.


“A la presentación de la parte requirente de fojas 236, téngase por cumplido lo ordenado y por acompañados los antecedentes que se adjuntan.


A lo principal de fojas 1, se admite a tramitación el requerimiento deducido.


Al primer otrosí, por acompañados los documentos.


Al segundo y cuarto otrosí, téngase presente.


Dando cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 42 de la ley Nº 17.997, Orgánica Constitucional de este Tribunal, póngase en conocimiento del señor Presidente de la República, del Senado y de la Cámara de Diputados, en sus calidades de órganos constitucionales interesados, la presente resolución, acompañándoles copia del requerimiento, de la presentación antes mencionada y de los antecedentes adjuntados.


Al tercer otrosí, estése a lo dispuesto precedentemente.


Esta resolución fue adoptada por el Excelentísimo Tribunal Constitucional, integrado por su Presidente señor Juan Colombo Campbell, y los ministros señores Eugenio Valenzuela Somarriva, Hernán Álvarez García, Juan Agustín Figueroa Yávar, Marcos Libedisnky Tschorne y José Luis Cea Egaña.


Autorizada el Secretario del Tribunal Constitucional, don Rafael Larraín Cruz.


Dios guarde a V.E.


(Fdo.): JUAN COLOMBO CAMPBELL, Presidente; RAFAEL LARRAÍN CRUZ, Secretario

A S.E.

EL SEÑOR PRESIDENTE DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

DON PABLO LORENZINI BASSO

PRESENTE”.
PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido Por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; UCCP: Unión Centro Centro Progresista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata, e IND: Independiente.


� Se agrega este inciso tomando como modelo el 2º párrafo del Art. 12 del “Anteproyecto de protocolo constitutivo del Parlamento del Mercosur” (V.2), Sección Brasileña.


� En este artículo se sigue el modelo del art. 19 del “Anteproyecto de Protocolo Constitutivo del Parlamento del Mercosur” (V.2).


� Se agrega este inciso tomando como modelo el 2º párrafo del Art. 12 del “Anteproyecto de protocolo constitutivo del Parlamento del Mercosur” (V.2), Sección Brasileña.


� En este artículo se sigue el modelo del art. 19 del “Anteproyecto de protocolo constitutivo del Parlamento del Mercosur” (V.2).


� De acuerdo a la ley Nº 19.284 -arts. 7º al 12- y al decreto supremo Nº 48 referido, los tramites para determinar y certificar la discapacidad mental son los siguientes: 1) La certificación del grado de discapacidad mental se determina por un diagnóstico clínico médico (que señala la especificación del grado de discapacidad mental, las potencialidades, la rehabilitación y reinserción, las causas de la discapacidad mental y los pronósticos) y por un informe sicológico. Los profesionales médicos y sicólogos deben estar inscritos en un Registro de profesionales de la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez (Compin); 2) La certificación médica se presenta para visación al Compin del Servicio de Salud que corresponda; 3) El Compin se debe pronunciar en 15 días; luego de lo cual, 4) Se certifica en forma definitiva la discapacidad mental. Sin embargo, se puede requerir reevaluación por interesados dentro del plazo de 45 días, y el Compin puede pedir nuevos exámenes (15 días) luego de lo cual debe resolver en 15 días. Una vez finalizado el procedimiento descrito, se procede a inscribir la certificación en el Registro Nacional de la Discapacidad (a cargo del Servicio de Registro Civil e Identificación).


� La interdicción judicial supone un juicio ordinario, de lato conocimiento, que termina con una sentencia definitiva, en que el juez declara la interdicción de una persona por demencia.


� La ley Nº 19.735,que introdujo modificaciones a la ley Nº 18.600, simplificó el procedimiento para la declaración de discapacidad mental de una persona.


� El documento referido se encuentra agregado al acta de la sesión de la Comisión, de fecha 12 de mayo de 2004. Se estimó que constituye una propuesta interesante, pero cuyo contenido, por un lado, en parte excede las ideas matrices del proyecto y, por otro, dice relación con regulaciones que abarcan una problemática compleja que implica abocarse a tópicos más profundos y globales, que dificultarán despachar con la prontitud que requiere este proyecto de ley.


� Acta de la sesión 185ª de la Comisión de Hacienda, de fecha 12 de mayo de 2004.
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